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FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON LA REUCION DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1888 



(Continuación) 



CAUSA I.XXYI 



El Dr. D. José O. Machado contra D. Carlos Casado, por espro- 
piacion; sobre forma del juicio y verificación de mensura. 



Sumario. — Negada en el actor la calidad de propietario, 
no procede el juicio sumario de espropiacion para fijar la in- 
demnización. Es necesario que entable juicio ordinario, y no 
puede, antes del estado de prueba, pedir una diligencia de men- 
sura para fijar la estension del área que alega ser de su pro- 
piedad. 



y 
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Cazo. — El Dr. Machado, alegando que el Ferro-carril Oeste 
Santafesino había ocupado una área de bu propiedad, cuja es* 
tensión no conocía, entabló juicio de espropiacion contra el 
concesionario D. Carlos Casado para fijar la indemnización. 

Este negó que el Dr. Machado fuera propietario de área al- 
guna, alegó que en ese punto el área había sido comprada en 
parte* y en parte espropiada, según sentencia de los Tribunales 
Provinciales; y pidió que se rechazara la forma del juicio su- 
mario de espropiacion, por no proceder en ese caso. 



Fallo del Juez Federal 



Rosario, Mayo 27 de 1887. 

Y vistos : oponiéndose el demandado á la tramitación de esta 
causa en la calidad sumaria que reviste el juicio de espropiacion, 
manifestando no ser propietario el demandante del área de que 
este se dice dueño ; procediendo el juicio de espropiacion solo 
en el caso de reconocer el espropiante la propiedad en el es- 
propiado y que al presente se le niega ; siendo de derecho el 
que Helgada la circunstancia actual y á que se refieren las con- 
sideraciones anteriores, se ordinarize el juicio para que las par- 
tes ventilen en él los derechos que crean tener y para que una 
vez deslindados estos, surja recien lógicamente el juicio de es- 
propiacion que no puede por cierto basarse en solo hipótesis más 
ó menos seguras de la propiedad del espropiado, y no formándose 
porúltimo, en el caso actual, la firmeza de la cosa juzgada por el 
proveído de foja.. . en que se mandaba comparecer á ^las partes á 
la audiencia establecida por la ley de espropiacion para el nom- 
bramiento de peritos, pues esto solo tiene lugar cuando se en- 
cuentra fuera de discusión la propiedad del bien materia de la 
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espropiacion, el mismo que en la actualidad hasta el deman- 
dante ignora las demarcaciones que limitan esa propiedad toda- 
vía no deslindada* circunstancia sola que bastaría para dejar sin 
efecto el juicio de espropiacion, puesto que no se conoce el área 
fija sobre la cual debe esa espropiacion versar, siendo enton- 
ces de práctica correcta ordinarizar el juicio álos objetos ya in- 
dicados. 

Por estos fundamentos, se resuelve : se corra traslado al de- 
mandado de la demanda, dejándose sin efecto la audiencia para 
el nombramiento de peritos. Hágase saber con el original y re- 
póngase el papel en el acto de la notificación. 

G. Escalera y Zuvirla . 
El Dr. Machado pidió se procediese á mensurar el terreno. 



Fallo del Jaes Federal 



Rosario, Mayo 27 de 1887. 

No encontrándose esta causa en estado de prueba, no ha lu- 
gar, dejándose á esta parte á salvo sus derechos para que haga 
uso de ellos cuando corresponda. 

Escalera. 



Fallo de la Saprema Corte 

Baenos Aires, Junio 13 de 1888. 
Yistos : por sus fundamentos, se confirman con costas los autos 
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apelados de foja treinta y seis vuelta y treinta y nueve, y de- 
vuélvanse previa reposición de sellos. 

BEMJÁIUN YIGTORIGA. — ULADIS* 
LAO frías. — FEDERICO IBAB- 
GOREK. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZAYALU. 



CAUSA I.1ÍXTII 



El Fisco Nacional contra las Sres. Hueyo y Villar, por infrac- 
ción de las Ordenanzas de Aduana 



Sumario. — La posesión y presentación de la factura y pa- 
peles de la carga, demuestran la personería del que la despacha 
en la Aduana. 



Caso. — Se refiere en la 
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RESOLUG ION DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Buenos Aires,. Julio 21 de 1886. 

De lo actuado en este espediente resulta : Que los Sres. Hneyo 
y Tillar solicitaron un despacho del vapor Tagus entrado al 
puerto en Junio del corriente año, pidiendo á plaza 7 cajones 
con (339) trescientas treinta j nueve docenas sombreros lana 
mezcla, llevando dichos pedidos, la firma de Pedro Giménez, co- 
mo dependiente de Hueyo y Villar, á cuyo nombre directo ve- 
nían las mercaderías, que dicho despachante solicitó á la 
Aduana. 

Que verificado el contenido, resultaron ser sombreros de cas- 
tor, los relacionados con los de lana mezcla, por lo que el Yista 
formuló el parte de foja i . 

Que á los efectos de esclarecer el hecho de la diferencia de 
clase, fueron labradas estas informaciones siendo para ello lla- 
mado el mismo dependiente P. Giménez, y declaró á foja 1 vuelta 
suponiendo que el error provenía de no manifestar la factura 
recibida por la casa, la calidad de los sombreros ; y en su compro- 
bación, presentó y fué agregada á este sumario, dicha factura de 
los Sres. Hueyo y Villar; confirmando así la verdadera repre- 
sentación de esa razón social, y solicitando á nombre de ella, 
se tenga en cuenta aquella circunstancia para el fallo. 

Que posteriormente compareció D. Cándido Mejías acompa- 
ñando el poder de los Sres. Hueyo y Villar, que figura á foja 
5, en el cual se autoriza al espresado Mejías, para que proce- 
da á entender en su representación en un sumario que le sigue 
la Aduana deteniendo unos despachos, y cuya causa ignora. 

Que en mérito de dicho poder el espresado Mejías, formuló 
su declaración á foja 4 vuelta, espresando que el Sr. Giménez 
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había despachado anteriormente á la casa por endoso de cono- 
cimientos, pero que habiendo esta determinado despachar bajo 
su firma, le habían negado al citado Giménez la facultad de fir- 
mar á sa nombre, documento algnno. ELespediente pasó en ta- 
les condiciones á la oficina de Registros y Contaduría, á fin de 
esclarecerse estos últimos puntos, resultando del informe de la 
primera, que el Sr. Giménez ha despachado firmando como al 
presente por la casa, muchos otros documentos, cuya mercancía 
recibieron los Sres. Hueyo y Tillar y precisando la última va- 
rios despachos que por distintos buques presentó la casa de 
Hueyo y Tillar autorizados por la firma de su dependiente Pe- 
dro Giménez en Junio próximo pasado, según resulta de foja 7, 
'lo que destruye las afirmaciones del Sr. Mejías. 

Por estos tesultantes y las circunstancias de presentarse por 
el mismo Sr« Giménez la factura original que corre en autos, 
evidenciantlo así á la Aduana que obraba en todo en el carácter 
de dependiente, teniendo además en vista que las leyes aduane- 
ras obligan á mercancías con entera prescindencia de personas, 
se resuelve con arreglo al artículo 930 de las Ordenanzas de 
Aduana sujetar á la mercancía antedicha, al pago de dobles 
derechos, por la diferencia resultante. 

Hágase saber y fecho pase á Contaduría á sus efectos pre- 
via reposición de sellos por el Vista. 

Eduardo Anido, 



Fallo del Jíuea Federal 



fiuenos Aires, Setiembre 14 de 1886. 

Y vistos estos autos traídos en apelación por los Sres. Hueyo 
y Villar, de la resolución administrativa de la Aduana, de Junio 
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21 del corriente año, foja 7 vuelta, por la que se le condena al 
pago de dobles derechos sobre la diferencia que resulta entre la 
manifestación y el contenido de un despacho directo solicitado 
por el manifiesto numera 31905, de los que resulta : 

1® Que no obstante no haberse acompañado á estos autos el 
manifiesto con que se ha solicitado el despacho de la mercadería 
en cuestión, tanto la Aduana como los recurrentes, están con- 
formes en que por él se manifestaba, siete cajones con 339 do- 
cenas sombreros lana mezcla, cuando su contenido verdadero era 
sombreros de castor, y en que el manifiesto estaba firmado por 
Pedro Giménez como apoderado de Hueyo y Villar. 

S'^Que los recurrentes desconocen la representación que ha 
asumido por ellos D. Pedro Giménez, tanto al firmar el mani- 
fiesto número 31905, como al prestar su declaración de foja 1 
vuelta, alegando que nunca fué su apoderado, aunque la casa, 
que no tenía su firma registrada en la aduana, había endosado 
sus conocimientos, para que se despachasen por cuenta y ries- 
go del endosatario. 

3® Que la Aduana por su parte, sostiene que al aceptar la re- 
presentación asumida por D. Pedro Giménez al firmar los do- 
cumentos de despacho por los Sres. Hueyo y Tillar, lo había 
hecho, por no ser el único despacho de esta casa que venía en 
esta forma, loque resulta por otra parte comprobado por el in- 
forme de foja 7 vuelta, y que con este antecedente el Sr. Gi- 
ménez había sido considerado por la Aduana como dependiente 
de los Sres. Hueyo y Villar. 

Considerando : V Que de acuerdo i las terminantes disposi- 
ciones de los artículos i03 y 104 délas Ordenanzas de Aduana, 
la firma del consignatario ó dueño de las mercaderías, es condi- 
ción indispensable para la validez de los pedidos para despacho 
directo, de tal manera que sin este requisito no puede sostener- 
se que hay manifestación alguna. 

2^ Que al enunciar la Ordenanza las ospresiones, dueños y 
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consignatarios, que tienen on sentido jurídico bien definidos, 
es visto que se refieren al derecho civil y comercial á que perte* 
necea estas espresiones, siendo sus disposiciones las que deben 
definir, quién es el dueño, j quién el consignatario, cuya firma 
se exije como condición indispensable. 

3° Que reconociéndose por la Aduana que el manifiesto en cues- 
tión está firmado por D. Pedro Giménez en representación de los 
Sres. Hueyo y Tillar y que aquel no estaba munido de poder 
en forma, ni era endosatario de los conocimientos concebidos á 
nombre de estos últimos^ es evidente que no ha podido darse 
curso á una solicitud que no venía en la forma prescrita por la 
ley de Aduana, ni tomarse en cuenta la manifestación en ella 
contenida. 

4® Que el hecho de haberse despachado antes otras solicitu- 
des, que venían en esta misma forma y recibídose la mercade- 
ría sin observación por los Sres. Hueyo y Villar, en nada al- 
tera la situación de las cosas en el presente caso, pues en los 
anteriores, la ratificación posterior dada por ios verdaderos 
dueños ó consignatarios, da validez á lo practicado en su nom- 
bre, según la disposición del artículo 2304 , Código Civil, lo que 
no ha sucedido én el presente caso, en que se ha protestado con- 
tra lo hecho. 

5® Que ya sea que se considere á Giménez como dependiente 
6 no de la casa de Hueyo y Villar, los principios que rigen 
esta cuestión determinarían su resolución en el mismo sentido, 
pues según las prácticas de comercio, no entra nunca entre las 
funciones de un dependiente, firmar los documentos de la casa, 
á nombre y representación de ella, á menos de estar provisto de 
un poder en forma para el efecto ; y 

B*" Que la disposición del artículo 1027 de las Ordenanzas, in- 
vocado por la acusación, no es aplicable en este caso, pues la 
responsabilidad atribuida por él á los comerciantes, fabricantes 
consignatarios, capitanes, lancheros, dueños de carros, y demás 
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personas en relación con las operaciones de Aduana, por los he» 
chos de sns empleados, dependientes, obreros, domésticos, ú 
otras personas, sus asalariados, es solo en lo relatiyo á las 
operaciones encomendadas á cada una de estas clases^ pero no 
por lo que corresponde esclusiyamente al dueño 6 consignatario 
rio, como muy espresamente lo dispone el artículo i 04 ya 
citado. 

Por estos fundamentos, fallo: revocando la resolución recur- 
rida de foja 7 vuelta, absolviendo á los Sres. Hueyo y Villar 
del pago de dobles derechos impuesto por ella, y declarando nula 
y de ningún efecto, la solicitud de despacho, y manifestación 
contenida en el manifiesto y parciales número 31905 del cor 
Tiente añOy debiendo los Sres. Hueyo y Villar, presentarse- en 
debida forma, solicitando el despacho de su mercadería y la 
Aduana despacharla de acuerdo á la Ordenanza. Y hágase saber 
notificándose con el original. 

Andrés Ugarrtza, 



VISTA DBL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Mayo 30 de 1887. 
Suprema Corte : 

Son tan amplios y comprensivos los términos del artículo 
1020 de las Ordenanzas, que no es posible escape á su disposi- 
ción el despacho de las mercaderías de los señores Hueyo y 
Villar. 

Todo comerciante, dice este artículo, e^ responsable de los 
hechos desús empleados, dependientes^ obreros, domésticos ú 
otras personas asalariadas por ellos, en cuanto estos hechos sean 
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relativos alas operaciones de Aduana y puedan perjudicar la 
renta. 

Dése el carácter que se quiera al Sr. Grimenez que solicitó el 
despacho; yaselis considere como endosatario, empleado, depen- 
diente 6 simplemente persona asalariada, es decir, que recibe 
un estipendio, 6 una comisión, siempre resultará comprendido 
dentro de aquella disposición. Siempre resultará qae los Sres. 
Hueyo y Villar son responsables para con la Aduana. 

Si alguna duda pudiera existir, el artículo siguiente viene á 
disiparla : 

Si el comerciante adujese que el fraude ó contravención ha 
sido hecho sin su consentimiento, incurrirá á pesar de su ig- 
norancia del hecho, en la multa impuesta á la contravención ó 
fraude, quedando sin embargo su derecho á salvo contra el que 
causó la pena (art 1020). 

No pongo por un momento en duda que los Sres. Hueyo y 
Villar ignoraban el error en que incurría el despachante de sus 
efectos. Esto empero, no los exime de la pena si bien deja su 
derecho á salvo contra el que incurrió en la contravención. 

Es este el procedimiento inverso del que ellos entienden de- 
biera seguirse. 

Beconocida la contravención, sobre alguno debe recaer la 
pena. 

Los Sres. Hueyo y Villar pretenden que deben ser ellos exo- 
nerados, salvólo que haya lugar contra el despachante. 

Muy justamente se haobservado que son las cosas, antes que 
las. personas^ las directamente responsables para con la Aduana. 
Declarada la contravención^ las mercaderías no debieran en ri- 
gor, salir de la Aduana antes de satisfecha la pena. Si salen es 
por deferencia y bajo la responsabilidad del que las recibe. Es- 
tando en el presente caso en poder de los Sres. Hueyo y Villar, 
sus legítimos dueños, son ellos los responsables para con la 
Aduana, salvo el derecho contra el que indebidamente los hizo 
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incurrir en el error 6 contravención. Pido por todo esto, ]a re- 
vocación de la sentencia recurrida. 

Eduardo Cosía. 



Falto de !• SapreM» C«ri« 

« 

Buenos Aires, Junio 16 de 1888. 

Vistos : apareciendo comprobada la personería con que don 
Pedro Giménez solicitó el despacho de las mercaderías en cues- 
tión, por la posesión y presentación por parte de dicho Gimé- 
nez de la factura 7 papeles de la carga, como por los demás 
antecedentes relacionados por el Administrador de Aduana en su 
resolución de foja siete vuelta. Por esto y demás fundamentos 
aducidos por el señor Procurador General en su vista de foja 
treinta y dos se revoca la sentencia apelada de foja veintitrés 
vuelta, y se confirma la citada resolución del Administrador de 
Aduana. 

Sepónganse los sellos y devuélvanse. 

• 

B£NJAM1M YICTORICA. — ULADIS 
LAO frías.— FEDERICO IBAR- 
GtREN.— C. S. DE LA TORRE. 
SALVSTIANO J. ZAVALIA. 
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CAUSA liXXVIII 



El Fisco Nacional contra Johnston y compañía; por 
infracción de las Ordenanzas de Aduana. 



Sumario. — i^ Las mercancías, fuera de manifiesto, desem- 
barcadas en lanchas, caen en comiso. 

2* No pnede imponerse pena al lanchero, sin darle participa- 
ción en el juicio. 



Caso. — Fueron encontrados i bordo de la lancha Ferro-carril 
del Oeste^ cuatro bultos venidos en el Hildegarde, fuera de ma- 
nifiesto, que resultaron ser de los señores Johnston y Compa- 
ñía. 



RESOLUCIOIf DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Buenos Aires, Marzo 21 de 1887. 

Besultandode lo actuado en este espediente que no haj cansa 
ninguna de atenuación, por el coatrario, todo lo actuado pone en 
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descubierto la infraocioa que se qaería llevar á cabo y la cual 
ha sido impedida por la severa vigilancia del Resguardo, la mis- 
ma que proveen los artículos 838, 847, 905 y 907 de las Orde- 
nanzas de Aduana, esta Administración, con arreglo á los referi- 
dos artículos, resuelve : declarar caida en comiso la infracción 
denunciada, debiendo pagar igual multa el lanchero conductor 
(art. 907). Hágase saber y hecho pase á la Contaduría i sus 
efectos, previa reposición de sellos por el denunciante. 

/. Luis Amadeo, 

Apelada la resolución, el procurador fiscal pidió su confirma- 
ción por tratarse de un verdadero contrabando. 



Fallo del Jíuex Federal 

Buenos Aires, Julio 13 de 1887. 

Y vistos : Por sus fundamentos y en conformidad á las con- 
sideraciones aducidas por el Procurador Fiscal en la vista de fo- 
ja 17 se confirma con costas la resolución apelada de foja 5. 
Eepuestos los sellos, devuélvase á la Aduana para su debido 
cumplimiento. 

Ugarriza 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 16 de 137 

Vistos: Por sus fundamentos, y apareciendo de autos no ha- 
berse dado al lanchero la debida participación en el juicio, se 

T. IV 
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confirma con costas la sentencia apelada de foja yeinte Tnelta, 
únicamente en cnanto al comiso pronunciado para los señores 
Johnston y compañía. Bepónganse los sellos y deTuélyanse. 

benjamín VICTORIGA. — ULADISLAO 
FRÍAS. — FEDERICO IBARGÚRER. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALüS- 
TIANO J. ZAYALU. 



CAVÍSA liXXIX 



El Fisco Nacional contra Johnslon y compañía; por 
infracción á las Ordenanzas de Aduana. 



Sumario.— Las mercancías faera de manifiesto, desembarca- 
das en lanchas, caen en comiso. 



Caso. — Fueron encontrados abordo de la lancha Ventura (ios 
bultos venidos por el Hildegarde, fuera de manifiesto, que re- 
sultaron ser de los señores Johnston y compañía. 
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RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE RENTAS 



Buenos Aires, Abril 13 de 1887. 

Besaltand o comprobado qne los dos fardos fueron detenidos 
cuarenta y cinco dias despnes de la entrada del vapor, y qne en 
vez de descargarlos en debido tiempo se les ba trasbordado de 
una lancha á otra, sin avisar á la Adnana en la forma que lo 
permiten sin pena las Ordenanzas de Aduana (art. 846 y otros), 
y por último que no ban sido manifestados en documento alguno 
de los que corresponden para tener por inocente la mercadería. 

Por estas consideraciones y con arreglo á los artículos 838^ 
847 y 905 de las Ordenanzas de Aduana, se declaran caidos en 
comiso los bultos denunciados en infracción. Hágase saber y 
fecho pase á Contaduría ¡i sus efectos, previa reposición de sello 
por el denunciante. 

J, Tmis Amadeo. 



Fallo del Jíuex Federal 



Buenos Aires» Julio 13 de 1887. 

Y vistos: Por sus fundamentos y en conformidad á las con- 
sideraciones aducidas por el Procurador Fiscal en la vista de 
foja i5, se confirma con costas la resolución apelada de foja 5 
vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse á la Aduana para su 
debido cumplimiento. 

Ugarriza, 
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Fallo de ln Saprenm Corto 

Buenos Aires, Junio 16 de 1888. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja diez 7 nueve; y devuélvanse préyia reposi- 
ción de sellos. 

benjamín YIGTORICA. — ULADISLAO 
FRUS. — FEDERICO IBARGÚREN. — 
G. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
J. ZAYALIA. 






IM 
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CAVÍSA I.X.\X 



Don Agustín Guagnino contra don Santos Torncelh; 

por cobro de pesos. 



Sumario,— El armador debe reembolsar al capitán el dinero 
empleado en el aprovisionamiento j gastos indispensables del 
bnqne, y pagarle sns salarios y los de la tripnlacion, previa 
dedaccion de lo recibido por anticipos, por fletes y por Tenta de 
objetos del armador. 



Caso. — Lo refiere el 



Fallo del Jíuex Federal 



Buenos Aires, Abril 27 de 1887. 

T vistos estos antos promovidos por don Agustin Gaagnino 
contra Don Santos Torricelli, por cobro de la cantidad de mil 
trescientos sesenta pesos moneda nacional. 

Besulta: 1^ Que con fecha 2 de Marzo del año próximo pasa- 
do se presentó al Juzgado don Miguel Parcerisas, á nombre de 
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Gaagnino, manifestando que Torricellí, dueño de un pailebot 
llamado Antonia Luisa, le había conferido á sa representado la 
dirección del mismo, comprometiéndose á sa vez este á dotarlo 
del personal necesario 7 á contratarlo para el trasporte; pero 
como Torricelli no lo suministrase los fondos indispensables 
para poner el buque en condiciones de servir á su destino, los 
suministró el mismo Guagnino, en el único viaje realizado de la 
Boca del Riachuelo al Bosario y Reconquista, y de este último 
punto ala Boca. 

Que Ouagnlno había rendido cuentas de su administración 
privadamente; pero que no había recibido una aprobación 
categórica, por lo que las venía á presentar judicialmente, 
demandando el saldo de mil trescientos sesenta pesos moneda 
nacional que resulta á su favor, pidiendo en consecuencia se 
condene al demandado á que reciba y apruebe las cuentas que se 
rinden, y al pago de la suma antes espresada ó lo que resulte 
que se le debe, intereses y costas. 

2° Que contestando el traslado de la demanda, espuso Torrice- 
lli que efectivamente había celebrado un contrato verbal con 
Guagnino, confíándolela dirección del pailebot, siendo aquel, en 
consecuencia, el Capitán á cuyas órdenes debía navegar el buque, 
para lo cual, una vez fletado al señor Spinetto, fué aprovisionado 
por él (Torricelli), suministrándole á Guagnino la cantidad de 
cuatrocientos cincuenta pesos y no trescientos sesenta como hace 
figurar en su cuenta; siendo falso que por negligencia suya hu- 
biese tenido aquel que poner el buque en condiciones de servi- 
cio; que el viaje realizado, de que dá cuenta Guagnino, había 
durado tres meses y medio, no por malos tiempos, como se afirma 
en la demanda, pues no había sufrido contratiempo de ninguna 
especie, sino porque había tenido el buque fondeado por su 
culpa y solo para recrearse y divertirse; que encargado Guag- 
nino de fletarlo y cobrar los fletes, no había dado cuenta de 
ellos, acreditándose, en las que ha presentado, la suma de cuatro- 
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cientos noventa y aneve pesos, caando importaba mis del doble el 
flete pagado poi Spinetto; qae los gastos que cobra, en su mayor 
parte, son imaginarios, cobrándose además doble ó triple de lo que 
cuestan, figurando en la cuenta provisiones que serían suficien- 
tes para un viaje al Pacífico de ida y vuelta; que se cobran suel- 
dos de marineros á dos pesos diarios^ cuando á lo sumo ganan 
dieciocho 6 veinte pesos mensuales, y se incluyen gastos de hotel 
en Beconquista, en Goya y pasages á este último punto, cuando 
el Capitán tiene el buque para vivir y viajar; que siendo imposible 
detenerse á considerar cada una de las partidas imaginarias de 
la cuenta presentada, las niega á todas por no estar justificadas, 
no habiendo presentado un solo documento que justifique inver- 
sión de fondos ni necesidad de contraer deudas; que en vista de 
lo espuesto, deducía reconvención poi los fletes percibidos por 
Guagnino y para que se declare de esclusiva cuenta de este las 
deudas contraidas por él, en virtud de lo dispuesto en el artículo 
1066 del Código de Comercio, con más las costas del juicio. 

3"* Que oido el actor, respecto de la reconvención, alega en su 
defensa que ante todo debía precisar su carácter en el contrato 
en virtud del cual tomó la dirección del buque; que él no había 
sido Capitán, sino simplemente representante del dueño óarma- 
dor, no siendo po r lo tanto pertinentes las disposiciones del Có- 
digo de Comercio que se refieren á los capitanes, sino las del man- 
dato; que era falso que Torricelli hubiese aprovisionado el 
buque, pues solamente dio trescientos setenta pesos, dejando á 
su cuidado que supliera lo demás, para lo cual tuvo que emplear 
dinero propio y afectar su crédito personal, adeudando aún di- 
versas cantidades ; que es falso que haya cobrado cuatrocientos 
noventa y nueve pesos por flete al Bosario, pues teniendo el 
buque doscientos diez toneladas, más ó menos, y cargando 
madera á dos pesos la tonelada, no era posible sacar mayor pro- 
vecho que el fijado en la cuenta; que hay error ó mistificación 
en suponer el salario de marineros á dos pesos diarios, pues solo 
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ganaban i 8 pesos al mes y así consta en la cuenta, procedien- 
do la partida impugnada, de jornales de peones tomados de re- 
fuerzo en el Chaco, donde no se cobra menos por esa gente; es- 
plicando en seguida la procedencia de los otras partidas por 
gastos de hotel, extras, etc., y agregando, que los gastos re- 
clamados sonde naturaleza que escluye la presentación de do- 
cumentos y aunque tiene multitud de recibos, su exhibición solo 
triaería nuevas erogaciones, pues seguramente sería desconocida 
su autenticidad; y por último, que ninguna de las cuentas pre- 
sentadas por TorriceJli tienen que ver nada con él, pues si son 
auténticas, se refieren á actos personales del demandado, y pos- 
teriores á la salida del buque, con escepcion de la cuenta de 
foja... (letra D) que figura en la cuenta rendida porque él se 
constituyó responsable. 

4'' Que la causa fué recibida á prueba (auto de f. 45 Tta.), 
para que se justifiquen los hechos negados de la demanda y re- 
convención, habiéndose producido por parte del actor el pliego 
de posiciones de foja 60, absueltas por Torricelli á foja 61, las 
declaraciones de!os testigos Bruzaco Spoturnoy Sturleza, al te- 
nor del interrogatorio de foja 69, y el informe pericial de foja 75, 
para establecer la posibilidad de gastarse en un pailebot délas 
condiciones del Viclor la suma que espresa la cuenta presenta- 
da; y por la del demandado, además de los documentos acom- 
pañados á la contestación, las posiciones de foja 90; con lo que 
quedó conclusa esta causa para definitiva. 

Y considerando : 1^ Que según lo ha reconocido el mismo de-, 
mandante, es necesario determinar, ante todo, el verdadero ca- 
rácter de las funciones que él ha desempeñado á bordo del 
pailebot Antonia Luisa^ para fijar con exactitud el carácter 
jurídico de la acción deducida, y la naturaleza y ostensión de sus 
responsabilidades, que es el fundamento de la reconvención. 

2° Que á este respecto, ambas partes están conformes en que 
le confió la dirección del espresado pailebot mediante un conve- 
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nio verbal, cujas cláasalasno han sido definidas, sosteniendo el 
demandante que era á bordo un simple representante del dueño 
ó armador, y el demandado, que fué puesto como verdadero Ca- 
pitán^ de modo que debe buscarse la solución del punto, 6 sea la 
intención y el sentido que le han dado las partes en sus pro- 
pios actos, conformo á la regla de interpretación establecida en 
el inciso 4^" artículo 296 del Código de Comercio, y en los demás 
deméritos de convicción que obran en autos. 

3^ Qne aparte de no tener una esplicacion satisfactoria la 
presencia de un representante del dueño, director del buque, 
independiente del patrón ó capitán, tratándose de una embar- 
cación de tan escaso porte^ cuando el capitán es por ministerio 
de la ley la persona encargada de la dirección y gobierno del 
buque y representante del dueño y armadores en todos los actos 
y operaciones concernientes ásu misión, dada la definición con- 
tenida en el artículo 1063 del Código de Comercio de lo que se 
entiende por capitán, y los términos en que fué contratado Guag- 
niuo, según su propia manifestación, es fuera de toda duda 
que su cargo ha sido el de Capitán, con todas las atribuciones, 
obligaciones y responsabilidades inherentes á él. 

4"* Que además, Guagnino ha confesado absolviendo la 3^ po- 
sición del pliego de foja 90, que Torricelli convino en pagarle 
sueldo de capitán, como ha confesado también haber fletado el 
buque y percibido los fletes, estando probado, por otro lado, que 
la tripulación fué formada por él y hasta ha firmado conoci- 
mientos en ese carácter, como consta á foja i52, lo que disipa 
la mínima duda que pudiera abrigarse al respecto, pues se trata 
de actos y obligaciones propias de los capitanes (art. i065, 
1196y sig,, Cód. de Com.) 

5° Que en tal concepto y aún como simple representante del 
dueño en lo relativo á la administración económica del buque 
que se atribuye Guagnino, está obligado á rendir cuenta acom- 
pañada de los comprobantes respectivos, como lo prescriben los 
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artículos 87 y 382 del Código de Comercio, caya obligación ha 
tratado de campllr presentaudo las que corren á foja..., de donde 
deriva el saldo reclamado en la demanda. 

6° Que objetadas ó negadas todas las partidas de dicba cuen- 
ta, ha debido justificarlas, no solamente por lo que prescriben 
las disposiciones citadas del Código de Comercio que especial- 
mente le imponen esa obligación, sino como una carga inheren- 
te al que demanda, con arreglo al precepto de la ley 1*^, título 
14, Partidas*^, lo que no ha efectuado, no obstante haber mani- 
festado tener an su poder multitud de comprobantes ó casi todos^ 
siendo inadmisible la escusacion de desconfianza alegada al 
absolver la undécima posición del pliego de foja 90, desde el 
momentoque se hacía judicialmente la rendición de cuentas. 

7^ Que si bien es posible que muchas partidas por su natura- 
leza escluyan la posesión de documentos justificativos, la ley 
previsora, así como admite la imposibilidad de comprobar los 
accidentes de mar capaces de producir daños al buque ó carga, 
por medio de testigos estraños, fiando en tales casos en los 
asientos del libro de navegación, así también ha previsto al 
capitán del medio legal decisivo de justificar esas partidas con 
el libro de cuenta y razón que tiene obligación de llevar, para 
asertar todo lo que reciba y espenda relativamente al buque 
y pueda dar motivo á la rendición de una cuenta 6 á deducir ó 
contestar una demanda, como lo prescribe el artículo 1085 del 
Código de Comercio, cuyo libro confiesa no haber llevado el 
demandante, despojándose así por su propia negligencia de los 
medios de justificar sus reclamos é incurriendo en las responsa- 
bilidades señaladas en el artículo 1066 del mismo Código. 

8^ Que el informe pericial de foja 75, fuera de no ser la forma 
legal de justificar una cuenta, es de ningún valor ni efecto para 
establecer la certidumbre de los hechos en que debe fundarse 
una condenación, pues el único alcance de ese informe es esta- 
blecer la posibilidad de que se hayan podido gastar las cantida- 
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des que ÍAdíca la caenta presentada, según la formula el 
mismo demandante, posibilidad que no implica forzosamente el 
gasto en concreto cuando los peritos no establecen acertivamen- 
te que habría sido absolutamente imposible mover el buque sin 
él; 6 cuando menos^ que sean el límite mínimum de los gastos 
de aprovisionamiento, etc., etc., de un buque de las condiciones 
del que se trata, el cual no consta hayan examinado los peritos. 

9^ Que además, la admisión de ese informe bajo cualquier 
otro aspecto que se dirija á imponerlo como base de resolución 
sobre una gestión desprovista de la forma de aprobación prees- 
tablecida por la lej, lo convertiría en decisión de arbitradores, 
carácter que no ha estado en la mente de las partes conferirles. 

10^ Quede la propia confesión de Ouagnino y de las cuentas 
presentadas, resulta que ha percibido por entregas hechas por 
Torricelli, trescientos setenta pesos por fletes de la Boca al Eo- 
sario, y de allí á Reconquista quinientos sesenta y cuatro, y 
por venta de varios objetos cincuenta y un pesos moneda na- 
cional, 6 sea un total de novecientos ochenta y cinco pesos, 
sobre cuya suma Torricelli le reconoce ochenta pesos veinte 
centavos por anticipos á marineros y trescientos setenta y ocho 
pesos por sus salarios. 

H^ Que en vista de las responsabiiidades en que ha incur- 
rido Guagnino, no teniendo los libros que prescribe el artículo 
i 085 del Código de Comercio las formalidades establecidas en el 
mismo y viajando fuera del buque, contra lo que prescribe el 
artículo 1086, corresponde desestimarse las demás partidas de 
su cuenta, aunque ellas representen un gasto verosímil. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo á Don Santos Tor- 
ricelli de la demanda de foja 8, y condeno á Gruagnino al pago 
de la suma de quinientos veintiséis pesos ochenta centavos mo- 
neda nacional, declarando á su cargo las costas causadas. Noti- 
fíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 19 de 1888. 

Vistos 7 considerando: que resulta bien justificado de autos 
que con escepcion de la partida de trescientos setenta pesos, 
que reconoce el demandante haber recibido del demandado para 
gastos de aprovisionamiento del buque, todos los demás de este 
género, causados desde la salida de este puerto hasta su regreso 
al mismo, han estado á cargo y sido abonados por el demandan- ^^ 

te^ ascendiendo ellos á la sama de cuatrocientos setenta y un pe- 
sos con cuarenta j siete centavos, según la cuenta de foja pri- 
mera y la prueba pericial recaída á su respecto. 

Que está asimismo justificada por el reconocimiento del propio 
domandaJo^ la partida de trescientos setenta y ocho pesos que el 
demandante reclama por sus salarios durante el viaje, 

Que lo está igualmente por la prueba testimonial y pericial 
producida en autos, la partida de quinientos sesenta pesos con 
sesenta y nueve centavos, reclamados por el demandante como 
pagos y anticipos hechos á los individuos de la tripulación por 
sus salarios. 

Que de la cuenta de foja primera pueden tenerse además como 
igualmente justificadas las partidas veintiocho, veintinueve, 
treinta y seis, treinta y nueve, cuarenta y tres y sesenta y seis, 
ascendientes á la suma de doscientos noventa y cuatro pesos con 
sesenta y ocho centavos, por referirse ellas á gastos necesarios 
é indispensables del buque y tener en su favor el mérito del in- 
forme pericial de foja setenta y cinco. 

Que estas sumas deben tenerse, por consiguiente, como de 
legítimo abono por el demandado. 

Que no sucede lo mismo con las demás de la cuenta de foja 
primera, respecto de las cuales ni se ha producido prueba sa- 
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tisfactoria en autos, ni aparecen justificadas de otro modo. 

Que haciendo deducción de las sumas referidas, de las canti- 
dad de trescientos setenta pesos que resulta baber recibido el 
demandante para aproTisionamiento del buque, y seiscientos 
quince pesos por fletes y venta de algunos objetos de propiedad 
del demandado, resulta adeudar este á aquel la suma de sete- 
cientos diecinueve pesos con ochenta j cuatro centavos. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja ciento setenta y cinco y se declara que Don Santos Torrice- 
lli es deudor á Don Agustín Guagnino de la suma enunciada de 
setecientos diez y nueve pesos con ochenta y cuatro centavos 
moneda nacional y está obligado á abonarlos en término de diez 
dias. Notifíquese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — C.S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZAVALÍA. 
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CAVSA Ií:«:xxi 



El Fisco nacional contra los Sres. Johnston y C"; por infracción 

de las Ordenanzas de Aduana 



Sumario. — 1® Puesta la carga en tierra ó en lanchas, se 
considera hecha la descarga del vapor y aunque este tenga pa- 
tente de paqnete^ no está en tiempo para rectificar el manifiesto 
del buque. 

2^ Las mercaderías no comprendidas en dicho manifiesto j 
encontradas á bordo después de la descarga, caen en comiso, 
debiendo pagar el capitán otro tanto de la multa impuesta. 



Caso. — Hecha la descarga del vapor Ranmoor^ entrado el 5 de 
Febrero de 1887, entregándose los últimos once bultos á la lan- 
cha Dos hermanas, en 4 5 de Febrero, el 23 del mismo, en la visi- 
ta prevista por el artículo 87 de las Ordenanzas de Aduana, se 
encontraron á bordo catorce bultos de los Sres. Johnston y C", 
respecto de los cuales se hizo la correspondiente denuncia. 

Los Sres. Johnston dijeron quelos catorce bultos estaban decla- 
rados en el manifiesto general del vapor, de tránsito para Mon- 
tevideo, y en 24 de Febrero se había pedido se adicionaran, pu- 
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diéndolo hacer por tener el vapor Raíimoor patente de paquete, 
y no ballarsd conclnida la descarga. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE RENTAS 

Buenos Aires, Marzo 28 de 1887. 

Yisto lo actuado en este espediente, de lo que resulta que son 
inciertas las afirmaciones bechas por el declarante, de haberse 
presentado en el término que acuerdan las Ordenanzas de 
Aduana á ejercer sus derechos, como consta del informe de foja 
3, 7 ámás, que los interesados han cometido el delito de obrep- 
ción y que esta Administración debe de penar sujetándose á las 
terminantes prescripciones de los artículos 1025, Í026y924 
de las Ordenanzas de Aduana, se declaran caidos en comiso los 
bultos que originan el presente parte, debiendo pagar el capitán 
otro tanto de la multa impuesta. 

Hágase saber y fecho pase á Contaduría á sus efectos, previa 
reposición de sellos por el guarda. 

J, Luís Amadeo, 



£1 Procurador Fiscal, en la apelación interpuesta por los Sres. 
Johnston, dijo que debía confirmarse la resolución anterior, con 
arreglo á lo resuelto en las causas 12, tomo 13, y 116, tomo 15, 
serie 2*^ de los Fallos de la Suprema Corte, no obstante el caso 
del vapor paquete Vercingetorix en que el Juzgado declaró, por 
auto de 18 de Setiembre de 1884, que á pesar de la denuncia de 
la Aduana, estaba en tiempo para adicionar el manifiesto gene- 
ral, hallándose la carga á bordo 6 en las lanchas, y siendo invo- 
luntario el error; de cuyo auto él apeló, y el señor Procurador 
General desistió de la apelación. 
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Vallo del JFucm Federal 



Buenos Aires, Julio 2 de 1887. 

Y vistos estos autos traídos en apelación por los Sres. Johns- 
ton y C-. 

Y considerando : V Que de los informes espedidos por la 
Contaduría y Resguardo, resulta : 

Que con fecha 24 de Febrero, en que se pidió por los Sres. 
Johnston y C* la rectificación del manifiesto general del vapor 
Ranmoor, la mayor parte de la carga que ese vapor conducía 
estaba en tierra, á tal punto que según los términos del infor- 
me del Resguardo, solo algunos bultos permanecían en la lan- 
cha basta el dia 24, los que fueron remitidos á primera hora del 
día 25 á los depósitos de Lanús, con lo que quedó terminada 
totalmente la descarga en tierra del precitado vapor. 

2"" Que los artículos 846 y 847 de las Ordenanzas, al fijar el 
tiérmino hábil para que puedan hacerse rectificaciones en el ma- 
nifiesto general, se refiere á la permanencia á bordo de toda la 
carga y no á la de tales 6 cuales bultos, manifestándose clara- 
mente con esto que basta que cualquiera parte del cargamento 
haya tocado en tierra para que se dé por terminada l:i des- 
carga. 

3^ Que por consiguiente, los recurrentes no han pedido la rec- 
tificación del manifiesto general en el debido tiempo. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas la resolución 
apelada de foja 5, y repuestos que sean los sellos, devuélvanse 
á la Aduana para que lleve adelante sus procedimientos. 

Andrés IJgarriza, 



-I 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 6 de 1887. 
Suprema Corte: 

El informe de foja 26 vuelta, baca este caso de una resolu- 
ción sencilla. 

* 

Besulta, en efecto, que el Ranmoor habla terminado su des- 
carga algunos dias antes de que fuera denunciada la existencia 
de bultos no manifestados, y que permanecían á bordo. 

Aún más, del espediente que en esta misma fecba remito á 
Y. E., consta que uno de esos bultos manifestados como de 
tránsito, antes de la denuncia y de la tardía manifestación, ha- 
bía ya salido del vapor, lo que importa un principio de dolo ó 
fraude. 

El caso es, pues, de todo punto distinto de el del Vercingito- 
n¿D,que recuerda el señor Procurador Fiscal. 

La manifestación ha sido hecha notoriamente fuera de tiem- 
po, y la aplicación de la pena es, enbónces, también notoriamente 
de toda justicia. 

Sírvase Y. E. confirmar la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Vallo de la Suprema Corto 

Buenos Aires, Junio 21 de 1883. 

Yistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su vista de foja cuarenta y ocho, se con- 

T. IV 3 



._« 
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firma con costas la sentencia apelada de foja 24. En consecuen- 
cia, líbrese oficio al Presidente del Banco Nacional para que se 
ponga á la orden del Juez Federal la suma depositada á dispo- 
sición de esta Corte; y devuélvanse, previa reposición de 
sellos. 

benjamín yictoriga.— uladislao 
frus. — federico ibargú- 
ren. — c. s. de la torre. — 
salvstiano j. zayalia. 



CAUSA liXXXII 



D. Juan Martin Campos contra el Dr. Antonio M. Silva, por in- 
terdicto de despojo ; sobre rebeldía y diligencias probato- 
rias. 



Sumario. — 1^ No puede declararse sin más trámite la rebel- 
día del actor que en el juicio de interdicto no comparece el dia 
señalado, pero que presenta escrito pidiendo su postergación. 

2^ Las diligencias de prueba que no pueden ser traídas al 
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comparendo sino por intenaedío del Juez, pueden pedirse pre- 
viamente á dicho comparendo, y el anto que las deniega^ es ape- 
lable . 



Caso.^ D. Juan M. Campos entabló contra el Dr. D. Anto- 
nio M. Silva interdicto de despojo de un campo, j solicitó, para 
que fueran vistos en el comparendo, la remisión de unos espedien- 
tes^ 7 copia de un oficio y diligencias judiciales existentes en 
uno de estos. 

En otrosí pidió la suspensión de trabajos de arado y cons- 
trucciones que dijo se hacían en el campo materia del ¡^inter- 
dicto. 

El Juez citó ajuicio verbal. 

El actor pidió proveyese sobre las diligencias de prueba so- 
licitadas, sin las que le era imposible concurrir al juicio, por no 
poderlas obtener sino por intermedio del Juez, y se proveyese 
también sobre la saspension de los trabajos. 



Fallo del JFucB Federal 



Buenos Aires, Octubre 22 de 1888. 

Teniendo presente, en cuanto á los espedientes cuya agrega- 
ción pide esta parte en el I"" y 3®' punto : 

i® Que por regla general, no es permitida la agregación de 
espedientes como medio de prueba, debiendo la parte que pre-' 
tenda valerse de sus constancias, solicitar testimonio de las 
piezas pertinentes al caso. 

2"" Que si el que solicita su agregación es parte en dichos 
juicios, puede muñirse de estos testimonios^ solicitándolos al 
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Jaez de la causa, y si es completamente estrano á ellos, ni tiene 
dereclio de paralizarlos ni le aprovecban ni perjudican sus cons- 
tancias. 

S"" Que esta última observación es aplicable al testimonio so- 
licitado en el ^ punto. 

4° Que respecto de la suspensión de todo trabajo de arado 
ó sementera en el campo que motiva el interdicto deducido, 
siendo ellos parte de los becbos constitutivos de la turbación en 
la posesión, deben ser juzgados ea la sentencia que resuelva di- 
cbo interdicto, la cual, si fuera procedente la acción, dará al ac- 
tor la completa reparación, siendo por lo tanto improcedente di- 
cha suspensión, tanto más cuando según la esposicion de esta 
misma parte, se trata de una posesión ejercida en virtud de 
mandato judicial. 

Por estOy no ba lugar á lo que se solicita. 

Tedin. 



El dia señalado, el actor presentó escrito pidiendo revocato- 
ria y apelación del auto auteiiorj y postergación del compa- 
rendo. 

El demandado concurrió al juicio, acusó rebeldía al deman- 
dante y pidió se le diera por desistido de la acción. 



Pallo del #ueM Pedcral 



Buenos Aires, Marzo S de 1S87. 

Vistos: no habiendo comparecido el demandante al juicio 
verbal decretado álos efectos del artículo 333 de la ley nacio- 
nal de enjuiciamiento, y considerando que este hecho importa, 
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dada la naturaleza del juicio, la rebeldía del actor, conforme 
á lo dispuesto en el artículo 183, en cuyo caso el demandado debe 
ser absuelto, como lo dispone la segunda parte del artículo 185, 
fallo: absolviendo á D. Antonio M. Silva de la demandado foja 
2. Repóngase la foja. 

Virgilio M, Tedin. 



Fallo del #u«s Federal 



Buenos Aires, Marzo 2 de 1887. 

Por los fundamentos consignados en el auto de foja 14, y te-, 
niendo además en consideración que los interdictos son la for- 
ma breve y sumaria para obtener una reparación provisoria 
contra los actos de turbación ó despojo de la posesión, dejando 
para el juicio ordinario la amplia discusión y justificación de 
los derechos de las partes. 

Que tratándose de hechos precisos^ concretos y de reciente 
fecha, como la posesión y el despojo, 6 los actos constitutivos 
de la turbación, la ley presume en manos del despojado, medios 
suficientes de prueba para ampararse al remedio de los in- 
terdictos. 

Que partiendo de este principio^ el artículo' 336 de la ley na^ 
cional de enjuiciamiento establece, que las partes concurran al 
juicio verbal, á que deben ser convocadas, munidas de las prue- 
bas necesarias, de manera que en una sola audiencia sean oidas 
aquellas, y aducidas estas, para que la causa pueda fallarse en 
el término que establece el artículo 334. 

Que de admitirse las peticiones del demandante, no solamen- 
te se desnaturalizaría el juicio, trayendo cuestiones que deben 
ser estrañas á él, por su forma breve y sumaria, sino que una de 
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las partes qaedaría en condición privilegiada, acamulando vo- 
Inn^inosas pruebas, por tiempo indefinido, aún antes de haber 
sido oida la contraria, y por consiguiente, sin que le sea á esta 
permitido contradecirlas. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á ninguno de los recursos 
deducidos en el presente escrito. 

Virgilio M. Tedtn. 



Campos interpuso recurso de reposición, rescisión y apela- 
ción contra el primer fallo, y ocurrió en queja contra el se- 
gundo. 

Pedido informe, y elevados los autos, se dictó el siguiente 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 23 de 1888. 

Vistos : resultando de autos que el dia mismo señalado, pa- 
ra que tuviese lugar el juicio verbal prescrito por el artículo 
trescientos treinta y tres de la ley de procedimientos, la parte 
del actor compareció solicitando su postergación, y que por lo 
tanto, no ha podido ella ser declarada sin más trámite en re- 
beldía, se revoca la anterior sentencia apelada de foja dieciocho, 
y devuélvanse los autos al Juez de Sección, para que proce- 
diendo con arreglo á derecho, señale nuevo dia para el jaicio in- 
dicado. 

En cuanto al recurso de hecho deducido contra los autos de 
foja catorce y veintiocho, siendo dichos autos apelables con ar- 
reglo á lo resuelto por la Suprema Corte, con fecha seis de Oc- 
tubre de mil ochocientos ochenta y siete, en el caso de don Bario 
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David contra don Nicanor Liceda y don Julián y don Marcial 
Barroso, de cuya resolución se agregará copia|legalizada á estos 
autos; y no obstando el artículo trescientos treinta y tres de la 
ley de procedimientos áque se pidan previamente al juicio ver- 
bal prescrito por dicho artículo, aquellas diligencias de prueba 
que no pueda obtener la parte sino por intermedio del Juez, 
para que sean traídas y consideradas en el dia señalado para 
ese juicio, se revocan los autos apelados, en cuanto no hacen 
lugar á las diligencias de prueba solicitadas en el párrafo VI 
del escrito de foja veinte, quedando confirmados en lo relativo 
á la suspensión de los trabajos, á que dicho escrito se refiere, 
por no importar estos deterioro en el terreno, ni perjuicio al- 
guno al demandante, y no ser el caso de un interdicto de obra 
nueva, según los hechos relacionados en la demanda. Repóngan- 
se los sellos, pudiendo notificarse con el original. 

benjamín YICTOmCA. — FEDERICO 
iBARGtiREN C. S. DE LA TOR- 
RE. — SALUSTIANO J. ZAYAUA 

(en disidencia en cuanto á la 
segunda parte de la resolución). 



DISIDENCIA 



Por los fundamentos de la disidencia en la resolución á que 
se refiere la mayoría y de que se agregará copia legalizada, se de- 
clara bien denegado el recurso; y devué Ivanse. 



SALDSTUNOJ. ZAYAUA. 
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CAUSA I.XXXIII 



El Dr. D. Antonio M. Silva, contra D. Bartolomé Cossovtch, 

por desalojo ; sobre recusación. 



Sumario. — La amistad íntima del Jnez con el que se sos- 
tiene ser el verdadero interesado en el pleito, es causa legal de 
recusación. 



Caso. — El Dr. D. Antonio M. Silva, argentino, entabló de- 
manda de desalojo de un campo en el Baradero, contra D. Bar- 
tolomé Gossovích, austríaco. 

El Juez ordenó el desalojo. 

D. Juan M. Campos, por Cossovich, interpuso recusación con- 
tra el Juez, alegando que en otras causas relativas á dicho cam- 
po él se había escusado por hallarse interesado su hermano el 
Dr. D. Francisco Albarraoin, por haber intervenido en con- 
ferencias con el Dr. Bnnge. abogado del demandante, j por ser 
el verdadero interesado en el campo el Sr. D. Jorge Pintos, con 
quien era ligado por amistad [íntima, no siendo el Dr. Silva sino 
una interpósita persona. 
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Fallo del Jluez Federal 



La Plata, Setiembre 6 de 1887. 

Teniendo en consideración : 1^ Qne de las causales que se enu- 
meran en el escrito precedente, solo sería legal la qne se refiere 
á la amistad íntima del Juez, pero para qne lo sea es necesario 
qne esta amistad[íntima exista entre élJuezy el litigante j por 
tal tiene que entenderse el que ejercita derechos que pretenda 
propios, como el demandante; pues de otra manera resultaría 
que en una articulación, como.la de recusación, habría que admi- 
tirse pruebas sobre las simulaciones ó sea sobre el fondo de la 
causa. 

2^ Que es un hecho notorio j así lo reconoce el demandado, 
que el depósito j administración que mi hermano tuvo en esos 
campos 6 pudo tener, hace más de cuatro años que terminó, 
con la respectiva rendición de cuentas aprobada por el Juez; j 
por tanto, casi todo interés directo que en esos campos pudiera 
tener, como terminó también el asunto Graviotti, fallado por la 
Suprema Corte. 

3^ Que en las conferencias á que se refiere con el Dr. Bunge, 
co se ha discutido ni ha podido discutirse el derecho á las tierras 
mencionadas, ni nada que afecte al interés de los demandados 
actuales, sino un arreglo de cuentas con un Sr. Ferasso, que se 
presentó como cesionario del Sr. Pintos. 

Por estas consideraciones, no ha lugar á la recusación solicita- 
da, 7 corran los autos según su estado. Hágase saber con el 
original. 

Álbarracin. 
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Fallo de l« Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 23 de 1888. 

Yistos : hallándose comprendida la tercera de las causales de 
recusación alegadas en el escrito de foja veinticuatro, en la 
disposición del artículo cuarenta j tres, inciso cuarto de la Ley 
nacional de procedimieutos, fen cuanto se afirma que D. Jorge 
Pintos es el verdadero interesado en este juicio, se revoca el au- 
to apelado de foja veintiocho, j devuélvanse al Juez de Sección 
para que proceda con arreglo á derecho. Repónganse les sellos. 

benjamín YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN.— C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZAYALIA. 
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CAUSA 1.1^ XXI Y 



El Fisco Nacional contra los Sres. Johnston y C"; sobre infrac- 
ción de las Ordenanzas de Aduana, 



Sumario. — El caso de un bulto venido íuera de mani- 
fiesto 7 desembarcado en los depósitos de la Aduana sin su per- 
miso, se halla previsto j penado por el artícalo 915 de las Or- 
denanzas de Aduana. 



Caso. — En la descarga del vapor Ranmoor, consignado á 
Johnston jG% se desembarcó en los depósitos de Aduana el bal- 
to N^ i 829, que no se hallaba declarado en el manifiesto de di- 
cho vapor. 

Denunciado el hecho el 24 de Febrero de 1887^ los Sres. 
Johnston dijeron que ese bulto pertenecía al tránsito para Mon- 
tevideo, habiendo sido desembarcado por error, j que se había 
pedido su adición en una partida de quince bultos con solicitud 
de 24 de Febrero. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 

Buenos Aires, Marzo 38 de 1887. 

Visto lo actuado en este espediente, de lo que resalta plena- 
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•mente comprobada la infracción que se denuncia j que á más 
son inciertas las aseveraciones hechas por el declarante, puesto 
que á más de la infracción intentada 7 la cual ha sido impedida 
por la severa vigilancia del Resguardo, ha habido el delito de 
obrepción, como se desprende de los informes de Contaduría, que 
corren á fojas 2 y 4 vuelta de este espediente, puesto que el in- 
teresado no ha hecho uso de las franquicias que le acuerda el 
artículo 51 de las Ordenanzas de Aduana; por el contrario, cuan- 
do se ha visto descubierto, es cuando ha querido hacer uso de 
ellas, lo cual esta administración debe castigar con todo el 
rigor de la ley, puesto que tiende al menoscabo de la renta 
fiscal. Con arreglo al artículo 915 de las citadas Ordenanzas, 
se resuelve : que la casa pague dobles derechos sobre la merca- 
dería en infracción, denunciada á foja 1' de este sumario. 

Hágase saber y fecho pase á Contaduría á sus efectos, previa 
reposición de sellos por el denunciante. 

J. Luis Amadeo. 

Apelada la resolución, el procurador fiscal dijo que era aplica- 
ble el artículo 915 de las Ordenanzas de Aduana; que sobre el 
caso había jurisprudencia establecida por la Suprema Corte en 
los fallos publicados en el tomo 13, página 51, y tomo 15, pá- 
gina 557, Serie 2* ; que sí el bulto fué adicionado de tránsito, 
no debió desembarcarse, y el error alegado una vez rechazado 
por el administrador de aduana, no podía tomarse en cuenta, por 
no ser de los previstos en el artículo 1057 de las Ordenanza?. 



Fallo del Jluea Federal 

Buenos Aires, Julio 3 de 1887. 
Y vistos: por las consideraciones aducidas por el Procurador 
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Fiscal en la vista de foja 10, se conñrma con costas la resolu- 
ción recarrida^de foja 5, y repuestos los sellos devuélvanse ál« 
aduana para que lleve adelante sus procedimientos. 
Líbrese al efecto el oficio correspondiente. 

Andrés Ugarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 6 de 1887. 
Suprema Corte : 

Es tan notoria la infracción i las ordenanzas en este caso que, 
si algo pudiera objetarse á la sentencia recurrida, cuya confir- 
mación pido, es que, en vez de dobles derechos, no declare en 
comiso al bulto no manifestado , adicionado fuera de tiempo, y 
desembarcado cuando debiera permanecer á bordo, puesto que 
venía de tránsito. 

Eduardo Costa. 



Fallo de l« Suprem» Corte 

Buenos Aires, Junio 26 de 1888. 

Vistos : de conformidad á lo pedido por el señor Procurador 
General en la vista de foja treinta, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja doce vuelta. Repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
frías.— FEDERICO IBARGÜREN. 
— C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA liXXX V 



Contienda de competencia entre el Juez Letrado del Territorio 
Nacional del Rio Negro y el Juez de Paz de la capital de di" 
cho Territorio^ en la causa de Don José Rodríguez contra 
Don Nicolás Luna ; sobre cumplimiento de sentencia. 



Sumario. — La cantidad de nueve mil seiscientos treinta j 
cinco pesos que se pide á consecuencia de auto ejecutoriado de 
un Juez de Faz de territorio nacional, escede de su jurisdicción. 



Caso. — Se refiere en la 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 22 de 1887. 
Suprema Corte: 

No bay en este caso cuestión de competencia, porque no pue< 
de haberla entre el superior j el inferior de igual jurisdicción. 
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Un vecino del «Colorado», Don José Rodríguez, interpuso 
demanda ante el Jaez de Faz de aqnel territorio, contra sn 
colindante, Don Nicolás Luna, pidiendo se le obligara á dar 
rodeo j á la indemnización de daños j perjuicios^ por no haber- 
lo dado cuando él, Rodríguez, se presentó á apartar la hacienda 
de su marca. 

El Juez de Faz hizo lugar á la demanda, j condenó á Luna 
á dar el rodeo en cuestión y i la indemnización de perjuicios 
(f. 32). 

Luna apeló para ante el Juez Letrado, j este confirmóla sen- 
tencia del Juzgado de Faz (f . 52). 

Claro es que la sentencia debía ejecutarse ante el Juzgado 
que la había pronunciado. 

Vueltos los autos al Juzgado de Faz, Rodriguez pidió embargo 
preventivo del establecimiento de Luna, j al mismo tiempo pre- 
sentó su cuenta por los daños j perjuicios, que hacía ascender á 
la cantidad de 9635 pesos moneda nacional. 

El Juzgado de Faz, ala simple presentación de la cuenta, sin 
dar de ella conocimiento al demandado, espide su auto de dé j 
pague dentro de tercero dia. 

Sin requisición de parte, manda en seguida proceder á la 
venta en remate de las existencias embargadas provisoriamente; 
nombra rematador j se publican los edictos. Todo esto siem- 
pre de oficio. 

Mientras tanto, Luna, en vez de deducir los recursos de ape- 
lación ó nulidad de procedimientos notoriamente abusivos, 
ocurre al Juez Letrado^ pidiéndole traiga á sí la causa, por ser 
el Juez de Paz incompetente, tratándose de una suma superior 
al límite de su conocimiento. 

El Juez Letrado así lo ordena, y el de Faz resiste. 

Con motivo de esta pretendida competencia, vienen los autos 
áV.E. 

Como al principio he dicho, no se concibe competencia 
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entre el Jaez saperior y el inferior de igual jarisdic- 
cion. 

Lo qne á mi juicio corresponde, entonces, es volver estos au- 
tos alJazgado de Faz, para que continúe sus procedimientos, 
acordando 6 negando los recursos de apelación ó nulidad que le 
fueren interpuestos, con arreglo á derecho. 

Eduardo Costa. 



FaIIo de l« Suprenm Corte 



Buenos Aires, Junio 30 de 1883. 

Vistos: versando el juicio de que se trata , sobre una canti- 
dad que escede de la jurisdicción del Juzgado de Paz, se declara 
que su conocimiento corresponde al Juez Letrado del Territo - 
rio Nacional de Rio Negro. En su consecuencia, remítansele los 
autos, avisándose al Juez de Faz. 

BENJAMÍN VICTORICA. — CLA- 
DISLAO FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. 8. DE LA 
TORRE. 
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CAUSA LXXXYI 



Don Juan P. Lalanne contra el Banco de la Provincia de Buenos 
Aires; sobre indemnización de daños y perjuicios. 



Sumario. — 1° Un depósito hecho en 1874 en pesos fuertes 
OTO, debió ser restituido en la misma moneda, ó en la de curso 
legal al cambio del dia del pago. 

2^ El depositario que no aceptó los giros del depositante por 
ser hechos á fuertes oro, es responsable de los daños y perjui- 
cios, que se resuelven en intereses. 

3^ El hecho de haber sido entregada al depositante la suma 
de dos mil pesos fuertes en moneda de curso legal, no importa la 
renuncia de su derecho por parte de aquel. 



Caso, — Lo refiere el 



Pullo del Jlaez FederAl 

Buenos Aires, Octubre 31 de 18S2. 

Yistos estos autos, de los que resulta : Que con fecha I'' de 
Setiembre del año próximo pasado se presentó al Juzgado el 

T. IV 4 
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ciudadano francés Don Juan P. Lalanne, esponiendo: I"" que el 
i6 de Octubre de 1875 tomó una letra de cambio de los señores 
Fetri 7 Grenon, de la Asunción del Paraguay ,á treinta dias vista, 
por dos mil pesos fuertes oro, la cual endosó á favor del Banco de 
la Provincia de Buenos Aires, quien la cobró, conservando dicha 
suma en calidad de depósito á premio á noventa dias; 2^ que en el 
mes de Mayo de 1876 giró contra ese establecimiento por la suma 
de dos mil pesos fuertes oro á favor jde los señores Marsans, Turo 
y compañía, cuyo giro no fué aceptado por venir á oro, lo mismo 
que otro giro por quinientos pesos fuertes oro á favor de Buiz 
y Siva de la Asunción, diciendo el Presidente del Banco que el 
depósito era en pesos fuertes de curso legal; 3^ que con estos 
procedimientos el Banco le había causado graves perjuicios pe- 
cuniarios y en su crédito personal, consistiendo los primeros 
en la utilidad deque fué privado en un negocio de hipecacuana, 
que no pudo realizar por no haberse aceptado su primer giro; que 
estima en dos mil fuertes, los lucros perdidos en el negocio que 
motivó el segundo, estimados en quinientos fuertes, y además 
diez pesos fuertes diarios, desde que inició el presente juicio hasta 
su terminación, por haber tenido que dejar sus intereses para 
venir aquí; 4"* que en tal virtud, pedía se condenara al Banco al 
resarcimiento de los espresados daños y perjuicios, á que liqui- 
de su cuenta en oro, computando las entregas que le habían sido 
hechas, al cambio del dia en que lo fueron, y al pago de las eos- 
tas del juicio y gastos que había tenido que hacer dejando sus 
intereses en el Paraguay. 

Que corrido traslado de la demanda, el Banco, representado por 
el procurador Sagasta, espuso en el escrito de foja 37, que el es- 
tablecimiento se hallaba gobernado única y esclusivamente por 
la Legislatura de la Provincia, la cual, por ley de 17 de Mayo de 
1876, dispuso que los créditos y deudas del Banco se cháncela- 
ran con billetes metálicos por su valor nominal, ó con papel 
moneda de tipo de 25 por un peso fuerte, cuya disposición se 
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hizo más tarde esteasiva á la Nación, por la ley del Congreso de 
26 de Setiembre de 1876, y que en cuanto álos hechos, el de- 
mandante callaba lo principal, esto es, que él mismo acató esas 
disposiciones, cobrando su depósito en moneda de curso legal, 
y que si algún pequeño saldo le quedaba^ sería por intereses 
«por cuyo motivo pedia el rechazo de la demanda. 

Que la causa fué recibida á prueba por auto de foja 39 vuelta, 
espresándose en él que ella debería versar sobre si el actor ha 
aceptado el pago en la forma alegada por el Banco, y á tal fin, 
se han presentado los documentos de fojas 45 á 47, debidamen- 
te reconocidos por el primero^ como consta áfoja 55 vuelta. 

Y considerando: Que está probado por los documentos de fo- 
jas 2, 4 y 5 que el Banco de la Provincia recibió con fecha 24 de 
Noviembre de 1875, por cuenta y orden del demandante, en cali- 
dad de depósito particular á premio, la cantidad de dos mil pe- 
sos oro, hecho que tampoco ha negado el Banco. 

Que de las cartas de fojas 8, 9 y 10 y de la misma esposicion 
del actor, no observada ni contradicha por el Banco, resulta que 
este se negó apagar dos giros sobre el espresado depósito, por 
diversas cantidades, á pretesto de que venían á oro y no en pesos 
fuertes, alegando en defensa de su proceder, que la ley déla 
Legislatura de la Provincia lo autorizaba á chancelar sus crédi- 
tos con billetes metálicos por su valor nominal, ó con moneda 
corriente al tipo de veinticinco por un peso fuerte. 

Que planteada la cuestión en estos términos, el Juzgado debe 
resolver si el Banco podía legalmente restituir el depósito hecho 
por Lalanne^ en notas metálicas ó papel moneda por su valor no- 
minal; pues de su solución depende la procedencia ó improceden- 
cia de la acción instaurada. 

T considerando á este respecto, que no es exacto, como lo pre- 
tende el Banco de la Provincia, que la ley de 17 de Mayo de 
1876 haya dispuesto que los créditos y deudas de dicho estableci- 
miento se chancelen con billetes metálicos por su valor nomi- 
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nal 6 con papel moneda corriente al tipo de veintinco por ano, 
pues dicha ley se limita á aprobar el decreto del Poder EjecutivOy 
del dia anterior, cayo artícalo 2^ solo establece que los billetes 
del Banco de la Provincia sean de curso legal para el pago 
de las obligaciones á metálico, como el papel de la misma 
moneda. 

Que la interpretación que pretende dar el Banco á esta dispo- 
sición, es no solamente sin apoyo en sa texto, que, como se vé, 
no contiene fijación del valor del papel, con relación al tipo de la 
moneda metálica, sino contraria á los principios fundamentales 
de legislación, vigentes entonces en la Provincia, que no permi- 
ten dictar leyes con efecto retroactivo ni que priven de derechos 
adquiridos 6 alteren las obligaciones de los contratos (art. i 9, 
de la Constitución Provincial ; Regla III del Cód. de Com.). 

Que conformándose á ello, la Corte Suprema de la Nación, ha 
declarado con respecto á la ley nacional de 25 de Setiembre de 
1876, que no fué sino una consecuencia de la clausura de hecho 
de la oficina de cambio y de las resoluciones provinciales ya ci- 
tadas, que ella solo importa declarar que los billetes metálicos 
del Banco de la Provincia garantidos por la Nación, son de curso 
legal, es decir, que no podrán ser rehusados en las transacciones 
ni escluidos de la circulación, por su justo equivalente ó valor 
corriente, no siendo de recibo obligatorio por su valor escrito 
sino en las oficinas nacionales, en pago de contribuciones (S. 2', 
t. iO, pág. 365), resolución que puede servir de norma para fijar 
el verdadero alcance del artículo 2"" del decreto en cuestión, da- 
da la perfecta analogía entre ambas disposiciones. 

Que á esto se agrega que el artícalo 46 título De las obliga^ 
Clones de dar. Código Civil, dispone que si la obligación del dea- 
dor fuese de entregar una suma de determinada especie ó 
calidad de moneda corriente nacional, cumple la obligación dan- 
do la especie designada ú otra especie de moneda nacional, al 
cambio que corra en el lugar el dia del vencimiento de la obli- 



J 



DE JUSTICU NACIONAL 53 

(rabión, lo que por otra parte no es sino la aplicación de la regla» 
tanto en materia civil coiao comercial, de que las convenciones 
legalmente celebradas son la ley para los contrayentes, no pu- 
diendo ser revocadas sino por mutuo consentimiento 6 por las 
causas que la ley espresamente señala (art. 209 del Cód. de 
Com., y art. 61 tít. De los contratos en general, Cód. Civ.). 

Que con arreglo á estos principios, estando comprobado y aún 
fuera de discusión, que el Banco recibió el depósito del deman- 
dante en monedas de oro, hasta la suma de dos mil pesos fuertes, 
no ha podido dejar de aceptar los giros hechos en esa forma, 
aún cuando no tuviera en sus cajas moneda metálica, desde que 
podía pagarlos, sinqueálos tenedores les fuera lícito rehusarlos, 
en moneda de papel, al cambio del dia en que se presen- 
taron. 

Que la negativa del Banco á aceptar los giros del demandante, 
cuando este tenía suficiente provisión de fondos para cubrirlos, 
le impone la obligación de indemnizarle de todos los gastos, 
daños y perjuicios que se le hubiesen seguido, á virtud de lo que 
dispone el inciso 2®, artículo 797 del Código de Comercio. 

Que según el artículo 225 del mismo Código, los daños y per- 
juicios debidos al acreedor, en las obligaciones que se limitan al 
pago de cierta suma, no consiste sino en la condenación de los 
intereses corrientes, y tratándose de letras de cambio, en los 
demás gastos que se hayan ocasionado, por protestos, recambio, 
resaca, etc. 

Que en el caso 52^6 judice, si bien resulta de la letra de foja 
6 y carta aviso de foja 7, que el demandante giró dos veces con- 
tra el Banco, no aparece que las letras se hubieren protestado, 
dando lugar á los actos á que se refieren los artículos 902 y si- 
guientes del Código de Comercio, de modo que no hay razón 
para imponer al Banco la obligación de pagar gastos de esta na- 
turaleza, desde que no se han realizado. 

Que el actor carece de derecho para cobrar indemnizaciones 
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por los lucros que dice haber dejado de obtener en diversos ne- 
gocios, 7 por gastos de permanencia ea esta ciudad, con suje- 
ción á lo dispuesto en el artículo 2^ del Código citado, gorque 
tales daños no se bau previsto ni podían preverse al tiempo de 
constituirse el d^pósito.y porque no son consecuencia inmediata 
ij* necesaria de la falta de aceptación de sus giros, como sería la 
de haber pagado un interés más ó menos subido para procurar- 
se el dinero necesario para esos negocios. 

Que el hecho de haber girado en pesos fuertes decurso legal, 
ro importa aceptar la legalidad del procedimiento del Banco, 
sino someterse en el hecho, á su exigencia, para poder dispo- 
ner del dinero, sin renunciar á la gestión oportuna del derecho; 
¡f si bien es ci'rto que la renuncia de un derecho, puede te ner 
lugar tácitamente, es necesario que resulte de actos que bagan 
conocer con certidumbre la existencia de la Toluntad (art. 23, 
tit. De los hechos, C6d. Civ.) lo cual no sucede en el caso sub 
j'Ufízre. pues no hay más hecho, que haberse sometido á la exí- 
genciadegirar en pesos fuertes de curso legal, el que puede es- 
plicarse lógica j satisfactoriamente de otro modo que poi la re- 
nuncia de las pretensiones manifestadas por el demandante. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando al Banco de la 
Provincia á que liquide las cuentas del demandante, & oro, con 
nrreglo al cambio del diaen que hizo sus giros, y al pago de los 
intereses corrientes de los saldos que resulten á su favor desde 
la misma fecha. Notifíqueae con el original y repónganse las 
fojas. 

Virgilio SI. Tedin. 

Fikllo de Ik fluprcnuM Corle 

Buenos Aires, Jimio 4 de 1888. 
Vistos: Forsus fundamentos, se couñrma la sentencia de f o- 
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ja setenta y tres, en la parte apelada. Repuestos los sellos de- 
vuélvanse. 

benjamín VICTOniCA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA I.X.\XYII 



D. Emilio Meyer contra Pupil Granjou y C*, pqr falsificación 
de «marca de perfumería Ed. Pinaudi>; sobre falta de perso- 
nería y defecto de forma en la demanda. 



Sumario. — l°No puede oponerse falta de personería para per- 
seguir la falsificación de una marca de fábrica, al que acredita 
ser propietario de esta. 

2^ No procede la escepcion dilatoria de falta de forma en la 
demanda, fundada en el artículo 36 de la ley de marcas. 



Caso. — Seesplicaen el 
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Fallo del Juea Federal 



Buenos Aires, Octubre 5 de 1887. 

Y vistos estos autos en lo relativo á las escepciones de falta 
de personería en el actor, arraigo del jaicio ; falta de forma al 
entablar la demanda, promovidaspor los demandados señores Fu- 
pil GranjoQ y Compaiiía ; ; considerando: qne la pesonería de 
doa Emilio Meyer se halla debidamente acreditada por el certi- 
licado del secretario Doctor Giménez, de foja cinco vuelta, en el 
«luese hace referencia de los docnmentoa de la propiedad de la 
marca de fábrica, y se transcribe el poder otorgado á su favor; — 
i|ue la de faltado forma en la demanda fundada como está en el 
articulo treinta y seis de la Ley de Marcas, no es procedente, por 
cuanto la disposición de este artículo se refiere á la prescripción 
como esoepcioD de fondo, no está tampoco comprendida en las 
enumeradas por el artículo ochenta y tres de la Ley de Procedi- 
mieutos y siella se refiere ala de defecto legal en el modo de pro- 
poner la demanda, carecería de fundamento, porque ella está 
ajustada á lo prescrito por el artículo cincuenta y siete déla 
citada ley; — que respecto á la de arraigo del juicio, estando como 
están las partes de coman acuerdo, no hay para qué considerarla. 

Forestas consideraoionesy las concordantes del presente escri- 
to, fallo : no haciendo lugar con costas á las escepciones de falta de 
personería y falta de forma en la demanda, y por lo que hace á la 
lie arraigo, intímese al actor oble á este objeto en el Banco Na- 
cional, la cantidad de dos mil pesos nacionales en que se estiman 
¡as costas del juicio, hecho lo cual deberán los señores Fupil 
Granjou y Compañía contestar la demanda dentro del término 
legal. Repónganse los sellos y notifíquese original. 

Andrés Ugamsa. 
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Fiilto de lA SapremA Corte 



Buenos Aires, Julio 3 de 1888. 



Vistos : Por sas fundamentos se confirma con costas la senten- 
cia apelada de foja diez y ocho vuelta; y devuélvase previa 

rpnoftícínn ñf^ SAlIns. 



reposición de sellos. 



BENJAMÍN VICTORICA. — ÜLADISLAO 
FRIAS. — FEDERICO IBARGÜREN.— 
G. S. DE LA TORRE. — 8ALUSTIAN0 
J. ZAVALIA. 



CAUSA liXXXTIII 



D. Niceo Acuña, como socio 'y representante de la sociedad 
Molina y C", contra D. Federico Daevel, por cobro de pesos ; 
sobre incompetencia y falta de personería. 



Sumario. — L% causa sometida á la justicia federal en ra- 
zón de la distinta nacionalidad de las partes, cesa de correspon- 
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der á su jarisdiccion, si* el demandado estrangero toma carta de 
ciudadanía antes de contestar la demanda. 



Caso. — Lo refiere el 



Fallo áml Jíueas Federal 



Catamarca, Junio 8 de 1887. 

Vistos: en la precedente articulación sobre las escepciones di- 
latorias de incompetencia de jurisdicción y falta de personería 
opuesta por parte del demandado D. Federico Daevel á fu deman- 
dante D. Niceo Acuña en representación délos Sres. Molina her- 
manos en liquidación, de los cuales y del espediente N'' 550 traí- 
do adef/ectum videndi, resultan los hechos siguientes : 

1"* En 28 de Febrero último, se presentó Acuña ante este Juz- 
gado federal demandando á Daevel por el pago de la cuenta da 
fojas 1 y 2, ofreciendo acreditar previamente el fuero federal, 
fundado en su distinta nacionalidad, como en efecto acreditó 
que este era subdito alemán, y ellos ciudadanos argentinos, siendo 
unos y otros vecinos de esta ciudad, en cuya virtud fué acepta- 
da la demanda y comunicada en traslado, con fecha 3 del si- 
guiente mes de Marzo. (Memorial y ^actuaciones de foja 5 á 
foja 9). 

2° Durante este intervalo de tiempo, ó sea el dia2 del mis- 
mo Marzo, se presentó también Daevel pidiendo carta de ciu^ 
dadania argentina, la que previos los trámites de ley, le 
fué otorgada con fecha 10 del mismo, así es |que fundado en ella 
y en la falta de poderes de su demandante, dedujo la articula- 



DE JUSTICIA NACIONAL 59 

cion preindicada recien en la mañana del día 15, cuando ya ha- 
bían vencido la vispora los nueve días del traslado, y se acababa 
de acusar la correspondiente rebeldía, pero aún dentro de las 
veinticuatro horas de ley. (Documentos, escritos y actuaciones 
de f. 10 á f. 12; decretos y auto de f. 1, 4 y 6 del espediente 
K^ 550 ya citado). 

Y considerando : 1® Qae al interponer Acuña su demanda an- 
te este Juzgado federal, siguió el fuero de su demandado, sin 
que estuviese en el arbitrio de aquel llevar el pleitéala juris- 
dicción de Provincia, dada la calidad de estrangerode este. (Art. 
2*", Ley nacional sobre jurisdicción y competencia, y serie 2", 
tomo 1% pág. 134, Fallos de la Suprema Corte). 

2"" Que Daevel, á su vez, usó también de un derecho perfecto 
al solicitar y obtener su carta de ciudadanía argentina sin que 
tampoco pueda hacérsele objeción alguna por tal conducta. (Art. 
20, Constitución nacional^ y 2® Ley de ciudadanía de 8 de Oc- 
tuhre de 4869). 

3^ Que siendo de orden público las leyes que reglan la juris- 
dicción y procedimientos délos tribunales, no está al arbitrio de 
los particulares alterarlas por convenciones ó actos privados de 
los mismos, y de consiguiente, una vez radicado legítimamente 
un pleito ante cualesquiera de aquellos, debe seguirse y termi- 
narse ante los mismos. (Serie I*", t. S'', pág. 484; Serie 2*", t. 
1^ pág. 177 de dichos fallos). 

4^ Que en tal virtud, el mero hecho de tomar carta de ciuda- 
danía uno de los litigantes ante la justicia federal después de 
contestada la demanda, aceptando la jurisdicción del Juez de la 
causa por razón de la diversa nacionalidad de las partes, tam- 
poco puede alterarla no obstante la circunstancia de continuar- 
se desde entonces entre ciudadanos argentinos vecinos de una 
misma provincia, como lo tiene declarado en repetidos casos la 
misma Corte. (Serie 2% t. 4% pág. 161, y 8°, pág. 411 déla 
misma). 
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5"^ Que no sucede lo mismo cuando tal innovación se prodace 

■ 

antes de la contestación de la demanda, posque aún no está de- 
finitivamente fijadala jurisdicción del juez y no puede aún ser- 
le contradicha por la escepcion de declinatoria, como ha sucedi- 
do en el presente caso, pues que ano ser así, vendría áradicar' 
se el juicio contra las prescripciones y espresa prohibición de la 
ley de procedimientos nacionales en sus artículos 72 y siguien- 
tes del título 10 y repetidos fallos, como lo son entre otros los 
de la serié 1», tomo 3% página 139, y 9*, página 172 de la 
misma. 

O"" Que por lo demás, si bien es cierto que el demandado Dae- 
vel dejó vencer los nueve dias de ley para oponer en su debido 
tiempo la declinatoria y demás escepciones dilatorias, y que le 
fué acusada la correspondiente rebeldía, también lo es que lo 
hizo antes de haber decaido su derecho, para constatar ó sea 
dentro de las últimas 24 horas perentorias que le fueron conce- 
didas en virtud de ella, aparte déla circunstancia antes mencio- 
nada de versar ya de antemano la cuestión entre ciudadanos ar- 
gentinos y vecinos todos ellos de esta provincia; y que de consi- 
guiente, aunque el demandado no pudiese ya oponer tales escep- 
ciones, sino contestándola demanda, el Juez sin embargo podía 
y debía decretar aún de oficio su incompetencia, una vez consta- 
tado en losantes aludidos que el pleito aunque pudo ser, ya no 
lo era de su competencia por razón de las apersonas, á causa de 
haber el estrangero demandado pasado á ser ciudadano argen- 
tino antes de la radicación del pleito, según queda dicho. 
(Véanse los artículos antes citados y 3° de la Ley sobre procedi- 
mientos j Ibls causas de la misma de la serie 2*^, t. I'', pág. 177; 
tomo 3^ pág. 299, y 12^, pág. 66; tomos i^ y 8% pág. 161 y 411 , 
y 10*^, pág. 253 de la misma serie). 

7"" Que en lo referente ala otra escepcion sohre falta de per- 
sonerix por defecto de poderes bastantes del representante de la 
sociedad demandante, es escusado ocuparse de ella una vez es- 
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tablecida la incompetencia de jurisdicción por cnanto debe ven- 
tilarse ante el Juez mismo de la causa. (Serie 1", t. 9"^, pág. 172; 
sórie2%t. 8% pág. 171). 

Por lo tanto, de conformidad al precedente dictamen fiscal, se 
declara que este Juzgado federal es incompetente para entender 
en la presente demanda, debiendo en consecuencia, ocurrir la 
parte de los demandantes ante quien corresponda. Hágase saber 
con el original, devuélvanselos documentos acompañados, y re- 
puestos los sellos archívese el espediente. 

Joaquín Quiroga. 



Fiillo de lii SupremA C«rte 



Buenos Aires, Julio 3 de 1888. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas la senten- 
cia apelada de foja diecinueve vuelta, y devuélTanse previa re- 
posición de sellos. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
FRÍAS. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TIANOJ.ZA VALIA. 
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CAU^AIiX.'VXIX 



Consulta del Juez letrado de Formosa, sobre autenticación 

de poderes. 



Sumario. — »La Suprema Corte no puede resolver sino en vir- 
tud de su jurisdicción en grado de apelación ii originaria, y no 
por via de consulta. 



Caso, — Loesplica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 14 de 1888. 



Suprema Corte : 



El Juez de lo civil de la provincia de Corrientes rehusó reco- 
nocer como bastante un poder otorgado ante el Juez de Faz de 
Formosa, legalizado por el Secretario del Juzgado de Sección, y 
autenticado con la firma del Señor Juez de Sección, y el sello del 
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• 

mismo Juzgado. Dice el señor Juez, qne no refiriéndose la ley 
de Agosto 26 de 1863 sino á la autenticación de los actos públi- 
cos y procedimientos judiciales de cada Provincia, debe por 
analogía establecerse que, para ser tenidos por auténticos los 
délos territorios nacionales, se requiere la atestación del Secre- 
tario de esta Corte, que es con respecto á los territorios nacio- 
nales, el Superior Tribunal á que la le; citada se refiere, más 
la certificación y el sello del Presidente de la misma Corte, re- 
lativamente á la firma del Secretario. 

Con este motivo, el señor Juez letrado de Formosa se dirijo 
áY. E. en virtud de la interposición, qne^ dice haberle sido 
solicitada por el interesado, para que pida á esta Corte ordene la 
autenticación del poder en la forma requerida por el Juzgado de 
Corrientes. 

Al mismo tiempo, el señor Juez Letrado consulta á Y. E. acer- 
ca do si eSy ó no, necesaria tal autenticación, en la forma antes es- 
presada. 

Ocurre desde luego observar, que no es regular, ni correcto, 
que los Jueces asuman la personería de los que ante ellos ocurren. 

Si el interesado en el poder se creía perjudicado por la reso- 
lución del Juzgado de Corrientes, pudo y debió ocurrir al Tri- 
bunal Superior de la misma Provincia, y en definitiva á Y. E. si 
este Tribunal desconocía la validez de las leyes del Congreso. 
Si encontraba justa aquella resolución, debió solicitar por si, 
ó por apoderado, la autenticación^ en la forma que se le exi- 
giera. 

Las dificultades y los inconvenientes que esta gestión pudie- 
ra originarle, no justifican, que el Juzgado Letrado, asuma una 
representación, de todo punto ajena á sus funciones. 

Observaré, por otra parte, que este asunto viene á Y. E., por 
vía de consulta, no por apelación, ni en virtud de su jurisdicción, 
originaria, únicos casos en quo podría Y. E. tomar de él conoci- 
miento. 
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Pienso por esto, que no haciendo lagar á lo pedido por el Se- 
ñor Jaez de Formosa, se limite Y. £. ala devolución de los doca- 
mentos acompañados. 

Eduardo Cosía. 



Falto de te gapre— C?orte 



Buenos Aires, Julio 3 de 1888. 

De conformidad con lo espuesto por el señor Procurador Ge- 
neral en su precedente Tista, devoélvanse estas actuaciones al 
Juez letrado del Territorio Nacional de Formosa. 

RENJAMIN VIGTORICA.— ULADISLAO 
FRUS. — FEDERICO IBARCCl- 
REN. — C. 8. DE LA TORRE. — 
SALUSTIANO J. ZAVALIA. 
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CAUSA XC 



La empresa del Ferro-carril de Buenos Aires y Rosario, contra 
ü. Andrés Canessa^ por espropiacion; sobre liquidación. 



Sumario. — Los errores aritméticos padecidos en una sen- 
tencia, paeden rectificarle en cualquier tiempo. 



Caso, — En|Ia causa del Ferro-carril de Buenos Aires y Ro- 
sario contra D. Andrés Canessapor espropiacion, el perito nom- 
brado como tercero avaluó entre otras cosas el terreno que to- 
maba la empresa á razón de 4000 pesos la manzana de 22500 
Taras. 

El Juez Federal aceptó esta avaluación por su sentencia de 
22 de Octubre de 1886, y la Suprema Corte por fallo de 13 de 
Agosto de 1887, la confirmó, diciendo que era equitativa la ava- 
luación del terreno hecho á razón de 4000 pesos la manzana de 
19485 metros cuadrados. 

Vueltos los autos al Juez Federal, el Secretario liquidó el pre- 
cio del terreno á razón de 4000 pesos, por 19585 metros cua- 
drados. 

Canessa reclamó alegando que la manzana de 22500 varas 

T. IV 5 
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cuadradas equivalía á 16874 metros cuadrados, y que la suma 
de 19485 metros consignada en el fallo de la Suprema Corte pro- 
cedía de uu error aritmético. 

ElJuez Federal, por auto'de 14 de Setiembre de 1887, elevó 
los autos á la Suprema Corte para la rectificación ó aclaración 
del error, y la Suprema Corte por fallo del 17 del mismo mes, se 
los devolvió para que dictara su resolución. 

FaIIo del Jíaes Federal 

Rosario, Octubre 4 de 1887. 

Vistos y considerando : 1^ Que el único argumento aducido 
por despropiado en la presente causa para pedir reconsideración 
de la sentencia pronunciada por la Suprema Corte de Justicia 
Kacional; es el de existir en ella un error de cálculo y por con- 
siguiente, de hecho. 

^'^ Que esa causal desaparece en presencia de la disposición 
clara y terminante del artículo 929 del Código Civil, que pres- 
cribe que tal error no puede alegarse, cuando la ignorancia de 
su conocimiento proviene de una negligencia culpable de la parte 
á quien perjudica. 

3^ Que esta negligencia existe en el presente caso por cuanto 
notificado Canessa en persona de la sentencia de foja 51, dejó 
vencer el término legal para pedir reforma ó aclaratoria de ella 
ante el mismo tribunal que la dictó, único competente para el 
conocimiento de esos recursos. 

4^ Que además, venidos los autos á este tribunal para proceder 
á cumplimentar aquella sentencia ejecutoriada ya y contra la 
que no procedía hábilmente ningún recurso, por haber ad- 
quirido la autoridad de la cosa juzgada, el espropiado fué noti- 
ficado por medio de su representante en esta^ del decreto de fo- 
ja 54, con fecha 19 de Agosto en que se mandaba cumplir la 
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sentencia de la Gerte, y aceptó asimismo el decreto mencionado 
sin hacer objeción alguna (notificación de f . 54 vta.), viniendo 
recién á reclamar de dicha sentencia de la Corte, en 12 de Se- 
tiembre siguiente, y por consigniente, fuera también de término. 
Por tanto : se declara qae la sentencia de foja 51, ha queda- 
do valedera y firme en los mismos términos en que ella ha sido 
redactada por la Suprema Corte, debiéndose subordinar á ella 
la liquidación que se practique respeeto de la área á espro- 
piarse. 

G. Escalera y Zuviria. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 5 de 1888. 

Vistos : siendo manifiesto el error aritmético padecido en la 
sentencia de esta Corte corriente á foja cincuenta y una, al fijar 
en metros cuadrados la estension de la manzana de veintidós 
mil quinientas varas cuadradas á que hace referencia la senten- 
cia del Juez Federal de la sección de Santa Fé que se confirmó 
por la citada de esta Corte; y atento lo dispuesto por las leyes 
diecinueve, titulo veintidós^ Partida tercera, y cuarta, título vein- 
tiséis de la misnla Partida, se revoca el auto apelado de foja se- 
senta y ocho, y se declara que la liquinacion de los valores adeu- 
dados á D.Andrés Canessa por razón de la espropiacion á que 
estos autos se refieren, debe hacerse según el precio asignado 
por la sentenciado foja cincuenta y una, á la manzana de diez 
y seis mil ochocientos setenta y cuatro metros cuadrados. Re- 
pónganse los sellos y devuélvanse. 

ULADISLAO FRUS. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — G. S. DE LA 
TORRE. 
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CACHA XCI 



D. Santiago Allende contra D. Pedro Christophersen, por ave^ 

rías ; sobre restitución de un depósito 



Sumario. — El precio del flete depositado para responder al 
juicio iniciado por averías, no puede entregarse libremente al 
consignatario úel buque, antes de terminarse diclio juicio. 



Caso. — D. Santiago Allende pidió el reconocimiento judicial 
de una partida de pipas de vino venidas por el vapor JSentcar/ó, 
consignado áD. Pedro Christophersen, en las que alegaba haber 
ocurrido averias. 

£n seguida depositó el precio del flete en 1283 pesos 82 cen- 
tavos oro, pidiendo que manifestara Christophersen si estaba 
conforme, y que se tuviera presente que esa suma respondía á 
las consecuencias del juicio. 

Christophersen manifestó conformidad y pidió que atenta su 
notoria responsabilidad, se le entregóse la suma mencio- 
nada. 

ElJuez Federal, por auto de Agosto 27 de 1887, accedió, y 
antes de quedar consentido, se entregó á Christophersen el di- 
nero. 
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Allende, notificado el 29 de Agosto, reclamó con escrito de 2 
de Setiembre, pidiendo se ordenara la devolución del depó- 
sito. 



Fallo del Jíiies Federal 



Buenos Aires, Setiembre 7 de 1887. 

Considerando : Que la suma entregada á Cbristopliersen fué 
consignada por esta parte en pago de los fletes adeudados, 
y por lo tanto, solo requería para surtir los efectos de verdadero 
pago, la conformidad de aquel. 

Que no se ha deducido petición en términos claros y precisos 
para que dicha cantidad quede embargada á las resultas de ac- 
ciones que debía deducir la parte de Allende, pues este se ha 
limitado á decir que se tenga presente que la suma consignada 
responde alas consecuencias de este juicio. 

Que el recurrente ha tenido oportunidad bastante para pedir 
el embargo ú oponerse á la entrega del dinero al ser notificado 
del auto de foja 37, habiendo hecho presumir su silencio en tal 
circunstancia, su conformidad con la entrega ordenada. 

Que además de la notoria responsabilidad de la parte de Chris- 
tophersen, el Juzgado ha tenido presente que no hay acción de- 
ducida ni está acreditada la existencia de deuda con escritura 
pública ú otra prueba fehaciente como lo exijo el artículo 55, 
inciso 3^ déla ley de enjuiciamiento. 

Por esto, no ha lugar á lo pedido en el precedente escrito, y 
se concede en relación el recurso de apelación subsidiariamente 
interpuesto, elevándose los autos en la forma de estilo. Repón- 
gase el sello. 

Virgilio M. Tedtn, 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 5 de 1883. 

Yistos y coDsideraado : Que la oblación del valor de los fle- 
tes á que se refiere el presente incidente, se hizo, según resulta 
del tercer otrosi del escrito de foja veintidós, á condición esplí- 
cita de que la suma oblada serviría á responder á las resultas 
del juicio de averías, cuyo examen y tasación se solicitó por el 
mismo escrito . 

Que por consiguiente, pendientes las diligencias de dicho exa- 
men, no ha podido hacerse el abono de tal suma al consignata- 
rio del buque sin audiencias ni consentimiento del interesado. 

Que la diligencia pericial de foja veinticuatro, ofrece por otra 
parte suficiente mérito para decretar la retención de los fletes que 
según los artículos mil setenta y mil ciento ochenta y tres 
del Código de Comercio, se hallan afectados y responden espe- 

« 

cialmente al cargador por los daños y perjuicios causados á la 
carga por hecho ó culpa del capitán. 

Por estos fundamentos, y atenta además la disposición del ar- 
tículo mil ciento quince del Código de Comercio, se declara que 
Don Pedro Christophersen está obligado á restituir la cantidad 
recibida, la cual será mantenida en depósito para hacer frente á 
los resultados de este juicio, bajo la resposabilidad del recur- 
rente, ó dar fianza en su defecto á satisfacción delJuzgado, que- 
dando en estos términos modificada la resolución apelada de 
foja treinta y siete vuelta. Notifíquese con el original y previa 
reposición de sellos, devuélvanse. 



benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA X€II 



El Fisco Nacional contra los Sres. Julio Darte y C"; sobre 

defraudación de derechos de Aduana 



Sumario. — El haber salido de la jurisdicción de la aduana 
las mercaderías en que se ha cometido fraude 6 daño de los de- 
rechos fiscales, no exime de responsabilidad á sus dueños, los 
cuales pueden ser traídos ante los tribunales federales j conde- 
nados á pagarel valor en depósito de dichas mercaderías. 



Caso, — Se halla esplicado en el 



Fallo del Juex Federal 



Buenos Aires, Noviembre 30 de 1886. 

Vista esta causa criminal seguida contra Julio Darte y C'', por 
adulteración de documentos públicos, de la que resulta : 

1® Que los contadores fiscales D. Daniel Escobar y D. Arturo 
Gómez elevaron un parte á la Dirección de Rentas denunciando 
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fraades á la reata pública, practicados en diez manifiestos de 
despachos, pertenecientes á la Aduana de la Capital y firmados 
por los Sres. Jalio Darte y C'*^ fraades qae se habían efectaado 
cometiendo el delito de adalteracion en las cantidades y en los 
valores de las mercaderías manifestadas suplantándolos por 
otros menores. 

2® Que pasados los manifiestos y partes de qae se ha hecho 
mención al procurador fiscal, este funcionario se presentó al 
Juzgado con esos documentos denunciando la defraudación prac- 
ticada por medio de adulteración délos manifiestos de despacho 
y pidiendo la instrucción del sumario correspondiente, para la 
ayeriguacion de los autores y cómplices del delito denun- 
ciado. 

3* Que el sumario formado en conformidad á la petición del 
Procurador fiscal, cosnta de las siguientes piezas: declaraciones 
prestadas por D. Julio Darte, á foja 14; por D. José Oliveri, á 
foja 16 vuelta y foja 76 vuelta ; por D. Camilo Meric, á foja 86; 
por los empleados de la oficina de registro de la aduana D. 
Francisco Almeida, foja 20 vuelta; Daniel Dobarán^ foja 23 
vuelta; Pedro Medina, foja 26Vuelta; Francisco Almeida, foja 28 
vuelta, y Eduardo Romero, foja 74. Por los liquidadores de la con- 
taduría de la misma, JoséMaria Rosendi, foja 25 vuelta; Alfredo 
Amadeo^ foja 30 ; Pablo Repetto, foja 31 vuelta; Enrique Roca- 
mora, foja 36 ; Bernardo J. Niño, foja 39 ; Guillermo Laforgue, 
foja 41, y Alfredo B. Ponce, foja 75 vuelta; y por los Vistas y au- 
xiliares de Vistas, D. Miguel Casal, D. Adeodato Gondra, D. 
Luis M. Brizuela, D. Carlos Klappenbach, D. Cruz Martin, D. 
J. E. Hayme Sagasta; de los informes expedidos por 
los peritos calígrafos, D. Adolfo Aldao y D. Enrique Hoyo, 
corrientes de foja 99 á foja 110 inclusive ; del informe expedido 
por el gerente de los depósitos y muelle de las Catalinas, cor- 
riente áfoja 118; de los parciales de alcaidía y copias de conta- 
duría remitidos por la dirección de rentas, corrientes de foja 44 
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á foja 59 y de foja 90 á foja 93, y por último de los recibos pre- 
sentados por el Sr. Darte, agregados de foja 126 á foja 132. 

4^ Que terminadas las diligencias del sumario, le fué conferi- 
da vista al Procurador fiscal, quien evacuándola á foja 148, 
después de estensas consideraciones, tendentes á establecer la 
comprobación de los hechos que han dado mérito á este juicio, 
concluye sosteniendo que de ellos surjen dos delitos : el especial 
de defraudación de la renta, y el común de falsificación de do- 
cumentos públicos, siendo en su concepto por el primero, induda- 
ble la responsabilidad de la casa Darte y C'', puesto que los co- 
merciantes responden de los hechos de sus empleados, depen- 
dientes ó agentes, fuera de que aquella casa no ha podido ig- 
norar la defraudación por sus libros de facturas y por los reci- 
bos otorgados por la tesorería de la aduana, debiendo por con- 
siguiente ser condenados al pago del valor en plaza de las mer- 
caderías cuyos derechos se han defraudado de conformidad álos 
artículos 1026 y 1027 délas Ordenanzas, y á más las costas 
del proceso; y por el segundo, ser los autores los despachan- 
tes Meric y Calderón con respecto á quienes estando pro- 
cesados por el mismo delito en espedientes separados, para 
guardar la unidad en el procedimiento, pide únicamente se ten- 
gan presentes los cargos resultantes de esta causa para hacer- 
los valer en oportunidad y en donde corresponda. 

5* Que corrido traslado á los''Sres. Julio Darte y C", déla 
acusación entablada por el procurador fiscal, piden que ella sea 
rechazada con espresa condenación en costas, responsabilizando 
además álos iniciadores en todos los daños y perjuicios que les 
han originado ; alegan en estensas consideraciones que no es el 
caso de la aplicación del artículo 1026 de las Ordenanzas, pues 
este artículo se refiere únicamente á penas impuestas por in- 
fracciones que puedan cometerse en el acto del despacho, pre- 
suponiendo por lo tanto, la existencia de las mercaderías en la 
Aduana al tiempo del despacho^ pues de otra manera no sería 
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posible hacer efectiva la pena de comiso que ese artículo esta- 
blece, desprendiéndose la misma interpretacioa délos artículos 
1029, 1030 7 1033 de las Ordenanzas; y concia jen su esposi- 
cion haciendo un examen minucioso de la prueba reunida en 
estejuicij, de la que en su concepto no resulta acreditada la 
adulteración que se denuncia. 

Y considerando : 1*^ Que si bien el artículo 1034 de las Orde- 
nanzas establece que las Aduanas no pueden imponer penas por 
infracciones á sus reglamentos, cuando estas hayan pasado de- 
sapercibidas al tiempo del despacho, siempre que las mercade- 
rías hayan salido de su jurisdicción, están facultadas por el 
mismo artículo á ocurrir á los tribunales á quienes corresponde 
en este caso el conocimiento de la causa. 

2^ Que la última parte de la disposición citada, acordando á 
las Aduanas la facultad de ocurrir ante los tribunales, que no 
existía en el artículo 1100 de las antiguas Ordenenzas de 1866 
fué consignada en las vigentes (art. 1034) precisamente en con- 
secuencia de diversas resoluciones dictadas por la justicia fede- 
ral en las que se declaraba que conforme á los términos del ar- 
tículo 1100 de lan ordenanzas que entonces regían, las Aduanas 
carecían de derecho para imponer penas ó deducir reclamos, 
toda vez que las mercaderías hubiesen salido de su jurisdic- 
ción. 

3^ Que además de la disposición terminante del artículo 1034 
délas Ordenanzas, que se ha recordado, ha sido juzgado por la 
Suprema Corte (serie 2", t. 7"*, pág. 362 de sus fallos), que cuan- 
do aparece un error contraía Aduana después dechancelado un 
documento, esta tiene el derecho de reclamar del comerciante el 
daño causado por el error dentro de cinco años de la fecha de la 
chancelación del documento equivocado, siguiéndose deahílóji- 
ca y racionalmente que si la Aduana puede hacer gestiones para 
reclamar por errores, tiene un derecho más amplio aún, cuando 
como en el caso sub judice, esos reclamos no provienen de sim- 
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pies errores^ sino de defraudación á la renta pública por medio 
de adulteración de los documentos de despacho. 

4° Que por lo tanto, la argumentación de la defensa dirigida á 
sostener la inaplicabilidad del artículo 1026 de las Ordenanzas, 
por haber salido las mercaderías de la jurisdicción de la Aduana 
que hubiera sido arreglada rigiendo las antiguas, es incondu- 
cente ahora en presencia del artículo 1034 de las vigentes j de 
los fallos de la Suprema Corte antes citados. 

5^ Qne establecido el derecho de la Aduana 6 Dirección de 
Bentas para hacer la denuncia que ha dado motivo al presente 
juicio^ corresponde examinar si ella aparece debidamenten acre- 
ditada por la prueba acumulada en el proceso, para lo cual se 
hace necesario estudiar por separado cada uno de los manifiestos 
presentados por el Procurador fiscal. El primer manifiesto tiene 
el número 43.338 correspondiendo al año 1880. Según los con- 
tadores fiscales Daniel Escobar y Arturo Oomez, la adulteración 
ha sido hecha en la partida sétima de ese documento y ella apa- 
rece comprobada: 1° por el informe pericial de los calígrafos, 
corriente á foja 99; que establece la adulteración ; 2^ por la de- 
claración del vista D. Migael Casal, quien afirma que el docu" 
mentó se encuentra adulterado en la partida indicada por los 
contadores fiscales, adulteración que á su juicio ha sido hecha 
después de practicado por él el despacho; y 3^ por el informe de^ 
gerente de los depósitos de las Catalinas que reviste la fuerza 
de instrumento público, porque esos depósitos son dependencia de 
la aduana y el certificado es la espresion de las constancias de 
sus libros ; ese informe 6 certificado establece que por el mani- 
fiesto en cuestión, se han extraído de los depósitos siete cajones 
numerados del 8116 inclusive al 8122 también inclusive. En- 
tre tanto, el manifiesto por el cual se han liquidado y pagado los 
derechos únicamente relaciona seis cajones, relación en la que 
sucesivamente se numeran los bultos según el orden antes es- 
presado^ hasta llegar á la partida denudada en que saprimién- 
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dose el cajón número 8120, se detalla la mercadería correspon- 
diente á los números 8121 y 8122. 

Además, los aforos j declaraciones de valor con arreglo á los 
cnales se ha hecho la liquidación y pago de derechos, importan 
430 pesos con 38 centavos, mientras que del informe del gerente 
de las Catalinas, resulta que el valor del manifiesto para el pago 
de los derechos de depósito, ascendía á la cantidad de i080 
pesos fuertes. 

En el manifiesto número 12818 la adulteración ha sido veri- 
ficada, según los contadores fiscales, en el valor¡declarado y ella 
se encuentra comprobada por las declaraciones del vista Casal, 
quien hace la misma afirmación que con respecto al anterior, 
y por el informe caligráfico de foja 100. 

No existe igual comprobación con respecto al manifiesto nú- 
mero 33.251. Según lo<) contadores fiscales Escobar y Gómez» 
el fraude pn este manifiesto consiste en el número de bultos 
relacionados. Los calígrafos en el informe de foja 101 dictami- 
nan en el mismo sentido. 

Sin embargo, el vista Don Carlos Elapenbach que ha interve- 
nido en el despacho de este manifiesto, contestando á la nota de 
foja 122, en la que se le interroga si hubiera aceptado el mani- 
fiesto en la forma en que aparece, si el número de bultos corres- 
ponde á la mercancía declarada, si el valor declarado es el 
mismo que consistía al tiempo de hacer el despacho, dice que 
hubiera aceptado el manifiesto: l^ por estar en debida forma; 
2*^ por corresponder el número de bultos ala cantidad de som- 
breros; y 3^ por ser el valor de tarifa; y declarando á foja 146, 
dice, que el citado documento ha sido presentado con arreglo á 
las Ordenanzas. En presencia pues, de la contradicción que se 
nota entre las reiteradas declaraciones del vista y los informes 
caligráficos, es llegado el caso de apreciar el mérito probatorio 
que tanto aquellos como estos revisten. En concepto del Juz- 
gado, la acusación exagera la importancia de los dictámenes 
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oaligráficos al considerarlos como prueba completa, bien que 
aparezcan rodeados de los requisitos que apunta en su yista. 
Ni la legislación ni la práctica, ni la jurisprudencia de los 
tribunales han atribuido en época alguna importancia tan de- 
cisiva á semejantes informes. 

El doctor Tejedor ocupándose del valor probatorio del examen 
pericial, dice que las Partidas no hablan de esa prueba en mate- 
ria criminal, en lo civil mismo, la consideran solo elemento de 
convicción. LalejHS, título 18, Partida 3% refiriéndose á las 
pericias de calígrafos, dice : « Ende si el judgador deviesse ajou- 
tar con aquellos homes sabidores e catar e escondriñar la letra é 
la figura della ; e se si acordaren todos en uno que la letra es tan 
desemejante que puedan con razón sospechar contra ella, enton- 
ce es en albedrio del judgador de desecharlo ó de otorgar queva* 
lesiqutsiere.y^ 

La legislación délas Partidas no le 'atribuye por consiguiente 
el carácter de prueba y solo la considera como un medio que uni- 
do á otros, puede contribuir á formar la conciencia del juez. 

Escriche,en su Diccionario de legislación^ enseña que aunque 
por lo común son muy atendidas las declaraciones de los peritos, 
deben mirarse no obstante, con mucho cuidado y reserva los dic- 
támenes que expidan, por lo qiie^ está en manos de los jueces 
conformarse con tales pareceres ó desecharlos según las circuns* 
tandas, 

Bonnier en su tratado sobre las pruebas y Bellot en la espo- 
sicion de motivos de la ley de procedimientos para el cantón de 
Ginebra, sostienen que los jueces deben llamar en su ayuda á 
los peritos para consultarlos, para interrogarles, etc., sinque« 
empero, en caso alguno estén obligados á seguir su dictamen. 

Y si esas pericias caligráficas son estimadas, como se ha vis- 
to, con gran reserva aún para causas meramente civiles; ¿con 
cuánta mayor razón no deben considerarse entonces tan decisi- 
vas tratándose de asuntos de carácter criminal en los que es 
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indispensable la observancia de estrictas formalidades j nece- 
saria la reunión de una prnebaconcluyente, para pronunciar la 
condenación? 

Ahora bien, relativa menteal manifiesto 32.251 ¿existen otros 
antecedentes que unidos á los informes caligráficos establezcan 
prueba de la adulteración y defraudación que se denuncia? Nin- 
guno existe; por el contrario^ el vista del ramo á quien debe 
considerarse como perito en la materia, declara en la forma en 
que antes se ha espresado, esto es, que encontraba el manifiesto 
ajustado á las Ordenanzas, en cuanto á su estado, contenido y 
declaración de valor. Nada existe en el sumario que pueda des- 
autorizar la opinión de este empleado que por su gerarquíá y 
práctica ha estado en condiciones de deponer con plena concien- 
cia sobre los puntos materia del interrogatorio. Por otra parte, 
de la inspección judicial que del documento en cuestión se ha 
hecho, no se ha obtenido ningún resultado en armonía con la 
pericia. 

En ausencia, pues, de todo otro elemento de convicción con- 
gruente con el dictamen de los calígrafos, es forzoso aceptar las 
conclusiones á que el vista arriba en su informe y declaracio- 
nes ; siendo por lo demás, de oportuna aplicación el principio 
de derecho de que en caso de duda debe estarse por la absolu- 
ción. 

£1 manifiesto 34.812 se encuentra en el mismo caso que el 
anterior. Los calígrafos arriban á las mismas conclusiones que 
los denunciadores; pero el vista del ramo, señor Hayme Sagasta, 
en su informe de foja 119, si bien dice'queno hubiera aceptado 
el manifiesto en la forma en que aparece, declara que el número 
de bultos puede corresponder á la mercadería declarada y que 
no puede afirmar si los valores declarados están bien 6 mal; 
pues este varía según laclase del artículo. 

Sucede otro tanto con respecto al manifiesto 35.362. El in- 
forme de los calígrafos está conteste con las denuncias; pero el 
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Tista señor Brizuela, interrogado repetidas veces á fojas 85, 120 
y 145, declara primeramente que no puede dar una contestación 
categórica, acerca de si el manifiesto se encontraba 6 no en el 
mismo estado que le fué presentado al despachc/evacuando el in- 
forme de foja 120, en el que se le interrogaba si lo hubiese acep- 
tado en la forma en que aparece, contesta que lo hubiera acep- 
tado; y con respecto á las declaraciones de valor, que nada puede 
precisar, pues ellos varían según la calidad de los artículos. 

En el manifiesto número 14.910, los contadores fiscales en- 
cuentran la adulteración en los valores declarados relativamen- 
te alas partidas 3', 5*, 6' y 12*. El informe de los calígrafos 
aparece conforme con la denuncia y el espedido por el gerente 
de las Catalinas también lo corrobora. Además, de la confronta- 
ción que el Juzgado ha hecho de este manifiesto con el parcial de 
alcaidía y la copiado contaduría que corren agregados á foja... 
y foja..., ha podido notar que esta última se encuentra discon- 
forme en la segunda y duodécima partida con los dos primeros 
documentos, lo que constituye una infracción^ pues con arreglo 
á lo establecido en el artículo 103 de las Ordenanzas, los pedidos 
á despacho directo deben hacerse en cuatro documentos, dos 
manifiestos y dos copias doxactura, todos de un tenor. 

El manifiesto 14.913 ha sido adulterado^ según los contado- 
res fiscales en las partidas 4% 6% 8% ll'^y 12* en los valores 
declarados. El vista Palacios declara á foja 123, que no hu- 
biera aceptado el manifiesto en la forma en que aparece^ pues 
en su opinión está adulterado en cuanto á los valores, que los 
conceptáa excesivamente^ bajos. 

En el informe caligráfico de foja 106 se establece también la 
adulteración en las partidas denunciadas. Además:, el Juzgado 
nota después de hecha la confrontación del manifiesto con los 
documentos relativos de despacho agregados á los autos, infrac- 
ciones de igual género á las indicadas con respecto al ante* 
rior. 
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En el manifiesto número 14.915, los contadores fiscales denon- 
cian la defraudación en el peso asignado á las mercaderías re- 
lacionadas en las partidas 2' y 5* y en el ancho de la 4^. No 
o1)stante la declaración del vista Briznóla que no pnede precisar 
si ese documento se encuentra actualmente en el mismo estado 
en que le fué presentado aldespacho, la denuncia aparece com- 
probada por el informe del gerente de los depósitos de las Cata- 
linas y por el que han espedido los calígrafos contestes con la 
denuncia y con las constancias de los libros llevados en aquellos 
depósitos. Se notan también con respecto á este manifiesto, las 
mismas infracciones que se han señalado en los anteriores. 

En el número 4408 la denuncia se encuentra comprobada por 
las declaraciones del vista Don Cruz Martin, de foja 96 y foja 
142, quien afirma que la adulteración en ese documento, ha sido 
hecha después de cumplido por él el despacho, agregando que 
seguramente no lo habría aceptado en la forma en que actaal- 
mente aparece; y por el informe de los calígrafos de foja 109, 
conforme con esta declaración. 

Por último, la denuncia de los contadores fiscales en el mani- 
fiesto 39506 no resulta debidamente comprobada, pues única- 
mente es apoyada por los informes caligráficos, mientras que el 
vista del ramo, cuya opinión tiene qae prevalecer sobre esos 
informes, dado el conocimiento especial en lo concerniente á su 
oficio que debe tener ese funcionario, declara que ese manifiesto 
hubiera sido aceptado en la forma que aparece, pues no nota 
ninguna adulteración en él; informando nuevamente á foja 121 
vuelta, dice : que el manifiesto hubiese sido aceptado para el 
despacho pues no observa en él defecto alguno á primera vista, 
que lo único que le llama la atención examinándolo con cuidado 
es el ancho del género que parece hubiera sido adulterado; pero 
que no podría asegurarlo porque el ancho de 180 centímetros 
es muy común en la clase de géneros manifestada. 

6® Que es indudable que las adulteraciones y fraudes compro- 
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bados en los manifiestos que se estudian en el anterior conside- 
rando, han sido llevados á efecto al amparo del desquicio qaeen 
la época de esos despachos reinaba en las oficinas de la Aduana, 
debido ala inobserTancia de disposiciones terminantes de las 
Ordenanzas, establecidas precisamente con el objeto de prevenir 
aquellos; á la incompetencia de los empleados y también á la 
falta de personal suficiente para atender á las múltiples tareas 
de oficinas recargadísimas de trabajo, faltas que indudablemen- 
te podrían dar mérito á serias medidas administrativas contra 
los que han incurrido en ellas, pues aparecen justificadas por 
las propias declaraciones que han prestado en este juicio, de 
las que resulta que solo por excepcron se hacía la revisacion de 
los documentos de despacho en la forma ordenada por el artícu- 
lo 101 del código aduanero; que los vistas, en contravención de 
lo dispuesto en el artículo 150 del mismo^ cumplido el despacho, 
entregaban el manifiesto al interesado para que este personal- 
mente corriese con las diligencias de liquidación y pago de los 
derechos correspondientes, debiéndose á prácticas tan abusivas 
como lo observa muy bien la acusación, que se ofreciese asi la 
oportunidad para adulterar el contenido de los bultos ó el valor 
de los artículos. 

7^ Que la responsabilidad de la casa Darte y compañía por la 
defraudación de la renta, comprobada en los manifiestos que 
mástidelante se espresarán, es indudable, puesto que los comer- 
ciantes responden de los hechos de sus empleados, dependien- 
tes 6 agentes, en cuanto esos hechos sean relativos á las opera- 
ciones de Aduana y puedan perjudicar la renta (art. 1027 de las 
Ordenanzas). 

8° Que aún cuando los manifiestos aparecen suscritos por los 
señores Julio Darte y C'y José Olivieri como representante de la 
casa Darte y C*, consta de las declaraciones prestadas por 
ellos como también de la de Meric á foja... que la redacción 
de los manifiestos, como todo lo concerniente al despacho, esta- 

T. IV 6 
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ba á cargo de los despachantes encargados de tales operaciones 
en la Aduana, que lo eran el citado Meric y G. Calderón, por 
cuyo motivo el Procurador fiscal no encuentra mérito para que 
se proceda contra aquellos señores por el delito de adulteraciones. 

9^ Que con respecto al despachante Don Camilo Meric, re- 
sulta de su propia declaración de foja 86, que ha intervenido en 
el despacho de los documentos números 4408, 43.338y 12.818, 
todos ellos adulterados, y que en cuanto á los demás, no ha 
tenidointervencion, pues se han efectuado durante su ausencia 
en Europa. 

10^ Que aún cuando el procurador fiscal encuentra que Don 
Camilo Meric y Don José González Calderón son los autores 
principales del delito de adulteración, no ha deducido acusación 
en estos autos contra ellos por cuanto procesados por el mismo 
delito en espedientes separados, es necesario guardar la unidad 
en los procedimientos, limitándose por ello á pedir se tengan 
presentes los cargos resultantes de esta causa para hacerlos va- 
ler en oportunidad y en donde corresponda. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando comprobada la 
defraudación á la renta pública en los manifiestos de despacho 
números 43.338, 12.818, 14.910, 14.913, 14.915 y 4408. é 
improbados en los números 33.251 , 34.812, 35.362 y 39.506. 

En su consecuencia, de acuerdo alas conclusiones déla acusa- 
ción fiscal y con arreglo alo establecido en el artículo 1026 de 
las Ordenanzas de Aduana, condeno á los señores Julio Darte y 
Compañía al pago del valor en depósito de las mercaderías 
cuyos derechos se han defraudado, que será debidamente liqui- 
dado por la Aduana, y al de las costas del proceso ; para su 
cumplimiento previa reposición do sellos, remítase este espe- 
diente á aquella repartición, recomendándosele especialmente su 
pronta devolución. Hágase saber, notificándose con el original. 

Andrés Ugarriza. 



DE JUSTICIA NACIONAL 83 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOU GENERAL 



Buenos Aires, Junio 14 de 1887. 



Suprema Corte : 



Contra la jurisprudencia establecida por Y. E. en numerosas 
ocasiones, los Sres. Darte y C', insisten en sostener que todo 
este procedimiento es ilegal j abusivo por el hecho de haber sa- 
lido de la Aduana las mercaderías materia de la defraudación, 
deque se les responsabiliza, por los actos de sus dependientes. 

Ko los seguiré en sus estensas consideraciones tantas reces 
rebatidas. 

Diré simplemente que, si bastara que las mercaderías sacadas 
en violación de las leyes fiscales, salvaran las puertas de la 
Aduana para quedar á cubierto de todo riesgo, habríase esta- 
blecido el premio más inconcebible á la mayor habilidad en el 
fraude, y á la complicidad de los empleados. 

La jurisdicción de la Aduana concluye, es cierto, toda vez ([ue 
las mercaderías han salido de sus depósitos, pero principia lue- 
go la délos jueces ordinarios. Estoy no otra cosa importa e¡ 
artículo 1034, que con tanta repetición se cita, y tan torcida- 
mente se interpreta. 

El señor Juez de Sección hace en su sentencia un estudio 
prolijo y concienzudo de los diez manifiestos adulterados, y solo 
agregaré algunas breves consideraciones en apoyo de las conclu- 
siones á que arriba, y que encuentro por mi parte, perfectamen- 
te exactas y fundadas. 

La acumulación diez de estos manifiestos que debieron correr 
por cnerda separada, hace difícil y enojoso su estudio, si bien 
concurre á poner más en evidencia la culpabilidad de los acusados 
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revelando á las claras un sistema bien concebido de pequeños 
fraades, para pasarjácilmente desapercibidos, por su misma pe- 
quenez, al mismo tiempo que debían representar sumas de im- 
portancia, por su repetición. 

Haré un breve estudio de cada caso, para facilitar la tarea 
deV. E. 

Manifiesto número 43.336. El renglón 13 decía visiblemente 
8é2é un cajón con 

En vez de esto se ha puesto : S/5//5, dos cajones contenien- 
do juntos. 

Para llegar á es^e resultado, se ha hecho lo siguiente, que sin 
ser calígrafo, cualquiera puede verificar; en el número 812i,se 
ha agregado una pequeña raya y un 2, para hacer de un cajón, 
dos, 8121/2. 

En la copii de foja 44, se ha puesto dos 2 en esta forma 
8121/22; con un poco de atención se vé, á no quedar duda, cómo 
do 1, se ha hecho un 2 ; de un 2, y aquí es digno de notarse co- 
meen todos los un se viene preparando el fraude, la u son dos 
palitos, que se prestan para todo ; la n, se divide en un palito, 
con cierta preparación para convertirse en o, y en un rasgo, que 
no hay que tocar, para que pueda tornarse en una 5. 

Donde es todavía más patente la adulteración, es en el conte- 
niendo juntos. 

Todas las otras partidas dicen simplemente, un cajón con. So- 
lo en la 8121 se ha agregado, conteniendo juntos. 

El más lijero examen, hace ver que á con, se ha agregado una 
t, y en seguida, juntos. Y tan cierto es esto, que en la copia foja 
45, la misma partida termina con con, y no, conteniendo juntos. 
Si áesto se agrega las demás circunstancias de que hace mérito 
la sentencia, no cabe la menor duda de que cada uno de los ca- 
jones que salieron bajo los números 8121 y 8122 contenían el 
número de metros que sirvió para la liquidación de los dos. El 
fraude resulta por consiguiente manifiesto. 
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Número 12.818. Este manifiesto se encuentra en el mismo 
caso qne el anterior. 

Los calígrafos encuentran que la palabra mil, se ha formado 
déla de total, y del número i el signo de foja... y foja... 

El informe del vista viene en apoyo de la afirmación pe- 
ricial. 

Número 33.251 . Los calígrafos afirman haberse alterado este 
manifiesto, poniéndose nn dos por un seis en letras y en números. 

El vista que hizo el despacho, dice, sin embargo, qne hubiera 
aceptado el manifiesto tal cual aparece, por estar en debida 
forma, por corresponder el volumen á la cantidad de sombreros, 
y por ser el valor de tarifa. 

Queda de esta manera, el juicio de los calígrafos como única 
prueba del fraude, y por más valor que se dé á su pericia, me 
inclino á creer, con elseñor Juez, que no es bastante por sí solo, 
mucho más cuando no apoyan ellos sus conclusiones con demos- 
traciones que traigan el convencimiento á los que, sin ser peri- 
tos en la materia, están llamados á resolver. 

Número 34.812 y 35.362. Encuéntranse estos dos manifiestos 
en el caso del anterior. 

Número 14.910. En este manifiesto la adulteración consiste en 
haber hecho de la palabra ciento , junto; con lo que se ha bajado 
de 135, á 35 el valor sobre el que debía recaer el aforo. Todavía 
se advierta en algunos de los cientos primitivos, el punto sobre la 
«, que ha quedado por olvido, y que nada tiene que ver con junto. 
Por otro parte, se vé que este junto, está de más, pues siendo el 
valor de todo, 135, no había para qué agregar /un^o. 

Todo comprende la totalidad, sin ningún otro aditamento. 

El fraude es visible por consiguiente, en este manifiesto, aún 
sin necesidad de las otras consideraciones de que hace mérito la 
sentencia. 

Número 14.913. Eneste manifiesto se ha seguido el mismo sis- 
tema que en el anterior, sustituyendo la palabra ciento por junto. 
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á lo que se presta. Vénse todavía, como en el caso anterior, los 
puntos de la i. Con esta supresión de un 1 eu 100, se ha llegado 
á resultados irrisorios, que son la mayor condenación del 
fraude. 

Dos y dos tercias gruesas fondos par» sombreros, por ejem- 
plo, aparecen en la partida t>* con el valor de 10 pesos nacio- 
nales. 

Xúmero 14.915. Las adulteraciones señaladas en este caso, 
resoltan también manifiestas. 

Fara hacer de treinta, veinte, según el examen calígrafo, 
hase incurrido en una falta de ortografía indisculpable en un 
niño de escuela, siendo de notarse que el que escribió el mani- 
liisto sabía bien que veinte se escribe con v, no con b, según 
puede verse en el segundo renglón. 

Número 4408. Son en esta caso demasiado groseras las adul- 
teraciones que señalan los calígrafos, para que pudieran, y pue- 
dan ser aceptadas, según informe del vista del ramo. 

Número 39.506. Finalmente, en este caso no aparece tan 
liara laad ni ter ación, y queda en gran parte desvirtuada con lo 
informado por el vista, según justamente piensa el señor Jnez. 

Por todo esto, pido la confirmación de la sentencia recurrida 
en todas sus partes. 

Eduardo Cosía. 



FBlIn d« I» Suprcn 



Buenos Aires, Julio 10 de 1888. 

Vistos j considerando : Que según el manifiesto de foja 
tres, y la confesión del apelante, resulta que este estrajo de la 
.Viuana, siete bultos: seis en virtud de ese manifiesto, y por ma- 



L' 



DE JUSTICIA NACI029AL 87 

nifiesto separado, otro balto, el número ocho mil ciento veinte, 
sin que por por lo tanto, haya la inexactitud que alega, en el in- 
forme defoja ciento diez y ocho, del gerente del depósito de las 
Catalinas, que espresa sacó dichos siete bultos. 

Que aún en el supuesto de que la hubiera, ella no desvirtúa 
de modo alguno, el cargo plenamente justificado, como lo esta- 
blece la sentencia apelada, de la alteración que se cometió en la 
partida sétima del citado manifiesto de foja tres, por medio de 
la cual se pudo obtener la estraccion de dos cajones, asignando 
á ambos juntos el contenido de uno solo. 

Y que la conformidad entre los manifiestos falsificados y las 
copias originales de factura, que el mismo apelante alega existen, 
no destruye la prueba clara, evidente, do la falsificación de esos 
documentos, y hace más bien presumir que si en efecto hay esa 
conformidad, se ha obtenido por medios ilegales. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada de foja 
doscientos treinta y ocho, con la esplicacion dada respecto al nú- 
mero de bultos estraidos en virtud del manifiesto de foja tres, y 
conforme alo espuesto y pedido por el señor Procurador General, 
se confirma con costas dicha sentencia, en la parte apelada, de- 
clarándose que ella no importa prejuzgar en la causa criminal 
que se instaure sobre falsificación de documentos de aduana, 
de que habla el Procurador Fiscal en su vista de foja 
ciento cuarenta y ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORIGA. — ULADISLAO 
frías — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE TORRE. —-SALUSTIANO 
J. Z A VA LIA. 
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CAUSA XCIII 



La íeslameníaria del T)r. D. Manuel M. Zavalla contra D. Za- 
carías Barbosa, por reivindicación; sobre embargo preventivo. 



Sumario. --En la acción de mandato dírijida á obtener el do- 
minio de propiedades cnja adquisición fué encomendada al 
mandatario, j que fueron adquiridas por este en su nombre, 
procede el embargo preventivo de dichas propiedades. 



Caso. — El Dr. D. Ángel Pizarro Lastra por la testamenta- 
ría del Dr. D. Manuel M. Zavalla, alegando haber el causante 
encargado á D. Zacarías Barbosa, según los telegramas que acom- 
pañaba, la adquisición délas casas calle Artes números 709 y 711, 
para cuyo efecto le había enviado los fondos necesarios al pago 
del precio, y que Barbosa las había adquirido en su nombre, en- 
tabló demanda contra este para que campliera el mandato y en- 
trégala las casas con los alquileres percibidos. 

En otrosí pidió el embargo preventivo desdichas casas bajo su 
responsablidad personal y la delDr. D. Néstor Iriondo, albacea 
de la testamentaría Zavalla. 
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El Jnez accedió al embargo, y confirió traslado de la de- 
manda. 

. Barbosa contestó qae el Dr. Zavalla desistió de la compra en- 
cargada, por lo que las casas las compró para él, con dinero pro- 
pio, y en otrosí pidió revocatoria del embargo, apelando insubsi- 
dium. 

Fallo del JTuez Federal 

Buenos Aires, Octubre 8 de 1887. 

Vistos estos autos, en lor elativo al incidente promoTÍdo por 
el demandado D. Zacarías Barbosa, sobre reposición de la pro- 
Tidencla en que se ordena el embargo preventiTO de las propie- 
dades calle de Artes números 709 y 711. 

T considerando: 1^ Que la demanda iniciada se dirije á obtener 
por la acción directa de mandato, el dominio de las propiedades, 
sobre que ha recaído el embargo, como compradas por el deman- 
dado, por encargo y con fondos del Dr. D. Manuel M. Zavalla, 
causante de los demandantes. 

2° Que, en este concepto, es de indispensable necesidad pro- 
veerlo necesario para evitar todo cambio en el estado actual de 
las propiedadesen cuestión ; no solo para garantir el resultado del 
juicio, sino porque de otro modo, desaparecería el único medio 
de hacer efectiva la acción entablada, en el caso de resultar le- 
galmente fundada. 

3° Que el inciso 3^ del artículo 55, al comprender éntrelas 
disposiciones preliminares del juicio, el arraigo, debe ser apli- 
cado en sentido más lato que el que abraza estrictamente este 
término de procedimientos, comprendiéndose, no solo lo que se 
entiende por la fianza que asegure el resultado del juicio, sino 
toda otra medida precaucional que, como el embargo provisorio 
tiende á este mismo propósito. 
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4° Qué en este caso el demandado está suficientemente garan- 
f tido de los perjaicios qne padiera ocasionarle esta medida, con 

la responsablidad personal del demandante y de sa apoderado, á 
la que viene á agregarse la de los bienes testamentarios que re- 
presentan, y 

5"* Qaela medida decretada, de embargo provisorio, no puede 
causar gravamen irreparable, desde que la resolución final sobre 
el fondo del asunto principal en el caso de ser favorable al de- 
mandado, no podría dejar de producir como efecto directo y ne- 
cesario, el levantamiento del embargo decretado. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo á los artículos 55, inciso 
S**, y 206 de la ley de Procedimientos, no ha lugar á los recursos de 
reposición y apelación subsidiaria entablados por la parte de don 
Zacarías Barbosa; en su consecuencia, estése á lo dispuesto por 
el auto recurrido de foja veinte y cinco y corra este asunto por 
los trámites correspondientes según su estado ; repóngase los se- 
llos y notifiquese con el original. 

Andrés Ugarriza. 
Barbosa apeló de hecho, siéndole concedido el recurso. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 10 de 1888. 

Vistos : por lo que resulta de los telegramas de foja una á 
foja cuatro, y por sus fundamentos, se confirma el auto apelado 
de foja veinte y cinco, con costas. Respuestos los sellos devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — ULADISLAO 
FRUS. — rEDERICO IBARGÚAEN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TUNO J. ZAYALIA. 
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CAUSA XCIT 



Don R. E, Soderlund contra Otto Bemberg y compatlla, 
por daños y perjuicios; sobre fianza de arraigo. 

Sumario. — El Capitán de an buque que ha cesado de serlo 
7 reside desde más de dos años en el país con su familia, 
habiendo tenido dos hijos argentinos, no está obligado á prestar 
la fianza del artículo 74 de la ley de procedimientos. 



Caso. — El capitán Soderlund del buque Iphigenia demandó á 
los señores Otto Bemberg y compañía, por cobro de daños y 
perjuicios, por un Tiage que no pudo realizarse. 

Los demandados opusieron la excepción de arraigo. 

El actor contestó que el buque se hallaba inhibido por los mis- 
mos adversarios, y él estaba arraigado en el país con su familia, 
desde más de dos años. 



Fallo del JTuez Federal 



Buenos Aires, Junio 17 de 1887. 



T vistos: para resolver sobre la excepción de arraigo del 
juicio opuesta al demandante en el escrito de foja 25, fundada 
en la calidad de estrangero no domiciliado. 



estrangero no domiciliado. 
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Y coneiderando: 1" Que de la prueba rendida resulta qae el 
demandante habita con 80 familia en esta ciudad desde hace 
más de dos años, habiendo tenido en este espacio de tiempo doa 
hijos que perla ley son ciudadanos argentinos. 

2° Que consta ignalmente de autos, corrientes por este mismo 
Juzgado, que la barca /pAi^enía, que mandaba como capitán, ha 
sido embargada j puesta en venta judicialmente, habiendo por 
consiguiente, cesado en ese cargo, con cuyo motÍ7o ha buscado 
trabajo ejerciendo la profesión de estivador, lo que quita á su 
permanencia en el país el carácter de accidental inherente hasta 
cierto punto al caigo de capitán de un buque con bandera es- 
trangera. 

3' Que según elartículo92 del Código Civil, para que la resi- 
dencia cause domicilio basta que sea habitual, aunque no se tenga 
intención de permacer para siempre. 

4° Que según el artículo 11 de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales de 14de Setiembredo 
1863, la vecindad en una Provincia se adquiere para los efectos 
del fuero federal, por la residencia continua de dos años. 

5° Que las mismas razones militan para considerar domici- 
liado al estrangero á los efectos de eximirlo déla obligación de 
arraigar, con la residencia continuada durante ese mismo tiem- 
po y aún otro mucho menor, dadas las condiciones peculiares de 
nuestro país, cuya fuente principal de población consiste en la 
inmigración que con tanta facilidad se radica en él. 

6° Que esta misma consideración induce á limitar en lo posi- 
ble la restricción impuesta al estrangero en el artículo 74 de la 
Ley Nacional de Enjuiciamiento, tanto más cnanto que se trata 
de una responsabilidad eventual limitada alas costas procesales. 

Por estos fundamentos, fallo: rechazando la excepción opues- 
ta y mando se conteste la demanda eu el término legal. 

Virgilio M. Tedin. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 10 de 1888. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ochenta y tres. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín YICTORICA. — ULADISLAO 
frías. ~ FEDERICO IBARGÚREN. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIA- 
NO J. ZAVALIA. 



CAUSA XCT 



D. Francisco Árzeno contra J5* Peírona C. de Iriondo, por cum- 
plimiento de sentencia ; sobre artículo de no contestar 



Sumario. — La iniciación de un interdicto recuperatorio, no 
puede oponerse para suspender el cumplimiento de una senten- 
cia y no contestar la demanda entablada para hacerla efec- 
tiva. 
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Caso. -- En cumplimiento del fallo de la Suprema Corte de 
19 de Jalio de 1884, y después de hecha á Arzeno la restitución 
del campo de qne había sido despojado, aquel solicitó su ejecu- 
ción en cnanto á los perjuicios, pidiendo el pago de 29.327 pe- 
sos con 32 centavos moneda nacional en que los avaluaba. 

La señora de Iriondo opuso artículo de no contestar, fundán- 
dose en que había entablado contra Arzeno interdicto recupe- 
ratorio del campo. 






Fallo del JTues Fedemi 
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Rosario, Setiembre 17 de 1887. 

Y visto : este incidente promovido por D* Petrona Candioti 
de Iriondo al corrérsele el traslado de la demanda interpuesta 
á foja 130 por D. Francisco Arzeno sobre cumplimiento de una 
sentencia de este Juzgado nacional pronunciada en fecha 13 del 
mes de Agosto del año 1883, y confirmada por la Corte Suprema 
en 19 de Julio de 1884, con lo alegado por las partes en los es- 
critos de fojas 130, 142 y 150. 

Y considerando : 1® Que ante los tribunales federales no exis- 
ten más escepciones dilatorias que puedan ser admisibles antes 
de contestar la demanda, que las designadas en el artículo 73 de 
la ley nacional de procedimientos (art. citado y fallos déla Corte 
contenidos en la serie 2**, tomo 9% página 107 ; tomo 10, pági- 
nas 7 y 112, y tomo 12, página 559). 

2o Qaela escepcion deducida por la Sra. de Iriondo lo ha si- 
do indudablemente bajo el carácter de dilatoria, desde que la 
propone formando artículo previo y sin contestar la demanda 
contra ella interpuesta, no en(|(bntrándose aquella designada en 
el precitado artículo 73, pues la litis pendencia á que en su es- 
crito parece referirse, no ha estado pendiente ante otro juzgado 
competente, como claramente se espresa en el inciso 3^ delmen- 






•j.^-s 



?.'s 






ííS- 



DE JOSTICU NACIONAL 



95 









clonado artículo 73 y lo ha resuelto la Corte en la causa de la 
página 338, tomo 7* de la serie 1". 

3^ Que no puede por inducción suponerse que el inciso aludi- 
do pueda hacerse ostensivo á los otros juicios que radiquen en el 
mismo tribunal donde esa escepcion se interponga, como sucede 
en el caso ocurrente, no solo por la designación contraria que 
ese inciso 3° demarca, sino también por haber la Corte estable- 
cido : € que las escepciones que no han sido creadas por la ley, 
no pueden crearse por inducción ni tampoco estenderlas por in- 
terpretación á casos no espresados en esta )>. (Serie 1^, tomo 2^, 
página^). 

A"" Que aunque lo espuesto bastaría por sí solo para rechazar 
la escepcion deducida, se tiene además, que el único fundamento 
que la basa, es de haberse iniciado un interdicto recuperatorio 
coníra o^ro c/ecMíortado cuando por derecho no corresponde ac- 
ción alguna hasta tanto no se encuentre del todo terminado lo 
resuelto en el primero, y áqne precisamente se dirige la actual 
acción de Arzeno indebidamente interrumpida por la articula- 
ción sobre la que recae el presente fallo. 

S"" Finalmente, que la Suprema Corte entre otros de sus fallos, 
ha establecido el principio de que las sentencias ejecutoriadas no 
pueden diferirse en su ejecución bajo pretesto alguno, mucho 
más tratándose de interdictos ; no debiendo tampoco admitirse 
escepcion que la postergue, la que debe rechazarse in limtne co- 
mo temeraria. (Causa XII, t. 5^, serie 1*, pág. 98; Causa VIII, 
pág. 70, serie 1% t. 5*, y causa III del t. 8^ pág. 325, se- 
rie !•). 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á la arti- 
culación promovida á foja 142, y que el demandado está obliga- 
do á contestar derechamente la demanda, con costas. Notifíque- 
se con el original y repónganse los sellos. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 12 de 1888. 

Vistos : no estando comprendida la escepcion deducida entre 
las enumeradas por los artículos setenta y tres j setenta j cuatro 
déla ley nacional de procedimientos, y no siendo bastante tam- 
poco á suspender la ejecución de la sentencia ejecutoriada de 
foja noventa y dos vuelta, la iniciación del interdicto á que la 
demanda se refiere, se confirma con costas, el auto apelado de 
foja ciento sesenta y siete. Repuestos los sellos devuélvanse. 

benjamín VIGTOUIGA. — ULADIS- 
LAO FRÍAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZAVALIA. 
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CAUSA XCWÍ 



Don Pedro Canepa contra don Macedonio Benitez, por cobro 

de pesos; sobre liquidación. 



5umam.— Declarada legalla consignación de 18,228 pesos 
onatro centavos moneda nacional de cnrso legal hasta donde 
alcanza á cabrir la deada con sus intereses, de 30.000 pesos bo- 
livianos, al dia en que se interpuso el reclamo, el deudor debe 
la diferencia entre el peso bolivianoy el peso de curso legal al 
tipo de ese mismo dia, con más los intereses de dicha diferen- 
cia. 



Caso.— Lo refiere el 



Fallo del JTuez redera i 



Salta, Noviembre 26 de 1886 



Y vistos : Don Pedro Cánepa, en ejecución de la sentencia de 
foja 41 demanda á Don Macedonio Benitez cobrándole la canti- 
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dad de 14.617 pesos moneda nacional, por los fundamentos qae 
Bspresa eu sn escrito de fojas 88 á 90, del cnal, conferido tras- 
lado, se presentó el de fojas 95 álOO, negando aquellos y pidien- 
do, en conolnsion, la condenación en las costas por ]a malicia y 
temeridad del reclamo. 

Abierta la cansa á prueba sobre el premio qne el peno boli- 
TÍano-tenía con relación al billete nacional en esta plaza el dia 
12 de Mayo de 1885, j sobre si Benitez percibió los intereses 
de la suma consignada á foja 101, se ha producido laqneins- 
tinye el certificado del Secretario, á foja 18 vuelta. 

Y considerando: 1° Que de lo que al presente se trata es de dac 
cumplimiento al auto de foja 41 , cnya parte dispositiva declaró 
por legal la consignación basta donde alcance á cnbric la deuda 
con sus intereses el dia que se interpuso el reclamo, pagando, 
además, el señor Benitez, el premio que el bolÍTiano hubiese te- 
nido el mismo dia con relación al billete depreciado, debiendo 
el actor justificar previamente este premio, sin especial conde- 
nación en costas. 

2° Qne este auto fué apelado tan solo en las costas, confor- 
mándose en lo demás, según se vé en el escrito de Cánepa, de 
fojas 48 á 58, habiendo desistido la parte de Benitez de la ape- 
lación ante la Suprema Corte (escrito de f. 66Tta.). 

3° Que por consiguiente, el auto de foja 41 quedó firme, sien- 
do inexacto que la Corte haya declarado insuficiente la consig- 
nación, pnes que, sobre este punto, no podfa pronunciarse 
desde que se recurrió ante ella solamente por las costas, no 
podiendo tampoco modificar la resolución de este Juzgado sino 
en la parte apelada (S. 1*, t. 6°, pág. 443 de sus fallos). 

4° Que habiendo consignado Benitez la suma de 18.228 pesos 
4 contaros moneda nacional, valor del documento de foja 1, 
por 30.000 pesos bolivianosy sas intereses hasta el 18 de Mayo 
de 1885, diligencia del secretario de foja 20 vuelta, á razón de 
1T2.81 centavoEpor cada 100 pesos moneda nacional, deconfor- 
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midad á la tabla de redacción de foja 93, usual por su rigurosa 
exactitud en este comercio, la equivalencia entre la primera 
cantidad y la segunda del documento con los intereses, es per- 
fecta, 7 solamente se trata al presente de averiguar el premio 
del boliviano con relación al billete. 

5® Que sobre este punto el actor se ha apartado completamen- 
te del auto de prueba de foja 101, presentando el escrito de foja 
88 é interrogatorios impertinentes, en donde habla de la ley de 
moneda, del oro, de la plata, de las cotizaciones del oro en la 
bolsa de Buenos Aires; reclama intereses, asegura que en reali- 
dad Benitez no ha consignado el dinero en el Banco Nacional, 
sino que lo ha ofrecido en cuenta corriente; que el Banco abo- 
nó en favor de Benitez los intereses de la consignación, siendo 
todo esto inexacto: 1*^ porque no hubo tal cuenta corriente ; 
S'' porque consta á foja 21 que Benitez acompaña el certificado 
del Banco álafórden del Juzgado, haciendo la consignación; 
3"* porque él fué mandado entregar por decreto de 10 de Julio, 
de foja 85, y la constancia de haberlo recibido corre á foja 19, 
habiendo sido cobrado en 17 de Julio según la declaración del 
Oerente, de fojas 112 áll3; 4^ porque no es cierto igualmente 
que Benitez haya cobrado intereses desde que, como lo esplica 
el Gerente á foja 124, los certificados á la vista no ganan inte- 
reses ; 5° porque, por último, no se trata de averiguar las fluc- 
tuaciones del oro en Buenos Aires para designarle su valor en un 
dia determinado, sino del premio que el peso boliviano hnbiese 
tenido aquí el dia 12 de Mayo de 1885 con relación al billete 
depreciado, y así claramente lo dice el recordado auto de foja 41 , 
porque es en esta ciudad que la obligación debe cumplirse. 

6^ Que aunque el documento de foja 1 contenga la frase im- 
presa de pesos de 400 granos cde nueve décimos fino*^ tiene el 
agregado manuscrito, ^entiéndase pesos bolivianos comen" 
tesT^f no constando que el deudor haya recibido el dinero pesado 
en balanza (informe de f . 112á 113). 
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7° Que el señor Beaitez ha justificado que el peso boliviano ya 
sea de 400 granos ó de 4' chirolas, tenia el piemio de nu 18á 
22 por 100 con relación al billete Nacional el dia 12 de Mayo, 
coa las declaraciones del Contador Don Emilio Sylvester, foja 
120 y de los comerciantes Don Alejandro Vargas y José £. Cas- 
tro, fojas 121 y 121 vuelta, á las que debe agregarse la de don 
SecundinoE. Gómez, presentado por la parte de Cánepa, qae 
repreguntado declara que c indistintamente el premio del boli- 
viano era para los pesos de 400 granos que para el peso de cuatro 
uhirolaa ». 

8° Qne, en consecuencia, i falta de prueba por parte de Cá- 
nepa, deberá estarse á la que ba producido Beoitez, y habiéndo- 
se justificado que el premio del bolÍTiano era el dia indicado de 
im 18á22porl00 sinprecisaTsecon exactitud, justo ea tomar 
un término medio y fijarlo en un veinte por ciento. 

Por estas consideraciones, resnelro : que el Secretario formu- 
le de este modela cuenta para estraer el premio: reducirá la 
cantidad consignada y ya recibida por el acreedor de 18.228 
pesos y 4 centaros moneda nacional á pesos bolivianos, con arre- 
^'lo & la equivalencia de la tabla de fojti 93, es decir, que la mul- 
tiplicará por 172.81 centavos que es igual á 100 posos moneda 
nacional y el resultado se multiplicará por el veinte por 100. No 
í^e incluirá en la cuenta las costas impuestas á Benitez, porque 
¡lor cuerda separada ya se cobraron y se mandaron pagar. Y 
t'ii mérito de lo dispuesto en la Ley 8*, Partida 3*, condénase á 
Cánepa en las causadas en este nuevo juicio. Notifíquese con el 
original y repónganse los sellas. 



ISenjamin Figueroa. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 14 de 1888. 

Vistos 7 considerando en cnanto al recurso de nulidad: 

Que él se apoya en que el recurrente ha sido coartado en la 
defensa de sus derechos, en virtud de no habérsele admitido el 
contra-interrogatorio de foja ciento diecisiete, por el auto de fo- 
ja ciento dieciocho, el cual se funda en que dicho contra-interro- 
gatorio es impertinente y no se snjeta al auto de prueba. 

Que el recurrente consintió aquel auto, no apelando de él en 
oportunidad, y está por lo mismo ejecutoriado, sin que por lo 
tanto sea procedente el recurso : en su mérito, se declara no 
haber lugar á él. 

Considerando en cuanto al recurso de apelación : 

Que esta causa versa sobre el cumplimiento de la sentencia 
de foja cuarenta y una, ejecutoriada por consentimiento de las 
partes, la cual determina cómo ha de hacerse la liquidación y 
pago del documento de foja primera, según el cual, el deman- 
dado Don Macedonio Benítez se obligó á satisfacer al apelante, 
en el plazo convenido, la suma de 30.000 pesos en boliviano con 
el interés de ocho por ciento anual, hasta su completa chance- 
lación. 

Que, en consecuencia, son inconducentes los motivos que las 
partes aducen para que en aquellas operaciones se proceda de 
distinto modo. 

Que por dicha sentencia se declara que la consignación hecha 
por el deudor, es legal hasta donde alcance á cubrir la deuda 
con sus intereses al dia en que se interpuso el reclamo, debien- 
do pagarse además el premio que el acreedor justifícase tenía el 
boliviano, el mismo dia, respecto al billete de curso legal, sin 
especial condenación en las costas. 
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Qae de consiguiente, la consignación no fué bastante para el 
pago total de la deuda, sino un pago parcial á cuenta de la mis- 
ma, puesto que faltaba el importe del premio del boliviano, que 
era parte de la deuda. 

Que en su mérito, la diferencia entre el valor total de la deu- 
da y el de la consignación, debe abonarla el demandado, con ar- 
reglo á la sentencia y al contrato, esto es, con los intereses 
correspondientes, estipulados hasta la completa chancelación de 
la deuda. 

Por estos fundamentos, y aceptándolos de la sentencia apela- 
da de foja trescientas cuarenta y cinco vuelta, sobre la clase de 
moneda boliviana á que se refiere al pagaré de foja primera, el 
premio de la misma respecto al billete de curso legal, la equi- 
valencia entre una y otra moneda, y la falta de derecho del de- 
mandante para cobrar intereses sobre todo el capital aún des- 
pués de la consignación : se confirma la sentencia apelada, con 
declaración de que el demandado debe además abonar al deman- 
dante los intereses correspondientes á la diferencia entre la su- 
ma consignada á foja diecinueve y la que por dicha sentencia se 
le manda pagar; debiendo ambas partes satisfacer lascostas de 
una y otra instancia, en el orden en que han sido causadas. Ee- 
puestos los sellos, devuélvanse, notificándose con el original. 

BENJAMÍN VICTORICA. — ULADIS- 
LAO frías.— FEDERICO IBAR- 
GÜREN.— C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO 1. ZAYALIA. 
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CAUSA XCYII 



D. Francisco Barbosa eontra D. Salvador Tállala; 

sobre daños y perjuicios 



Sumario. — El goce abasivo de la cosa locada, aunque no sea 
en provecho del locatario, hace responsable á este de los daños y 
perjuicios^ á favor del locador. 



Caso. —Lo refiere el 



Fallo del Jíuez Fedeml Caá hoc) 



San Luis, Febrero 4 de 1887. 

Y vistos estos autos, resulta: Que en 4 de Agosto de 1880, D. 
Francisco Barbosa arrendó por el término de seis años, á D. Sal- 
vador Tallata, su estancia Aguada de los Padres, para que este 
la esplotase, en las condiciones estipuladas en el contrato que 
corre á foja 135 y siguientes ; que Tallata á su vez, subarrendó 
á otros la estancia, pero siempre bajo las mismas aludidas con- 
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diciones ; que corriendo el término del contrato, Barbosa arren- 
dó á D. Saturnino Laborda, un potrerillo en dicha estancia, pa- 
ra la esplotacion de la leña y los bosques, sujetándose Laborda 
á arreglarse con Tallata respecto de lo convenido por este con 
Barbosa en el artículo siete del contrato que tenían celebrado, 
esto es, que cuando Barbosa (Laborda) quisiese esplotar los bos- 
ques, para sacar leña y maderas, Tallata debería designar en qué 
potrero se haría la esplotacion. 

Fijados así estos antecedentes, en Abril de 1885, se presenta 
D. Francisco Barbosa demandando áD. Salvador Tallata el pago 
de mil quinientos pesos, en que por entonces estima, aproxima- 
damente, el resarcimiento de pérdidas é intereses que dice le ha 
irrogado por haber permitido ó autorizado que durante más de 
dos años, se saque fuera del establecimiento una gran cantidad 
de leña, tanto del interior del campo como de sus cercos. 

£1 Sr. Tallata, negando haber causado los perjuicios cobrados, 
pues ni él ni sus concesionarios, dice, han esplotado el monte 
comprendido en el campo arrendado, ni mucho menos han nego- 
ciado con las leñas 6 maderas, reconviene al Sr. Barbosa, co- 
brándole perjuicios que manifiesta le ha ocasionado con haber 
cedido á D. Saturnino Laborda la esplotacion de los bosques de 
un potrerillo sin dar aviso á Tallata para que fijase cuál sería, 
según lo tenían acordado: además, articula por defecto en el mo- 
do de proponer la demanda, fundándose en que no se ha acom- 
pañado las copias de los documentos pertinentes. 

A su vez, Barbosa, respondiendo á la reconvención, niega el 
derecho de TalHta para deducirla. 

Abierta á prueba la causa para que cada parte probase los 
hechos respectivamente alegados, se produce la que corre de foja 
37 á86. En ella se demuestra por la parte de Barbosa, que en 
efecto, desde algún tiempo atrás se venía sacando leña por sol- 
dados de policía y del piqueto, en carros del departamento ó de 
la Municipalidad; se ha probado también en la inspección ocular 
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practicada el 6 de Octabrede 1885, que como una consecuencia 
de esta estraccion, estaba destruido ó había desaparecido en una 
« estension de doce á quince cuadras» el cerco divisorio entre ei 
potrero del norte y el del sud, como asimismo que se encontró se- 
ñales inequívocas de haberse sacado leña y cortado árboles para 
maderas, de las que algunos trozos se encontraban aún en los 
mismos sitios. 

El Sr. Tallata, alegando sobre el mérito de la prueba pre- 
tende eximirse de la responsabilidad de indemnizar los perjui- 
cios ó deterioros, manifestando que si bien ha probado el actor 
que se sacaba leña de su campo, no ha demostrado que ella fue- 
se en beneficio de Tallata, ni que se estragese por órdenes do 
las partes interesadas ó comprometidas en el contrato. 

El demandante á su vez, amplía, diciendo de bien probado, la 
demanda, y pide que en lugar de mil quinientos pesos, en que 
provisoriamente fijó al priacipio, el monto de los perjuicios su- 
fridos, se le mande abonar tres mil setecientos sesenta, por 
valor de mil ochocientas ochenta carradas de leña árázon de dos 
pesos cada una. 



Considerando respecto á la escepcion: que si bien según lo dis- 
puesto por el artículo 75 de la ley de procedimientos, el deman- 
dado puede oponer al contestar la demanda, las escepciones que 
no hubiese deducido antes, estas deben ser legales^ y no es tal 
la qae se funda en el hecho de no haberse acompañado los docu- 
mentos justificativos de sus derechos, á que se refiere el artí- 
culo 10, pues les basta hacer con la individualidad posible, men- 
ción sobre lo que de ellos resulte ; además aquella obligación 
(la de presentar los documentos) es tínicamente so la condición 
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impuesta por elmismo artículo 10, en 8a última parte y no para 
hacer nacer de allí una escepcion dilatoria ; se declara que no 
ha habido, por parte del actor, defecto legal en el modo de pro- 
poner su demanda. 



n 



Teniendo presente lo alegado para la reconTencion: que no 
obstante ser cierto que Barbosa cedió á D. Saturnino Laborda 
la esplotacion de los bosques en un potrerillo y esto se hizo sin 
dar ayiso á Tallata para que designase en cuál debía hacerse, no 
se ha probado que este señor haya sufrido el mínimo perjuicio, 
cuya indemnización tenga derecho á reclamar, adore non pro- 
bante, reus absolviíur, y es un principio de jurisprudencia que 
solo debe mandarse pagar lo que se justifique. 

Por estas razones, absuelvo á D. Francisco Barbosa de la 
enunciada reconyencion. 



ni 



Considerando respecto de la demanda : 1^ El derecho del Sr. 
Barbosa está fundado en espresas y claras disposiciones de la 
ley cítíI, no solo porque se ha demostrado que la parte del de- 
mandado se ha extralimitado en las facultades que le acordaba 
el contrato de locación, haciendo en parte del campo arrendado, 
un uso ageno á aquel para que fué tomado, sino porque eviden- 
temente se ha deteriorado y menoscabado el predio con la 
estraccion frecuente de leña y madera para objetos estraños & 
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los conyenidos. En primer lugar, tenemos que el arrendatario 
Sr. Tallata, podía disponer de la leña y maderas, solo para los 
trabajos y nsos del establecimiento, reservándose espresamente 
el Sr. Barbosa la esplotacion de estos artículos (art. G"" del con- 
trato celebrado). Y osa limitación es tan clara, que el mismo con- 
trato, en sn artículo 8 (dejado sin efecto más tarde por la tran- 
sacción á que se refiere la copia de f. 37); establecía una escep- 
cion á ella en cuanto daba á Tallata la facultad de disponer de 
cien carradas de leña anualmente para otros usos que no fue- 
sen de la estancia y en compensación, dicen los contratantes, de 
las construcciones á que aquel se obligaba. En segundo lugar, 
los artículos. 1559 y 1560 del Código Civil, resuelven el caso 
de una manera, que no deja lugar á duda ; es decir, que autori- 
zan el cobro délas pérdidas ó perjuicios sufridos por el Sr. Bar- 
bosa^ desde que se ha hecho un goce abusivo de cortes de mon- 
tes. El locatario está obligado á limitarse al uso ó goce estipu- 
lado, de la cosa arrendada... (art. 1554, Código citado). 

2^ El demandado no puede eximirse de la obligación de re- 
sarcimiento de perjuicios^ so la disculpa de que las leñas ó ma- 
deras no se han estraido por su orden, ni en su beneñcio propio, 
pues siendo él el arrendatario, estaba obligado á conservar la 
cosa en buen estado, y á responder de todo daño ó deterioro (art' 
1561), ámenos que los hechos que la habían causado, se hubie- 
sen producido por un acto fortuito 6 fuerza mayor, en cuyo ca- 
so debía demostrarlo así, siempre que ellos no hubiesen sido no- 
torios (art. i 570). 

El locatario tenía la cosa en su poder transferida por el con- 
trato, y él era el directamente encargado de su conservación 
y cuidado, y nada importa para su pretendida irresponsabilidad 
que no haya ordenado la estraccion de leña ó maderas, ni que 
ellos no se ocupasen en su propio beneficio, pues si semejante 
defensa fuera admisible, no habría caso, en que se hiciera efec- 
tiva la responsabilidad de un mal locatario. 
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No puede ciertamente ponerse en dada el derecho del locador 
de demandar los daños y perjuicios ó menoscabos sufridos, so 
pretesto de que, como pretende el demandado, lo que se le co- 
bra, no ha sido obra de él^ sino de sus subarrendatarios, pues él, 
el locatario, debía limitarse al uso 6 goce estipulados(art. 1554), 
y, por Talemos de las palabras de la ley francesa, citada por el 
Dr. Yelez en su nota, estaba obligado á usar de la cosa arrenda- 
da como un buen padre de familia, según el destino espresado en 
el contrato, ó indicado por las circunstancias, esto es, poniendo 
toda su atención y esmero en el cuidado y conservación de la 
finca que tomaba (art. 1728 del Código Civil Francés y Au- 
bry y Rau, t. 4°, pág. 367) ; de lo contrario, y aunque no cam- 
biara el uso áque se destinaba, puede ser demandado, bien á la 
indemnización de daños y perjuicios, bien á la rescicion del 
contrato, según la gravedad del caso, si el locatario hace de la 
cosa un uso abusivo, inmoderado, dommageable como dice Mar- 
cade en el tomo 6°, página 480, edición de 1875. Idéntica dispo- 
sición se vé en el artículo 2266 del Código Civil, hablando del 
comodato. Y como el sub-arrendamiento no es otra cosa que la 
transferencia de derechos y obligaciones del locatario (art. 1584 
del Código), las estipulaciones de Tallata con Barbosa pasaban 
sucesivamente á aquel ó aquellos con quienes el primero contra- 
tó, y según las palabras de Aubry y Rau, la cesión de un con- 
trato de arrendamiento consiste en la trasmisión de los derechos 
yde las obligaciones que el mismo confiere é impone al arren- 
datario (libro citado, pág. 492). t 

Es así que el principio de las responsabilidades, que domina 
esta materia en la legislación civil, según se vé en todos aquellos 
actos que importan la concesión de un derecho ó la imposición 
de una obligación, no es otro que ambos se transfieren y se im- 
ponen sucesiva y subsiguientemente, de tal manera que el cesio- 
nario ocupa el propio lugar que el cedente para el tercero con 
q uien este contrata, y le subroga por completo, absolutamente 
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en todo, salvo se entiende, estipulaciones espresas en contrario, 
ya se trate de créditos, acciones, etc., y toda clase de contratos 
en general. 

Por otra parte, en el caso sub-judice tenemos que en el con- 
trato de cesión de Tallata conFastore, corriente á foja 9, y^.pre- 
sentado por la parte del primero, se estipula espresamente que 
el cesionario acepta la cesión con todas las obligaciones impues- 
tas á Tallata en el contrato de arriendo con el Sr. Barbosa, con 
la escepcion de la de practicar ciertos trabajos y mejoras que 
el Sr. Tallata debía dejar practicadas á la cesación del arrien- 
do. Además, sí otros, burlando la vigilancia ó cuidado del Sr. 
Tallata, ó usando abusivamente del predio, han ocasionado el 
perjuicio ó deterioro, él tendría siempre espeditas sus acciones 
para repetir contra ellos. 

3^ No puede tampoco el Sr. Tallata exonerarse de la indem- 
nización por la destrucción del cerco divisorio por la circunstan- 
cia de ser él obligado á devolverlo ó entregarlo en l)uen estado, 
porque, lo que en realidad se ha querido estipular en el conteni- 
do de la cláusula 6% del contrato de foja 135, es la prohibición 
de sacarse nada de la estancia, que no sea para beneficio de la 
misma, espresándose los contratantes con estas , textuales pa- 
labras: que Tallata usará de todo, y de stis leñas y maderas solo 
para los trabajos y usos para el establecimiento, reservándose 
el Sr. Barbosa la esplotacion de estos artículos. Es ese á lo me- 
nos, el alcance que debe darse á lo estipulado, pues en caso de 
duda, si la hubiere, ha de interpretarse ella en el sentido usual 
y favorable á quien trata de evitar un daño y no al que quiera 
obtener ventajas á costa ó mediante el deterioro de la propiedad 
de otro. (Reglas 1^ y 42° de interpretación de las convenciones 
y contratos). 

De otro lado entender el convenio según las pretensiones de 
Tallata, sería algo como inverosímil, pues si á título deque él 
estaba obligado á entregar en buen estado los cercos les fuese 
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A todo esto debe agregarse lo espaesto por el testigo Orosco 
que, aún cuando no precisa término, dice que se sacaba la leña 
desde el tiempo en que don Ciríaco Sarmiento era Gefe de 
Policía, esto es^ desde Diciembre de 1883, alo menos en qae 
este señor terminó en tal empleo, puesto que, según el mismo 
señor Sarmiento en su declaración de foja 58, cesó cuatro meses 
antes de empezarla administración actual, cosa que com,^ es 
de pública notoriedad se verificó en 8 de Mayo de 1884; y no 
obstante que el referido señor Sarmiento niega el hecho de 
la estraccion de leña; la deposición de Oros -o está de acuerdo 
y en relación con lo dicho al respecto por Bravo, Gromez, Ra- 
mírez, Sosa y Tomás Orosco. T viene aquí á confirmar el hecho 
de que solo durante dos años se estraía la leña de los campos 
del señor Barbosa, la circunstancia de que, teniendo este señor 
un cuidador, y verificándose públicamente y de dia la estrac- 
cion haya dejado pasar más de ese tiempo (hasta tres años ó 
más) sin reclamar ó tratar de evitar el abuso que se hacín con 
mengua y deterioro de su estancia, amenazando inutilizarla 
casi totalmente, puede decirse, desde que es los bosques actual- 
mente ol mayor valor de los campos inmediatos á las ciudades 
ó vías férreas. 

6^ Con respecto al precio de dos pesos cobrado por cada carra- 
da de leña, aunque no ha sido contestado por el demandado, 
como no podía serlo tampoco desde que negaba en absoluto el 
derecho del cobro que se le hacia, no puede calificarse como 
excesivo, aún cuando los acarreadores hayan costeado peones^ 
carros, animales, etcétera, pues es un hecho notorio que vale 
tres pesos y más la carrada, en la venta en la población; es pru- 
dente entonces y equitativo apreciar á razón del precio cobrado 
la que es objeto de este litigio. 

Por los fundamentos que preceden, y debiendo el Juez esti- 
mar prudencialmente la avaluación de los daños y perjuicios 
cobrados que no se hubiesen apreciado exactamente, como en 
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el caso sub judice^ y atento lo dispuesto por el artículo 15 de 
la Ley de Procedimientos, fallo declarando: que Don Salvador 
Tallata está obligado á abonar á Don Francisco Barbosa, por vía 
de indemnización de los daños y perjuicios cobrados, la leña sa- 
cada de su estancia á razón de una carrada por dia, desde Se- 
tiembre de 1883, al precio dedos pesos por carrada. Las costas 
de este juicio serán á cargo del señor Tallata. 

En previsión de lo dispuesto por el artículo 182 de la citada 
Ley de Procedimientos, hácese constar que esta sentenciase ha 
pronunciado recien no obstante el tiempo trascurrido desde el 
último llamamiento de autos, en Julio 15 de 1886, á causado 
recusación interpuesta por la parte del señor Barbosa contra el 
suscrito, cuyo incidente llegó á su poder terminado, en 29 de 
Enero próximo pasado. 

Fnblíqoese esta sentencia, y oportunamente archívese los 
autos. Y por este fallo definitivamente juzgando, así lo mando 
y pronuncio, fecha M^-5wpra. Notifíquese con el original. Re- 
pónganse los sellos. 

Adolfo I. Igarzabal. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires. Julio 17 de 1888. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento cincuenta y seis vuelta ; y previa 
reposición de sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZAVALIA. 

T. IV 8 
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CAUSA XCTIII 



Doña María de los Angeles Lagraña contra D. Norberto 
Salazar ; sobre nulidad de un contrato de locación 



Sumario. — 1° El documento firmado por otro por mandato 
del propietario, es prueba en contra de este del contrato de lo- 
cación que dicho documento contiene. 

2^ El haber sido dejado el documento en poder del propieta- 
rio para que lo firmase ó hiciese firmar, j la firma puesta fue- 
ra de la presencia del locatario, escluye toda idea de dolo por 
parte de este. 

3° La firma puesta sin imponerse del contenido del documen- 
to al cual se puso, importa una negligencia grave, cuyas conse- 
cuencias deben imputarse el firmante 6 al que le mandó 
firmar. 

4"" El defecto de diversos ejemplares, no anula el contrato 1)1- 
lateral de locación, si por otro documento consta que el propie- 
tario recibió el precio del alquiler estipulado en él. 



Ca50.— Lo refiere el 



( 
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FaIIo del Suem Federal 



Corrientes, Abril 27 de 1887. 

Y vistos: D. Manuel Gabral, apoderado de D" Angela Lagrana, 
entabló formal demanda contra D. Norberto Salazar, para que 
se declarase nulo un contrato de arrendamiento por diez años, 
de una casa que posee en esta ciudad j de parte de la cual es 
inquilino el demandado, por no haber celebrado su representada 
tal contrato. 

Que hacía como un mes que á instancias del demandado su 
representada consintió en encargarlo del cobro de los alquileres 
de toda la casa, con recomendación especial de no molestar al 
Sr. Hoffman, quien debía entenderse directamente con su re- 
presentada para el pago del alquiler. 

Que en consecuencia de esto, Salazar le llevó á firmar un do- 
cumento que su representada mandó firmar con su hermano D. 
Cipriano, sin leerlo previamente, en la firme persuasión de que 
contenía la facultad para cobrar los alquileres á que se ha refe- 
rido, 7 que su hermano firmó también sin leeir, pero que poste- 
riormente llegó á coiLOCimiento[de su representada que dicho do- 
cumento era un contrato de arrendamiento de toda la casa, por 
diez años, y obtuvo una copia privada de él, cuyo contrato era 
completamente falso, porque Salazar no le había insinuado sí- 
quiera arrendarle toda la casa por tan largo tiempo, ni su re- 
presentada podía arrendarla^ porque la tenía donada á sus so- 
brinos Fampin, reservándose el usufructo. 

Que el demandado ha procedido con dolo, porque en vez de 
llevarle para firmar un poder para cobrar los alquileres, le hizo 
firmar un contrato de arrendamiento de toda lo casa por diez 
años, cuyo contrato era completamente nulo. 
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Qne además, aparece firmado por dos testigos qae no habían 
estado presentes cuando se firmó el contrato, y que había sido 
otorgado en un solo ejemplar, siendo así que debió otorgarse 
ea dos ejemplares, como contrato bilateral, de conformidad á lo 
qiio prescribe la ley. 

Que reservándose las acciones criminales que la ley acuerda, 
pide por ahora que se declare nulo dicho contrato, con costas. 
Después de contestada la demanda y de abierta á prueba la 
causa, Cabral manifestó que por un olvido no habla hecho cons- 
tar que Salazur abonó un mes adelantado, siendo así que el 
contrato no contenía la obligación de pagar adelantado, y que 
BU representada recibió ese alquiler en la creencia de que 
era el resultado de la comisión y sin lijarse de que venía in- 
cluido el alquiler del Sr. Hoffman. 

Que este pago anticipado prueba que Salazar pretendió obte- 
ner una aprobación aparente del contrato. 

El demandado, contestando la demanda espnso que hacía mu- 
chos años ocupaba como inqnitino parte de la casa en cuestión, 
y que la dueña jamás tuvo motivo de queja de él, ni en cuanto 
al pago de los alquileres, ni respecto al cuidado de la finca; que 
por el contrario, depositaba plena confianza en él y le recomen- 
daba la dirección y cuidado de cualquier compostura ó refaocioa 
que quiaiera hacer en la casa. 

Que muchas veces le eiigió tomara en arriendo [toda la casa, 
subarrendando la parte que no necesitase, hasta que últimamen- 
te se resolvió á aceptar la pro]^nesta, con la espresa condición 
de que se redactaría un contrato escrito, porque tenía qne ha- 
cer reformas costosas que exigía su negocio, las que ya ha prac- 
ticado después de firmado el contrato, y para exigir el respeto 
de sus herederos por serla señora de edad avanzada. 

Que no han existido en el consentimiento los vicios que se 
niegan para pedirla nulidad. 

Qne sn larga y honrada vida comercial lo pone á cubierto de 
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haber empleado fraude ó dolo, para que la demandante celebra- 
se el contrato, coya nulidad solicita. 

Qae la demanda yiene á justificarlo de haber exigido un con- 
trato escrito, porque si él no contiene á la demandante, menos 
la hubiese contenido un contrato verbal, cuya prueba habría sido 
más difícil. 

Que presenta el contrato que celebró con la Sra. Lagraña, el 
cual está en debida forma y es perfecto y completamente vá- 
lido. 

Que este pleito nace de haber alzado los alquileres el inqui- 
lino Sr. Hoffman, quien tocó ciertas influencias para hacer va- 
riar de voluntad á la demandante y áD. Cipriano. 

Que el contrato fué ratificado ex-intérvalo, como consta de 
un documento que no presenta por ahora, por habérsele estra- 
viado, pero que lo presentará así que lo encuentre. Concluye ma- 
nifestando que el dolo no se presume, y pide que sea rechaza- 
da la demanda, con costas. 

Teniendo presentes las pruebas producidas y lo espuesto por 
las partes en sus alegatos de bien probado; 

T considerando : 1° Que siendo cosas diferentes el contrato 
y el instrumento que lo prueba, debe averiguarse si el instru- 
mento privado, presentado por el demandado, está rodeado de 
los requisitos que la ley exije para que tales documentos hagan 
plena prueba, como la que produce una escritura pública, ó si 
faltando algunas, hay otras pruebas que unidas á la de dicho 
contrato no dejen lugar á duda de que la demandante celebró 
el contrato, bajo las bases y condiciones que se contienen en 
en el referido instrumento privado. Si el instrumento privado, 
presentado por el demandado, tiene la misma fuerza que una 
escritura pública, correspondería á la demandante, para librarse 
de sus consecuencias, probar su falsedad ó su nulidad por los 
vicios de error, dolo ó fuerza que vician el consentimiento, y 
mientras tal prueba no se prestase, la prueba que resultase del 
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docamento privado sería perfecta, 7 no podría la demandante ne- 
gar la existencia del contrato ú obligación contenida en el ins- 
trumento, porque, al contrario, si este no reúne en sí las con'di* 
clones que la ley exije para dar á los documentos privados el 
valor 7 la fuerza de una escritura pública, tal documento no ha- 
ce prueba plena de que la demandante celebró con el demandado 
el contrato que contiene, no tiene el valor y fuerza que una es- 
critura pública, y solo puede ser tomado como un principio de 
prueba por escrito según Sean los defectos que contenga, y, en 
tal caso, correspondería al demandado probar que efectivamente 
celebró el contrato contenido en el instrumento, valiéndose de 
los demás medios de prueba que reconoce el derecho para pro- 
bar los contratos, pues es á la parte que sostiene haber celebrado 
un contrato con otra persona á quien corresponde la prueba, 
puesto que todo individuo se reputa libre mientras que no se le 
pruebe que estáobligado á dar ó hacer alguna cosa. 

S'' Que la demandante niega haber celebrado con el demati- 
dado el contrato de arrendamiento contenido en el instrumento 
privado presentado por el demandado, mientras que este sos- 
tiene lo contrario, y pretende probar con el instrumento mismo. 
Conviene, pues, examinar si tal prueba es perfecta y plena. Se- 
gún lo establece espresamente el artículo 1012 del Código Ci- 
vil, la firma de las partes es una condición esencial parala 
. existencia de todo acto bajo forma privada. Ella no puede ser 
reemplazada por signos, ni por las iniciales de los nombres ó 
apellidos. Esta disposición sijgnifica que los instrumentos priva- 
dos que no han sido firmados por las mismas partes, no están 
sujetos á las disposiciones, ni producen aquellos efectos espe- 
ciales que el Código señala para los instrumentos privados ; así, 
la persona que ha hecho firmar á otra por ella ó que ha firmado 
con iniciales ó signos, no puede ser obligada por el Juez á re- 
conocer su firma, y solo que reconozca voluntariamente las ini- 
ciales ó signos, valen como verdadera firma (art. 1014 del Có. 
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digo); porque solo aquel contra^quian se presenta un documento 
firmado por él, está obligado á reconocerlo (art. 1061). Si el ins- 
trumento hubiese sido firmado á ruego, y el que firma á ruego 
reconociese su firma, y el autor negase el documento^ ó no pu- 
diese reconocerlo por fallecimiento 6 ausencia, tal reconocimien- 
to no produciría fuerza ejecutiva, ó mejor dicho, ese documento 
no tendría el mismo valor y fuerza probatoria que una escritu- 
ra pública, porque el artículo 1025 del Código solo dá el valor 
de prueba plena á los documentos privados reconocidos 
por la misma parte ó declarados reconocivlos por el Juez, y 
sería una monstruosidad dar la misma fuerza probatoria al 
documento reconocido solo por el que aparece firmado á 
ruego, cuando la ley requiere dos testigos contestes que declaren 
en juicio contradictorio para probar cualquier hecho, y sobre 
todo, éxije*el reconocimiento de la misma parte para que un do- 
cumento privado haga fé. La ley 119, título 18, Partida 3*^, dis- 
pone que para que un instrumento privado tenga fuerza de es- 
critura pública, que la reconozca el mismo que la fizo ó que la 
mandó facer y y cuando esto no sucede, solo le dá fuerza de prue- 
ba plena cuando se prueba por dos testigos sin sospecha, que 
digan que aquel cuyo nombre está escrito en ella, la hizo ó la 
mandó (escribir). Nuestro Código Civil no se ha ocupado espe- 
cialmente del grado de prueba que ha de producir un documento 
firmado á ruego, con ó sin testigos, pero es evidente que tal do- 
cumento no hace prueba plena si solo es reconocido por el que 
lo suscribió á ruego, y que la persona por quien está firmado no 
puede ser obligada á reconocerlo, desde que no lleva su firma 
al pié. Si este no se presta voluntariamente á reconocer y con- 
fesar la obligación contenida en el documento, será necesario 
producirlo en juicio ordinario, y el juez apreciará el grado de fé 
que merezca, combinando los hechos con las demás pruebas que 
resulten . 
Goyena, en su proyecto de Código Español, artículo 1208, pre- 
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ree el caso en que algano se obliga por ua vale & pagar nna su- 
ma de dinero ; no sepa ó no pueda escribir, disponiendo qne en 
tiil caso sea firmado por un testigo presencial y que el Secreta- 
rio del Ajuntamiaoto 6 fiel del fechos, certifique de ello al pié 
(k la firma. Un documento otorgado en esta forma, solo es un 
principio de prueba por escrito, después de reconocido jodicial- 
mente por el testigo 7 el secretario, como lo declara el mismo 
¡trtícnlo á continuación. 

Fieitas, en el artículo 742 de sn Proyecto de Código para el 
ürasil, dispone que cuando la parte no sabe 6 no puede firmar, 
debe firmar á mego un testigo presencial que así lo declare y 
un presenciado dos testigos más, qne deben fírmar á continua- 
ción de aquel el reconocimiento del documento firmado á ruego 
011 esta forma, debe ser hecho por la parte y juntamente por 
uf(nal que firmó á ruego (art. 758 del mismo Proyecto). 

Se vé pues cuántas precanciones toman las leyes paia dar 
fuerza de escritura pública á un docamento privado exigiendo 
] :i firma de la parte obligada, y su reconocimiento ante el juez, 
y para qne este reconocimiento sea claro y categórico, y no se 
turne por reconocimiento actos semejantes que pueden ser inter- 
pretados de diferente modo, las leyes exigen que la parte 
reconozca sn misma firma, y cuando ha firmado otro á su 
ruego, rodean de precauciones el acto, para no dar la fuerza de 
l>rueba plena á hechos que no son sínó presonciones más ó me- 
nos fuertes, 

3' Que examinando el instrumento privado, presentado por el 
(kmandado, y aplicando los principios que se acaban de osponer, 
:^i' nota desde luego que dicho documento no está firmado por la 
Sra. de Lagraña, sino por sn hermano D. Cipriano, por hallar- 
!•'■ aquella enferma en cama; este docamento no ha sido recono- 
ciJo en un juicio por la que parece obligada, ni el demandado 
ha. solicitado el reconocimiento durante el juicio, á pesar de ha- 
berla hecho absolver posiciones sobre otros héchps ; solo existe 
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á este respecto sa esposicion al interponer su demanda de nuli- 
dad 7 esa esposicion no debe confundirse con el reconocimiento 
que el artículo 1026 del Código Civil exige como condición in- 
dispensable para que un acto bajo firma privada, tenga el va" 
lor 7 fuerza de escritura pública, ni tiene tampoco el valor de 
una confesión clara 7 categórica de que la Sra. Lagraña celebró 
con Salazar el contrato de arrendamiento contenido en el ins- 
trumento. En efecto, la demandante en su demanda niega com- 
pletamente haber celebrado con el demandado el referido con- 
trato 7 afirma que convino en darle un poder para cobrarle los 
alquileres de los otros inquilinos, con esoepciondel Sr. Hoffman, 
7 que habiendo traido Salazar el contrato escrito, lo mandó fir- 
mar, sin haberlo leido, con su hermano D. Cipriano^ que estaba 
en otra pieza, 7 este lo firmó sin leerlo tampoco. ¿Bastará esta 
esposicion para que deba ser tomada como un r^. conocimiento 
del documento? ¿ Será idéntico el caso de reconocer su firma 
puesta en un documento, 7 negar el contenido de él, al de afir- 
mar quemando firmar con otra persona que no estaba presente 
sin haberlo leido previamente ? No, porque exigiendo la le7que 
el documento esté firmado por la parte, 7 que sea reconocido 
por el que lo firma, la confesión de que lo mandó firmar por 
otra persona, no es el reconocimiemto de que habla la 107 cuan- 
do ordena que el documento reconocido] tenga la misma fuerza 
que una escritura pública, puesto que no lleva la firma del 
otorgante mismo ; esa confesión de que lo mandó firmar por otro 
puede producir prueba plena de haberse celebrado el contrato, si 
está unida con otros hechos, que así lo demuestren ; pero indu- 
dablemente no es la prueba plena que la 107 dá al documento 
privado reconocido por el que lo otorgó, sino una prueba plena 
que nacería de la confesión 7 de los hechos concurrentes que 
resultasen probados en el juicio. La misma resolución negativa 
debe darse á la segunda cuestión, pues la 107 ordena espresa- 
mente que reconocida la firma por su autor, se tenga por reco- 
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nooido el contenida del documento, fundada en la presunción 
de que nadie firma un documento sin haberlo leido, mientras 
que nada ha dicho dol caso en que el otorgante confiese haber 
rogado á otro firmar por él, sin leer [ previamente el documento; 
tal confesión debe ser apreciada por el juez, no como el recono- 
cimiento del documento que produce una prueba perfecta de 
haberse celebrado el contrato, sino como la confesión de hechos 
tan estrechamente unidos entre sí que no puede ser aceptada 
en parte y repudiada en otra. Si la ley no ha previsto otro caso 
para dar por reconocido el documento, que el del reconocimien- 
to de la firma, no hay razón para hacer estensiva su disposición 
á otros casos, que pueden tener toda la analogía que se quiera, 
pero que son en el fondo esencialmente diferentes, como lo son 
efectivamente el del que reconoce su firma y niega el contenido 
del documento, de aqiel en que confiesa que mandó firmar el 
documento sin leerlo con una persona que no estaba presente 
en ese momento ; el primero, está previsto por la ley que ordena 
que reconocida la firma, se tenga por reconocido el contenido, 
mientras que el segundo no lo está^ y no puede por consiguien- 
te ser considerado como el reconocimiento que la ley exige pa- 
ra que el documento produzca prueba plena. 

4"^ Que la demandante sostiene, además, que el instrumento 
privado que contiene el contrato de arrendamiento en cuestión, 
no ha sido otorgado en dos ejemplares, como lo manda el ar- 
tículo 1021 del Código Civil para los actos que conten- 
gan convenciones bilaterales, y que esta omisión hace inefícaz el 
instrumento (art. 1023 del mismo). Sin embargo, el documento 
presentado por el demandado contiene la declaración de haber- 
se otorgado dos ejemplarea.de un mismo tenor, y esta declara- 
ción es de suma importancia en es'a clase de documentos, por- 
que por lo general allana y evita las cuestiones que pudieran 
surgir en lo sucesivo, sobre si se otorgaron 6 no los dos ejem- 
plares prescritos por la ley ; pues presentado el documento por 
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el que exige el cumplimiento del contrato que contiene, si la 
la parte que lo suscribió reconoce su fírma, ya no podría negar 
que se otorgaron los dos ejemplares, puesto que quedarla reco- 
nocido el contenido del documentóla menos que pudiese probar 
por confesión de la otra parte, ó de otro modo fehaciente, que 
solo se habíii otorgado un ejemplar solo, y que la afirmación 
del documento era falsa; pero en el caso subjudice, el documen- 
to presentado por el demandado no ha sido reconocido^ como se 
ha visto en los anteriores considerandos, y por lo tanto, la de- 
claración de que se han hecho dos ejemplares, no está reconoci- 
da legalmente por la demandante y debe atenderse á las prue- 
bas que resultan del espediente. El demandado, en su contesta- 
ción & la demanda, se ha limitado á negar en general los hechos 
contenidos en la demanda, y cuando se ha referido á la duplici- 
dad de ejemplares, lo ha hecho vagamente y solo ha afirmauu un 
positivamente que el contrato ha sido ratificado ex-intérvalo, por 
documento que después presentará. Sin embargo, aparece de la 
propia confesión del demandado, que contestando á la segunda 
pregunta de las posiciones que absolvió, dice que recuerda que 
una vez qne el confesante fué á casa de ella, la sacaron en un sillón 
y conversaron de asuntos indiferentes, y que cuando fué á celebrar 
el contrato no estuvo visible en ese momento ; que le dejó el con- 
trato escrito y después se lo devolvieron firmado en la forma que 
se encuentra ; como se vé, parece confesar que solo se otorgó 
un solo ejemplar, pues de lo contrario habría dicho que le 
dejó los dos ejemplares, pero ni al absolver posiciones^ ni en 
ningún otro acto del juicio, ha afirmado siquiera espresamente 
que se hayan otorgado espresamente los dos ejemplares, ni ha 
procurado hacer prueba al respecto ; por otra parte, está suficien- 
temente probado con la declaración de los que figuran como 
testigos. Parola, yArt?aga, fojas cuarenta y cinco á cuarenta y 
siete, que no firmaron sino un ejemplar del contrato ; y re- 
sultando de esas declaraciones que los que aparerecen firmando 
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como testigos, no fueron tales testigos del contrato ni del ins- 
trumento mismo, sino que firmaron fuera de la presencia de las 
partes, y sin saber si estaban ó no conformes los otorgantes, 
deben considerarse falsas las afirmaciones que hace el documen- 
to, de que se otorgaron dos ejemplares de un mismo tenor y de 
que fueron testigos D. José Farola y D. Ignacio Arteaga. El de- 
fecto de redacción en diferentes ejemplares de un acto bajo for- 
ma privada, no anula las convenciones contenidas en él, si por 
otras pruebas se demuestra que el acto fué concluido de una ma- 
nera definitiva (art. 1023 del Código Civil); de este artículo re- 
sulta que el documento presentado por el demandado, redactado 
en un solo ejemplar, debería ser tomado solo como principio de 
prueba por escrito, aunque estuviese reconocido por los otor- 
gantes y sería ineficaz para probar el contrato que contiene, si 
no se pudiese probar por otros medios que este se celebró y per- 
feccionó de una manera definitiva ; esta resolución se.impone con 
más fuerza en el presente caso en que no ha sido reconocido el 
documento por la otorgante. 

5° Que el demandado ha sostenido que el contrato ha sido rati- 
ficado después de celebrado, por haber la demandante recibido 
el alquiler estipulado en él, otorgando el recibo de foja 59, pero 
habiendo negado que haya celebrado el contrato en la forma 
en que se encuentra consignado en el documento presentado, no 
puede decirse que el recibo de esos alquileres, pruebe el cumpli- 
miento del contrato por su parte, pues mal podía cumplir un 
contrato que no conocía. Ese recibo está en el mismo caso que 
el contrato, por no haber sido tampoco firmado por la señora 
Lagraña, quien dice lo mandó firmar con su hermano don Ci- 
priano y este que lo firmó también .sin leerlo, como sucedió con 
el contrato, porque le dijeron que el dinero estaba recibido, y no 
tiene por consiguiente el valor y fuerza de un instrumento pú- 
blico, desde que no ha sido reconocido por la otorgante^ como 
se ha demostrado en los anteriores considerandos. 
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6** Que no teniendo los instrumentos privados presentados el 
valor 7 fuerza de una escritura pública, no prueban por sí mis- 
mos que l:\ señora Lagraña celebró el contrato de arrenda- 
miento á que aquellos se refieren, y siendo obligación del que 
pretende que otra persona le está obligada por contrato ó de 
otro modo, probar la afirmación, subsiste siempre la obligación 
de probar, del demandado, hasta que la prueba resulte plena y 
completa. El* contrato es muy diferente del instrumento que lo 
contiene; este es solo un medio de prueba de la celebración de 
aquel; cuando el instrumento privado está firmado y reconocido 
por la parte, no puede negársela existencia del contrato, á me- 
nos de tachar de falso el documento; pero cuando este tiene 
algún vicio legal, cuando no está firmado por el mismo otorgan- 
te, ni reconocido, solo puede ser un principio de prueba por es- 
crito que unido con otras pruebas que se produzcan venga á 
probar que efectivamente las partes celebraron el contrato que 
se halla consignado en él; conviene, pues, estudiar este asunto 
bajo esta nueva faz, y apreciar si resulta probado que la señora 
Lagraña celebró con el señor Salazar el contrato de arrenda- 
miento cuyo cumplimiento reclama el demandado. 

V Que el demandado no ha procurado hacer prueba alguna 
fuera de la que resulta de los documentos mismos, y aún ha omi- 
tido hacer absolver posiciones á la demandante sobre el recono- 
cimiento del instrumento privado ó la celebración del contrato, 
y se ha limitado á pedir el reconocimiento de la firma de Don 
Cipriano, que suscribió á ruego; siendo este una tercera per- 
sona, no basta el reconocimiento de su firma, para tener por 
reconocido el contenido del documento ; este efecto solo lo atri- 
buye la ley al reconocimiento que una persona hace de su 
firma, puesta en un documento otorgado por el que lo suscribe, 
para obligarse, y no cuando ha firmado á ruego de otro, en tal 
caso el reconocimiento solo puede ' ser un elemento de prueba^ 
que combinado con otros, puede ó no hacer prueba plena; del 
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mismo modo, la confesión de la señora de Lagraña, de que lo 
mandó firmar sin leerlo, no es tampoco el reconocimiento que la 
ley exige para que el documento tenga fuerza de prueba plena, 
porque la otorgante no ha firmado por sí, j el documento care- 
ce de este requisito esencial, para que produzca todos los efectos 
que la ley atribuye á los instrumentos privados; es pues, nece- 
sario averiguar por otros medios, si la señora Lagraña celebró 
ó no el contrato de arrendamiento, apreciando para el efecto, 
todos los elementos que suministran los autos, y el valor que 
debe darse á las declaraciones de las partes. 

8^ Que nadie ha presenciado cuando la señora Lagraña cele- 
bró el contrato con el demandado, es decir, cuando convinie- 
ron en el arrendamiento y todas las circunstancias y condicio- 
nes, contenidas en el instrumento privado presentado, este 
convenio debió ser previo al otorgamiento del documento que 
está escrito por el señor Salazar en su casa y fuera de aquel 
acto. 

Interrogado aquel, al absolverlas posiciones á foja 36, se 
le pregunta en la segunda posición, si cuando fué á celebrar el 
contrato en cuestión, fué sacada la señora Lagraña en una silla 
para conversar con él por hallarse enferma desde mucho tiempo, 
contestó: que una vez fué sacada en una silla y conversaron 
de asuntos indiferentes, y que cuando fué á celebrar el contrato 
no estaba ella visible en ese momento, y le dejó el contrato escri- 
to para que lo examinara, y que después se lo devolvió firmado 
en la forma que se encuentra; de esta declaración resulta: que 
antes de redactado el contrato en cuestión, no hubo un conve- 
nio verbal perfecto en que las partes hubiesen ajustado sus 
bases y condiciones y que el documento no era sino un simple 
proyecto, que la señora Lagraña podía aceptar 6 no según le 
conviniese, y como se lo devolvió firmado en la forma en [que se 
encuentra, de ahí concluye el demandado haber • celebrado con 
aquella el contrato, sin aceptar las esplicaciones que dá aquella 
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para demostrar que no se obligó por haberlo mandado firmar 

« 

sin leer. Si no está probado q;ie se ajustaron préyiamente las 
bases del contrato entre Salazar y la señora Lagraña y antes 
bien parece resultar de la confesión de aquel, que el contrato 
escrito no fué sino un proyecto, que sometió á la aprobación de 
dicha señora, ni tampoco está probado que convinieron ambos 
en que la señora Lagraña daría á Zalazar un poder para cobrar 
los alquileres de la casa, y este le llevó á firmar en su lugar un 
contrato de arrendamiento en cuestión, debe examinarse el va- 
lor y fuerza que tiene la confesión de la señora Lagraña de 
haber mandado firmar el documento sin haberlo leido previa- 
mente. La confesión en materia civil y comercial, es indivisible 
especialmente cuando versa sobre hechos tan estrechamente 
unidos entre sí, que no pueden separarse sin colocar al que hace 
la confesión en la imposibilidad de probar la negativa y escep- 
cion que opone. (Escricbe, palabra confenm^ y Bonnier, De las 
pruebas, traducido por Don José de Vicente y Caravantes, pá- 
gina 404 y nota sobre el derecho Español, párrafo último). 

Así, pues, cuando la señora Lagraña niega que celebró el con- 
trato con el demandado, y á pesar de esto confiesa que mandó 
firmar el documento con su hermano si lo encontraba bien, y sin 
haberlo leido, hace una confesión que los autores llaman ca- 
lificada^ porque el hecho confesado está modificado por la cir- 
cunstancia de no haberlo leido; en tal caso, la confesión no pue- 
de ser aceptada -en parte, y en parte repudiada, porque sería 
injusto obligar á probar los hechos que niega, cuando espontá- 
neamente confiesa otros hechos que podrían perjudicarla. Si se 
analizan los hechos confesados y negados por la señora Lagraña, 
se les encuentra verosímiles y concordantes con las constancias 
de autos. 

En efecto, nada tiene de estraño, ni inverosímil que la de- 
mandante, que dice haber convenido con el señor Salazar para 
darle un poder de cobrar alquileres, cuando le trajeron redacta- 
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do el documento, no lolojese, y lo mandase firmar con su her- 
mano, que vive en la misma casa y debe suponerse que corre 
con sus asuntos, pues consta que dicha señora se halla postrada 
en cama y no puede siquiera firmar, y mucho menos habrá podido 
leer el documento en cuestión; á esto se agrega que no hay cons- 
tancia alguna, fuera del documento mismo, que demuestre que la 
señora Lagraña celebró efectivamente con el demandado el con • 
trato de arrendamiento, y por el contrario, debe presumirse 
que no estaba dispuesta á celebrarlo, al menos por diez años* 
desde que con anterioridad había donado la easa á sus sobrinos 
Fampin, reservándose el usufructo durante su vida, como apa- 
rece de la escritura pública corriente á foja AS de los autos. 

Por lo que hace á la firma que puso Don Cipriano á ruego de 
su hermana, tampoco prueba que la señora Lagraña celebró el 
contrato, ni siquiera que aquel consintiese en él, puesto que 
dice haber firmado sin leer préviamante, fundado en la confian- 
za que tenía en el señor Salazar y porque estaba con visitas, 
ni hay razón tampoco para creer que Don Cipriano no sea since- 
ro en su declaración, siendo como es un hombre de reconocida 
probidad, y solo aparece que este cometió una indiscreción ó im- 
prudencia firmando un documento sin leerlo; pero tal impruden- 
cia no puede producir el efecto de dar por probado un contrato 
entre otras personas, desde que este no resulte probado por otros 
medios de prueba. 

9^ Que la señora Lagraña al entablar su demanda ha afirma- 
do que Salazar procedió dolosamente, sobre lo cual no ha produ- 
cido prueba alguna, y el dolo no se presume si no se prueba ; 
por el contrario, hay ciertos hechos constatados en los autos que 
inclinan el espíritu á creer que procedió con sinceridad, como 
el de haber dejado en poder de la señora Lagraña el documento 
para que lo firmase, lo cual no revela que se valiese de algún 
artificio ó maquinación para hacerlo firmar, pues lo natural era 
suponer que no lo haría si no estaba conforme, y por esta mis- 
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matazón, una vez firmado, debió suponer que había leido ó 
hecho leer el contrato y estaba conforme en celebrarlo, tanto 
más cuanto que recibió sin observación inmediata el alquiler 
con arreglo al contrato, dándole el recibo correspondiente; todo 
esto demuestra que el demandado no ha procedido con dolo y 
ha tenido razón probable para litigar, lo que lo exime de las 
costas del juicio; pero no siendo el documento privado, tal como 
se encuentra, un documento privado reconocido, que según la 
ley deba hacer praeba plena, ni resultando probado por los de- 
más medios de prueba que reconoce el derecho que la señora 
Lagraña celebró efectivamente el contrato contenido en el do- 
cumento^ como se ha demostrado, debe aceptarse su confesión 
de haber mandado firmar el documento sin leerlo, tanto más 
cuanto que esa afirmación aparece concordante con los hechos 
que se han discutido en juicio. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo y de- 
claro: que el documento privado presentado por Salazar, no 
prueba haber celebrado con la señora Lagraña el contrato con- 
signado en él, y que tal contrato no resulta probado por los otros 
medios de prueba que reconoce el derecho. Sin especial conde- 
nación en costas. Hágase saber con el original y repón- 
ganse. 

Carlos Luna. 



Fallo ele la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 17 de 1888. 

Vistos en apelación estos autos promovidos por doña María 
de los Angeles Lagraña contra Don Norberto Salazar, sobre 
nulidad de un contrato de arrendamiento, resulta: 

Que la demandante al referir los hechos en que. funda su de- 

T. IV 9 
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manda, espone: qne accediendo á las instancias de Salazar, con- 
vino en autorizarlo para que cobrara los alquileres de una casa 
que posee en la ciudad de Corrientes, formando esquina con las 
calles Riüja j Julio; que con este motivo aquel le llevó á firmar 
el documento cuya copia acompaña á foja cinco, haciéndole en- 
tender que se refería á la autorización para cobrar alquileres ; 
qne la esponente creyéndolo así, lo pasó sin leerlo ásu hermano 
Don Cipriano Lagraña paia que lo fírmase por ella, habiéndolo 
este también firmado sin imponerse de su contenido; qne poste- 
riormente supo que él contenía un contrato de arrendamiento, 
en el cual jamás había consentido ni podía consentir, porque 
tenía hecha donación de la casa á sus sobrinas Fampin, reser- 
vándose solo el usufructo; en cuya virtud pedía que lo declarasen 
nulo dicho contrato, no solo por no haberle prestado su consenti- 
miento y habérsele arrancado dolosamente por Salazar el docu- 
mento en que se halla consignado, sino también por no estar 
este redactado en el número de ejemplares que la ley prescribe. 

Que el demandado niega los hechos aseverados en la demanda 
y sostiene : que la demandante consintió libremente y con pleno 
conocimiento de causa en el contrato que motiva este pleito, 
habiéndolo confirmado posteriormente por el hecho de haber 
percibido el precio del alquiler convenido en él, según consta del 
recibo corriente á foja cincuenta y nueve, y pedía, por lo tanto, 
se rechazara la demanda, con costas. 

Y considerando: Primero: Que la demandante confiesa y reco- 
noce que el documento que corre original á foja dieciocho, y en el 
cual constad contrato de arrendamiento, fué firmado á su nom- 
bre por su hermano Don Cipriano Lagraña por mandato de ella. 

Segundo: Que este reconocimiento vale tanto como el de su 
propia firma puesta al pié del documento, pues según lo dis- 
puesto por el artículo mil novecientos cuarenta y seis del Código 
Civil, los actos jurídicos ejecutados por el mandatario en los 
límites de sus poderes y á nombre del mandante, como las obli- 
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gaoiones qae hubiese contraído^ son considerados como hechos 
por este personalmente. 

Tercero: Que el hecho de haberlo obtenido Salazar dolosamen- 
te, no se ha probado en autos, y de estos resulta, por el contra- 
rio, que quedó en poder de la demciudante para que lo fírmase, 
habiéndose firmado en efecto, por orden suya, por Don Cipriano 
Lagraña, fuera de la presencia de Salazar, según lo demuestra el 
contenido de la tercera pregunta de las posiciones de foja treinta 
y cuatro vuelta, lo cual esclnje la idea de dolo ó engaño por par- 
te de este. 

Cuarto : Que tampoco se ha probado que la señora Lagraña 
hubiese dado afirmar el citado documento sin imponerse de su 
contenido; y si este hecho fuera exacto, como ella lo afirma, solo 
probaría que hubo una grave negligencia de su parte^ cuyas 
consecuencias debe imputarse á sí misma. 

Quinto: Que el defecto de redacción en diversos ejemplares 
en los actos bilaterales, no anula las convenciones contenidas en 
ellos, si por otra prueba se demuestra que el acto fué concluido 
de una manera definitiva, 6 si él fué total 6 parcialmente eje- 
cutado (artículos mil veintitrés y mil veinticuatro del Código 
Civil), y en el presente caso, el contrato de arrendamiento de fo- 
ja dieciocho quedó definitivamente concluido, según lo demues- 
tra su ejecución ulterior^ comprobada por el documente de foja 
cincuenta y nueve, en el cual consta que la señora Lagraña re- 
cibió el precio del alquiler, estipulado en dicho contrato. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja noventa y ocho y se absuelve, en consecuencia, de la de- 
manda á Don Norberto Salazar. Notifíqnese con el original y 
repuestos los sellos, devuélvase. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
FRÍAS. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. 
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CArSA XCIX 



Lapzeza y Gayarr econtra D. Valerio Bengochea, 
por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — Beconooido el conforme de nna cuenta, y no pro- 
bada la escepcíon opuesta, corresponde la prosecncion de la eje- 
cuoion. 



Caso. — Lapieza y Gayarre demandaron á Bengochea por el 
¡>¡i,gQ de una cuenta de 652 pesos 2 centavos, con sa conforme. 

Bengochea citado áreconocei su firma, dijo queel nombre era 
muy parecido, pero la firma no, y qae jamás la ha puesto en ese 
l'npel. 

üequeiido por el Juez para esplicar esa contestación, dijoqne 
el nombre cree que es paesto por él, pero que á continuación 
después de su rúbrica, había el endoso de Lapieza y Gayarre á 
f.iTorde D. Juan Sueyro, y en seguida la aceptación deldecla- 
raute de pagar mitad al contado, y mitad en Setiembre de i887 ; 
Ludo lo que había sido cortado. 

En la ejecución, Bengochea opuso la escepcion de inhabilidad 
lít'l título, por no haber reconocido la firma y no ser de él la rú- 
brica. 



I 
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Dentro del térmiao del encargado, no se produjo prueba 
alguna. 

Fallo del Jíuem Federal 



Paraná, Agosto 17 de 1887. 

Vistos: en la escepcion de inhabilidad de título opuesta por 
parte de D. Valerio Bengochea contraía ejecución que le si- 
guen Lapieza y Gayarre fundada en que no importa reconocer la 
firma la contestación de foja 7, del demandado, citado al efecto, 
consistente en que: « el nombre es muy parecido al suyo, y que 
la firma no lo es, y jamás la ha puesto en semejante papel », ni 
la esplicacion dada á esta respuesta diciendo : cque el nombre 
creía que era puesto por él, pero queá continuación, después de 
su rúbrica existía una orden deLapiéza y Gayarre de pagarse á 
D, Juan Sueyro, la que había HÍdo cortada del papel que se le 
presentaba, así como su aceptación de verificar el pago, la mitad 
al contado y la otra en Setiembre]» . 

Y considerando: Que el solo hecho de no contestar categórica- 
mente el demandado si la firma del conforme de la cuenta de 
foja... era suya ó no haciéndolo en la forma evasiva de que la 
letra del nombre era parecida, bastasegun el artículo 115 de la 
Ley de Procedimientos, para darla por reconocida aunque hubie- 
se negado la rúbrica, que por cierto no constituye la firma. 

Que Bengochea no ha probado como debió el hecho de la ce- 
sión del crédito á favor de Sueyro. 

Que aún admitida como verídica la esposicion hecha por el 
demandado en el acto del reconocimiento ; careciendo el confor- 
me de la cuenta de foja... délos requisitos necesarios para 
equipararse á una letra de cambio, según el artículo 918 del Có- 
digo de Comercio, el endoso que dice hicieron de él Lapieza y 
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Gayarre á favor de D. JuaikSueyro, no le transfirió la propiedad 
de la cuenta, porque no siendo un documento á la orden no puede 
transferirse sino en la forma establecida por la ley cítíI, artículo 
citado, y el artículo 1457 del Código CítíI, establece que la pro- 
piedad del crédito se transfiere por la entrega deldocumento, de 
donde se concluye a contrario, que no Terificándose esta entrega, 
como no se ha verificado la de la cuenta foja..., debe presumirse 
que no se ha transferido tampoco la propiedad al que se dice el 
cesionario ; mayormente tratándose de una suma superior á dos- 
cientos pesos, 7 no habiéndose hecho la cesión en otro documen- 
to que pueda servir de principio de prueba. 

Que por consiguiente, Lapieza y Gayarre demandantes, con- 
servan el derecho sobre el valor de la cuenta conformada de 
foja... y tienen derecho á cobrar sn importe. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á las escepciones 
deducidas, debiendo llevarse adelante la ejecución^ con costas. 

M. de T. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 31 de 1888. 

Vistos : habiendo el ejecutado reconocido la firma del docu- 
mento de foja dos* y no probado la escepcionque ha opuesto; 
por esto, y los fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja cincuenta y cinco, se confirma este con costas ; repuestos 
los sellos devuélvase. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGUREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALÜSTIANO J. ZA VALIA. 
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CAIJAA C 



Menichetti y Battini cojitra Don Clodomiro Arancibia y doña 
María B. Arancibiay por cobro ejecutivo de pesos; sobre 
competencia. 



Sumario. — 1^ En los pagarés á la orden trasmitidos por vía 
de endoso^ no es aplicable el artículo octavo de la ley sobre com- 
petencia de los Tribunales Federales. 

2^ Siendo estrangeros los endosatarios ejecutantes j los deu- 
dores, la justicia federal es incompetente para conocer en la 
ejecución. 



Caso. — Los cónyuges Arancibia, estrangeros, otorgaron un 
pagaré á la orden á don José M. Ulloque, argentino. Este endosó 
el pagaré á Menichetti y Bottini, estrangeros, quienes deman- 
daron su abono contra los deudores. 

Opuesta la excepción de incompetencia, se dictó el siguiente 



Fallo del Suem Federal 



San Luis, Octubre 8 de 1887. 

Vistos: por lo que resulta de autos ; y 

Considerando : I"" Que el artículo 270 de la ley de Procedí- 
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mientos enumera las únicas excepciones admisibles en el juicio 
ejoButÍTo, entre las que no Ogiira la de incompetencia deducida 
por la parte ejecatada. 

2" Que esto no obstante, y síendoel orden de las joiisdíccio- 
iies de interés general, debe ella reBolrerse también. 

3° Que de acuerdo con el artículo^" inciso 2° de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, cor- 
responde á los jueces de sección el conocimiento délas cansas 
civiles en que sean parte un ciudadano argentino y un estran- 
gero, como es la presente; pues si bien los ejecutantes son es- 
trangeros lo mjsmo que los deudores, el derecho que se litiga y 
á que se refiere el pagaré de foja i , surgió del contrato origina- 
riamente celebrado entre los segundos y un argentino, qnien lo 
transfirió por la vis de endoso y no por cesión ó mandato, á fa- 
vor de los primeros, y en tal caso surte el fuero federal (art. 8° 
(iela misma ley). 

Por esto, y de conformidad con el artículo 277 de la Ley Ka- 
cional de Procedimientos : llévese la ejecución adelante, con 
costas, reponiéndose los sellos. 

P. E. Htgues. 



TkIIo de la Supremit C»rte 

Buenos Aires, Julio 3 de 188S. 

Vistos: tratándose de unpagaréálaórden, trasmitido por vía 
deeudoso, y no siendo por tanto aplicable la disposición del ar- 
tículo ocho de la Ley sobre jurisdicción de los Tribunales 
Kacionales de catorce de Setiembre de mil ochocientos ochenta y 
tres, cuyo alcance por otra pacte, se halla determinado por la re- 
solución de esta Corte de primero de Octubre de mil ochocientos 



L 
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ochenta y siete en el caso de Sánchez y Malmén contra Clark y 
compañía, se revoca el auto apelado de foja treinta y siete, 
declarándose que el Jazgado de sección ha carecido de jurisdic- 
ción para conocer en el presente asunto. 
Repónganse los sellos y devuélvanse los autos. 

benjamín victo rica. — FEDE- 
RICO IBARCÚREN. — G. S. DE LA 
TORRE.— SAL13STIAN0 J. ZA- 
VALÍA. 



CAUSA €1 



El Doctor Don Anlonio M. Silva contra Don Rosario Culotta, 
por cobro de arrendamiento; sobre recusación. 



Sumario, — La amistad íntima dol juez con el que se sostiene 
ser el verdadero interesado en el pleito, es causa legal de re- 
cusación. 



Caso. — Es igual al de la causa fallada en 23 de Junio de 
1888. 
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Fallo del Jíues Federal 



La Plata, Setiembre 6 de 1887. 

Téngasele por parte á Don Juan Martín Campos á mérito del 
poder exhibido y por constituido el domicilio. 

Y eu cuanto ala recusación, teniendo en consideración: I'' Que 
de las causales que se enumeran en el escrito precedente, solo 
sería legal la que se refiere á la amistad íntima del Juez, pero 
para que lo sea es necesario que esta amistad íntima exista en- 
tre el juez y el litigante, j por tal tiene que entenderse el que 
ejercita derechos que pretende propios, como el demandante, 
pues de otra manera resultaría que en una articulación como 
la recusación, habría que admitirse pruebas sóbrelas simulacio- 
nes ó sea sobre el fondo de la causa. 

2^ Que es un hecho notorio j así lo reconoce el demandado, 
que el depósito j administración que mi hermano tuvo en esos 
campos ó pudo tener, hace más de cuatro años que terminó con la 
respectiva rendición de cuentas aprobada por el juez, y por tan- 
to, cesó todo interés directo ó indirecto que en esos campos pu- 
diera tener, como terminó también el asunto Graviotti, fallado 
por la Suprema Corte. 

3^ Que en las conferencias á que se refiere con el doctor B un- 
ge, no se ha discutido ni ha podido discutirse el derecho alas 
tierras mencionadas ni nada que afecte al interés de los deman- 
dados actuales, sino un arreglo de cuentas con un señor Ferasso 
que se presentó como cesionario del señor Pintos. 

Por estas consideraciones, no ha lugar ala recusación dedu- 
cida y corran los autos según su estado. Repóngase el sello y 
hágase saber original. 

Isidoro Albarracin. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 26 de 1888. 

Yistos: Hallándose comprendida la tercera de las causales de 
recusación alegadas en descrito de foja dieciocho, en la dispo- 
sición del artículo cuarenta y tres, inciso cuarto de la Ley Na- 
cional de Procedimientos, en cuanto se afirma que Don Jorge 
Pintos es el verdadero interesado en este juicio, se revoca el 
auto apelado de foja veinte vuelta, y devuélvanse al Juez de 
Sección, para que proceda con arreglo á derecho. Bepónganse 
los sellos. 



benjamín YICTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGUREN.— 
C. S. DE LA TORRE. — SALIJSTIANO 
J. ZAYALIA. 



140 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAVSA CU 



El Doctor Don Salustiano J. de Paula en recurso de babeas 
Corpus, por su hijo Don Alberto S. de Paula. 



Sumanb.— Puesto en libertad el detenido, el juicio de hateas 
corpu^ se considera terminado. 



Caso.— "El Doctor Paula entabló recurso de habeas corpus por 
su bijoDon Alberto S. Paula, preso por la policía de la Capital, 
bajo la imputación de estafa, según los diarios, y tenido inco- 
municado, sin haber sido notificado por juez competente déla 
causa de su prisión. 

Pidió se ordenara su comparecencia ante el juez competente, 
y se le notifícase dentro de 24 horas la causa de su prisión, con 
arreglo al artículo 318 de la ley de organización de los Tribu- 
nales de la Capital, que había dado fuerza de ley á los artículos 
13, 16 y 17 de la Constitución déla Provincia de Buenos Aires, 
y en caso contrario se le pusiera inmediatamente en libertad. 

El Gefe de Policía informó que el preso había sido puesto á 
disposición del Juez del Crimen Doctor Soneyta. 
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Fallo del JTueis Federal 



Buenos Aires, Junio 27 de 1888 

Autos 7 vistos: el presente recarso de habeos corpus entabla- 
do f or el Doctor Don Salustiano J. de Fanla á nombre de su 
hijo Alberto S. de Paula; y considerando : que según resulta del 
informe del Departamento Greneral de Policía que precede, él 
detenido de Paula se halla constituido en prisión á disposición 
del señor Juez del Crimen Doctor Soneyra por imputársele un 
delito ordinario, no ha lugar al recurso interpuesto, de acuerdo 
al artículo 20de la Lej de 14 de Setiembre de 1863; en conse- 
cuencia repuestos que sean los sellos archívese. 

Andrés IJgarrtza. 

El Doctor Paula pidió que la Policía informara por orden de 
qué autoridad fué preso Don Alberto Paula^ y qué el Juez Doc- 
tor Soneyra informase si había espedido auto de prisión y si el 
preso estaba notificado. 



Fallo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Junio S8 de 1888. 

Eesultando del informe del Departamento de Policía que el 
detenido Alberto S. de Paula ha sido preso por autoridad que 
no es nacional, pues la Policía no lo es en el sentido del artículo 
20 de la Ley de 14 de Setiembre de 1863, pues pertenece al Go- 
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bierno local de la Capital, y que el preso ha sido puesto á dispo- 
sición de nn juez local, pudiendo por lo tanto dirigirse ante el 
mismo juez el recurrente para hacer valer el derecho que crea 
asistir á su parte, no ha lugar á lo que se solicita. 

Ugarriza 



Fallo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 26 de 1888. 

Vistos: Habiendo sido puesto en libertad el detenido, según 
resulta de la diligencia que antecede, j terminado con ello el 
presente juicio, devuélvase al Juzgado de su procedencia, previa 
reposición de sellos. 

benjamín YICTORIGA.— ULADIS' 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C.S. DE LA TORRE. 
— SALCSTIANO J. ZAYALIA. 
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CAUSA €111 



Consulta de sentencia en la sucesión de Doña Ana Ramírez de 
Gemetro, dictada por el Juez Letrado del Territorio Nacional 
de Formosa. 



Sumario. — Debe aprobarse el auto en que ha sido debida- 
mente representado j consultado el derecho de los menores in- 
teresados en la causa. 



Caso. — Con arreglo al artículo 42 de la ley sobre división de 
los Territorios Nacionales, de 18 de Octubre de 1884, fué consul- 
tado á la Suprema Corte él siguiente 



Auto del Jíucx lietrado 



Formosa. Abril 18 de 1888. 



T vistos: D. Nicolás Martínez, como apoderado de Don Pe- 
dro Gemetro, promovióla apertura del juicio sucesivo de Doña 
Ana Ramirezde Gemetro, finada esposa de su representado, ad- 
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I 

juntando las partidas de defunción de ella, del matrimonio de 
ambos, j del bautismo desús tres hijos menores 7 legitimados 
Gerardo, Luis^del Corazón de Jesús 7 Ana, 7 pidiéndose procedie- 
ra alo que por derecho corresponde, á fin de hacer la liquida- 
ción 7 partición de estos. Y desde luego manifestó que no Labia 
otro bien hereditario que el solar, cu7a propiedad acreditaba el 
título que también presentaba, siendo de solo su comitente, 
cuanto en él existia, como podía probarlo (fojas 1 á 9). 

Abierta la sucesión, se llamó á los interesados por edictos, se 
hizo el nombramiento de tutor 7 de Defensor especiales, 7 con 
intervención de estos, los de administrador délos bienes, 7 ta- 
sador de los mismos, practicándose simultáneamente el inventa- 
río judicial 7 la tasación, que fueron aprobados, no habiendo 
sido observadas por las partes (fojas 11 7 19). 

Beunidas las partes con objeto de llevar adelante los procedi- 
mientos del juicio, el apoderado de Gemetro presentó la partida 
de defunción de Maiimiano Gemetro, hijo de Pedro Gemetro 7 
de Ana Ramírez (foja 25), diciendo que este era el mismo que 
en la partida de bautismo de foja 6 aparecía con el nombre de 
Luis del Corazón de Jesús, 7 había fallecido en Buenos Aires, 
poco antes de iniciarse este espediente, sin que el esponente lo 
supiera, 7 que correspondía se declarase á su comitente represen- 
tante 7 dueño de los derechos del finado, en la sucesión de, que 
se trata, por título hereditario. El tutor 7 el defensor, confir- 
maron la verdad de la identidad de la persona, á que las parti- 
das de nacimiento 7 de defunción se refieren, pidiendo el se- 
gundo, que, para ma7or garantía^ se justificase por información 
sumaria, en lo que convinieron todos, presentando desde luego, 
el actor, como testigos, á Fio Urtubú, Don Antonio Delmas, 7 
Don José M. Amor (fojas 19 v. á22). 

Instruidas las partes, en una nueva junta, de las declaracio- 
nes de los tres testigos (fojas 23 á 24), que uniformes 7 contes- 
tes confirman el hecho, convienen en que se de por judicialmente 
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establecida la verdad de la identidad de la persona de Maximia- 
noy Luis del Corazón de Jesús, y en que se declare á Don Pedro 
Gemetro participe en la sucesión de que se trata, por si y como 
heredero j representante de los derechos de su finado hijo ; á 
fin de escusar gastos, el apoderado de Gemetro, haciendo renun- 
cia de los derechos personales de este, mencionados en su escrito, 
propone dar por terminados estos procedimientos^ bajo el arreglo 
que expresan los puntos siguientes: 1^ Adjudicar á leus menores 
Gerardo y Ana la fracción del Este del terreno, con 23 metros de 
frente sobre la calle Comercio, y su fondo de 50 metros al Nor- 
te, con todo lo edificado en ella, y que consta de la partida ter- 
cera del inventario, más dos piezas de material, construidas des- , 
pues de hecho aquel; 2^ adjudicará Gemetro, en pago de sus habe- 
res hereditarios, la otra fracción del Oeste, 27 metros de frente 
con 50 de fondo, con todo lo edificado en ella, y que consta de la 
partida segunda del inventario, más los muebles y útiles, á que 
se refieren las partidas cuarta y siguientes, del mismo ; y 3^ que 
Gemetro pagúelos gastos judiciales, causados y que se causaren. 
El tutor y el defensor aceptaron como conveniente para los me- 
nores el arreglo propuesto, ya porque les constaba la verdad 
de lo aseverado por el apoderado de Gemetro, en su escrito, ya 
también porque, aunque asi no fuera, siempre saldrían mejoradas, 
pues que la diferencia en los valores adjudicados, que no eran 
más que trecientos tres pesos, quedaba más que compensada 
con el precio de las dos nuevas piezas de material y con la exo- 
neración de las costas, y de común acuerdo pidieron la aproba- 
ción del arreglo (fojas 24 á 28 vuelta). 

Y considerando; 1^ Que de las partidas de casamiento, bau- 
tismo y defunción (fojas 20 á25) y demás antecedentes relacio- 
nados, consta que Gemetro se casó con la finada, el 17 de Junio 
de 1874, legitimando sus tres hijos naturales, Gerardo, Luis del 
Corazón de Jesús (alias Maximiano) y Ana; que el falleci- 
miento de ella ocurrió el 6 de Enero de 1885 ; que Luis 

T. IV 10 
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del Corazón de Jesús, falleció el 3 de Noviembre de 1887. 

2^ Que según esto, son herederos legítimos j copartícipes en 
la sucesión de que se trata, Don Pedro Gemetro, como esposo le- 
gítimo de la finada, y como heredero y representante de los dere- 
chos de su finado hijo Luis del Corazón de Jesús, los menores 
Gerardo y Ana Gemetro, cada uno por sí, (arts. 319, 3565, 3567, 
y 3572, C. C). 

3° Que justificados los hechos espuestos, por el apoderado de 
Gemetro (fojas 9 á 26 V. y 27) respecto á los derechos persona- 
les de este, de cuya verdad dan crédito el tutor y defensor es- 
peciales, los menores Gerardo y Ana Gemetro, quedarían en po- 
sición muy desventajosa, relativamente á la que el convenio 
relacionado les ofrece ; pues que solo tendrían acción á la mitad 
del terreno, que en la partida 1** del inventario está avaluado en 
400 ^; mientras que con arreglo á él, deben percibir en bienes 
raices, el valor de 1434 $, sin incluir el de las dos piezas, nueva- 
mente edificadas, y el de la exoneración de todo gasto judicial « 

4*" Que aunque dichos hechos no fueran verdaderos, la posi- 
ción de los menores resultaría siempre beneficiada por el con- 
venio, porque las dos piezas nuevas, y la exoneración de los 
gastos judiciales, representan^un valor mayor que el de los tres- 
cientos tres pesos de excedente, según el inventario y tasación á 
favor de D. Pedro Gemetro. 

5^ Que en casos como el presente, es deber del Juez acordar 
la autorización, que la ley previene^art 443, inciso 5). 

Por estos fundamentos y conforme á lo espuesto y pedido por 
las partos de común acuerdo, en el acta del diez y seis del pre- 
sente mes, que corre á fojas veinticuatro vuelta, veintiséis, 
veintisiete y veintiocho de estos autos, fallo definitivamente en 
la presente causa declarando : 

i° Que son herederos legítimosdela finada Doña Ana Ramírez 
de Gemetro, y cométales, copartícipes en los bienes de la suce- 
sión de que se trata, Don- Pedro Gemetro por sí, y como hero- 
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dero representante de los derechos de su hijo Luis del Corazón de 
JesQs (alias Maximiano), Gerardo j Ana Gemetro, cada uno 
por si. 

2^ Que apruebo en cuanto por derecho hubiera lugar, el con- 
venio de liquidación y partición de bienes, de que queda hecha 
mención, y que detalladamente consta en la citada acta del diez 
7 seis del presente mes ; interponiendo para su mayor eñcaciay 
firmeza la autoridad judicial que invisto, y dando con él por li- 
quidados y partidos definitivamente los bienes de la sucesión, 
y por terminados los procedimientos de la presente causa. Há- 
gase saber, notificándose original, dense las copias que se soli- 
citan ; desglósese y devuélvase el documento de foja 1, y repo- 
niéndose lossellos, remítanse originales estas autos en consulta 
ala excelentísima Corte Suprema de Justicia, por el correo y 
á costa del interesado, de conformidad á la dispuesto por el 
artículo 42 de la ley sobre administración de Territorios Nacio- 
nales. 

Begúlanse en cuarenta pesos nacionales ($ 40) los honorarios del 
defensor especial Don Luis Navarro, en cuyo 'favor y á los fines 
que correspondan, se espedirá despacho de constancia. 

Benjamín de la Vega. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOa GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 1' de 1888. 

Suprema Corte: 

Examinados estos antecedentes, nada encuentro que observar 
El procedimiento ha sido el que la ley] previene, y el interés de 
los menores debidamente representado y consultado. 
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Es mi parecer vaelva Y. E. estos antos al SQñor Juez Letra- 
do para su archivo j las ulterior idad es á que haya lugar. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Julio 31 de 1888. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador General y el Defensor 
de Incapaces, apruébase el auto consultado de feja veintinueve 
Devuélvase en consecuencia losantes, debiendo reponerse los 
sellos ante el Inferior. 



benjamín VICTORICA. — ÜLA- 
DISLAO frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA. 
TORRE. — SALUSTIANO J. 
ZAVALIA. 
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CAVSA CIV C) 



Don Jorge Nutall contra la Provincia de Entre Rios, sobre 

pago de fondos públicos. 



Sumario. — I"" La adquisición de fondos públicos, crea una 
obligación entre el Gobierno que ios emite y sa tenedor, y so- 
mete á aquel á la jurisdicción de la Corte Suprema en los casos 
del artículo 1^ inciso 1^ de la ley sobre competencia de los tri- 
bunales nacionales. 

2° Los cupones de fondos públicos creados á pesos fuertes 
por ley de 1872, deben ser pagados en metálico ó su equivalen- 
te en moneda de curso legal, con arreglo al artículo 1^, base 8° 
de la ley de 25 de Setiembre de 1876. 



Caso, — Don Jorge Nutall se presentó ante la Suprema Corte 
esponiendo: que por la ley de la provincia de Entre Bios, de 16 de 
Mayo de 1872, se mandó reconocer é inscribir en fondos públicos 
la suma de 800.000 pesos fuertes con 6 por ciento de interés 
anual y una amortización determinada, pudiendo hacerse el ser- 
vicio de esa deuda en la ciudad de Buenos Aires. 

Que durante algún tiempo el Gobierno de Entre Bios había 

(^) No habiendo podido resolverse esta causa por haber cambiado el 
personal de la Suprema Corte, fué vista nuevamente el 17 de Julio de 1888. 
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pagado religiosamente, hasta que, habiendo surgido ciertas di- 
ficultades económicas, había pretendido hacer el servicio en bille- 
tes metálicos del Banco de la Provincia por su valor nominal. 

Que el esponente escribió á los agentes comerciales de aquel 
Gobierno en esta plaza, los señores Jaime Llavallol é hijos, quie- 
nes contestaron que el Gobierno de Entre Kios creía que tenía 
derecho para pagar en billetes metálicos del Banco de Buenos 
Aires á la par, y que si la \ej que establece el curso legal de esos 
billetes, fuese inconstitucional como se pretendía y la Suprema 
Corte así lo declaraba, el Gobierno abonaría la diferencia. 

Que después de haber protestado en forma, recibió del agente 
comercial las sumas que se le adeudaban pero en los menciona- 
dos billetes, lo que daba una diferencia de 524 pesos 11 centavos 
fuertes, por cuya suma entablaba formal demanda contra el 
espresado gobierno, con más los gastos de protesto, 'Jntereses j^ 
costas. 

Corrido traslado, el Doctor Don Teófilo García, por la Provin- 
cia de Entre Kios, pidió se rechazara la demanda con coutas: 
1^ porque era injusta y carecía de fundamento legal; 2^ por- 
que la Provincia no era justiciable ante los tribunales por la 
manera como hace el servicio de sus fondos públicos; y 3^ porque 
dicha demanda se había interpuesto ante tribunal notoriamente 
incompetente. 

Bespecto á la incompetencia dijo : que aún cuando la Provin- 
cia fuera demandable como Estado por la manera como hace 
el servicio de su deuda, no podría hacerlo ante la Suprema Corte, 
porque según el artículo 100 de la Constitución la jurisdicción 
de la justicia nacional solo se estiende á los casos en que una 
Provinciaobracomopersona jurídica, obligándose ó contratando 
espresamente, pero que no alcanza á los actos administrativos 
que los poderes públicos ejercen en desempeño de la soberanía 
del estado. 

Que en el presente caso, no ha habido pacto ni contrato entre 
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íTutall y el Gobierno, y su demanda versa únicamente sobre un 
acto administrativo del Gobierno. 

Que no es ci^erto que su acción provenga de un empréstito ó 
contrato de mutuo, sino que es un simple poseedor de títulos 
de crédito que emanan de derechos que originariamente fueron 
de vecinos ó empleados públicos de Entre Bios, y que bajo este 
punto de vista el actor estaría bajo la disposición del artículo 
octavo de la ley nacional de Procedimientos, que le niega la 
jurisdicción nacional. 

Que según el origen, naturaleza y efecto de los derechos y 
obligaciones que surgen de la consolidación de la deuda pública 
y servicio de sus títulos, unos y otros deben tener su cumpli- 
miento en Entre Kios é implican la vecindad en dicha provincia 
de sus poseedores para el ejercicio-^de sus derechos. 

Que por consiguiente, el actor, álos efectos del juicio, no pue- 
de ser considerado sino como vecino de Entre Bios, cuyo hecho 
saca la causa de la jurisdicción nacional. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1877. 
Suprema Corte : 

Prescindiendo de cualquier antecedente, la adquisición de 
fondos públicos de Entre Rios, creó por sí sola una obligación 
común entre el gobierno de la Provincia y el tenedor actual, 
vecino de Buenos Aires. 

Este cree ahora que dicho Gobierno no quiere servir los inte- 
reses con arreglo á derecho, y entabla la presente demanda. 

Atento lo dispuesto por el artículo I*' inciso !<> de la ley del 
63, me parece indudable la competencia de esta Corte. 

C. Tejedor. 
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FaI|0 de In SupreBí» Cor«« 

Baenos Aires, Agosto 3 de 1888. 

Vista esta causa iniciada por Don Jorge Nutall cootra el Go- 
bierno de la FroTincia de Entre Ríos, poi cobro déla cantidad 
•le quinientos veiaticuatro pesos con once ceutésimos fuertes 
como saldo del valor de cupones de fondos públicos emitidos 
por dicha Frovincia, con más los gastos de protesto, intereses 
y costas; con lo espncsto por el señor Frocnrador General en 
í^iiTiütade foja cincuenta y siete vuelta, no lia lugar á la esoep- 
cicn de incompetencia deducida. 

r coQsideíaado 'en cnanto al fondo: Qae no hay becbos 
coadticentes que baga necesario el recibimiento de la cansa á 
prueba, como lo solicita el representante del Gobierno de Entre 
Ríos; qne los fondos pilblicos que sirven de base á la acción de- 
ilucida, emitidos con arreglo á la ley de dicha Frovincia de die- 
c'neia de Mayo de mil ochocientos setenta y dos, lo han sido & 
pesos fuertes; que la exactitud de la sama demandada, no ha 
sido objetadd; y qne, en consecuencia, el pago de los capones ba 
debido hacerse en metálico ó su equivalente en moneda de car- 
do legal, con arreglo al artículo primero, base octava de la ley 
de veinticinco de Setiembre de mil ochocientos setenta y seis. 

Por estos fundamentos: se declara procedente la demanda y 
übligada á la Frovincia de Entre Rios á pagar á Don Jorge ' 
Xutall la suma reclamada con intereses, gastos de protesto y 
costas del juicio. Repónganse los sellos . 

BEMJAMra VICTORICA. — «LADISLAO 
frías. -~ FEDERICO IBARGCREN. 
— O. S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TIANO J. ZAVALIA. 



L 
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CAUSA 



Don Luis López contra Don Pascual Lobo, por interdicto de 

despojo; sobre competencia 



Sumario. — 1** El estrangero demandado por un ciudadano 
ante la justicia federal, no puede declinar su jurisdicción. 

2^ El juicio de interdicto por despojo, es distinto del de rei- 
vindicación seguido por el despojante contra el despojado. 



Caso. — Don Luis López, argentino, esponiendo que Don Pas- 
cual Lobo, chileno, había iniciado contra él demanda reivindi- 
catoria de una parte déla finca denominada el Bordo, y á pesar 
de esta demanda le había despojado de la posesión, entabló con- 
tra este, interdicto de despojo, en el que Lobo declinó de la ju- 
risdicción federal. 



Fallo del Jíuez Federal (ad hoc) 

Salta, Setiembre 22 de 18S7. 

Visto el artículo promovido por Don Pascual Lobo, de nacio- 
nalidad chilena, demandado ante este Juzgado do Sección por 
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el ciudadano argentino Don Luis López Figueroa, entablando 
interdicto de recobrar la posesión de una fracción de sus terre- 
nos, declinando el primero de su jurisdicción para ante los Tri- 
bunales de la Provincia y oponiéndose el segundo á dicha de- 
clinatoria. 

T considerando : Que si bien es cierto que la Suprema Corte 
de Justicia Nacional parece haber resuelto en el caso indicado 
por Don Pascual Lobo, que en los pleitos en que un estrangero 
es demandado por un ciudadano de la República la competencia 
déla jurisdicción nacional depende de la contestación á la de- 
manda 7 que después de la negativa del demandado á contestar 
la demanda ante el Juez de Sección, la resistencia de este á 
inhibirse es infundada, también es cierto que la misma Corte 
Suprema, con posterioridad, ha hecho ya jurisprudencia en sen- 
tido contrario, resolviendo casos análogos basados en el artículo 
100 de la Constitución Nacional y ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales, y varias otras considera- 
ciones de enorme peso jurídico, tendentes á mantener siempre el 
principio de orden público que debe regir tratándose de juris- 
dicciones, nivelando las posiciones en que se encuentran colo- 
cados los estrangeros con relación á los ciudadanos ante la 
justicia nacional, negándoles á los primeros la facultad de de- 
clinar de su jurisdicción por encontrarse comprendido el caso 
en cuestión en la regla general, que lo hace de competencia es- 
cluyente y esclusiva de la jurisdicción nacional ante la cual se 
ha interpuesto la demanda en que el actor debe seguir el fuero 
del demandado, como puede verse en los mismos fallos, caso en- 
tre doña Rosario Delgado de Montero y Don Andrés Astorga, 
confirmado con fecha Junio i° de 1872; y en el de Don Adolfo 
Carranza con Don Juan Echepare, confirmado también en fecha 
Julio 24 de 1873, razones por las cuales omite este Juzgado en- 
trar en mayores consideraciones. 

Por estos fundamentos^ y á pesar de la opinión manifestada 
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por el señor Agente Fiscal, fallo declarando: que Don Fascaal 
Lobo no tiene derecho á declinar de jurisdicción para ante los 
Tribunales Provinciales con motivo de la demanda entablada 
contra él ante este Juzgado por Don Luis López Figueroa, de- 
biendo en consecuencia, contestar derechamente á la demanda, 
sin costas ; y repónganse los sellos . 

José Mana Sola. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOll GENERAL 



Buenos Aires, Julio 25 de 1888, 

Suprema Corte : 

£1 fundamento déla sentencia recurrida es de toda exactitud, 
pues es doctrina establecida por esta Corte, que un estrangero 
demandado por un argentino ante la justicia federal, no puede 
declinar de jurisdicción, por cuanto ello importaría, ha dicho 
V. E., un privilegio en su favor que la ley no ha establecido y 
conduciría á acrecentar la duración de los juicios. 

Hay empero, algo más que tener presente en este caso. 

Después de relatar el demandante cómo, cinco años atrás, se 
había practicado un deslinde entre su propiedad y la del den^an- 
dado, dice en su escrito de foja 8, lo siguiente: cel señor Lobo, 
ahora pocos dias, ha entablado el juicio de reivindicación, por 
error en la línea, demanda que se está tramitando en el juzga- 
do de la 2* Sección; á pesar de esto, después de la demanda y an- 
tes de ella, está haciendo actos posesorios, que vienen á turbar el 
goce pleno y pacífico de la posesión y propiedad de mi parte». 

En el comparendo de foja 20 vuelta, el demandado reconoció 
también la existencia de la demanda, al declinar de jurisdicción 
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para ante los Tribunales de Provincia, puesto que decía c ante 
ellos estaba en litis-pendencia^ la cuestión de propiedad y las 
acciones de error y contravención á los títulos y al acuerdo de 
partes sobre un deslinde que no se practicó sino en una tercera 
parte > . 

Tenemos, pues, aceptado por una y otra parte, que existe jui- 
cio radicado sobre la propiedad ante los Tribunales de Provin- 
cia; y no es necesario decir que es ante los mismos, quedebe 
seguirse el posesorio, que no es sino un simple accidente de lo 
principal. 

Pido en consecuencia la revocación déla sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 2 de I88d. 

Vistos: Siendo el presante juicio distinto del de reivindica- 
ción seguido entre las mismas partes ante los Tribunales de 
Provincia, y por sus fundamentos, se conñrma con costas el 
autoa pelado de foja veinticuatro vuelta; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín victorica.— üladislao 
frías. — federico 1barcú- 
ren. — c. s. de la torre. — 
sali3stian0 j. zayalia. 
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CAUSA CTI 

I 



D. Alejandro y D. Francisco Tabacco contra Elizondo y C; 
sobre defraudación de patente de invención 



Sumario. — Es nula la patente de invención^ probándose que 
el invento era conocido por folletos y publicaciones de los 
fabricantes estrangeros, y estaba en esplotacion antes de la 
concesión de la patente. 



Caso. — Lo refiere el 



FaIIo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Abril 13 de 1887. 

Y yistos estos autos iniciados por [Don Alejandro j D. Fran- 
cisco Tabacco contra los señores Elizondo y C*, sobre defrau- 
dación de los derechos acordados á una patente de invención, 
de los cuales resulta lo sigaiente: 

Que lo9 señores Tabacco se presentaron al Juzgado entablan- 
do demanda contra Elizondo y C**, fundados en que eran inven- 



158 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

tores de un aparato ó máquina de agricultura denominado c Es- 
cardillo Aporeador Argentino >, según lo acreditan con la pa- 
tente de invención que les fué acordada en doce de Noviembre 
de mil ochocientos ochenta j tres, la cual acompañan y corre 
agregada á foja primera; j en que los señores Elizondo esta- 
ban defraudando sus derechos de tales, con la venta que ha- 
cían de aparatos del mismo sistema patentado, todo lo cual 
constituía el delito de falsificación, previsto por el artículo cin- 
cuenta y tres de la Ley de Patentes de Invención, pidiendo que 
de acuerdo al cincuenta y ocho de la misma ley, se decretara la 
suspensión de la esplotacion, el embargo de las máquinas y las 
demás penas y responsabilidades de la ley. 

Se corrió traslado de la demanda mandándose por el mismo 
auto, foja doce, proceder al embargo solicitado, que se llevó 
á cabo por la diligencia de foja diez y siete vuelta^ secuestrán- 
dose cuarenta máquinas de las denunciadas, y los señores Eli- 
zondo contestaron que la patente concedida á los demandantes 
era nula porque el sistema de que se creen inventores era muy 
conocido en el país y fuera de él mucho antes que ellos se pre- 
sentaran solicitando el privilegio, no solo por haberse publi- 
cado en folletos, sino también por haberse espendido en esta 
plaza instrumentos exactamente iguales, agregando que los que 
se embargaron en su casa han sido introducidos de Inglater- 
ra^ por lo que debía ser rechazada con imposición de costas. 

En este estado se recibió la causa á prueba por el auto de foja 
veinte y seis, debiendo ella versar sobre la falta de novedad en 
el invento patentado á favor de los señores Tabacco, por haber 
sido suficientemente publicado ó ejecutado en el país con ante- 
rioridad á la solicitud de su patente, habiéndose producido por 
las partes la que espresa el certificado del actuario de foja 
ciento siete. 

Y considerando: 1^ Que la prueba producida por los señores 
Tabacco, consistente en el testimonio de los testigos Teófilo La- 
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nús, foja noventa j dos; Domingo Fidanza, foja noventa j cua- 
tro; David Perasso, foja noventa y ocho; José Coccio, foja cien- 
to una; Antonio Merandi, foja ciento tres; Carlos Bernasconi, 
foja ciento cinco^ é informe del Presidente del Club Industrial, 
foja ciento diez, no ha justificado la verdad del punto en cues- 
tión, pues su dicho se reduce á establecer que siempre han te- 
nido á los señores Tabacco como inventores del aparato, mien- 
tras que lo que se ha sometido por el auto de prueba, es la ave- 
riguación de si tal aparato era ya conocido y ejecutado en el 
país con anterioridad á la patente de invención. 

S"" Que á este respecto la prueba de los señores Elizondo es 
concluyente^ el testigo Miguel Cogo, á foja cincuenta y seis, 
declara que desde Octubre de mil ochocientos ochenta, usa apa- 
ratos iguales á los de Tabacco; Antonio Debernardi, á foja cin- 
cuenta y ocho, declara, que desde Octubre del año setenta y 
ocho usa dos aparatos del mismo sistema; Domingo Privano, á 
foja sesenta y una, declara que emplea desde el año ochenta un 
aparato igaal y que lo conocía desde el setenta y ocho; Bicardo 
Agar, á foja sesenta y seis, declara que vio el mismo aparato en 
casa de Elizondo el año ochenta y dos, y que ha visto dibujos 
de fabricantes] extranjeros iguales al patentado, cuyos folletos 
han sido distribuidos con profusión por el declarante como de- 
pendiente de la casa de Forrester y C'; Juan Opizzi, á foja se- 
senta y nueve, declara que el año ochenta D. José Marquini le 
prestó un aparato igual; Pedro Serveseno, Andrés Orazeto, San- 
tiago Cascormini y Pedro Rolando, cuyas declaraciones corren de 
fojas ciento veinte y siete á ciento treinta y seis, declaran con- 
testes que como chacareros que son, conocen el aparatodesde el 
año ochenta y dos por haberlo comprado á D. Pedro Jauregoi- 
tia, quien en su declaración de foja ciento treinta y seis, corro- 
borra el aserto; y finalmente los testigos Juan Arcorsi, Domingo 
Payró y Antonio Casas, en sus declaraciones de fojas ciento cin- 
cuenta y ocho á ciento sesenta y una, declaran lo mismo, aña- 
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diendo, que ellos coübtrayen desde hace seis años aparatos igua- 
á los patentados y que D. Miguel Massio es el primer cons- 
tructor en San Martin, desde hace quince años. 

3^ Que dados estos antecedentes, son de estricta aplicación 
al presente caso^ las disposiciones de los artículos primero, 
cuarto y cuarenta y seis de la Ley de Patentes de Invención en 
todos lo que se exije la calidad de novedad en el invento, para 
ser objeto de una patente válida y la interpretación de los es- 
positores como la jurisprudencia en Francia lo ha establecido 
según lo testifican Dalloz Brevet dSnvention, N** 70, y Pardessus* 
N** 173, que dice que importa poco que la divulgación del inven- 
to eman& de su autor ó de cualquiera otro, pues en uno como en 
otro caso, la publicación no dá lugar á la patente y á este res- 
pecto están dos resoluciones de la Corte de Douai. 

Por estas consideraciones, fallo declarando que los deman- 
dantes D. Francisco y D. Alejandro Tabacco no han probado 
su acción contra los señores Elizondoy C", habiéndolo hecho es- 
tos respecto á la escepcion de falta de novedad en el invento. 
En su consecuencia, y de acuerdo á los artículos primero, cuarto, 
cuarenta y seis y cincuenta y uno de la ley de la materia, de- 
clárase nula la patente de invención espedida á favor de los se- 
ñores Tabacco, por un aparato ó máquina de agricultura deno- 
minado € Escardillo Aporeador Argentino > y á los demandados 
libres de todo cargo por la demanda entablada y facultados 
para seguirla esplotacion de dichos aparatos, á cuyo efecto se 
levantará el embargo, notificándose al depositario y á salvo sus 
derechos para dirijir su acción por la satisfacción de daños y 
perjuicios, y siendo á cargo de los demandantes, las costas del 
juicio. Hágase saber, notifíquese original, repónganse los se- 
llos y comuniqúese al Comisario de la Oficina de Patentes á los 
objetos que previene el artículo cincuenta y dos de la citada ley. 

Andrés Vy arriza. 



DE JUSTICIA NACIONAL 161 



FaIIo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 4 de 1888. 

Yistos: Considerando que si bien la patente presentada por 
los demandantes establécela presunción legal á sa favor^ de la 
novedad del invento, los demandados han probado suficiente- 
mente que ese invento era conocido por folletos y publicacio- 
nes de los fabricantes extranjeros, y estaba en esplotacion con 
anterioridad á la patente. Por esto, y sus fundamentos, se con- 
firma con costas la sentencia apelada de foja doscientos veinte y 
siete; y devuélvanse previa reposición de sellos. 



ULADISLAO FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGtiüEN. — G. S. DE LA 
TORRE. — SALCSTIANO J. ZA- 
YALIA. 



T. IV ^^ 
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CAUSA €¥II 



Contienda de competencia negativa entre el juez Federal del Pa- 
raná y el del Crimen de Concordia, en la causa criminal con- 
tra Antonio García^ por homicidio de Gerardo Lescano en 
Ayuy Chico. 



Sumario. — No corresponde á la justicia federal el conoci- 
miento de crímenes cometidos en tierra firme, faera de la linea 
de las aguas y de los lugares á que se refiere el artículo 3"^ inciso 
2^ de la ley sobre competencia de los Tribunales Federales. 



Caso.— En la causa seguida por muerte dada & Gerardo Les- 
cano en Ayuy Chico, se suscitó entre el Juez Federal del Pa- 
raná y el del Crimen de Concordia^ una contienda de competen- 
cia negativa. 



Pallo del Jíuea Federal 

Paraná, Abril 24 de 1888. 

Siendo indispensable que conste en los mismos autos la com- 
petencia de los jueces Federales para tomar conocimiento de ellOH 
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por ser escepcional la jurisdicción que ejercen ; y no apareciendo 
de este sumario que el homicidio de Gerardo Lescano haya teni- 
do lugar en las aguas del Uruguay ni en un punto de la costa 
hauado por ellas en su mayores crecientes, sino que al contrario, 
el hecho ocurrió en tierra firme, cerca del buque en que se pro- 
ponían hacer leña los marineros de la Sub Prefectura ; y estando 
resuelto por la Suprema Corte en el fallo recaido en la causa con- 
tra Martin Flores, que los crímenes cometidos en tierra firme de- 
ben ser juzgados por las autoridades provinciales; declaro que 
la competencia^de este Juzgado no está establecida en el presen- 
te caso y que su juzgamiento corresponde á la jurisdicción pro- 
vincial. En consecuencia devuélvase al juez de Concordia, con 
nota. 

T. Pinto . 



ACTO DEL JUEZ DEL CRIMEN 



Concordia, Mayo 28 de 1888. 

T visto: Besaltando : l^Que el Juez federal de Sección de esta 
FroTincia se declara incompetente para entender en esta causa, 
porque no consta de autos que la muerte de Lescano se haya co- 
metido en las aguas del Uruguay ó en un punto de la costa ba- 
ñado por ellas, en las mayores crecientes (Resolución de foja 37). 

2^ Que la muerte de Lescano fué cometida un poco más arriba 
del € Ayuy chico », en la ribera del rio Uruguay y dentro de los 
35 metros de la jurisdicción nacional (Informe de foja 40 v.). 

Y considerando : 1^ Que es de la esclusiva competencia de la 
Justicia Nacional, el conocimiento y juzgamiento de los crímenes 
y delitos cometidos en los rios, puertos é islas y en todos los pa- 
rajes en que el Gobierno Nacional tenga absoluta y esclusiva 
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jorisdiccion (incisos 2** y 4^, artículo 3°, Ley de jurisdicción y 
competencia de la justicia nacional de 14 de Setiembre de 1863). 

2" Que en la calificación de rios y puertos, no debe entenderse 
simplemente la superficie de tierra cubierta por las aguas, en el 
primer caso, y los puntos en que atraquen buques de alto bordo, 
en el segundo^ sino que se entiende que el rio llega hasta la 
linea de los 35 metros fijados por la ley civil como restricción al 
dominio impuesto á los propietarios ribereños; y por puerto se 
entiende todo paraje ó lugar de importación ó exportación de 
mercaderías, como ya lo tiene resuelto la Suprema Corte en las 
causas seguidas á Miguel Arrietapor homicidio (Causa LXYII, 
tomo 14, 2" serie, pág; 344)y á Baldomcro Tofré, por igual deli- 
to (Causa LXXIX, tomo 16, 2* serie, pág. 419). 

3® Que la muerte del marinero Gerardo Lescano, fué cometi- 
da por el de igual clase Antonio García, mientras ambos trabaja- 
ban en desempeño de una comisión ordenada por sus superiores 
empleados de la Sub Prefectura de este puerto, y estando bajo 
las inmediatas órdenes del cabo de mar y muy posiblemente ar- 
mados con las armas de la Nación y ostentando las insignias na- 
cionales de su clase de marineros oficiales. 

4"" Que el hecho, además, se cometió en la ribera, y aún cuando 
se hubieran alejado de la costa, por lo menos^ la jurisdicción hu- 
biera sido concurrente y en ese caso el juez competente sería 
el federal, por cuanto la justicia nacional previno en la causa. 

Por tales fundamentos, y no obstante lo dictaminado por el 
agente Fiscal fallo : declárase incompetente este Juzgado para 
entender en la presente causa por pertenecer su conocimiento á 
la justicia nacional. Elévense los autos á la Suprema Corte ha- 
ciéndose saber esta resolución, con copia de ella, al Juez Fede- 
ral de esta Sección val Superior Tribunal de la Provincia, notifí- 
quese también al procesado García, pudiendo nombrar si lo de- 
sea^ su defensor. 

Raimundo Naveira. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCUUADOn GENERAL 

Suprema Corte : 

Todo induce á creer que e! hecho que origina este proceso, tuvo 
lugar á una distancia de la ribera á que no alcanzan las aguas 
del Uruguay en sus crecientes ordinarias, y fuera por consi- 
guiente, déla jurisdicción nacional. 

« El marinero LescanOy dice el procesado en su declaración de 
foja 3, salió fuera del monte donde se encontraba». En los lu- 
gares bailados periódicamente por las aguas, no hay montes, á 
no ser de sauces, que no constituyen la flora de las márgenes 
del Uruguay á la altura de Concordia. 

£1 marinero Ramón Martínez, que es de suponer estaba en la 
falúa ó on la ribera, declara que se encontraba á una distancia 
algo regular, que no le permitía oir la disputa (f. 7). 

En su declaración ante el Juzgado de Concordia, el procesado 
ratifica su afirmación de que la provocación tuvo lugar estando 

* 

ambos en el monte, y agrega que Lescano salió á una cuchillita 
de pedregullo, desde donde le provocó nuevamente^ que él salió 
entonces, y habiendo recibido una pedrada en la cabeza, sacó un 
cuchillito que llevaba, é infirió al agresor la herida de que murió. 

Después de estas dos declaraciones, únicas del sumario, puede 
admitirse como un hecho, que la muerte de Lescano tuvo lugar 
á una distancia de la ribera del Uruguay á que no alcanza la juris- 
dicción nacional. 

Poco importa que estuviera dentro de los treinta y cinco me- 
tros de ribera, según informa por referencias el Sub-Prefecto. 

El señor Juez de Concordia está en error al suponer que la 
jurisdicción de la-Nacion, dentro de dichos 35 metros, es esclu- 
siva ó concurrente en materia criminal. No hay ley alguna que 
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así lo establezca, y de la jarispradencia que se desprende de 
niimerosos fallos de esta Corte, se deduce todo lo contrario. 

La jurisdicción de la Nación dentro de los 35 metros, es nece- 
saria 7 csclusiva en cuanto se refiere á la navegación y & la per- 
cepción de la renta. 

No se alcanza empero, la razón porqué siendo de escepciony 
restrictiya, había de estenderse á objetos que más directamente 
caen bajo la esfera de acción ordinaria j amplia de la justicia 
local. 

Por esto, pienso que debe Y. E. confirmar la jurisdicción del 
Juzgado de Concordia. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 



Baenos Aires, Agosto 7 de 1888. 

Vistos : Besultando que el hecho que motívala presente causa 
se ha ejecutado en tierra firme, fuera de la linea de las aguas y 
de los lugares á que se refiere el artículo tercero, inciso segundo 
de la Ley sobre Jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales; y atento lo pedido por el Señor Procurador General, 
se declara que el Juez competente para conocer en ella, es el de 
lo Criminal del Departamento de Concordia. Remítansele, en 
consecuencia, los autos, y avísese por oficio al Jaez de Sección 
de Entre-Bios. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
FRÍAS. — FEDERICO IBARGÜREN.— 
G. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
J. ZAVAUA. 
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CAUSA C¥III 



Don Antonino Urraco contra don Francisco TroaneSj por cobro 
de pesos; sobre multa por infracción de la ley de sellos 



Sumario. — 1® La multa por infracción de la ley de sellos es 
una pena, que debe 6 no imponerse, según sea la ley más be- 
nigna dictada entre la fecha de la infracción y la de su aplica- 
ción. 

2^ T7n contrato que en la fecha de su otorgamiento debió set 
estendido y no lo fué, en papel sellado nacional, bajo multa del 
déclupo, no está sujeto á esta pena, si se presenta en juicio^ 
cuando por ley posterior, quedó suprimida esa obligación. 



Ca^o.— En 30 de Junio de 1886 Don Antonino TJrraco, argen- 
tino, demandó á Don Francisco Troanes, estrangero, por cobro 
de pesos, procedentes de un contrato de arriendo otorgado en el 
Rosario en 1^ de Abril de 1878 en sello de la provincia de Santa 
Fé. 

Conferida vista al Procurador Fiscal, este dijo que el contrato 
estaba estendido en contrayencion de la ley nacional de sellos 
vigente, y debía imponerse la multa establecida por esta. 
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Falto del «Mea Federal 



Rosario, AgosU) 38 de 1886. 

De acuerdo con lo díctamiDado por el Procuradoi Fiscal agre- 
gúese en sellos y en térmiuo de tercero día, la multa correspon- 
diente, debiendo reponerse el papel en el acto de la notifica- 
ción. 

G. Escalera y Zuviria . 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 25 de 1888. 
Suprema Corle: 

El documento de foja 11, no 10, como dice oí señoi Pro- 
carador Fiscal, esuD contrato entre argentino 7 estrangero, ce- 
lebrado en la provincia de Santa Fé, en 1878. 

Con arreglo i la ley de este año, no á la ley vigente, como 
dice también el señor ProcuradoT Fiscal, el contrato debía esten- 
derse en el sello nacional correspondiente, puesto que recaía so- 
bre asuntos ó negocios que por razón de las personas , tenian que 
ocurrirá la jurisdicción nacional, según los términos del ar- 
tículo 3" de la ley de 1878 ya citada, y lo resuelto por esta Cor- 
te en la causa serie 2*, tomo 14, piSgina 636. 

La sentencia recurrida es por tanto, de toda exactitud, y debe 
V. E. confirmarla. 

Eduardo Costa. 
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Fallo de Ia Suprema Corle 



Buenos Aires, Agosto 7 de 1S88 

Tistes y considerando: Qae la malta en materia de impues- 
tos fiscales, como en general, en todos los casos de contravención 
á las leyes, constituye una verdadera pena, sometido, saláoslos 
casos de escepcion por la ley, á las reglas que rigen la aplicación 
de las penas en general. 

Que siendo un principio de derecho común, que domina toda 
la legislación penal y que consagra especialmente el artículo 
cuarenta y ocho del Código vigente sobre la materia, que en caso 
de modificarse la ley entre la fechado la comisión del delito y la 
del fallo, ó durante la ejecución de la condena, la pena aplica- 
ble será siempre la másbenigna, debe decidirse igualmente que 
cuando la ley nueva suprima todo castigo para el acto que la 
anterior consideraba como punible^ deb6 este quedar exento de 
toda pena. 

Que tal es el caso actual, pues si la ley de sellos vigente á la 
época del otorgamiento del documento de foja once, hacía obli- 
gatorio el uso de papel sellado nacional en las obligaciones en- 
tre particulares, cuyo conocimiento correspondiese ala justicia 
nacional por razón de las personas, castigando la infracción con 
la pena del décuplo del valor del sello dejado de usar, la dictada 
para el corriente año, ha suprimido tal obligación y. con ella^ la 
pena impuesta á su infracción. 

Por estos fundjamentos: se revoca el auto apelado de foja 
diecisiete, declarándose que Don Francisco Troanes cumple con 
agregar álos autos el sello correspondiente al valor del contrato 
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de foja once, segaa la tasa legal. Repónganse los sellos y de- 
TuélTanse. 

BENJAMÍN VICTORICA. — ULAÜISLAO 
FRUS. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TIANOJ.ZA VALIA. 



CAVSA €IX 



Don Ignacio Comas contra Don Carlos Casado, por demanda 

de jactancia; sobre competencia. 



Sumario. — Las diligencias preparatorias de la demanda 
de jaotaacia contra un estrangero, lío atribuyen la jurisdicción 
federal en la causa que este ha entablado ante la justicia local, 
antes de radicada dicha demanda de jactancia. 



Caso. — Loesplica el 
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Fallo del Jíuea Federal 



Rosario, Setiembre 7 de 1887. 

T yisto este incidente sobre competencia, resulta: Qae con 
fecha 20 de Julio del corriente año, Don José Maria Echagüe, en 
representación de Don Ignacio Comas, se presentad este Juzga- 
do, esponiendo : que en razón de tener que deducir acciones con- 
tra Don Garlos Casado, ausente en ^Europa, por haber Don Eloy 
Palacios en representación del señor Casado, jactádose de ser 
dueño su representado de un terreno de propiedad de Comas, com- 
prometido por este en venta á la empresa del Gas de esta ciudad, 
7 no teniendo completo conocimiento sobre la ostensión j al- 
cance de los poderes conferidos por Casado á Palacios, solicita- 
ba la orden de exhibición de dichos poderes, invocando á este fin 
la facultad acordada en el inciso 2"^ del artículo 55 de la ley Na- 
cional de Procedimientos (escrito de f . 1). 

Que con fecha 25 del mismo mes, Don Carlos Castilla se pre- 
senta esponiendo : que sustituido en su persona el poder, que & 
favor del señor Palacios le había conferido el señor Casado, para 
todas las causas civiles pendientes, ó que en adelante se inicia- 
sen contra él, venía á hacer presente esa circunstancia, pidiendo 
en consecuencia se sacara copia de dicha sustitución para agre- 
garse á los autos (escrito de f. 4). 

Que aceptada esta solicitud y agregada la copia del poder, 
la parte de Comas, con fecha 1^ de Agosto, hace presente que 
no bastando el poder sustituido á Castilla por Palacios, se 
mande agregar el directamente acordado á este último por Ca- 
sado, lo cual se efectuó á foja 17 (documento de foja 12 y escri- 
to de foja 14). 

.Que con fecha 5 de Agosto, encontrándolo Comas suficiente 
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el poder del señor Palacios, entabla una demanda contra Don 
Carlos Casado por jactancia respecto al área de terreno* á que 
se lia hecho referencia en el resultando 1°, siendo proveída 
con fecha 6 del mismo Agosto dicha demanda, con el corres- 
pondiente decreto de traslado (escrito de f. 22 y auto de f. 24). 

Que con fecha 9 de igual mes, se presentó el señor Comas, 
acompañando una cédula de citación, fechada en 6 del mismo, 
corriéndosele traslado también por el Juzgado de la segunda 
circunscripcionjudicialdeesta provincia, de la demanda instau- 
rada con fecha 2 de igual mes por Don Carlos Casado contra el 
mencionado señor Comas, sobre desalojo del terreno á que se 
refiere la demanda iniciada por Comas contra Casado ante esta 
jurisdicción federal sobre jactancia, haciendo presente Comas 
que debía el infrascrito avocar la causa, por ser este Tribunal 
el único competente para entender en ella, en razón de la dis- 
tinta nacionalidad de las partes, j de que debía conceptuarse 
como iniciado primeramente el juicio ante esta jurisdicción, 
desde que formando parte de la demanda de foja 22, las actua- 
ciones preliminares, estas habían sido iniciadas con anterioridad 
ala deducción de la acción interpuesta por el señor Carlos Casa- 
do contra el señor Comas ante la Justicia Provincial. 

Que corrido traslado de ese escrito, el representante de Casa- 
do lo contesta, pidiendo el rechazo de la solicitud de Comas, 
fundándose en que antes de haber sido demandado Casado ante 
la jurisdicción federal, este en uso de un derecho perfecto, ha- 
bía primero demandado á Comas ante los Tribunales de Pro- 
vincia (escrito def. 31). 

Y considerando: Que los hechos se encuentran debidamente 
constatados en autos con el documento de foja 25 y las confe- 
siones hechas en el escrito de foja 26, habilitando así al Ju - 
gado para la resolución de esta controversia sin más trá- 
mite. 

Que de la prolija narración de los antecedentes que en concre- 
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to Sé ha hecho en la primera parte de esta sentencia, y ajusta- 
¿U)8 ellos por completo á lo que resulta constatado en autos, se 
viene en un conocimiento perfecto de que la demanda de Don 
Carlos Casado contra Don Ignacio Comas, ante la Justicia de 
Provincia, ha sido deducida eon anterioridad á la interpuesta 
por el señor Comas contra el señor Casado ante la Justicia fe- 
deral, llevando la primera la fecha de 3 de Agosto y la segunda 
la fecha 6 del mismo. 

Que siendo privativo del estrangero, cuando este es actor en 
un juicio, optar por la jurisdicción nacional ó provincial para 
deducir las demandas que hagan á su derecho, puede así el es- 
trangero señor Casado/ ocurrir legalmente & la Justicia de Pro- 
vincia, como en este casólo ha verificado. 

Que es como lo anterior un axioma en el derecho, el de que 
el hijo del país, como lo es el señor Comas, no puede declinar de 
la jurisdicción provincial, por ser esta su jurisdicción pro- 
pia. 

Que estos principios no sufren modificación alguna por la 
circunstancia de que se hace mérito por la parte de Comas, 
de haberse practicado en el Juzgado federal algunas de las di- 
ligencias previas autorizadas por el artículo 55 de la ley nacio- 
nal de Procedimientos, porque ellas no forman parte de la de- 
manda^ en el sentido de la radicación de esta, sino una vez esa 
demanda interpuesta, y á la cual vienen recien á adherirse 
aquellas otras actuaciones, formando solo entonces un todo de 
un mismo espediente. 

Que no puede entenderse esto de otra manera, á menos que se 
afirme que hay causa (contienda entre partes) donde no la hay, 
ó que cualquier diligencia preliminar forma causa por sí sola, ó 
en otros términos, que basta una diligencia previa cualquiera, 
para radicar un juicio ó una jurisdicción, sin necesitarse para ello 
'de la demanda, cuando por el contrario, la linica jurispruden- 
cia uniformemente admitida y correcta, es la de que se necesita 
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de nna demanda precisamente, para la radicaetoa de un juicio, 7 
toda otra teoría por otra parte, representaría los mayores abusoa 
L'n manos de un litigante de mala fé. 

Que el fallo de la Snprema Corte, íavocado por la paite de 
Comas, está distante también de establecer una doctrina ood- 
traria & la sentada, pues qne el espíritu de ese fallo no es otro 
siuó el de que tas diligencias preparatorias de una demanda solo 
pueden ser ordenadas por el juez qne sea competente para co- 
nocer de esta, corroborando esta interpietacion otras de las 
mismas doctrinas sentadas en ese mismo fallo que preceptúa 
>:no impórtalo anterior para qne qnede prohibida la esoepcion 
de declinatoria de jurisdicción >. 

Que por el contrario, la Suprema Corte tiene establecido qne 
la radicación de nn juicio no la produce ni aún la instauración 
de nna demanda desechada y en la que no se haya dado andien- 
uia á la parte contraria. (S. 2", t. 3°, pág. 425). 

Poi estos faudaméatos: se declara incompetente este Tribu- 
nal para entender en esta oaosa, debiendo la parte de Don Ig- 
nacio Comas ocurrir donde corresponda. 

Hágase saber con el original, j repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 

VISTA DEL SERoR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, JuUo 37 de 1688. 
Suprema Corte : 

Las diligencias preparatorias que la ley autoriza, no bastan 
por sí solas para radicar el juicio, pnes es doctrina admitida que 
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este solo se radica por la contestación á la demanda, que im- 
porta la aceptación por parte del demandado. 

Una demanda desechada in limine, sin audiencia ni citación 
de parte, no produce la radicación del juicio, ha dicho Y. E. 
(Serie 2*, tomo 3"^, página 425). Con mayor razón las diligencias 
preparatorias no la producirán. 

No estando radicado el juicio de jactancia que el señor Co- 
mas se proponía iniciar, el presunto demandado, señor Casado, 
ha podido por consiguiente ocurrir ante el Juez local, en uso 
de su derecho, que la ley ha conferido al extrangero, y al que 
no hahía renunciado. 

Encuentro fundada la sentencia recurrida y pido su confir- 
mación . 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Coria 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1888. 

Yistos: por sus fundamentos, y de conformidad con lo espuesto 
y pedido por el señor Procurador General en su precedente yista, 
se confirma con costas el auto apelado de foja treinta y seis ; 
y deTuélTase previa reposición de sellos. 



benjamín VICTORIGA. — ULADISLAO 
FRUS. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. 
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CAUBA ex 



D. Santiago Santa Coloma, defensor de D. Estanislao de Santis, 
contra U. Justiniano Torres, por daños y perjuicios ; sobre 
término probatorio. 



Sumario. — El término probatorio no corre, mientras dore 
\i ausencia del Juez de la causa del asiento del Juzgado. 



Caso. — Se refiere en el 



r»!!* del Jíues Federal 

Catamsrca, Febrero 10 de 1888. 

Y vistos : en el incidente sobre Tencíniiento del término de 
prueba del qne resulta que él comenzó á correr desde el vein- 
tlnueve de Noviembre último, habiéndose, según informe del Se- 
cretario, cerrado el despacho el dos de Diciembre y abiértose 
uuevamente el veintitrés de Enero cuando el suscrito se recibió 
del cargo ; que en tal virtud la cuestión & resolver es si debe con- 
siderarse suspendido el término de prueba durante el tiempo 
que el Juez Dr. Quiroga no concurrió al- despacho. 
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Y considerando : Que la ley no ha esceptuado sino los dias 
feriados, entre los oaales no se cuentan aquellos en que el Juez 
no concurre al despacho (art. 19, Ley Nacional sohre procedi- 
mientos). 

Que la parte demandante, así como solicitó con fecha diez de 
Enero próroga del término, entregando la solicitud de foja trein- 
ta y cinco al Secretario, que le fué acordada con fecha veinti- 
cuatro del mismo mes, pudo durante ese tiempo y aún desde el 
veintitrés de Enero adelante, en que el Juzgado estaba funcio- 
nando, hasta el tres de Febrero, dia en que vencía, intentar la 
producción de prueba por su parte, puesto que el Secretario, se- 
gún su informe, ha estado permanentemente en esta ciudad an- 
tes y después de las vacaciones, lo que no ha hecho. 

Que si bien los inconvenientes anotados pudieron dar margen 
á que se recibiera la prueba después de vencido el término, esto 
sería cuando la parte hubiera procurado producirla antes, lo 
que no ha hecho y recien al hacerse la publicación de probanzas 
dice no estar vencido el término. 

Que esos inconvenientes, siendo comunes á las partes, .no han 
obstado á que el demandado produjera prueba, y por lo tanto, 
es imputable al demandante el hecho de no haber intentado 
producir la suya. 

Por tanto, se resuelve : que el término de prueba está vencido. 
Hágase saber original y repóngase el sello. 

Francisco C. Figueroa. 

Auto del iluez Federal 

Catamarca, Febrero 18 de 1883. 

El demandante Sr. Santa Oolóma, al notificársele la publica- 
ción de probanzas hecha por el Secretario, pidió que no se com- 
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pntara el tiempo en que el Juez Dr. Qairoga no asistió al des- 
pacho. En tal concepto el Juzgado, en el auto corriente á foja..., 
estableció claramente a que la cuestión á resolver era si debía 
considerarse suspendido el término de prueba durante el tiempo 
que el Juez Dr. Quiroga no concurrió al despacho»; j por lo 
tanto, la parte resolutiva de dicho auto no tenía otro alcance 
que el de resolver por la negativa la enunciada proposición. 

Y considerando : 1® Que el dematídante pide revocatoria del 
auto, fundándose en que no debe computarse en el término pro- 
batorio el referido tiempo, porque no asistiendo el Juez no po- 
dían actuarse diligencias judiciales y por no figurar en el es- 
pediente la copia de un inventario qué solicitó, antes de la aper- 
tura de la causa aprueba, se pidiera al Jaez partidario de Capa- 
yany que el Juez decretó que se reservara para su tiempo. 

9!^ Que no habiendo otros dias esceptuados por la ley que los 
de fiesta religiosa ó cívica, los de vacaciones, los de Carnaval 
y Semana Santa, la parte final del artícalo diecinueve de la Ley 
sobre Procedimientos no puede referirse sino á esos, en que por 
las leyes generales vigentes están prohibidas las actuaciones ju- 
diciales (art. i"" del Reglamento para los Juzgados Federales^ 
concordante con las leyes 33 á 38, tít. 2% Part. 3"). 

3^ Que considerándose como un principio de derecho público la 
prohibición de actuar en los dias y horas inhábiles, el Juez no 
puede hacer estensivo á otros dias que los espresamente deter- 
minados (Beus, Comentario ^\ dji. 256 de la Ley de Procedi- 
mientos de España). 

4° Que el hecho de no figurar en el espediente la copia á que 
queserefieie el demandante, en nada-afecta el caso^ufr/ucítce, 
porque el Juzgado no se había pronunciado, ni el Juez conocía 
la solicitud, pomo haber visto los autos. 

Por estas consideraciones y las espuestas en el auto cuya re- 
vocatoria se pide, se declara que la parte dispositiva del referi- 
do auto solo importa resolver que debe computarse en el tér- 
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mino de prueba el tiempo que el Juez no concurrió al despacho; 
y por lo tanto^ no se hace lugar á aquella, concediéndose en relti- 
cion el recurso de apelación interpuesto en subsidio, debiéndo- 
se en consecuencia remitir los autos á la Suprema Corie, desig- 
nándose á las partes el término de cuarenta dias para' su compa- 
rencia ante ella. Hágase saber con el original y repónganselos 
sellos. 

F, C. Figueroa, 



Fallo de %m Suprema Corto 



Buenos Aires, Agosto II de 1888. 

Vistos y considerando : Primero : Que consta del informe 
del Secretario que el Juzgado estuvo clausurado de hecho desde 
el dos de Diciembre, por haberse ausentado el ex- Juez doctor 
Quiroga, con motivo de haber solicitado su jubilación, y conti- 
nuó cerrado hasta el veintitrés de Enero, dia en que se recibió 
el nuevo Juez. 

Segundo : Que durante ese tiempo, las partes han estado im- 
pedidas de usar del término probatorio para la producción de 
sus pruebas, viéndose así privadas de un derecho que la ley les 
acuerda, cómo uno de los medios más eficaces de defensa en 
juicio. 

Tercero : Que ese hecho es esclusivamente imputable á la au- 
toridad y no á negligencia de las partes, pues si bien estas po- 
dían presentar sus escritos en Secretaría, esto no bastaba para 
mantener ese derecho en toda su integridad, desde que no había 
Juez que proveyese á sus solicitudes. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 5 
y se declara que el término de prueba no ha corrido en los dias 
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en que el Juzgado estuvo cerrado por ausencia ó falta del Juez; 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín YiGTORiGA (en disi- 
dencia). — ULADISLAO FRÍAS. 
— FEDERICO IBARGÚREN. — 

c. s. DE LA TORRE (en disiden- 
dencia). — salustiano j. za- 

VALIA. 



DISIDENCIA 



Vistos 7 considerando : Que es de ley que dentro del término 
asignado para la prueba, debe solicitarse toda la que convenga 
al derecho de los litigantes, y que no exonera á estos del cum- 
plimiento de aquel deber la enfermedad 6 inasistencia del Juez 
á su despacho, por este ú otro motivo análogo, aún cuando pue- 
dan ellos siempre instar por la recepción de aquellas diligencias, 
que solicitadas á tiempo, no hayan podido sin embargo produ- 
cirse dentro de él, por los motivos aducidos. 

Por estos y los fundamentos del auto apelado de foja..., se 
confirma dicho auto, con costas; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN YICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. 
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CAVSA €XI 



José Badaracco é hijos, contra D. José T. Nata; 
sobre compulsa de libros. 



Suma?'ib.— ?or la Ley Nacional de procedimientos, no sé ad- 
mite la compulsa de libros^ como diligeDcia previa á la de« 
manda. 



Caso. — José Badaracco é hijos presentaron una cuenta de 
7562 pesos 23 centavos m/n á cargo de D. José T. Nata, y pi- 
dieron se compulsara la exactitud de dicha cuenta con sus libros, 
para poder tomar respecto del deudor medidas de seguridad. 



Fallo del iluez Federal 

Buenos Aires, Febrero 21 de 1888. 
Por presentado, en cuanto ha lugar, y constituido el domicilio 

« 

legal ; atento lo dispuesto por el artículo 56 de la Ley Nacional 
de Enjuiciamiento, no ha lugar á lo que se solicita. 

Virgilio M. Tedin. 
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Auto del iliies Federal 



Buenos Aires, Hayo 22 de 1888. 

Por los fundamentos del auto recurrido y considerando ade- 
más : que la compulsa de los libros de la casa de Badaracco é 
hijos, se pide con el objeto de presentar un elemento de prueba 
contra un tercero, á fin de obtener el arraigo del juicio que se 
piensa promoverle por cobro de pesos ; que el arraigo del juicio 
sólo puede decretarse en presencia de escritura pública \í otra prue- 
ba fehaciente, conforme loprescribe el inciso 3° del artículo 55 de 
laLey Nacional de Enjuiciamiento, y lo ha resuelto en repetidos 
casos la Suprema Corte; que en este concepto, es inadmisible esa 
diligencia por inoficiosa, porque los asientos de los libros de los 
comerciantes solo son admitidos como medio de prueba en juicio 
contradictorio entre comerciantes, en hechos de su comercio, con 
el valor que le dan los demás elementos de prueba acumulados 
en el proceso, 6 cuando el adversario no presenta asientos en 
contrario, en libros arreglados á derecho, con arreglo á lo dis- 
puesto en el artículo 76del Código de Comercio; que no habiendo 
deducido acción alguna aún, contra Nata, la compulsa solicita- 
da se encuentra comprendida entre las medidas que no es per- 
mitido solicitar antes de la demanda, conforme al artículo. 
56 de la ley antes citada. 

Foresto, no ha lugar ala revocatoria solicitada y se concede 
la apelación en relación para ante la Suprema Corte, elevándose 
los autos con noticia de las partes. 

Virgilio M. Tedin. 
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FaIIo de la SupreniA Corte 



Buenos Aires, Agosto II de 1888. 

Vistos : por sas fundamentos, se confirma^ con costas, el auto 
apelado de foja cinco vuelta y el de foja once. Respuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — ULADIS- 
LAO FRÍAS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN.— C. S. DE LA TORRE. — 
SALUSTIANO J. ZA VALIA. 



CAIJ»A CXII 



D" Andrea Fernandez Oro de González, por si y por una hija 
menor, contra D. Miguel Quinteros; sobre interdicto de adqui- 
rir. 



Sumario. — Esnulolo actuado, sin la intervención del Minis- 
terio de Menores, en juicio en que se versa el interés de menores. 
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Caso. — Ed bl inteidicto de adquirir que D* Andrea Fernandez 
Oro de González, por si j por una bija menor, entabló contra D. 
Miguel Quinteros, no fué citado ni interTÍno el Ministerio de 
Menores. 



FbIIo «¡el Juex redcral 



Paraná, Julio Ifi de 1887. 

Considerando: que si bien resulta ser inexacto el hecho en qne 
se funda el auto d<¿ foja veinte y seis vuelta y foja veinte y 
siete, por cuanlo en el capítulo 3" del escrito de foja... se limita 
la demanda á las dos partes que corresponden en el campo á 
Doña Andrea Fernandez Oro y su hija menor, el título con 
que se demanda la posesión contra Quinteros es una escritura 
de venta otorgada por el Gobierno de la Provincia, y aunque 
se admitiese qne el interdicto de adquirir procede de otros ca- 
sos que los de sucesión hereditaria, seguramente no está com- 
prendido en ellos aquel en que un comprador trata de adqui- 
rir la posesión de la cosa comprada de un tercero qne la tiene, 
parque los contratos no producen efecto contra terceros que no 
han intervenido en ellos (articulo mil ciento noventa y dos, Có- 
digo Civil), como sucede en el documento á resolverse; qne por 
otra parte, el artículo trescientos veinte y seis de la ley Nacio- 
nal de Procedimientos, solo concede el interdicto de adquirir, 
cuando nadie posea & titulo de dueño 6 de usufructuario, y Quin- 
teros, poseedor confesado por la parte actora, ha fundado su opo- 
sición en nu contrato de compra-venta con la demandante, por 
el que dice adquirió el derecho de poseer, y si bien no ha exhi- 
bido en la misma audiencia la escritura de compra-venta, limi- 
tándose á indicar el registro en el cual existe y pedir se man- 
da agregar, no es de cargo del poseedor producir prueba en el 
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juicio sumario, porque él posee porque posee, y no está obliga- 
do á producir su título á la posesión (artículo dos mil trescien- 
tos sesenta y tres, Código citado) sino el demandante, quien 
debe probar los estremos del interdicto. Qae por consiguiente, 
no habiendo el actor justificado en la audiencia de foja ocho 
vuelta, los dos hechos que dan fundamento á este interdicto, 
basta que el actual poseedor se oponga manifestando que posee 
á título de dueño, para que sea respetado en la posesión in- 
terna, y la causa se sustancie en juicio ordinario, como lo pre- 
viene el artículo trescientos treinta y seis de la Ley Nacional de 
Procedimientos. 

Por estas consideraciones, se deja sin efecto el auto de fojas 
veinte y seis vuelta y veinte y siete, en que se abrió esta causa 
á prueba, y se resuelve que no ha lugar al interdicto deducido, 
con costas; y en cuanto á la apelación interpuesta, habiéndose 
reconsiderado el auto recurrido, no ha lugar. Hágase saber y re- 
póngase. 

M. de T. Pinto. 



VlStA DEL nCFENSOn DE INCAPACES 

Buenos Aires, Agosto 6 de 1888. 

Suprema Corte : 

A mi juicio, el apoderado de la señora de González no ha jus- 
tificado los hechos que dan fundamento al interdicto de adqui- 
rir, los que la Ley de Procedimientos enumera en el artículo tres- 
cientos veinte y seis. Nada tengo que observar á la sentencia 
recurrida, respecto á la cuestión de fondo. 

No me sucede lo mismo en lo que se refiere á los procedí- 
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mientos que se han segoido ante el inferioi. Creo que todo lo 
observado ante él 6s nulo poi no habérsele dado al Ministerio 
e menores la interrencion que le corresponde en este juicio, 
como lo establece el artículo cincuenta y nueve del Código Ci- 
Til, j espero que V. £. así lo declare, de acuerdo con lo dis- 
puesto en el articulo mil cnarenta j siete del Código ci- 
tado. 

Gervasio F. Granel. 



■tello de la BapraniM Corte 



Buenos Aires, Agosto II de 1888. 

Vistos: Atento lo pedido por el Defensor de Incapaces en la 
vista que precede; y de conformidad á lo dispuesto por los ar- 
tícDlos cincuenta y nueve y mil cnarenta y siete del Código Ci- 
Til, declárase nulo todo lo obrado; y devuélvanse al Juez de 
Sección, para que proceda con arreglo á derecho. Eepónganse 
los sellos. 



BECUANIK TICTORICA. — OLADIS- 
LAO FRUS. — FEDERICO IBAR- 
CCREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO i. ZAVALU. 
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CAUSA CXIII 



El Dr. D. Francisco J. Oríiz. contra D. Macedonio Beniíez, 
por consignación ; sobre intereses. 



Sumario. — Deolarada válida la consignación, el deudor queda 
exonerado de pagar intereses. 



Caso. — En la causa del Dr. D. Francisco J. Ortiz contra D. 
Macedonio Benitez, sobre pago por consignación, quedó ejecuto- 
riada, por deserción del recurso, la siguiente : 



Senteitela del Suem Peder a1 



Salta, Junio 31 de 1887 

T vistos estos autos, de los cuales resulta : 

Que en I"" de Enero de 1883 se constituyó deudor el Dr. D. 
Francisco J. Ortiz en favor de D. Macedonio Benitéz, por la 
cantidad de 20.000 pesos bolivianos moneda corriente, en chiro- 
las de 14 centavos fuertes. (Documento f . 72) . 



m* 
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Que habiendo rehusado el acreetior reoibit Í3.200 pesos mo- 
neda nacional, fué esta suma conaigoada en billetes del Banco 
Nacional, como su justo equivalente de los 20.000 pesos bolíTÍa- 
nos y sus intereses, y demanda, en coiisecuenciü, la devolución 
y cüncclacion del documento citado. 

Que Benitcz se opone ala consignación, fnnd.índose en lo 
siguientf-: quedebiü hacerse en la moneda estipulada, en eh¡- 
rolaa de 14 centavos, ó en su defacto en moneda nacional al 
cambio corriente en el dia del vencimiento de la obligación ; qne 
la consignación se ha hecho al tipo de tabla, sin añadir la di- 
farencia eu favor del boliviano, diferencia que no puede de pron- 
to precisar porque oscila entre un 1 5 ó 20 ° '„; que si es verdad 
que pasó la cuenta de foja 32 con la relación correspondiente á 
moneda nacional, fué con el objeto de cobrar intereses en una 
fecha en que no había diferencia con el boliviano, es decir, que 
por cada cien pesos en bülutes se daban ciento setenta y dos 
pesos ochenta y un centavos boliviano. 

Agrega, en el último otrosí, que los intereses correspondientes 
al año de 1884, fueron pagados. 

Y considerando: Primero: Que la cuestión consisto en averiguar 
si los 13.200 pesos moneda nacional consignados, es el equiva- 
lente de bs 20,000 pesos bolivianos con sus intereses devenga- 
dos, y si se dt'be mayor cantidad por premio de esta moneda 
sobre aquella. 

Segundo : Que habiendo estipulado en ol documento que Bea^J 
tez podía retir.ir el dínaro prestado de poder de Ortiz aOB- 
dias de anticipación, y no constando que el aviso fuera á 
existe un plazo íijo de venciin 

Tercero: Que á esto se agr^^^^n 3^ 

por Benitez en Enero do 18¡ 
dnccion del boliviano á n 
valencia de la tabla de re^ 
pesos Si ceiilams boliviu 
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Cnarto : Que el fundamento alegado, de qae se hizo la ndoo- 
cion solamente para estraer los ¡ateieses á moneda nacional j 
por cuanto en esa fecha no existía premio en favor del hoIifU- 
no, no 6i atendihle para fondar despnes un reclamo por dife- 
rencias, máxime cnando el acreedor señor Benitez fijd la forma 
do pago, pasando á au deudor la referida cuenta. 

Qainto: Qne desde esa ¿poca, acreedor y deador dieron lain* 
terpretacion j sentido jjde la frase contenida en la obligación 
respecto & la moneda; el primero, en la reducción que hito ; (í! 
segundo, con so tácita aceptación (inciso 4° del art. 295 d«l C<^ 
digo de Comercio). 

Sesto : Que asi como Ortiz no huhiese podido cobrar jíBeailnn 
premio alguno en el caso de que el billete lo hubiese teud»9a!l>> 
época del pago, porque su ¡valor estaba fijado en la taHa 4( rv- 
dnocion, del mismo modo no hay derecho de cobrarla «■ <tt e"^ 
senté, tanto más cnanto que no se ha probado qu« «t fes» li- 
viano lo tuviese. 

Por estos fundamentos, resuelvo: que la cwMtnww» ^ * 
cantidad espresada, surte los efectos de verdad*» pap. J»" *"** 
glo al artículo 759 del Código Ci?il, Encooí<e«iBia* -rf**-^** 
cancelado el documento otorgado por Orlx^ an j««*- *" 
encontrar mérito bastante para ello, » non. ñ >■ ****"*' 
la cuestión y del probable derecho qsc Sa »«*■■ "^ 
tez para, oponerse. Notifíqnese c« 
los sellos. 
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Benitez ptdi6 se condenase al Dr, Ortiz al pago de los intere- 
s estipulados de 9 "/o. 



Fallo del Jues F«l«ral 

Salta, Noviembres de 1687. 

líesnltsndo por el antecedente infoime del Secretario, subsa- 
tuida elincunTeniente opuesto por elGerente del Banco nacional, 
cúmplase con lo mandado en el decreto de fecha 31 de Octubre. 

Figueroa. 



Ah** étol Jam Federal 

Salta, Noviembre 10 de 1887. 

Importandoel decreto feohaSl de Octubre, el complimiento de 
I;i sentencia ejecutoriada que.puso término al presente pleito, no 
lia lugar & la revocatoria pne se solicita, 7 concédese en relación 
el recurso de apelación interpuesto, con arreglo al artículo 225 
de !a Lej Kacionalde Procedimientos, debiendo elevarse los autos 
originales á la Suprema Corte, con emplazamiento de las partes 
para que coucarran á oir sentencia dentro de 35 días. 

Ftgueroa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 14 de 18S8. 

Vistos y considerando : que el hecho real de la consignación 
lie la suma adendada, por el demandado, está probada por el do- 
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CTimeDto|de foja cnatro, que ella está además, declarada válida y 
legal por la sentencia ejecutoriada de foja..., y con efectos de 
pago desde el día de sa realización. Forestes fundamentos, se 
confirma con costas elanto apelado de fojaciento cinco, declarán- 
dose á la parte delDoctor Don Francisco J. Ortiz, exonerada de la 
obligación de pagar los intereses reclamados, sin perjuicio de 
las acciones que puedan corresponder á la parte de Benitez con- 
tra quien hubiese lugar, por los intereses que haya podido de- 
Tengar el depósito de foja cuatro. Repóngase los sellos; y 
devuélvanse. 



BENJAMÍN VIGTORIGA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARCtiREN. 
— C. S. DÉLA TORRE. 
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CAUSA CXIV 



Bulas de institución del Reverendo Fray Rsginaldo Toro, 
íiombrado Obispo de Córdoba. 



Sumario, — Puede concederse el pase á las Bulas de iaatí- 
tuciOQ 7 Rescriptos de Su Santidad, previo juramento del ins- 
tituido de respetar la Coastitucioii, las leyes del Congreso y lus 
derechos y regaifas del Patronato Nacional. 



VISTA DEL SE^On PROCURADOR GE:<ERAL 

Buenos Aires, Agosto 11 de 1888. 
Señor Ministro: 

Estas Bulas en nada difieren délas que han servido para la 
consagración de todos los Obispos de la Kepública. De todas las 
instituciones humanas, es bien sabido, la Curia de Roma es la 
que menos TSría. 

£1 Santo Padre dice que hace el nombramiento de Fray Re- 
ginaldu Toro sin que nadie fuera de Nos pueda mezclarse en 
esto, Y. E. sabe mejor que nadie, que el Reverendo Padre To- 
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To Tenía el primero en la terna del Senado, j qae fué Y. E. 
misma ^uien lo presentó á Sa Santidad . 

La Bala del juramento exige que el Obispo electo jure ser 
fiel y obediente á la Sede Apostólica, con prescindencia absoluta 
de la autoridad civil, que para nada menciona. Esto no obsta á 
que el mismo Obispo jure ante Y. E., respetar, ante todo, la 
Constitución, las leyes del Congreso y los derechos y regalías 
del Patronato Nacional y no prestar juramento contrario á 
este. 

Todo esto es valor entendido y es, al amparo de esta prescin- 
dencia de los hechos y de estas concesiones recíprocas, que re- 
posa con la consagración del tiempo y mientras no se llega á 
solución más radical, el modus vivendi, que permite marchar en 
armonía á las dos grandes entidades que dividen el gobierno de 
la sociedad católica. 

No veo nada que obste á que, con el acuerdo de la Corte Su- 
prema^ y previo el juramento de estilo, preste Y. E. el pase á 
las Bulas y Rescriptos presentados, salvando á la vez en toda 
su integridad los derechos y prerogativas del Patronato Na- 
cional. 

Eduardo Costa. 



Aeiieril» de li» Supremn Corte 

¿uenos Aires, Agosto 16 de 1888. 

Yistos: La Suprema Corte de Justicia presta su acuerdo para 
que el Poder Ejecutivo de la República conceda el pase, con la 
reserva, según es práctica, que indica el Procurador General 
en su dictamen de foja..., y demás que emanan de la Constitu- 
ción y leyes sobre el Patronato Nacional, á las siete bulas es- 

T. IT 13 
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pedidas por Sa Santidad, instituyendo Obispo de la Diócesis de 
Córdoba, al Reverendo Padre Fray Reginaldo Toro, elegido por 
el Gobierno de la República y presentado en forma al Samo 
Pontífice con arreglo & la Constitución Nacional. Devuélvase, 
en consecuencia, este espediente al Poder Ejecutivo, con el cor- 
respondiente oficio. 



benjamín VICTORICA. — ÜLADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALÜS- 
TUNO J. ZAYALU. 
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CAUSA CXT 



El Capitán D. JoséKibby, de la barca « J. H. Gordon », contra 
los Sres. Caffarena y Castagnino; sobre estadías. 



Sumario. — Seducida la cantidad en litigio á una suma me- 
nor de doscientos pesos, no'procede la apelación de la sentencia 
condenatoria. 



Caso. — Lo refiere el 



Ff»ll« del ^ues Federal 



Rosario, Octubre 29 de 1886. 

Vistos estos autos, en los que DonEduardoHaynes, como apo- 
derado del capitán de la barca c J. H. Gordon», don José Kibby, 
demanda á los Sres. Caffarena y Castagnino por indemnización 
de los daños y perjuicios que dice haber causado estos á su re- 
presentado, por la demora indebida y escesiva en este puerto del 
buque de su mando, que conducía un cargamento de maderas 
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para los demandados, en virtud de un nuevo contrato verbal de 
fletamento celebrado en Buenos Aires, después de terminado el 
primer contrato de New-Tork. 

Y resultando: Que entablada la deQianda á foja 6, al contestar- 
se ella por los Sres. Caffarena y Castagnino á foja 9, se han 
opuesto por ellos las siguientes escepciones: 1* la de falta de 
personería en el procurador del demandante; 2^ la de falta de per- 
sonería en los demandados ; 3*^ la de cosa juzgada; y 4* la de no 
estar obligados al pago de los perjuicios que se cobran, por no 
haber existido la demora, 6 estadías en que ese cobro se funda, 
y caso de haber existido, por no ser ellos sus causantes ; y 

Considerando t respecto ala primera escepcion deducida : 1^ Que 
el poder de foja 1 ha sido conferido para la reclamación que 
motiva este juicio, con el fin de obtener de los demandados la 
indemnización de los perjuicios que al buque se hubiesen causa- 
do, por su detención indebida, ya sea que esa indemnización sea 
requerida á título de estadías, ó bajo cualquier otra denomina- 
ción ; 2° que no puede reputarse cumplido y caducado el mandato 
por la resolución recaida en el espediente que se ha agregado ad 
effecium videndi, puesto que la sentencia que en él se dictó se li- 
mitó á rechazar la acción deducida en esos autos, por el funda- 
mento en que ella se basaba, declarando espresamente que no 
juzgaban! decidla la de indemnización de perjuicios, que apoyada 
en otros fundamentos, pudiese deducir la parte demandante, 
(considerando final de la sentencia de 21 de Agosto de 1882); y 
3"" que es aplicable á este punto la jurisprudencia establecida 
por la Suprema Corte Nacional en la causa CI, tomo 4°, serie 2^, 
página 475, con arreglo á la cual se ha hecho por el Sr. Hay- 
nes la manifestación contenida en el escrito de foja 32. 

Considerando, respecto á la escepcion de falta de personería en 
los demandados: que sobre ella determinó la precitada sentencia 
de 21 de Agosto de 1882, en los considerandos I"" á 7^ inclusive del 
primer punto por ella definido, cuyas doctrinas sobre el particu- 
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lar, se adoptan y reproduce por la presente, y que esa resola- 
cion se consintió por los Sres. Caffarena y Castagnino, haciendo 
cosa juzgada, por ese motivo y por los demás constantes en los 
referidos antos agregados ad effectum videndt. 

Considerando, respecto á la escepcion de cosa juzgada sobre el 
fondo de la cuestión subjudtce: I"" Que la mencionada sentencia 
estableció que no había llegado el caso de juzgar ni resolver en 
ella los derechos que el capitán Kibby tuviese para demandar 
indemnización de perjuicios de quien se los hubiese causado, apo- 
yado en otros fundamentos que no fuesen aquellos en que había 
basado la demanda que la motivó, es decir, en el contrato de fle- 
tamento celebrado en Nueva York, el que, por la referida sen- 
tencia, se declaró terminado en Buenos Aires. 

2°Que según resulta de esta, la acción juzgada y decidida por 
ella tenía por origen ó causa ese contrato de netamente, y la que en 
este juicio se ha instaurado, se funda en las disposiciones legales 
invocadas en el escrito de foja 6, que establecen las responsabili- 
dades civiles en que incurre aquel que por hechos propios ocasio- 
na perjuicios á otro. 

3^ Que demandándose en aquel juicio el pago de estadías que se 
suponían debidas por coAi/ra/o, y en este el de la indemnización 
de perjuicios, cuyo origen se hace derivar cíe las disposiciones 
de la íey, resulta que aún cuando puedan ser unas mismas las 
personas que litigan y una misma la cosa pedida, no existe esta 
identidad en cuanto á la cama ú origen de la demanda, no pu- 
diendo, por lo tanto, hacer cosa juzgada para este juicio, la sen- 
tencia invocada de 21 de Agosto de 1882, con arreglo á la opi- 
nión uniforme de los tratadistas, y en especial de Caravantes, 
tomo 2^, página 16, número 452 de su Tratado de Procedimien- 
tos judioiales en materia civil, párrafo referente á los « requisi- 
tos y cláusulas que se contienen en la demanda». 

T 4^ Que la doctrina espuesta, es tanto más aplicable al caso 
sub-judice, cuanto que en la precitada sentencia de 21 de Agos- 
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to espresamente se declara no juzgarse ni resoWerse por ella la 
acción entablada en este juicio, sino simplemente la de cobro 
de estadías, que se fundó en el contrato de fletamento celebrado 
en Nueva-York ; y 

Considerando, finalmente, por lo que respecta á la última 
de las escepciones opuestas por los demandados, y condensada 
al principio de la presente : 

1° Que para justificar el hecho de la demora del « Gordon » y 
causas que la ocasionaron, el demandante ha producido la prue- 
ba testimonial que corre de foja 27 á foja 28, contradicha por 
los demandados por la de fojas 37 y 38 del espediente acumula- 
doy resultando de aquella plenamente justificados, por la deposi- 
ción de los testigos Lañe y Davis, los hechos siguientes: 1® que 
la descarga del < Gordon » no presentó ninguna clase de inconve- 
niente ; 2^ que siempre había á disposición de los carreros man- 
dados por los consignatarios, gran cantidad de madera sacada 
del buque ; y 3'' que estos no daban abasto para la conducción de 
dicha madera. 

2^ Que la prueba producida por los demandados, con la decla- 
ración de foja 35, de Don Francisco Solis, que asegura era insu- 
ficiente la carga que podían dar á tierra, para ser trasportada por 
los carros, no destruye el mérito de la analizada en el conside- 
rando anterior, puesto que esa declaración es singular, por no ha- 
ber depuesto sobre este punto, en el sentido en que Solis lo hace, 
otro testigo en condiciones legales, haciéndolo solamente Don 
José Bobone (foja 38), de la firma «Bicardone y Bobone »« in- 
teresada evidentemente en el resultado del pleito definido por 
la sentencia de 21 de Agosto de 1882, en atención á que uno de 
los puntos á resolverse por ella era el de la personería y respon- 
sabilidad de esa sociedad en la gestión entablada por el capitán 
Kibby contra los señores Caffarena y Castagnino. 

3^ Que por lo que respecta á la cantidad de madera que pe- 
dia y debía descargarse diariamente, no es escesiva la de veinte 
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mil pies, fijada por el demandante, cantidad estipulada para la 
descarga por el contrato de netamente celebrado por el < Gor- 
don > en Santa-Maria, contrato que aún cuando no rige en el 
caso sub-judíce Jpor haber caducado en Buenos Aires, natural 
j legalmente, puede tomarse como norma para determinar este 
punto, con tanta mayor razón, cuanto que las declaraciones de 
los testigos Anderson y Davis (f . 27 y 28) concurren á demos- 
trar que no hay esceso del demandante en el cómputo de veinte 
mil pies de descarga diaria. 

4^ Que tampoco es escesiva la indemnización de cincuenta 
pesos oro sellado demandada por cada uno de los dias de retardo 
que sufrió el Gordon, por culpa de los demandados, en aten- 
ción á que esa fué la suma que se estipuló en el contrato mencio- 
nado en el considerando anterior, y que puede y debe ser tomada 
por analogía como norma para determinar la indemnización que 
en este juicio se reclama. 

5"* Que por lo que respecta al número de dias de demora efec- 
tiva que esperimentó el Gordon, dias que deben serle indem- 
nizados al tipo establecido en el considerando anterior, el de- 
mandante los hace subir áocho, y el demandado á tres solamen- 
te, consistiendo la diferencia entre una y otra pretensión, en 
que el demandante cuenta los dias desde el 20 de Marzo hasta 
el 19 de Abril inclusives, así como la mitad del dia 8 de Abril, 
Sábado Santo, y el demandado empieza á contarlos recien des- 
de el 24 de Marzo, eliminando por completo el dia 8 de Abril. 

6^ Que según el fallo de la Suprema Corte Nacional inserto 
en la página 591, 2'' serie, tomo 12, el término para la descarga 
de un buque debe contarse desde el dia siguiente á aquel en que 
la Aduana espide el alije, y como existe contradicción entre el 
informe de foja 4 vuelta del espediente acumulado y el de foja 
24 de estos autos, como no se ha producido otra prueba sobre 
este punto, y como en caso de duda debe favorecerse al deman- 
dado, es equitativo, racional, y justo suponer que el buque 
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no pudo empezar su descarga sino despaes del 23 de Marzo, en 
que según el primero de los informes referidos quedó habili- 
tado para efectuarla. 

7^ Que respecto al dia Sábado Santo, solo debe contarse como 
línicamente hábil por mitad para la descarga, punto sobre el 
cual coinciden los informes antes citados. 

Definitivamente juzgando, fallo : no haciendo lugar & las es- 
cepciones de falta de personería en el demandante y en los de- 
mandados, así como á la escepcion de cosa juzgada; y declaro 
que los señores CaSarena y Castagnino deben abonar, como in- 
demnización de perjuicios ocasionados al demandante D. José 
Eibby, por la detención del buque de su mando « /. H. Gordomo^ 
la cantidad de ciento setenta y cinco pesos moneda nacional oro 
sellado, correspondientes á tres dias y medio de demora injus- 
tificada, á razón de cincuenta pesos por dia ; debiendo cada 
parte pagar sus costas, y las comunes por mitad. Repónganse 
los sellos y notifíquese con el original. 

P. Nolasco Arias. 



De esta sentencia apelaron los Sres. Caffareua y Castagnino, 
y se les concedió el recurso libremente. 



Fallo de la Siipreoia Corte 



Buenos Aires, Agosto 16 de 1888. 

Vistos : Estando reducida la cantidad en litigio á la suma de 
ciento setenta y cinco pesos, y no alcanzando ella á la tasa fija- 
da por el artículo cuarto de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Nacionales, se declara improcedente el 
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recurso de apelación interpuesto; y devuélvanse, en consecuencia , 
los autos, previa reposición de sellos. 



benjamín VIGTORIGA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZAYALIA. 



CAUSA ex VI 



Criminal^ contra D. Gustavo Guesalaga y D. José Boulluani, 
ex-empleados de Aduana, D, Juan Moleré y D, Juan Congot; 
por falsificacton y contrabando. 



Sumario. — 1° La antidata puesta á una guía sin intención 
de fraude, y sin perjuicio al Fisco, no constituye delito de falsi- 
ficación. 

2" Comprobada la efectividad de un trasbordo, las irregulari- 
dades cometidas en la ejecución de la operación, someten al due- 
ño de las mercaderías trasbordadas, á la pena del pago de de- 
rechos. 
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3^ Esas mismas irregalaridades, respecto délos empleados qne 
las toleraron y consintieron, deben darse por compargadas con la 
destitución del empleo, y con la prisión sufrida de un año y on- 
ce meses. 



Caso. — Lo refiere la 



Jíkmtm del FImaI (ád hoc) 

El Fiscal que suscribe, después de haber estudiado detenida- 
mente los antecedentes que forman esta causa, opina que^ si bien 
es cierto que existe una denuncia de contrabando de maderas, 
denuncia hecha por el ex-Yista Contador de esta Receptoría, En- 
rique Zelaya, y ratificada después por la declaración que el mis- 
mo prestó, con fecha 7 de Mayo del año 1885, ante el Adminis- 
trador de Rentas Nacionales de Corrientes, según consta á foja 
43 de este espediente, y que en dicha declaración se esta- 
blece: 

1^ Que te constad Zalaya que las maderas son de los Sres. 
Elias Santiago y que es incierto que las hubiere comprado D. 
Lázaro Gibaja. 

2^ Que el mismo Zelaya sabe y le consta que esas maderas 
fueron compradas en Villa Encarnación por los Sres. Urmeneta y 
Santiago álos Sres. Domingo Barthe y Alfonso Arrachea. 

S^" Que el referido Zelaya sabe y le consta que ese mismo bote 
que condujo esas maderas hasta Ituzaingo es el que las trajo des- 
de Villa Encarnación y que en la Aduana de ese punto existen 
^os despachos y demás documentos de esta operación. 

i*" Que todo esto lo sabe por habérselo dicho un Sr. Bado, que 
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faé medidor de las tales maderas y que tiene su domicilio en 
aquel punto del Paraguay. 

5*^ Ypor último, que sabe y le consta que el Guarda de esta 
Receptoría^ D. Alejandro Yillamonte, cumplió la guía, por exi- 
gencia del Receptor, y que ese empleado está pronto á declarar 
sobre todo lo que se le interrogue al respecto. Cierto es también 
que á foja 24 consta que el administrador de la aduana de Villa 
Encarnación certifica no haber practicado operación alguna en 
aquella repartición el bote que se dice ser conductor de aque- 
llas maderas, y á foja 26, el Vice-Consulado Argentino en el mis- 
mo punto, informa, que ni en Enero, ni en Febrero, ni después 
tampoco, se ha hecho visación alguna de tal bote, y á foja 27 
D. Domingo Bado declara que no ha medido más que dos- 
cientas piezas de madera de cedro que él mismo condujo d 
Corrientes, y á foja 28, se encuentra una ratificación del 
mismo administrador de la aduana de Villa Encarnación, por 
la cual declara una vez más, ampliando su primera nota, 
que por la oficina de su cargo no se ha despachado ninguna 
balsa ó angada de maderas con destino á puertos argentinos en 
los meses de Enero y Febrero ; y á foja 33, D. Tomás XJrme- 
ueta declara que las maderas en cuestión fueron compradas por 
D. Elias Santiago á D. Lázaro Gibaja en el puerto de Posadas. 
A foja 40, D. Lázaro Gibaja declara que él fué el vendedor á 
D. Elias Santiago de las dichas maderas, venta que efectuó en 
Fosadas, donde las adquirió por haberlas comprado á D. Juan 
Congot que las traía de Santa Ana, y á foja 47 el Receptor 
de esta aduana manifiesta que la madera vino del Resguardo de 
Santa Ana con la guía N^ 2, y á foja 49, el guarda Alejandro 
Villamonte, informa que él cumplió la guía de removido de la 
balsa con destino á Ituzaingó, por haberse presentado en este 
puerto, como procedente de Santa Ana, aunque no ha visto 
los documentos, y á foja 50, el guarda de Santa Ana, José 
Bonlluani, manifiesta que él cumplióla guía de la espresada ma. 
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dera, en virtud de habérsele presentado un certificado del daeño 
ó encargado del campo, donde le consta que se trabajó, y á foja 
79, D. Ellas Santiago declara que compró ¿D. Lázaro Gibaja la 
angada de esa madera, con la condición de que le daría los des- 
pachos prontos; y á foja 80, D. Lázaro' Gibajavuelre á declarar 
que la madera la compró á D. Juan Congot con certificado de 
D. Carlos Rosetti, como encargado de los campos deLezama, que 
es donde trabajaba y trabaja Congot, y á foja 82, D. Juan Me- 
lero declara que el Sr. Oibaja le pidió para que en calidad de 
agente le hiciera despachar una balsa de maderas, presentándo- 
le un certificado de propiedad, y á foja 85, D. Carlos Rosetti de- 
clara ser efectiTamente cierto haber estendido á favor de Congot 
un certificado yautorizacion para cortar maderas enel obrageque 
se estableció en Piray; y á foja 90, D. Juan Congot declara que 
el fué el dueño y el conductor de la madera sacada de los montes 
del Sr. Lezama, entre Piray y Paranay, madera que vendió al lle- 
gar á este puerto y el mismo dia de su llegada, á D. Lázaro Gi- 
baja, entregándole una guía ó certificado firmado por el guar- 
da de Santa Ana y además un certificado de D. Carlos Rosetti, 
á pesar de que al ponérsele de manifiesto ambos documentos, 
declaró que el certificado era el mismo y la guía no, por cuanto 
la que él trajo se hallaba estendida en papel simple y no había 
autorizado á nadie para que firmara por él ó á su ruego, y á fo- 
ja 95 se encuentra un poder especial otorgado por D. José Gre- 
gorio Lezama á D. Carlos Rosetti, ante el Escribano Artola, de 
Buenos Aires, confecha ll^de Setiembre de 1883, para que pue- 
da administrar todos los terrenos que tiene en Misiones y ha- 
cer contratos de cortes de maderas, y á foja li7, D. Domingo 
Barthe manifiesta no haber vendido álos Sres. XJrmeneta y San- 
tiago madera alguna en la fecha á que se refiere la denunciat 
pues él en esa época ;se encontraba en Buenos Aires, ni an- 
teriormente tampoco. 

Que la madera que vendió á esos señores fué recien en el mes 
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de Junio del ano 1885, compuesta de doce mil varas de tabla que 
les fueron entregadas en diversas partidas; y á foja 120, D. Al- 
fonso Arrochea declara, que ni ha medido ni tiene conocimiento 
de que los Sres. Bartlie y Mocorrea hayan vendido á los Sres. 
Urmeneta y Santiago madera alguna, antes del 15 de Febrero 
del citado año. 

Resulta, pues, que aunque la denuncia existe, no solo no se 
halla comprobado ninguno de los hechos en ella aseverados, si- 
no que, por el contrario, han sido destruidos por todas las de- 
claraciones é informes que se hallan en autos y que ya cité. 

Creo, no obstante, señor Juez, que, á pesar de que no se pue- 
de calificar de contrabando la angada de la madera,{que me ocu- 
pa, por cuanto los mismos fundamentos de la denuncia, y hasta 
las suposiciones que al respecto pudieran hacerse, quedan des- 
truidas con las diligencias que resultan del sumario, hay una 
irregularidad que deja dudas respecto á la procedencia de di- 
chas maderas. 

Si bien la dilatada ostensión de la costa del territorio no per- 
mite tenerla dotada del número necesario de autoridades para 
ejercer una vigilancia severa por medio de la cual se justifique 
plenamente el origen de todos los productos que del territorio se 
estraen, hay un medio facilísimo, medio adoptado con criterio 
por la gobernación y que subsana esa falta. 

Nada más sencillo en estos casos en que falte la autoridad 
para certificar sobre la procedencia de un producto argentino, 
que hacer firmar por dos testigos conocidos los documentos que 
acrediten la propiedad de los mencionados productos. ¿Por 
qué no empleó este medio el Sr. Congot ? Esta es la falta que 
encuentro y que me pone en el caso de pedir al Juzgado, ordene 
se llene satisfactoriamente, ya para que quede comprobada la 
procedencia atribuida á dichas maderas, ya para aplicarle opor- 
tunamente la pena correspondiente, según el artículo 1026 de 
las Ordenanzas de Aduana. 
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Agregado á la falta que noté para acreditar ds nna manera 
indudable la verdad de los que aseguran que las maderas traí- 
das porCongot, compradas después por Gibaja y Tendidas por 
último á Urmeneta y Santiago, son argentinas, me encuentro 
con un delito de contrabando, en el cual nparece complicado el 
consignatario de los artículos contrabandeados, Juan Stolcro. 

Según el manifiesto firmado por ol capitán del vapor Misiones 
j que obra áfoja 9, Uan Tenido con fecha 2 y 8 de Abril de 
1885, treinta y cinco bultos, los cualos, segaa baa declarado los 
interesados, fueron trasbordados inmediatamente al bote Barba 
Roja, con destino á Tilla Encarnación. 

A juzgar poi la declaración del mismo capitán del vapor, J>. 
Cipriano Castillí, corriente á foja 100, tal trasbordo no existió, 
por cuanto mal pudo haberse trasbordado, con fecha 2 y 3 de 
Abril, mercaderías quH han llegado el 2 y 8 del mismo mes y 
qne fueron desembarcadas en la playa. Sin embargo, son tan- 
tas las contradicciones, tantas las írtegulaiidades qne aeobser- 
ran, lo mismo en los deponentes que en los empleados qne en 
esta operación han intervenido, que muy bien pudiera suceder 
que la ofnscacion'hnbiebe reemplazado|á la razón y á la serenidad 
que debe acompañar siempre á quien procede con plena concien- 
cia de sus actos. Es indudable qne áprímeía vista se presentan 
sombras que envuelven la rectitud quo debiera bríllar pura y 
clara en los complicados en esta cansa ; peio ¿quién se atreve & 
pronunciar nna acnaacion ? ¿ Quién se lanza poi primeras im- 
presiones á inutilizar por completo el porvenir de padres de fa- 
milia que, si bien pueden ser culpables, pueden ser también ino- 
centes? Declaro, señor Juez, que no tengo fuerza para tanto, 
y que sí el cargo de Fiscal con que se me ha investido sirviera 
para destrozar los impulsos de mis sentimientos, sujetos siem- 
pre álos consejos de una sana razón, desde luego renunciarfa¿ 
la comisión que sd me eucomeadó. Pero no; la justicia reclama 
precisamente para llenar cnal es debido su benéfico mÍDÍsterío, 
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que la más grande prudencia, que el tino más perfecto, que la 
razón más clara 7 la convicción más absoluta sean la pauta más 
invariable á que debe sujetar todos sus actos. 

For eso, antes de formular una acusación terminante j de 
pedir la imposición de una pena, cruel siempre, opino que debe 
recibirse esta causa á prueba, y una vez ampliadas las declara- 
ciones que hoy existen en el sumario sin formar más que una 
masa informe de contradicciones absurdas, entonces con datos 
más exactos, porque estarían desnudos de la confusión que hoy 
los envuelve, será el caso de aplicar al presunto culpable Juan 
Molero la pena con que la ley pena los hechos como el presente 
(art. 1026 de las Ordenanzas de Aduana) que tienden á dismi- 
nuir ind^damente la renta del fisco. 

Además de los puntos indicados, encuentro en este espediente 
una falta grave al cumplimiento de sus deberes por los emplea- 
dos Guesalaga y Boulluani. Tanto en las guías de trasbordo es- 
pedidas por el Beceptor, como la guía de removido firmada por 
el Guarda de Santa A.na, nótase, respecto á las primeras, la omi- 
sión completa de las disposiciones proscriptas en los artículos 
96 y 97 de las Ordenanzas de aduana, y respecto á la segunda, 
la sospecha de que pueda ser falsa. 

Yoy á prescindir, señor Juez, de las declaraciones prestadas 
por estos individuos, pues no creo serio tomar, como base de 
una acusación fiscal, manifestaciones exentas, no tan solo de 
sentido común, sino hasta de los más rudimentarios principios 
del espíritu de propia conservación, y tomaré los hechos cual se 
presentan á mi criterio, después de meditado raciocinio sobre es- 
te asunto. Es indudable que las irregularidades de estos em- 
pleados han podido producir perjuicios al fisco, y estos perjui- 
cios son considerados por las Ordenanzas de Aduana, como de- 
fraudad ones. 

Pues bien, en el caso presente, esta irregularidad importaría 
para el fisco, según los permisos de trasbordo, corrientes á fo- 
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jas H j i21a cantidad de ochocientos á mil pesos moneda nacio- 
nal por parte del ex-empleado Guesalaga y de cuatrocientos á 
quinientos pesos moneda nacional, por la del ex-empleado Boa- 
Unani. Opino^ por lo tanto que, de acuerdo con los artículos 57 
(por falsedades) y 75 (por cohecho) de la Ley nacional de 14 de 
Setiembre de 1863, sobre justicia nacional, el ex-Beceptor 
Gustavo Guesalaga debe ser penado con dos anos de prisión é 
inhabilitación por cinco años para ejercer puestos públicos y el 
ex-Guarda José BouUuaní, con arreglo á estos mismos artícu- 
los y penas para Guesalaga establecidas, sin perjuicio de la ac- 
ción que, contra todos los cómplices y complicados en esta cau- 
sa, pudiera haber lugar después de haber sido perfectamente es- 
tablecidos y aclarados, en el término de prueba, los puntos prin- 
cipales que lo forman; pues, como ya dije, las irregularidades 
y contradicciones que encierra, más que fundamentos para una 
causa, deben ser consideradas como aberraciones, libres, por lo 
absurdas, de la acción de la justicia. 

Salvo mejor y más ilustrado criterio de Y. S., estos son los 
términos en que formula su acusación el que suscribe. 

José F. Nuñell. 



Sentencia del Jues Iletrado 



Posadas, Agosto 31 de 1887. 

Vistos estos autos seguidos para la averiguación de los de- 
litos conexos de defraudación de los derechos de Aduana, de mil 
seiscientos ochenta y tres tablones madera de cedro, que espre- 
sa la guía de foja 5, y treinta y cinco bultos mercaderías á que 
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se refieren los permisos fojas 11 y i2 y falsificación de aquella 
por los ex-empleados de Aduana, Gustavo Guesalaga y José Bou- 
Iluanit y complicidad del primero en el fraude, por simulación 
de trasbordo solicitado en dichos permisos. 

T considerajQdo : respecto de las maderas : 1^ Que según lo 
actuado en esta causa, ellas vinieron en balsa, remolcadas por 
una canoa que condujo su dueño D. Juan Congot quien las 
vendió en este pueblo á D. Lázaro Gibaja, que á su vez, las 
trasmitió á los Sres TJrmeneta y Santiago, en cuyo poder 
fueron embargadas en . Corrientes, á mérito de la denun- 
cia del ex-vista contador de esta Receptoría, Zelaya, que les 
atribuía prooedencÍ£^ paraguaya, diciendo : que esas maderas fue- 
ron compradas en Tilla Encarnación por los Sres. TJrmeneta y 
Santiago á los Sres. Domingo Barthe y Alfonso Arrachea y con- 
ducidas á Fosadas por el bote Barba Rojay lo que le consta 
por dicho de un señor Bado que las midió, siendo el guarda Yi- 
llamonte quien intervino en la operación de entrada . 

S^'El Inspector Latorre manifiesta á fojas 13 y 47, con motivo 
de la visita de inspección que se le ordenó practicar á esta Adua- 
na, no haber encontrado anotación de entrada déla balsa en el 
libro respectivo, habiendo hallado como justificativo de su pro- 
cedencia la guía del Guarda de Santa Ana de foja 5 y el certi- 
ficado de foja 7 del encargado de los campos del señor Lezama. 

3^ Que Congot tiene manifestado que elaboró las maderas y 
formó la balsa en cuestión en el c Firay > campos del Sr. Lezama, 
en donde tiene un obraje, lo que acredita la declaración de foja 
84 vuelta de D. Garlos Bosseti, quien estaba autorizado por el 
poder de foja 95, para permitir el corte de maderas en la fecha á 
que se refiere la autorización de foja 7. El Tice Cónsul argentino 
en Villa Encarnación, República del Faraguay, espresa á foja 25, 
acompañando la vista de foja 24 del administrador de Aduana de 
ese punto, que el bote Barba Roja^ no zarpó de allí en la épo- 
ca á que se refiere la denuncia conduciendo maderas. — Don 
y, lY 14 
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Domisgo Barthe y Don Alfonso Arrachea declaran á fojas 117 
7 llQyaelta^ que no vendieron á los Sres Urmeneta y Santiago 
balsa alguna conforme á lo que estos tienen manifestado. — Don 
Domingo Bado (no obstante que su declaración carece de fuerza, 
por la forma en que está espedida) dice que no midió esa made- 
ra y el guarda Yillamonte que ignora la operación de entrada 
de la balsa, que ella apareció en este puerto, como procedente de 
Santa Ana, sin haber visto documento alguno, porque se for- 
malizaron en Receptoría sus derpachoa. 

4° Que en la estación de prueba los testigos Joaquín Arambu- 
ru y Juan Martínez fojas 198 vuelta y 207 vuelta, esponen haber 
TLsto ensns viajes á fines de Enero ó principios de Febrero del 
85, formar una balsa en el c Firay > en el puerto de los obrajes de 
Gongot, agregando el segundo que en una noche con cerrazón la 
encontró aguas abajo en la cancha de t Tabay >. D. Honorio Ferié 
foja 199 vuelta, corrobora estos dichos, al decir que oyó entonces 
á diversos marineros que Gongot trajo esa balsa. 

5® Que lo espuesto no deja lugar á dudas, acerca de la proce- 
dencia nacional de las maderas, sin embargo de observarse por 
parte de su conductor irregularidades relativas á la entrada y el 
haber omitido muñirse, en el puerto de salida, de la guía en for- 
ma, que acreditara ser frutos del país, ó si no existía guarda, 
como es público y lo manifiesta el ex-receptor Gnesalaga de de- 
claraciones ó certificados de vecinos, según es práctica, y si estos 
no existían dado los deshabitados parages de que se trata, haber- 
lo hecho constar á su llegada, puesto que cualquier manifesta- 
ción del resguardo de Santa Ana, nada significaría por la distan- 
cia que media entre el punto de su residencia y el « Firay ». 
Tal omisión envuelve un falta que no constando deberse á causas 
agenas á su voluntad, debe castigarse conforme á lo que las Or- 
denanzas determinan respecto de los capitanes que navegan sin 
la documentación necesaria (artículo 882). 

&^ Que de la confesión de los procesados Guesalaga y Bou- 
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Uuani, fojas 101 áll6, 7 de la declaración de Congot, foja890, 
vuelta, se desprende que la guía de foja 5, presentada por aquel al 
Inspector Sr. Latorre como justificativo de la procedencia de las 
maderas; fué, á su indicación, firmada y despachada en la Adua- 
na de este pueblo por el segundo empleado subalterno, sin la in- 
tervención de quien aparece solicitándola, loque por sí solo bas- 
taría á constituir el delito de falsedad definido por el artículo 
64, inciso 2^ de la ley penal que regía cuando se cometió, si no 
existiera la circunstancia, corroborada por el Administrador de la 
aduana de Corrientes en su informe de foja 6; de haber sido he- 
cha en una época muy posterior á la que aparece estendida, de- 
lito que también debe considerarse comprendido en el artículo 
280 del Código Penal vigente, porque se ha presentado como ori- 
ginal y legítimo un despacho de Aduana que no existía, con el 
objeto de acreditar la legítima entrada de los productos á que se 
refiere, y esto tiene la misma importancia que la inscripción en 
libro, registro de un documento falso, 6 la copia que do él se dá, 
como prueba de aquelloenque tiene interés una persona. La falsifi- 
cación y culpabilidad de los procesados, resulta plenamente com- 
probada por su propias confesiones informe y declaraciones cita, 
das, sin que pueda desvirtuar la la circunstancia alegada de que la 
guía fué hecha, en vista del permiso en papel simple otorgado por 
el guarda BouUuani/siguiendo la práctica establecida, pues, apar- 
te de que, bajo ningún concepto, puede tomarse como justifica- 
tivo del hecho, no parece verosímil que tal práctica pueda ha- 
ber existido, como lo revelan los mismos testigos presentados por 
su defensor, fojas 213 vuelta á 216, siendo lo más probable que 
si la falsificación fué para|salvar la responsabilidad del ex-Becep- 
tor Guesalaga, comprometido por su falta, al despachar la balsa, 
sin exigir ni observar los requisitos relativos á su procedencia, 
que bien pudo ser estrangera, perjudicando con ella al fisco. A 
más los procesados en el término de prueba nada han justificado 
en su descargo. 
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7* Qne de la declatacion de los miamos y la de Congot se de- 
duce que Fedio López, que aparece ñimándola, & ruego áe este, 
j cuya declaiaoion no ha podido obtenerse, poi ignorarse sa pa- 
radero, se halla comprendido en el mismo delito ; 

Considerando en cnanto á las mercaderías : 

i" Qae de los documentos de fojas 11 7 12, aparece el permiso 
solicitado por D. Juan Melero para trasbordar del vapor Misio- 
nes al bote Barba Roja, con destino á Villa Encarnación del 
Puraguay, treinta y cinco bultos yenidos á sn consignación. £1 
(.'iipitan de dicho vapor declara á Toja 100, qae esas merca- 
dorias, como toda la carga que con ellas venía, la desembarcó en 
la playa. 

Sn los documentos referidos, ni en [as copias existentes en 
Ueaeptoría, hay constancia de la intervención del resguardo en 
lEíoperacion del trasbordo, sin la cual no podía legalmente tener 
lugar. — Según informe del Eeceptor de faja 119, no consta qne 
;iliiió registro para cargar dicho bote, requisito necesario para 
librarse el permiso para trasbordar que aparece concedido. 

El informe de foja 2 remitido por el vicecónsul argentino 
cu Villa Encarnación, y á que se le&ere su nota de foja 51 , es- 
presa que dicho bote y las mercaderías en cuestión no llegaron 
á ese puerto. 

S" Qne sin embargo de constar en los libros de la Heoeptoria 
y Sub-prefectura Marítima, que el bote faé despachado de sa- 
lida (f. 69 y 89) de los hechos anteriores resulta la simnlacion 
líela operación para defraudar los derechos aduaneros de ím- 
¡iQTtacion, que constituye el delito de contrabando, previsto y 
))cnado por los artículos 1025 y 1026 de las Ordenanzas de 
Aduana, no obstante haberlo negado el acusado. La prueba que 
L^t presentado durante el término, nada muestra sobre la efecti- 
vidad del trasbordo, que era sa deber comprobar para salvar 
sü responsabilidad, por la afirmación de que él se verificó, 6 
por lo menos, hacer ver que procedió en la operación, en cuanto 
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áél tocaba, como era su deber ; á más, no hapreteadido siquiera 
acreditar que las mercaderías Uegaroa á otro puerto estran- 
gero. 

3*^ Que dadas las circunstancias de haber el ex-Eeceptor Gue- 
salaga concedido permiso para cargar el bote sin antes abrir re- 
gistro y despachado de salida, sin cumplir con ninguna de las 
formalidades prescritas por las Ordenanzas, en una palabra, 
sin constar estar espedito, no es posible admitir que el delito 
se cometió sin su connivencia. Tales circunstancias forman pre. 
sunciones graves y precisas de haber facilitado y consentido 
el contrabando, que estaba obligado, por su empleo, á descubrir, 
indagar y castigar, presunciones que bastan á determinar su res- 
ponsabilidad en el artículo 36, inciso 3^, y en la pena que esta- 
blece el artículo 37, inciso 4^, Código Penal. 

4^ Que esta defraudación no ha podido tampoco efectuarse sin 
ia complicidad de los demás empleados que intervinieron en el 
despacho del bote, del guarda bajo cuya vigilancia debían estar 
las mercaderías depositadas en la playa, quien las entregó ii 
omitió impedir que el interesado dispusiera de ellas indebida- 
mente y la participación del dueño ó patrón del bote, cuya res- 
ponsabilidad establece la ley, y hacia los cuales el fiscal ad hoc 
no la ha hecho ostensiva, pero^ á pesar de esto, y ser regla que 
cuando en una causa se comprenden reos de un delito, debe con- 
tinuarse conjuntamente contra todos, en el presente caso, sería 
inconveniente detener su prosecución y no resolver desde luego 
lo que corresponde respecto de lo que se ha seguido. 

Por estos fundamentos, fallo : declarando á D. Juan Congot 
libre de todo cargo por los mil seiscientos ochenta y tres ta- 
blones de cedro que introdujo á este puerto, debiendo, no obstan- 
te, pagar doscientos cincuenta pesos de multa, en favor del fisco 
por la falta de los documentos que debió traer. Chancélese la 
fianza que otorgó por las maderas, la que se hará previamente 
efectiva por el importe de la multa. 
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A D. Juan Molero se le condena por defraudación de los dere- 
chos de Aduana, al pago del valor de las mercaderías que se de- 
tallan en los permisos (f. 11 ; 12), las que deberán ser avalua- 
das por la Aduana, conforme á la tarifa de cuando se hizo el 
fraude. 

A los procesados Gustavo G-uesalaga y JoséBouUuani los con- 
deno por falsificación de la guía de foja 5, j enatencion á no ha- 
ber redundado el delito en provecho propio, ni dañado la ren- 
ta, ala penado dos años de trabajos forzados, en el lugar que 
el Poder Ejecutivo designe, y multa de cien pesos con arreglo á 
la ley penal que regía cuando se cometió el delito, por ser más 
benigna, agravándose la pena del primero por su complicidad 
en la defraudación de derechos, por simulado trasbordo, en la 
sesta parte del importe de las mercaderías contrabandeadas, 
que es la pena aplicada al autor principal, debiendo descontarse 
de la condena corporal, el tiempo de prisión preventiva pasados 
los seis primeros meses, por serles también, á este respecto más 
favorable la aplicación déla ley anterior. 

Declaro á la vez que las costas de este juicio son á cargo de 
los condenados en la proporción que se han causado, y las co- 
munes á prorata. 

Líbrese orden de prisión contra D. Pedro López suspendién- 
dose la causa hasta que se obtenga su aprehensión, y para la 
instrucción de la que corresponde contra los demás que resultan 
complicados, respecto de los cuales nada ha pedido el fiscal, sa- 
qúese testimonio de las piezas (f. 11, 12, 51 y 2, 69, 89, 100, 
109, 79 V., 110 y 81 v.), como también de esta sentencia. Há- 
gase saber y elévese en consulta á la Suprema Corte, si no se 
interpusiere apelación. 

D. Quiroga. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCDRADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 30 de 1888. 
Suprema Corte : 

Cuatro son las personas complicadas en este voluminoso pro- 
ceso: J. Gongot, J. Molero, G. Guesalagay J. BouUuani. 

1^ Acúsase á Congot de haber pretendido introducir, de con- 
trabando, como procedente de Misiones, territorio argentino, 
una angada de madera, siendo así que procedía de Villa Encar- 
nación, territorio del Paraguay. 

La prueba producida ha desvanecido por completo el funda- 
mento de la acusación. 

Resulta, en efecto, de una manera evidente, que la madera 
provenía de los bosques que D. J. G. Lezama posee en las Misio- 
nes argentinas. £1 fiscal y el mismo señor Juez, así lo recono- 
cen, y en consecuencia, exoneran al procesado de toda pena por 
el pretendido contrabando. 

Le impone empero, una multado doscientos cincuenta pesos por 
no estar munido de los papeles necesarios, es decir, por haber 
zarpado de Misiones sin las guías que exigen las Ordenanzas^ ó 
por lo menos, sin un certificado de la autoridad civil más in- 
mediata ó de dos vecinos en el último caso. 

A esto observa Congot que en aquellas desiertas regiones no 
hay autoridades, ni de aduana ni civiles sino á largas distancias 
y ni siquiera vecinos. Y paréceme que no carece de verdad su 
afirmación. 

Dice, además, que él cumplió presentándose á la primera auto- 
ridad que encontró en su camino, munido del certificado del re- 
presentante del Sr. Lezama, y que nada más se le puede exigir. 
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Reconocida la procedencia nacional de las maderas, desaparece 
todo interés en el contrabando, y las iiiegnlaiidades, sí habie- 
rail tpxistido, en las formalidades de aduana, no pneden ser sos- 
pecliailas defraude. 

Dtlie por esto aceptarse, como bastante, laesplicacion que dá 
Congot para haber salido de sn obrage, sin la gafa ó el certifica- 
du correspondiente. Debe, asimismo, admitirse que, por el be- 
cho di' presentarse ¿la primera autoridad argentina que en- 
contró, ba subsanado aqnel vaeío, siendo esto loque las orde- 
minzas disponen, para casos análogos (art. 27 y 32). Qaeda solo 
ca í>u cootra la guia de foja 5, estendida en Fosadas. 

T.a Dsplicacion que al respecto se dá es, á mi juicio, plausible, 
á í-.útd de papel sellado, sé estlende la gnía en papel común, y 
en y?, de agregar el sello de reposición, se trascribe el conte- 
nido ni papel sellado. La práutica no puede ser más riciosa, pero 
fs muy posible baya existido y continúe aún, dada nuestra defi- 
ciente educación, en materias admiaistrativas, especialmente en 
la campaña. ¿ Cuántas veces no se ve que el que escribe una 
curta :l nombre de otro que no sabe escribir, en vez de firmar á 
ruego del que dirijo la carta, firma con el propio nombre de 
L'slc mismo ? 

La circunstancia antes espresada, de que no era posible, ni 
tenía objeto el contrabando, despoja, por otra parte, de toda 
gravcilad á aquella irregularidad. Faltando el dolo, el interés 
dol lucro, la intención dañada, faltan los elementos principales 
qiiü roa&tituyen el delito. La transcripción, en cuestión, es sin 
disputa censurable, no causando, empero, perjuicios al fisco, ni 
siendo hecha con dolo ó mala fé, no puede asumir laapropor- 
cionod del delito de falsedad, ni merece el duro castigo de tra- 
bajos forzados ; bastaría un apercibimiento al empleado inepto 
ú negligente y prohibir su repetición. 

2" Estas últimas consideraciones son perfectamente aplica- 
bks al guarda Boulluani, cuyo único delito consiste en haber 
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transcrito en Posadas al papel sellado, la gaía que había espedi- 
do en Santa élusl en papel común. Demasiado castigo ha sufrido 
ya con la pérdida de su empleo, 7 la prisión de año y medio en 
que aún permanece (f. 321 y.). 

3^ £1 Receptor de rentas, Guesalaga, es acusado del mismo 
delito de falsedad por la transcripción de la espresada gaía de 
foja 5) y de haber favorecido el contrabando de treinta y cinco 
bultos de mercaderías cargadas de trasbordo en el bote Barba 
Roja, para Villa Encarnación en el Paraguay, y que todo hace 
creer no llegaron á su destino. 

En cuanto al primer punto, á la guía, he dicho ya, que la 
copia de la misma en papel sellado, dadas las circunstancias del 
caso, no constituye el delito de falsedad. La condena á dos anos 
de trabajos forzados es, así, por demás injusta, mucho más cuan- 
do Guesalaga no intervino directamente en la transcripción. 

Queda solo el contrabando délos treinta y cinco bultos. 

Este género de fraude ha sido frecuente, especialmente en 
Concordia. Y. E. ha conocido recientemente en más de un caso 
en que, en el puerto mismo de esta capital, dos buques cargaban 
á la vez los mismos artículos uno, de trasbordo para un puerto 
estrangero ; y otro de removido para un puerrto argentino ; 
uno de estos buques era ficticio; el verdadero recibía los 
artículos destinados al puerto estrangero y los introducía al 
argentino, como si hubieran pagado derechos. 

Es posible que algo parecido haya sucedido, con respecto á 
los treinta y cinco bultos en cuestión. 

Es posible y aún probable, que estos treinta y cinco bultos, 
en vez de cargarse en el Barba Roja, hayan quedado en Po- 
sadas. Así lo haría presumir, el hecho de no haber llegado á 
Villa Encarnación, y la circunstancia de no haberse probado, ni 
intentado probar siquiera, por cuenta de quien habían sido em- 
barcados, á quien habían sido remitidos, á quien habían sido en- 
tregados. 
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Tratándose de un negocio lícito y en una localidad peqaeña, 
nada hubiera sido más fácil, ni más obvio, para cortar de raíz 
toda cuestión. 

El silencio sobre panto tan capital, cuando con tanta solicitad 
se ha pretendido probar hechos de una importancia secundaria, 
no puede ser más significativo, ni sospechoso. 

No me parece bastante, empero, para motivar por sí solo una 
condenación» sobre todo, cuando las presunciones que sirvieron 
de punto de partida, lejos de resultar corroboradas, han sido 
desvirtuadas por la prueba. 

La contradicción entre los viajes del vapor, ,1a fecha de sn arri- 
bo á Fosadas, y el trasbordo de los treinta y cinco bultos que 
tanto alarmó al inspector Latorre, resultan, en efecto* satisfac- 
toriamente esplicados por los manifiestos de fojas 174 y 182, y la 
práctica, que no se ha negado, y que las Ordenanzas autorizan, 
de dejar los vapores en la playalos efectos que conducen. 

El Misiones llegó á Posadas, el primero de Abril, descargó 
en la playa los treinta y cinco bultos, y nada de particular 
ofrece que al dia siguiente estos treinta y cinco bultos se tras- 
bordaran al Barba Roja. 

Queda solo entonces, en apoyo de la presunción que se des- 
prende del misterio en que está envuelto su destino, la irregu- 
laridad de los papeles de Aduana . 

Está ella reducida á la falta del permiso para abrir registro 
el Barba Roja, pero puesto que resulta que fué despachado 
en debida forma, lo que supone que fué autorizado para cargar, 
esta irregularidad muy poco aumenta la fuerza de aquella pre- 
sunción, y no basta, á mi juicio, para dar por establecida la 
complicidad del receptor. 

4° Estas consideraciones son perfectamente aplicables al úl- 
timo procesado Melero. 

Por fundada que sea la presunción que nace del hecho de no 
haber llegado las mercaderías á su destino y de la falta de es- 
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plicacion qae el mismo Molero debió dar sobre el particular, 
ella no basta, como dejo dicho, para condenarle. 

Bien podo suceder que el bote se fuera á pique, 6 que intro* 
dujera de contrabando los treinta y cinco bultos en Villa Encar- 
nación, 6 en cualquier otro punto de la costa paraguaya. 

Besumiendo ahora, diré con el Procurador Fiscal á foja 222, 
que no encuentro mérito para la acusación. 

Estando probado, en cuanto á Congot, que la madera venía 
de territorio argentino, la multa de doscientos cincuenta pesos 
que se le impone, no está justificada por la irregularidad en los 
papeles de Aduana, que no le es tampoco personalmente imputa- 
ble. 

No estando probado el contrabando de las mercaderías, la con 
donación á Molero falla por su base, y en cuanto á Guesalaga y 
Boullu^ni, su falta en la documentación, está más que snñcien* 
temente castigada con la prisión de año y medio que han sufri- 
do y que no sería justo prolongar un dia más. 

Pido en este sentido la reforma de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 18 de 1888. 

Vistos : y considerando en cuanto al delito de falsedad de la 
guia de foja cinco, imputado á los procesados Guesalaga y Bou- 
Uuani. 

Primero : Que se halla plenamente constatado en autos con 
el certificado de foja siete, informe de fojas veinte y tres, veinte 
y cuatro, veinte y cinco, veinte y siete, veinte y ocho y 
cincuenta y siete, y declaraciones de fojas cuarenta, ochen- 
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ta, ochenta y cuatro vuelta, ciento noventa y nueve vuelta, 
doscientas siete vuelta, y especialmente ciento diez y siete y 
ciento diez y nueve vuelta, que las maderas á que aquel docu- 
mento se refiere, fueron estraidas de campos de propiedad de 
Don José Gregorio Lezama, en el territorio argentino de Misio-r 
nes, entre los rios Firay y Faranay, y que son así inexactas las 
afirmaciones contenidas en la declaración del ex-vista contador 
Don Enrique Zelaya, corriente á foja cuarenta y tres, de haber 
sido ellas introducidas de contrabando con procedencia del terri- 
torio del Faraguay. 

Segundo: Que la circunstanciado aparecer datada dicha guía 
con fecha anterior y distinta á la en que realidad se estendió 
ella, según los antecedentes de autos, ha sido esplicada por los 
acusados, manifestando que habiendo sido espedido originaria- 
mente el permisorespectivo en papel común por falta del sella- 
do nacional correspondiente, se creyó lícito una vez obtenido 
este, rehacer aquel con su fecha primitiva, y aunque irregular 
este proceder, no puede admitirse que baste á constituir el deli- 
to de falsedad imputado á los procesados, habiendo estos proce- 
dido en elhecho^ sin intención dolosa ó criminal, y faltando por 
otra parte en el caso, toda posibilidad de perjuicio al fisco. 

Considerando en cuanto al delito de contrabando por simulado 
trasbordo de los treinta y cinco bultos de mercaderías compren- 
didos en los permisos de fojas once y doce, de que se hace cargo 
al dueño ó consignatario de ellos Don Juan Melero y al ex- 
empleado Don Gustavo Guesalaga. 

Tercero : Que la efectividad de la operación del trasbordo de 
dichas mercaderías, puede darse por comprobada en virtud de 
los informes de fojas sesenta y nueve y ochenta y nueve y decla- 
raciones de fojas ciento ochenta y ocho y ciento ochenta y 
nueve. 

Cuarto : Que esto no obstante, dicha operación aparece haber 
sido cumplida sin el debido control é intervención de los em- 
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pleadoa respectivos de Aduana, á los cuales fué deber del dueño 

6 consignatario de la carga presentar al objeto de la revisacion 

7 examen de esta, el permiso correspondiente para su trasbordo, 
con arregloal artículo noventa y seis de las Ordenanzas de adua- 
na ; haberse verificado también sin abrir previamente regis- 
tro de salida á la embarcación encargada del recibo y trasporte 
de las mercaderías con arreglo á los artículos noventa y cuatro y 
seiscientos cincuenta y uno de las Ordenanzas citadas ; y haber- 
se efectuado por último^ desembarcando previamente aquellas 
en tierra, sin intervención del Besguardo^ y en contravención 
por tanto, de los artículos noventa y nueve, cien y ochocientos 
cuarenta y tres de las mismas Ordenanzas, que determinan los 
únicos medios y forma de llevar tal operación á cabo. 

Quinto : Que estas omisiones é irregularidades, colocan el caso 
por lo que respecta al dueño ó consignatario de la carga, bajo 
la disposición del artículo nuevecientos veinte y siete de las Or- 
denanzas de Aduana, que prescribe el pago de derechos por vía 
de pena de los artículos trasbordados sin la debida presentación 
del permiso de trasbordo al Kesguardo y sin la correspondiente 
intervención de parte de este en la operación. 

Sexto : Que por lo que respecta al empleado que toleró y con- 
sintió aquellas irregularidades, la responsabilidad debe tenerse 
desde luego por compurgada con el tiempo de prisión sufrida 
que alcanza bástala fecha á un año y once meses, y la pérdida 
que se le ha impuesto de su empleo. 

Por estos fundamentos, los concordantes de la vista del señor 
Procurador General, corriente áfoja trescientos veinte y siete, 
y lo dispuesto por el artículo mil setenta y tres de las Ordenan- 
zas de Aduana : se revoca la sentencia apelada de foja doscientos 
setenta y seis, declarándose absueltos álos procesados Don Gus- 
tavo Guesalaga y Don Juan Boulluani, como á Don JuanCongot, 
de todo cargo relativamente al delito de falsedad de la guía de 
foja cinco y operación de trasporte de las maderas á que dicho 
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docamento se refiere; penada la responsabilidad do Don Jnaa 
JVIoIero por lo que respecta á la operación de trasbordo á qoe se 
Telieien los permisos de fojas once y doce, con el pago de dere- 
chos qae deberá hacerála Aduana por los artículos comprendí- 
<juj en dichos permisos, & cuyo efecto se pasará oportuaamente 
í'íts espediente & aquella repartición; y compnrgada por lo que 
ruípecta al mismo hecho, la responsabilidad del'ex-receptor Sou 
Gustavo G-uesalaga, con el tiempo de prisión sufrida y pérdida 
de su empleo; siendo de cargo de los dos últimos de mancomún 
el insolidum los costos causados en el proceuo, con escepcion de 
las que se refieran exclusivamente al heoho de la falsedad de 
\:\ gafa de foja ciuco. 

£n sucoDsecnencia, póngase inmediatamente en libertada 
los procesados presos, repónganse los sellos y devuélvanse. 

Xotifíqnese coa el original. 



benjamín VICTORICA. — «LADISLAO 
frías. — FEDERICO IBAHGURKf. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALI3STIAN0 
J. ZAVALU. 
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CAUSA CXYII 



D. Nicasio Oroño contra D. José Ramón Aldao, por rendición 

de cuefitas] sobre posiciones 



Sumario.— 'So puede ordenarse, por ylade posiciones, el re- 
conocimiento de cartas 7 documentos presentados fuera del tér- 
mino probatorio. 



Caso. —Después de resuelto por el fallo de 21 de Abril de 
1885 (tomo 19, Serie 2% página 184), el incidente sobre reco- 
nocimiento de cartas^ el Sr. Aldao presentó un pliego de posi- 
ciones con las mismas cartas, solicitando la absolución de aque- 
llas. 



Fallo del Summ Federal 



Rosario, Junio 30 de 1885. 

Visto el incidente promoyido á foja decientes cuarenta j tres 
oponiéndose á la prueba solicitada á foja ciento noventa y 
nueye por el demandado. 
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Y considerando: l'Qaeabiertoel pliego cerrado de posiciones 
¡Kompañadoá este último escrito, resulta que las treinta car- 
Uis de su referencia, qne se dicen SDScritas por D. Kicasio Oro- 
fio, son presentadas al solo objeto del recoDocimiento de sus 
Crinas y en la misma forma ; términos en que lo fueron á foja 
f ¡Goto treinta y seis. 

2° Que por el auto de foja ciento ochenta j siete, se decidió 
(jiie el reconocimiento de diclias cartas no era admisible sino 
por TÍa de posiciones, 6 sea reduciendo & proposiciones ciertas 
los hecnos en ellas contenidos, consignándolos en las formas se- 
ñaladas para los interiogatorios de posiciones. 

3' Que el reconocimiento en Ja forma solicitada, ó sea reca- 
yendo solo sobre la firma que suscribe las cartas enunciadas, es 
pur consiguiente contrario á aquella decisión é inadmisible, ea 
consecuencia, pudtendo además tener el efecto de empeorar la 
condición del demandante, CLue compelido á reconocer la firma 
de los documentos citados nada podría probar contra su con- 
ti^nido, en atención al estado de la causa. 

A" Que en un caso análogo se hallan los tres telegramas j 
carta de foja ciento noventa y nueve á que se refiere el escrito 
citado de foja ciento noventa y una, igualmente presentados por 
1 1 de foja ciento treinta y seis, sobre que recayó la resotncion 
(lo foja ciento ochenta y siete. 

Por tanto, no ha lugar á la espresada petición en lo que se re- 
Ilereálos documentos que quedan citados, haciéndose Lugar á 
ella únicamente en lo que se refiere á los documentos de foja 
ciento cincuenta y siete á foja ciento sesenta y dos en virtud 
del auto ejecutoriado de foja ciento setenta y uno. Hágase sa- 
Lür y repóngase el papel. 

C. S. de la Torre. 
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Fnll* de la Suprema Copte 



Buenos Aires, Agosto 23 do I8S8. 

Vistos: Por sos fandamentos, se conñrma con costas oÍ auto 
apelado de foja doscientos coaienta y seis. Repuestos los sa- 
ltos, devaélvaase. 



BENJAMÍN VICTORICA. — ULADIS- 
LAO FRUs (en distilüncia). 
— FEDERICO IBAhCOllES. — 
SALUSTIANO i. ZAVALtA. 



Ylstos; En virtud de lo dispuesto por elaato de la Corte de 
foja ciento ochenta j seis vuelta, se revoca el auto apelado de 
foja docientos cuarenta y seis en cuanto no admite las posiciones 
presentadas, que se hallan en forma legal. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ULADISLAO FItlAS. 
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CAUSA CXVIII 



Don Bartolomé Casella, contra Don Miguel Machado Aramburú; 
sobre interdicto de despojo. 



Sumario. — La posesión comna de un teireno por confusión 
de límites, tiene que ser respetada, y da derecho para deducir 
el ioteidicto de despojo contra el lindero que lo ocupi^ de su 
propia autoridad. 



Caso. — Lo refiere el 



Vnll» del Jues Federal 

Buenos Aires, Euero 35 de 1688. 

Y TÍstos: Resultando que áfoja 1 se presentó Don Feruando 
Bourdieu, en representación de Don Bartolo Casella, manifes- 
tando que Don Miguel Machado Aramliurú había construido 
una pared en el fondo de su casa, colindante con la de Casella, 
la cual impedíale el uso del terreno á que creía tener derehco 
en virtud de la sentencia de este Juzgado que ordenó la demolí- 
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cioü de una otra pared construida en el mismo terreno, aunque 
en distinta situación, por Casella, y ([ue, por lo tanto, venía á 
entablar contra Machado Aramburú juicio posesorio, á fin de que 
oportunamente fuera condenado á demoler á su vez la pared 
que había construido, restableciendo el uso. en común del ter- 
reno obstruido ahora por la nueva construcción. 

Llamadas con este motivo las partes á juicio verbal, tuvo 
lugar el que consta en este espediente de foja 8 á foja 19, con lo 
cual la causa quedó en estado de ser fallada. 

Y considerando: 1^ Que no tratándose en el presente juicio 
del dominio del terreno, cuya posesión únicamente se cues- 
tiona, no es del caso averiguar quien tiene mejor derecho de 
propiedad sobre él, limitándose, por lo tanto, la misión del 
Juzgado á determinar quien tiene en este caso mejor derecho 
de posesión en el terreno, si Casella ó Machado Aramburú. 

S*" Que déla sentencia ejecutoriada de foja 127 del espedien- 
te agregado, resulta que Casella no ha justificado la posesión 
que pretendía en dicho terreno, de lo cual resultó que fuera 
condenado á demoler la pared que indebidamente había cons- 
truido sobre él. 

3° Que por lo tanto, no habiendo justificado dicha posesión 
en esa ocasión ni tampoco en esta y sí, por el contrario, estable- 
cídose en la'sentencia de foja 127 que ella pertenece á Machado 
Aramburú, carece de personería y de derecho Casella para 
entablar un interdicto posesorio, que supone la posesión como 
elemento primordial é indispensable. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar ala deman- 
da interpuesta por Casella, y se le condena al pago de las costas 
procesales. Repónganse las fojas y notifíquese con el ori- 
ginal. 

Andrés Ugarriza. 
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FaIIo de ln Suprenifi Corte 



Buenos Aires, Agosto 25 de 1888. 

Vistos y considerando : Primero : que no h'an sido descono - 
cidos por la parte de Machado los hechos materiales que sirven 
de fundamento á la demanda de foja cinco, 6 sea la construcción 
de una pared y otras ohras que dejan dentro de su esclusiva po- 
sesión la parte de terreno litigada. 

Segundo : Que la posesión del demandante en aquella aparece 
suficientemente justificada en las declaraciones de foja quince 
á foja dieciocho vuelta, de las cuales resulta que los interesados 
han usado en común de dicho terreno hasta la fecha de los actos 
que originan el presente juicio. 

Tercero : Que no puede objetarse contra esta posesión lo re- 
suelto en la sentencia de foja ciento veintisiete de los autos 
agregados, por cuanto esta se limitó á ordenar la destrucción de 
las obras llevadas á cabo por Casellay la reposición délas cosas 
al estado anterior, prescindiendo de apreciar tía posesión en co- 
mún, alegada por aquel. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja veintisiete y se declara que el demandado está obligado á 
destruir las obras ejecutadas en el terreno mencionado y repo- 
ner las cosas al estado que antes tenían. Bepuestos los sellos, 
devuélvanse. 



benjamín VIGTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGUREN.— 
G. S. DE LA TORRE. — SALÜSTUNO 
i. ZAVALIA. 
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CL41JSA CXIX 



La testamentarla Almaestrc, sobre recusación 



Sumario. — El nombramiento de tntor, hecho de oficio, para la 
defensa de los derechos de un menor, no importa prejuzgamien- 
to, ni es causa legal de recusación. 



VISTA DEL SE5Í0II phocuhador general 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1888. 
Suprema Corte. 

El nombramiento de tutor á la menor que se supone hija de 
Almaestre, sin pedido de la madre, de algún pariente, ni aún 

m 

de persona estrana movida por el sentimiento de humanidad que 
inspira la condición de los que no pueden defenderse por sí 
mismos, este nombramiento^ digo, sin la intervención del Defen- 
sor de los derechos de los huérfanos, podía ser un error, que el 
mismo Juez ó el Superior reparara, si á ello hubiere lugar; 
pero no es causa legítima de recusación, en los términos del 
artículo 368, inciso S"" del Código de Procedimientos, según se 
pretende. 



j 



■ • ■ 
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No se dice que el señor Juez Letrado haja sido defensor de 

alguno de los litigantes, ni dado recomendaciones en su favor. 

La causado recusación se encuentra en que, el hecho de haber 

nombrado tutor, para el ejercicio délos derechos que la menor 

'':'^ pudiera tener, importa por parte del Juez Letrado haber emitido 

%^' opinión. Si esto fuera así, no hay juez que no pudiera sor recusa- 

sado, porque todos sus autos importan alguna opinión en pro de 
^1 uno ú otro litigante. 

El haber emitido opinión ó dictamen^ del artículo citado, cla- 
ramente se refiere á actos anteriores al juicio ó fuera de él, no á 
las resoluciones que en el ejercicio de sus funciones dictara el 
juez. 

Opino que no hay motivo parala recusación. 

Eduardo Costa, 



^^ 




Fullo de ln Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 38 de 1888. 

Vistos en el acuerdo : Estando aúu pendiente el recurso inter- 
puesto contra la providencia de foja cincuenta y tres vuelta, 
y de conformidad con lo espuesto por el señor Procurador Gene- 
ral, no ha lugar á la recusación deducida en el otrosí del es- 
^. crito de foja sesenta y seis ; y devuélvanse los autos al Juzgado 

'^*^:: de su procedencia, previa reposición de sellos, para que proceda 

con arreglo á dereoho. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
FRÍAS. — FEDERICO IBARGUREN. — 
C. S. DE LA TORRE. —SALÜSTI ANO 
J. ZA VALIA. 
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CAUSA CXX 



El Doctor Don Florentino Vócos, contra Cruz Mf'hiui 
y Compañía, por cobro ejecutivo de pesoa 



Sumario. — i" Sienijo basada la cobranza ejecutiva en los 
libios de la Aduana, si en algunod de ellos existen anota'hi:^ como 
pagadas algunas de las partidas cobradas, debe daríu por pro- 
bada, respecto de estas, la escepcion de pago, 

2° Las letras de Aduana no descontadas por la Tesorería Na- 
cional, devengan intereses desde la fecha del renciuiit^utú, sin 
necesidad de ser protestadas. 



Caso. — El Dr. Don Florentino Vócos contratista y eiicarg,idii 
de la cobranza de derechos de Adnana atrasados, pr^pseiitó en 
Marzo de 1887 una cuenta de 6949 pesos á cargo de Ui sefiores 
Olivera ; St^asti, por derechos é intereses debidos Ji sde ISSOy 
i882, y demandó su pago ejecutivo contra Croz Medina y Com- 
pañía, como fiadores. 
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Fullo diel ^ues Federal 



Buenos Aires, Noviembre 4 de 1887. 

Vistos estos autos seguidos por el Doctor Don Florentino 
YÓC08, en representación del Fisco Nacional, contra los señores 
Cruz Medina y Compañía, por cobro de derechos de Aduana, 
para resolver sobre las escepciones de pago é inhabilidad del 
título, opuestas en el escrito de foja 23. 

T considerando: 1^ Que la acción deducida se funda en la cuenta 
de foja 3 de cargos contra la casa de Olivera, de que eran fiadores 
solidarios los demandados, tomada de los libros de la Aduana y 
debidamente autorizadaja cual arroja un saldo contra aquellos de 
cuatro mil novecientos cuarenta y dos pesos con setenta centavos 
al que se agrega la cantidad de dos mil seis pesos con ochenta y 
ocho centavos, por intereses, desde la fecha de cada uno de los 
respectivos manifiestos. 

2® Que la escepcion de inhabilidad del titulo se refiere úni- 
camente á la partida de intereses correspondiente á las sumas 
que los ejecutados sostienen estar pagadas, de modo que el 
Juzgado está en el caso de pronunciarse primero sobre la es- 
cepcion de pago y según su resultado, sobre la otra . 

3^ Que los documentos acompañados en el espediente agre- 
gado, solo son copia simple de los manifiestos originales pre- 
sentados por los interesados, los cuales no tienen, sin embargo, 
el texto de la resolución que debió dictar en estos la Aduana, 
en conformidad al artículo 116 de las Ordenanzas, indicando la 
forma en que se autorizó el despacho, esto es, bajo fianza ó pre- 
vio pago de derechos; de manera que la ánica fuente revestida 
de caracteres de autenticidad para fundar la legitimidad del 
reclamo, son las anotaciones en los libros de aquella repartición, 
en conformidad á los cuales debe suponerse formada la cuenta 
autorizada que sirve de título á la acción. 
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4° Que el informe espedido por la Aduana á foja 6 vnelta d>'l 
espediente agregado, ncerca de la existencia del cargo formuhi- 
do contra los demandados, tomando por base esos mismos libros, 
resulta, qne las partidas correspondientes á los manifiestas 
números S2.8S9, 25.161 7 17.782 están anotados como paga- 
dos en el libro de chancelaciones, aunque no - figuran aaienlos 
correlativos en otros libros complementarios del mecanismo, es- 
tando solo pendiente la partida de dos mil doscientos diecinuo- 
Te pesos veinticinco centavos, correspondientes al manifiei^to 
36.395, cajo resaltado ha sido corroborado por la compiil~;L 
de dichos libros, practicada por el contador Don Emilio Schwab, 
qaien, después do demostrar prolijamente la forma y com- 
posición del referido libro de chancelaciones, le atribuye un pa- 
pel análogo al del diario de los comerciantes. 

5' Que esas anotaciones, por emanar de la misma parte qii-3 
pretende servirse de las constancias de los libros, debe hacor 
plena fé en contra de ella, cualquiera que sean, por otra part» 
las deficiencias que se observen en el sistema complemenUvio 
de ellos, las que en ningún caso pueden imputarse álos deman- 
dados; pero aun suponiendo que no basten para comproiiar 
acabadamente, el pago sugieren la duda al espíritu, puesto quo 
sin razón alguna no han podido hacerse; tanto más, cuanto qtte, 
según confesión del mismo representante del Fisco, esos libros 
han sido mnlllevados y ha resultado en algunos casos que, co- 
merciantes que aparecían deadores por derechos de Adn&nu 
según ellos, no debían nada, teniendo qne reconocerlo así \:i 
Aduana, duda que no es posible exigir tí garosa mente que sr^;! 
disipada por los recibos que esta espida en cada pago, tratándi- 
sede operaciones efectuadas hace más de cinco años, y en el qiie 
la casa demandada solo aparece en el rol de fiadora, siendo cti 
tal caso de precepto legal laabsolucíon del dL'mandado(Ley 19. 
tít. 16, Part.S'myíne). 

6" Que en cuanto álos intereses moratorios correspondientes 
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á la suma respecto de la cual no existe constancia alguna de 
pago, no hay disposición legal alguna que autorice ala Aduana 
á cargarlos á los deudores, fuera del caso de letra aceptada y no 
pagada á su yencimiento. 

Por estos fundamentos, fallo: mandando llevar adelante la 
ejecución por la cantidad de dos mil doscientos diecinueve pesos 
veinticinco centavos, con los intereses moratorios, desde la feclia 
en que los demandados fueron notificados por la Aduana, y no 
haciendo lugar á la ejecución por lo demás. N^utifíquese original. 

Virgilio M, Tedin. 



FaIIo de ln Supremii Corte 

Buenos Aires, Agosto 28 de 1888. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma la sentencia apela- 
da de foja noventa y tres, en cuanto no hace lugar á la ejecución 
en parte del capital demandado. 

Y considerando, en cuanto á los intereses del permiso número 
treinta y seis mil trecientos noventa y cinco: Primero : Que de 
la compulsa de los libros de «Chancelaciones», «Letras gira- 
das» é «índice de numeraciones», practicada á foja sesenta y 
tres, resulta que por su importe se giró una letra en diez de Se- 
tiembre de mil ochocientos ochenta y uno, bajo el número ocho 
mil cuatrocientos noventa y nueve, y por la suma de dos mil 
ciento cuarenta pesos con treinta y siete centavos. 

Segundo: Que con arreglo á los artículos ciento sesenta y sie- 
te y siguientes de las Ordenanzas de Aduana, las letras no des- 
contadas por la Tesorería Nacional alas Aduanas, no necesitan 
ser protestadas & su vencimiento, y devengan intereses desde la 
fecha de este, sin otro trámite ni requisito alguno. 



DE JUSTICIA NACIONAL 235 

Por estos fundamentos, se reforma dicha sentencia, declarán- 
dose que se deben pagar intereses sobre el valor de la letra es- 
presada, desde su vencimiento, á estilo de Banco, según lo dis- 
puesto por los artículos ciento cincuenta y cinco y ciento 
cincuenta j seis de las Ordenanzas citadas. Repuestos los se- 
llos, devuélvase, pudiendo notificarse con el original. 



benjamín VICTORICA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN.— C. S. DE LA TORRE. — 
SALUSTUNO J. ZAVALIA. 



CAUSA CXXI 



Don Francisco Maurell, contra Don Nicasio y Doña Joaquina 

de Oroño; sobre rescisión de sentencia. 



Sumario.— El recurso de rescisión debe interponerse dentro 
de quince dias de publicada la sentencia. 



.-»• 
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Caso, — Lo refiere el 



FulCo del Juez Fedeml 



Rosario, Setiembre 27 de 1887. 

Y vistos estos autos seguidos por D. Francisco Maurell, so- 
licitando la rescisión de una sentencia dictada contra él por 
este Juzgado, en el juicio que sobre rescisión de un contrato so- 
cial le habían promovido doña Joaquina C. de Oroño y D. 
Nicasio Orono^ de los cuales resulta : 

1^ Que con fecha seis de Agosto del año próximo pasado, 
este Tribunal dictó la sentencia de foja cuarenta, haciéndose la 
notificación de ella al demandado en nueve del mismo mes j 
año, con arreglo á lo que prescribe la Ley Nacional de Proce* 
dimientos para los casos de rebeldía. 

2*^ Que en diez y ocho de Marzo del corriente año, ocurre el 
condenado en rebeldía, D. Francisco Maurell, solicitando la 
rescisión de aquella sentencia, fundándose para ello en haber 
estado enfermo desde poco días después de habérsele notifi- 
cado el traslado de la demanda del juicio, cuya rescisión soli- 
cita, hasta la fecha del escrito de foja 42, pretendiendo justifi- 
car su aseveración con la declaración de los testigos allí ofre- 
cidos. 

3^ Que corrido traslado del recurso interpuesto, pide la 
parte de los señores Oroño no se haga lugar á este con espresa 
condenación en costas, por haber sido él deducido fuera de los 
términos proscriptos por la ley. 

4'' Que abierta la causa á prueba, para que las partes pro- 
dujeran las que hacían á su derecho, la de los señores Oroño 
solicitó y obtuvo la de fojas 51, 61, 62, 63, 64, 65 y 67. 

Y considerando : I*" Que el recurso de rescisión de uñasen- 
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tencia pionanciada en rebeldía, con arreglo á la prescripción 
contenida en el articulo 192 de la Ley Nacional de Prucedimieu- 
tos de 1863, debe interponerse dentro de los quince di&s poste- 
rieres & la publicación de la misma, á menos que se justifique 
una imposibilidad legal que impida la deducción de ese recurso 
en el término indicado. 

2° Que para hacer aceptable la deducción del predicbo recur- 
so en na plazo mayor del designado por el articulo citado, es 
necesaria la prueba que justifique esa demora. 

3° Que en el caso ocurrente, habiéndose fallado la causa en 
seis de Agosto de mil ochocientos ochenta y seis y béohose la 
notificación en nueve del mismo mes y año, como consta de las 
diligencias de foja 41 vuelta y del diario agregado á foja 51, 
el recurso ba sido recien deducido el diez y ocho de Marzo del 
corriente año, es decir, después de,másde siete mesesde publi- 
cada aquella sentencia. 

4° Que habiéndose ofrecido por el demandado señor Uaurell 
justificarse el hecho de su enfermedad, que era la razón única 
en que fundaba la introducción de sn recurso tardío, ese hecho 
no lo ha cumplido, como era de su deber. 

50 Que de la prueba presentada en el juicio consta, por «1 
contrario, no haber existido los inconvenientes aducidos, por 
cuanto en el mes de Febrero del corriente año y en otras diver- 
sas ocasiones, ha ocurrido personalmente al Juzgado Federal 
de la capital de la República, con el objeto de notificarse de 
providencias recaídas en espedientes en los cnales intervenía 
(Informe de foja 62 vuelta). 

6° Que también, según el certificado del Secretario de este 
Tribunal, de foja 67 consta, que el mismo señor Maurell ae ba 
presentado á esta oficina con el objeto de imponerse de los pre- 
sentes autos, con fecha veinticuatro del mes de Febrero del cor- 
riente año, teniendo, por consiguiente, desde esa fecha conoci- 
miento de la sentencia. 



J 
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7° Que no obstante esto, el recurso contra la seatencia, segnn 
el cargo de Secretario puesto á foja 42, lo ha deducido recien 
en diez y ocho del mea de Marzo de este año, es decir, después 
de vencidos los quince dias, qae cuando máa le acordaba el citado 
artículo 192. 

Y 8° fítialmente: Que no habiendo alegado la nulidad del 
procedimiento seguido cu la causa de la cual pide rescisión, j 
siendo é],i juicio del Tribunal, ajustado á las reglas de derecho, 
no debe tampoco por este motíTo, hacerse lugar al recurso dedu- 
cido, según lo resuelto por la Suprema Corte en la causa que se 
registra en la página 05 del tomo 2° de la 2* serie. 

For estos fundamentos, no se hace Ingar al recurso de reBCision 
interpuesto, con costas, debiendo estarse á la sentencia de foja 
40. llágase saber con el original j repónganse los sellos adeuda- 
dos en el acto do la notificación. 

G. Escalera y Zuvirla. 



F»ll« *9 1» S«pr«M» Charle 

Buenos Aires, Setiembre 1' de 1886. 

Tistos : For los fundamentos relativos al vencimiento del tér- 
mino para interponer el recurso de rescisión, se confirma oon 
costas el auto apelado de foja quince; y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBAHGÚREN. 
— C. S. DE LA TOBRE. — SALÜ8- 
TIARO J. ZAVALIA. 
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CAUSA CXXII 



D. Antonio M. Silva, contra D. Bartolomé Cossovtche, 
por cobro de arrendamientos; sobre recusación 



Sumario. — La amistad intima del Juez con la persona que se 
alega ser el verdadero interesado en el pleito, es causa legal de 
recusación. 



Caso.— En 26de Julio de 1887, D. Antonio M. Silva se pre- 
sentó al Juzgado de Sección, demandando á D. Bartolomé Cos- 
soYiche, por cobro de alquileres. 

Acreditada la competencia del Juzgado Federal por la distin- 
tinta nacionalidad de las partes y conferido traslado dé la de- 
manda, la parte del demandado, sin contestarlo, pidió que el 
Juez se escusarade conocer en el asunto. 

Dijo que el Juez se encontraba impedido de conocer en él, por- 
que el terreno de que se trataba era una fracción de otro más 
estenso, situado en el Partido del Baradero y el mismo Juez se 
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Labia oscusado de enlendei en todas las cuestiones que se ha- 
bían promovidú sobre esu campo. 

Que en otro espediente sobre desalojo, promovido por el mismo 
Silva contra Cossoviche, había fundado la recusación en las si- 
guientes razones : 1° en los antecedentes del asunto, que daba 
por reproducidos j pedía se tuvieran presentes para la resolu- 
ción ; 2" en la amistad íntima del hermano del Juez, D. F. Al- 
barracín, con el demandante; 3' en la amistad íntima de Don 
Jorge Pintos con el Juez, j el hecho de no ser el demandante, 
Dr. Silva, sino mterpúsita persona repecto de Pintos, que era el 
verdadero interesado, como lo probaría oportunamente ; 4" en 
■que librado por el Juez Dr. Miranda Naon un mandamiento de 
embargo contra D, l\ Albarracin, por sus actos como adminis- 
trador quo fué del campo en cuestión, esto dio lugar £1 confe- 
rencias con el abogado del ejecutante, Dr. Hunge, conferencias 
en que el Juez intervino (incisos 4° j S-" del artículo 43 
de la Ley de Procedimientos). 

Pidió que se pasara el asunto aljuez competente, y en caso 
contrario, se recibiera aprueba la recusación promovida en 
subsidio. 



FhIIo del Ju«x Fedcrnl 



La Piala, Setiembre 6 do 1837. 

En mérito del precedente certificado, téngase por parto á 
D. Juan Martin Campos, y por constituido el domicilio ; y en 
cnanto á la recusación, teniendo en consideración: 

1° Que de las causales que se enumeran on el escrito prece- 
dente, solo sería legal la que se refiere A la amistad íntima de 
del Juez, pero para que lo sea es necesario que esta amistad ín- 
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tima exista entre el Juez y el litíganlej y por tal tione que enten- 
derse el que ejercita derechos que pretende propios, como el de- 
mandante, pues de otra manera resultaría que en una articula- 
ción, como la recusación, habría que admitirse pruebas sobre 
las simulaciones^ ó sea sobre el fondo de la causa. 

2"" Que es un hecho notorio, y así lo reconoce el demandado, 
que el depósito y administración que mi hermano tuvo en esos 
campos, ó pudo tener, hace más de cuatro años á que terminó 
con la respectira rendición de cuentas aprobada por el Juez; y 
por tanto, cesó todo interés directo ó indirecto que en esos cam- 
pos pudiera tener, como terminó también el asunto Graviotti, 
fallado por la Suprema Corte. 

3° Que en las conferencias á que se refiere con el Sr. Bunge, 
no se ha discutido ni ha podido discutirse el derecho á las tier- 
ras mencionadas, ui nada que afecte al interés de los demanda- 
dos actuales, sino un arreglo de cuentas con un Sr. Peraso, que 
se presentó como cesionario del Sr. Pintos. 

Por estas consideraciones, no ha lugar á la recusación dedu- 
cida, y corran los autos seguu su estado. Bepóngase el sello y 
hágase saber original. 

Albarracin. 



Fallo de %m Saprem» Corie 



Buenos Aires, Setiembre I** de 1888. 

Vistos : Hallándose comprendida la tercera de las causales de 
recusación alegadas en el escrito de foja nueye, en la disposi- 
ción del artículo cuarenta y tres, inciso cuarto de la Ley Nació- 
naide Procedimientos, eu cuanto sé afirma que D. Jorge Pin- 

T. IV 16 
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tos es el verdadero interesado en este juicio, se revoca el auto 
apelado de foja quince; y devuélvanse al Juez de Sección para 
que proceda con arreglo á derecho. Repóngase los sellos. 

benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 

frías. — FEDERICO IDARGUREN. 

C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
J. Z A VALÍ A. 



CAUSA CXXIII 



Don José María, Don Carlos y Don Federico Joubert, contra 
Don Enrique Fynn, por dafws y perjuicios; sobre pruebas 



Sumario. — No es admisible en el último dia del término pro- 
batorio, la citación de testigos que fueron indicados en oportu- 
nidad para el examen^ sin pedirse entonces su citación en 
forma. 



Caso. — Los señores Joubert, argentinos, demandaron al Sr. 
Fynn, oriental, por daños y perjuicios. 
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Aliierta la cansa á prueba, FyDo pidió en 18 de Noviembre 
de 1887, se señalara día para el examen de testigos, cuya nómina 
acompañó. Se señaló el dia 23 de Noviembre, que era el iSltimo 
del término probatorio. 

Ese día, compareció uno de loa testigos ; no los otros. Fynn 
pidió la citación de estos últimos, con los apercibimientos de 
ley. 



FrII» del Juez Federi»! 

Buenos Airea, Noviembre 23 de 1887, 

Manifestando en este acto el Secretario que el término de 
prueba vence hoy, no ha lugar. 



n 



Ugarriza. 



Auto del Jues Fedeml 

Buenos Aires. Diciembre í de 1887, 

For las consideraciones espoestas en el presente escrito, que d 
Juzgado encuentra arregladas á derecho, y considerando, además , 
qne siendo á cargo de las partes la presentación de los testigos , 
les ea imputable á las mismas la no asistencia de ellos, como 
igualmente, el que por haberlos presentado en la última parto 
del término de prueba, no haya sido posible hacer uso del re- 
curso que les ofrece la disposición del artículo 132 de la Ley de 
Procedimientos, cuyadoctrina se halla apoyada además por la 
jurisprudeucia déla Suprema Corte en la resolución que se regís - 
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traen el tomo lúdela 2* serie, página 540, no ha lugar á la 
reposición solicitada del auto de foja 85 vuelta, ni al lecnrso de 
ajielacion interpuesto, descneido al artícnlo 205 de la citada 
lej. Repóngase la foja. 

Andrés Ugarriza. 



mito 4e I* fluprenta Corte 



Buenos Aires, Setiembre 4 de 1888. 

Yistos : por los fnndamentos del auto de foja ciento veintitrés 
vuelta, se confirma el auto apelado de foja ochenta y cinco 
vuelta. Repuestos los sellos devuélvanse, previo pago de costas 
por el apelante. 



ULADISLAO frías. — FEDERICO 

ibargCren. — c. s. de la 
torre.— salustiajso 1. zk- 

VAUA. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



CAUSA CXXIV 



D. Antonio Martina contra Rubio y Foley ; sobre cobro depesos 



Sumario, — Sia más pruebas qaelas cuentas do debe y haber, 
presentadas por las partes, debe resolreise aceptándose las par- 
tidas qae cada paite reconoce respectivamente á su cargo. 



Caso. — Después de los fallos dictados en esta asunto en 
28 de Setiembre de 1880, 17de Abiü y 1" de Setiembre do 
1883 {Faltos déla Suprema Corle, t. 13, pág. 261; t. 16 y 17, 
págs. 185 y 11 , Séiie 2'), se dictó el 



KtM» del <f ncK Federal 



Buenos Aires, Noviembre 14 de 1884. 

Vistos nuevamente estos autos seguidos por S. Antonio Mar- 
tino contra la razón social Rubio ; Foley para dictar sentencia 
definitiva, de acuerdo con lo resuelto por la Suprema Corte eu 
so auto de foja 166 en la demanda deducida por dicbo Martino 
por cobro de la suma de ocbocientos cincuenta j cuatro pesos 
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fuertes áque asciende el saldo que arroja la cuenta presentada 
á foja 2. 

T considerando : i"" Que el crédito que cobra Martino tiene su 
origen según la esposicion hecha en el escrito de demanda y lo 
espresa la cuenta acompañada, en gastos de mantención, y sa- 
larios devengados por el patrón y tripulantes de la chata 3* de 
propiedad de los demandados y otros pequeños pagos hechos 
por el actor en bu calidad de patrón de la referida chata. 

2^ Que Bubio y Foley al contestar el traslado de la demanda 
formulan una cuenta (f. 21 y f. 22) que según ellos es la que 
debía presentarles el demandante, on la cual solo reconocen á 
faTor de este, un saldo do doscientos cuarenta y ocho pesos con 
treinta centavos fuertes y rechazan la de foja 2, en todo lo que 
no esté conforme con ella. 

3° Que oido el actor respecto de la cuenta presentada por los 
demandados, sostiene en su escrito de foja 34 que en el debe se 
le cargan tres partidas que no ha recibido ; la de 20 de Febrero, 
la de 27 de Marzo y la de 30 de Julio de 1875, que importan la 
suma de ciento setenta pesos fuertes y se le quitan del haber y 
indebidamente, diversas partidas cuyo monto total asciende á la 
suma de seiscientos treinta y cuatro pesos fuertes procedentes 
de manutención y salarios. 

4° Que recibida la causa aprueba, no se ha producido ningu- 
na durante el término legal, de manera que no hay en autos 
otros elementos de convicción para determinar hasta donde al- 
canza la legitimidad del crédito del demandante, que aquellos 
que ofrecen las mismas cuentas en cuanto les sean respectiva- 
mente adversas, como que importan el reconocimiento de obli- 
gaciones. 

5"" Que de consiguiente, el haber de la cuenta presentada por 
Eubio y Foley, que asciende á mil doscientos treinta y nueve 
pesos con treinta centavos, representa el crédito de Martino 
hasta donde ha sido legítimamente justificado ; y el haber de la 



10 
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cuenta pasada por este^ importante ochocientos cincuenta y cua- 
tro pesos con cuarenta centa?os, las sumas pagadas á cuenta por 
los demandados como que son las únicas que el actor confiesa 
haber recibido, de modo que el saldo adeudado aún, es la dife- 
rencia entre ambas cantidades, el cual asciende á trecientos 
ochenta y cuatro pesos noventa centavos fuertes. 

6"^ Que no puede considerarse prueba legal parala justifica- 
ción de los puntos á cargo del demandante, las declaracionees de 
dos testigos producidas antes de recibirse la causa á prueba, por 
la vaguedad de los términos en que están concebidas, pues solo 
dicen que el patrón les pagaba sus salarios sin referirse á época 
precisa, ni determinar fecha, circunstancia esencialísima para 
conocer si dichos salarios están comprendidos ó nó entre los 
que se cobran, ni el nombre y número de tripulantes á quienes 
pagaba, de manera que no hay términos hábiles para formar jui- 
cio acertado, por su solo dicho. 

7^ Que la prescripción opuesta respecto de las partidas de la 
cuenta de foja 21 , correspondientes á Setiembre y Octubre del 
ano 1874, es inadmisible, pues aunque es cierto que desde la 
fecha en que fueron devengados bástala déla demanda, ha trans- 
currido el plazo señalado por el artículo 1006 del Código de co- 
mercio para la prescripción de las acciones á que dá origen 
esa naturaleza de créditos, no lo es menos que en el debe de di- 
cha cuenta, aparecen pagos hechos inmediatos á esas fechas, los 
que deben imputarse á dichas partidas. 

Por estos fundamentos^ fallo : condenando á los Sres. Bubio 
y Foley al pago de la suma de trescientos ochenta y cuatro pe- 
sos noventa centavos fuertes ó su equivalente en moneda na- 
cional y los intereses moratorios según la tasa del Banco de la 
Provincia; debiendo ser satisfechas las costas en el orden 
causado. 

Virgilio M. Tedin. 



mi 



faIlos de la suprema, corte 



r«ll« 4lc In ñupw*aam Corle 



Buenos Aires, Setiembre 6 de 18S8. 

Vistos: adoptando los fandainentos aducidos por el Juez de 
SecflioD, pero resultando que hay error en el cómputo de la di- 
ferencia entre las cantidades respectivamente reconocidas por 
las partes : se confirma la sentencia apelada de foja ciento se- 
tenta j cuatro, con declaración de qae la suma que debe abo- 
narse por los demandados como capital, es la de cuatrocientos 
dieciocbo pesos, treinta centaros fuertes. Eepuestos los sellos 
devuélvanse. 



ULADISLAO FRÍAS. — FEDERICO IBAR- 
GCrEN. — C. S. DE LA TORRE. — 
SALUSTIANO J. ZAVALU. 



DE lUSTIGU NACIONAL 249 



CAUSA CXXT 



Don Domingo Garbino contra Don José Costa, por 
cumplimiento de contrato; sobre competencia. 



Sumario. — Los agentes consulares, gozan del fuero federal 
en sus causas civiles. 



Caso.— Don Domingo Garbino, agente consolar de Italia en 
Gualeguaychú, demandó á Don José Costa por cumplimiento de 
un contrato. 

Costa alegando que tanto él, como Garbino eran estrangeros, 
7 que los agentes consulares no gozaban del fuero federal, decli- 
nó de jurisdicción. 



Falle del Juez Federal 

Paraná, Octubre 10 de 1887. 

T vistos en la escepcion de incompetencia de jurisdicción, 
articulada por el representante de Don José Costa contra la de- 
manda presentada por Don Domingo Garbino, Agente Consular 
de Italia, sobre cumplimiento de contrato, fundada en que la Ley 
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Nacional de jurisdicción y competencia de los Tribunales Fede- 
rales solo comprende á los Cónsules y vice-Cónsules, y que sien- 
do esta ley de interpretación restrictiva, no puede considerarse 
comprendidos en ella para los efectos del fuero federal á los 
Agentes Consulares ; y Considerando : que las funciones públi- 
cas del Agente Consular son las mismas que las del yice-Cónsul 
según la opinión de los principales tratadistas de derecho Inter- 
nacional; que fundada en esta consideración, la Suprema Corte 
en su fallo de 14 de Setiembre de mil ochocientos setenta j 
ocho, confirmando el de veinte y uno de Noviembre de mil ocho- 
cientos setenta y siete del Juez de esta Sección (tomo 11, serie 
2*, pág. 360), ha declarado que los Jueces Federales son compe- 
tentes para conocer de los pleitos en que sea parte un agente 
consular, siendo por lo tanto, una jurisprudencia establecida. 
Por estas consideraciones, y estando probado por la patente 
de foja... que el demandante Don Domingo Garbino es Agente 
Consular de Su Magostad el Bey de Italia, no se hace lugar á la 
escepcion deducida con costas. 

T. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 6 de 1888. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja treinta y cinco. Respuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

ULADISLAO frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZAVALIA. 
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CACHA CXXTI 



1 Francisco Á. íiellizia contra Don Müjuel Forcella, 
sobre rescisión de un contrato de locación 



Sumario. — El hecho de haber sido entregada en estado in- 
habitable la casa objeto del contrato de looacion, esconduceuk- 
para resolver la cnestion de rescisión de dicho contrato inten- 
tada por el locador, por falta de pago. 



Caso. — Lo refiere el 



Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Agosta 5 de 1887, 

Vistos estos antos promovidoa por Don Francisco A. Bellizia 
centro DoD Migael Forcella sobre rescisión de tin contrato de 
arrendamiento, resulta : 

i° Qae con fecha2de Marzo de 1886, actor y demandado cele- 
braron un contrato por escritura pública en el Begístro del 
Escribano Don Arnaldo Chaves, en virtud del cual, el primero 
dio en sub-arriendo al segundo, la casa calle Yictoria número 
S^i por el término de ocho años, y el segando se comprometíú á 
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pagar el alquiler de trescientos veinte pesos moneda nacional 
mensuales, durante todo el tiempo del contrato en el domicilio 
del sub-locador, á conservar la casa eu buen estada de repara- 
ción, como la recibe, y así entregarla al vencimiento del con- 
trato. 

2° Que no habiendo pagado el snb-locatario varios meses 
consecutivos de alquiler, Bcllizia ocurrió al Juzgado, demandan- 
do la resolución del contrato é indemnizaciou de pérdidas ti in- 
tereses, fundándose en lo dispuesto en el artículo 1579 del 
Código Civil (escrito de f. 1). 

3° Que á esta demanda se opone Forcella alegando que la 
casa le fué eutregada en estado inhabitable, porque eran tales 
los desniveles de las paredes y el estado de suciedad interno' 
que no era posible su ocupación, sin peligro para sus habitantes ' 
por cuyo motivo las autoridades policiales y municipales le or- 
denaron, desde el primer momento, no ocuparla con inquilinos 
y se la mandaron cerrar después; deduciendo reconvención con- 
tra el actor, para que se le condene á reconstruir la casa, hasta 
dejarla perfectamente habitable, y pagar doscientos pesos men- 
suales á título de daños y perjuicios, por las ganancias que ha 
dejado de percibir desde la fecha del contrato, á lo cual ha con- 
testado Bellizia negándole todo derecho para exigir reparacio- 
nes de cualquier género con arreglo i la ley y al contrato. 

Y considerando: 1° Que la naturaleza del contrato de 
locación, los términos en que está concebido el que se trata de 
resolver y los de la contestación á la demanda, suministran ele- 
mentos suficientes para resolver esta causa, sin necesidad del 
trámite de prueba, del cual están los Jueses autorizados á pres- 
cindir, cuando no consideren necesaria aquella, según lo pres- 
cribe el articulo 91 de la ley de Enjuiciamiento. 

2° Que el demandado no ha negado, en efecto, al con- 
testar la demanda, el hecho de haber dejado transcurrir más de 
dos períodos consecutivos, sin pagar el alquiler estipulado. 
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estando poi otra parte comprobado el hecho en el es- 
pediente agregado, sobre cobro ejecutivo de alquileres, del 
cual resolta adeudar los arrendamientos vencidos, durante diez 
y seis meses, pues la sentencia do trance y, remane se halla eji;- 
toiiada. 

3" Que según el artículo 1579 del Código Civil, do pagan- 
do el locatario dos períodos consecutivos de alquiler ó ren- 
tas, el locador 'podrá demandar la resolución del contrato con 
indemnización de pérdidas é intereses. 

4° Que para desechar las defensas alegadas por el deman- 
dado, 7 por consiguiente la reconvención, basta observar 
que, siendo el arrendamiento un contrato que se perfección:: 
por el mutuo consentimiento de las partes (art. 1494, C. C), 
el sub-Iocatorio, al prestar el suyo, firmando el instrum^utu 
del contrato, que en testimonio corre ¿ foja 2 del espedlentt' 
agregado, ha debido conocer perfectamente el estado de la ca^.i 
alquilada, que es la base del precio estipulado, y saber si se ba- 
ilaba ú no en condiciones de emplearla en la esplotacíon 6 uso 
á que la destinaba, tanto más, cuanto que no aparece haberse 
convenido que el locador hiciera reparacioiieíi de ningún género 
antes de darle posesión de ella. 

5° Que si bien es obligación del locador hacer las repar:i- 
ciones que exigiere el deterioro de la casa, por cuso fortuita ó 
fuerza mayor 6 el que se causare por calidad propia de ella, etc . 
etc., conforme al artículo 1516, Código Civil, no se ha alegain 
que dicha obligación haya surgido desde el primer dia en qu? 
Eorcella tomó posesión de la casa, habiendo, [;or el contraiti', 
hecho]méTÍto de ella seis meses después, según consta del espt^- 
diente agregado, sobre cumplimiento de contrato, y esto sin 
haber cumplido la obligación que le impone el artículo 1530, Códi- 
go citado, lo que significa, que cuando el demandado ha formula- 
do sus pretensiones había mérito legal parala resolución úú\ 
contrato. 



251 FALLOS DE LA SUmEHA CORTE 

6° Que si bien por el articulo 1514 del mismo Código, el lo- 
cador Gstd obligado á entregar la casa al locatario en buen estado 
de reparación, para ser propia al uso parü el cual está destina- 
da, esta disposición tíeno su limitación, cuando se hubiese con- 
venido que \a. entrega se hará en el estado en que se halle, cuyo 
convenio se presume por ministerio de la ley (art. citado), cuan- 
do se entra en posesión de la cosa siu exijir reparaciones. 

7" Que por la clíusula 4' del contrato se establece cspre- 
samente, que el sub-locatario recibe la casa en buen estado 
de reparaciones, habiendo además entrado en posesión, según 
resulta del espedieiite ejocutiro, sin hacer observación alguna y 
la ha usufructnadoáurante varios meaos, de donde hay que con- 
cluir forzosamente, que oí locador ha cumplido por su parte las 
. obligaciones que le impone la ley y el contrato. 

8" Que aún en el supuesto de ser exacta la clausura de 
la casa por orden de las autoridades municipales y policiales, 
ninguna responsabilidad le incumbe por esto á Bellizia, pues 
las reparaciones que llegare á exigirse por dichas autoridades 
para permitir su ocupación, con destino á inquilinato, debían 
ser efectuadas por el snb-locador, según lo establece el mismo 
contrato en la cláusula 7° y su importo abonado por el sub-lo- 
catario, mediante el interés de dos por ciento, sobre la cantidad 
empleada, de modo que, ni aún baja este punto de vista esti 
justificada la suspensión del pago de loa alquileres. 

9' Que siendo rescindible el contrato que es el objeto 
de la demanda por hecho del demandado, carece de base legal la 
reconvención. 

10" Que estando estipulada en el contrato la indemni- 
zación que el locatario debe pagar por la mora, á la cual debea 
sujetarse las partes con arreglo á lo dispuesto en el artículo 1 197 
del Cúdigo Civil y en ejecución su cobro, según resulta del espe- 
diente agregado, no hay lugar á pronunciarse sobre este punto. 
Por estos fundamentos, fallo : declarando resuelto el contrato 
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de locación de foja.., debiendo ponerse al locador en posesión de 
la casa alquilada en el| término dccaarentadias,DohacÍendo logar 
con costas i la leconvencion. Notifíquese original. 




Virgilio M. Tedm. 



FmIIo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 6 de 138S. 



Vistos y considerando : Primero : Que en la contestación á la 
demanda j leconrencion se ha alegado para fundar el recLazo 
de la primera y procedencia de la segunda, el hecbo de qtie la 
casa objeto del contrato, fué entregada en estado inhabitable 
poi los desniveles de las paredes, qne hacían imposible su ocu- 
pación sin peligro para sns habitantes, lo qne motivó quü previo 
eiámen perlas autoridades municipales, fuera mandada cerrar 
definitivamente. 

Segundo: Que este hecho sobre el cnal las partes no están de 
acuerdo, es conducente para la acertada resolución de 1» causa y 
ha debido recibirse á prueba. 

For estos fundamentos, y de conformidad al artículo doscien- 
tos siete de la ley Nacional de procedimientos, devuélTunse al 
Joez de la causa para que, abriéndola á prueba sobre el hecho 
enunciado, proceda á resolverla con arreglo á derecho. Repón- 
ganse los sellos. 



DLADISLAO FRÍAS. — FEDERICO 
IBARGCREN. — C. S. DE LA 
TORRE. — SALUSTIANOJ. ZA- 
VALIA. 
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CAKSA ex XVI I 



II' Rosario Áranda y otros, contra D. Desiderio Aguiar ; sobre 
interdicto posesorio 



Sumario. — El poseedoi á título de dominio tiene derecho 
para impedir que ae le moleste en su poüeuion, y para solicitar 
uldesalojodel turbador. 



Caso. — Lo refiere el 



Fullo del Jues Vedeml 



Mendoza, Febrero 35 de 1888. 

Yistos: D. Jorge Céspedes, en representación de los Srús. 
Atanda, espresada en el poder de foja 1, vecinos de esta pro- 
viacia, deduce interdicto de retener la posesión de un terreno 
cuatra D. Desiderio Aguiar vecino de la de San Juao, y espone : 

Que sus representados son dueños del campo denominado if¿ 
ijixemado, situado al noreste de esta proviacia y que linda por 
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el norte oon el lagar llamado El Acequión, por el snd con el Car- 
rizal, por el naciente con el camÍDO de Mendoza y por el po- 
niente con Las Cuevas, cuyo terreno han poseído aquellos desde 
hace mucho más de 50 años. 

Que estando en pacífica posesión del mismo, han sido moles- 
tados por primera vez, en el mes de Julio de 1886 por D. Desi- 
derio Aguiar, quien se había introducido con peones y carros con 
la pretensión de cortar leña, estorbando indirectamente duran- 
te 8 6 9 meses el ejercicio de su posesión y posteriormente, 
impedido á aquellos el corte de leña en sus propios campos, im- 
pidiendo la venta y depositando en la estación Ramblon la que 
estaba cortada, haciéndose dueño de ella ; y por último, que ha- 
bía demandado á los encargados, que por cuenta de sus repre- 
sentados tenían en el campo, por estraccion de leña del mismo. 

Que en consecuencia, deduce contra el espresado Aguiar in- 
terdicto de retener, pidiendo su desalojo de la parte del campo 
en que se ha introducido y la condenación al mismo de las cos- 
tas, daños y perjuicios, y que á la vez se le exija la seguridad 
ó garantía que no volverán á perturbar el ejercicio del derecho 
de sus Tepresentados (de conformidad al art. 2803 del Cód. 
Civil). 

Declarada la competencia del Juzgado para conocer en la causa 
y citadas las partes á juicio verbal en conformidad á la prescrip- 
ción de la ley, el demandado, representado por D. Carlos Jo n- 
nard, contesta á la demanda, esponiendo : 

Que deduce ante todo, la escepcion de falta de personería en 
las personas que la interponen, por ser falso el derecho que in- 
vocan en la parte fundamental de la gestión, porque la escritu- 
ra de foja 2, espresa que las tierras de que se trata son de pro- 
piedad de D. Melchor Yidela, cuya muerte no se ha justificado 
por documento alguno. 

Que los demandantes no han presentado tampoco documento 
que justifique cómo y por qué título tiene derecho á los bienes 

T. IT 17 




258 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

del indicado Videla, desde qne confiesan que son hijas de D* 
Tiburcia Yidela j de D. Jesús Aranda, lo qne hace suponer 
que no los tienen, estando entonces imposibilitados para ges- 
tionar, según los artícnlos 4 y 5 de la ley de Procedimientos y 
9412 y 941 4 del Código Civil, qne les retira todo derecho á 
cuestionar como herederos antes de haber sido declarados tales 
por juez competente y dádóseles posesión judicial de la herencia. 
Qué en la hipótesis de que los demandates tuvieran persone- 
ría para la gestión interpuesta» debe también rechazarse la ac- 
ción deducida, por cuanto á D. Melchor Yidela nunca se le hi- 
zo tradición material del predio de que se trata. 

Que no habiendo los mismos presentado documento que los 
abone como propietarios, esto solo basta para que se desestime 
la demanda, en presencia de lo dispuesto por el artículo 2480 
del Código citado, que requiere como condición para ser oido en 
interdicto, que quien lo deduzca sea poseedor á titulo de propie- 
tario y no precario. 

Finalmente, que Aguiar ha estado desde hace años en pose- 
sión de El Acequión hasta el Árbol Solo, Rio de las Peñas, j 
Dormida de las ciievas^ por el costado sud de su fundo, como 
lo prueba la escritura de adquisición, corriente en los autos 
que por cobro de pesos sigue ante este Juzgado contra D. Jo- 
sé Julio, en cuyo documento se halla el acta de posesión dada á 
aquel en 1688, la cual se ha trasmitido en la familia hasta él, 
siendo recien ahora puesta en duda por primera vez. Termina 
pidiendo el rechazo de la demanda con condenación en costas, 
daños y perjuicios. 

Atento lo relacionado y considerando: 1® Que para que proce- 
da el interdicto de retener, la ley requiere como condiciones in- 
dispensables: 1** que el que lo intenta, se halle en actual pose- 
sión ; 2"^ que se haya tratado de inquietarlo por actos que debe- 
rán espresarse en la demanda (art. 327 de la Ley de Procedi- 
mientos). 
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2° Qne en presencia de la disposición citada y esci^pcione» 
opuestas por el demandado, corresponde areriguar, si el deman- 
dante se hallaba, á la fecha de la demanda, en posesión del terre- 
no de qae se trata, y si esa posesión se ha tenido en las condi- 
ciones que la ley requiere, para que pneda dar derecho al ejer- 
cicio de la acción interpuesta (arts. 2479 y 2480). 

3° Que por la escritura de foja 3, consta la venta hecha por 
D" Maria del Carmen Lara á D. Melchor Videla, en 23 de Julio 
del año 1828 de la estancia denominada El Quemado, compren- 
dida dentro de los limites espresadus en la demanda. 

4** Que del informe del señor Jaez de letras ea lo civil, cor- 
riente ¿ foja 10 vaelta, consta también que la enunciada pro- 
propiedad ha sido adjudicada, en el juicio testamentario de D. 
Tibnrcio Yidela y D. Jesús Aranda á los demandantes, como he- 
rederos de aquellos, dándose i cada uno de los mismos una ac- 
ción en ella. 

5° Que los documentos referidos prueban entonces el derecho 
de propiedad de los demandantes, pues revisten en sí las for- 
malidades exigidas por la ley, para la trasmisión de lo!^^^~^ 
raíces, quedando así destruida la escepcion defalta^ít- p-T>-"~ 
nería, opuesta por el demandado, fundada. únicameoi< c^ '' 
falta de documentos que acrediten su catáctet de aaoc^ '^'¿^ ^' ' 
espresado D. Melchor Videla. 

6° Que por otra parte, y aún prescindiendo del ». ■--''- 
ofrecen los documentos referidos, siempre proodderii -' ^''' 
mandadeinterdicto interpuesta ai esque sehateaiá' b ~ ^r^^ - 
legal que se invoca, y ella ha sido perturbada, ptw? i<n-. 
queiuqaietan y perturban al legítimo poseedor dn .i:- 
todo caso, para deducir el interdicto de retener ^itsn^ 
título ni otro requisito (art. 2490, Cód.átaoe -ü.'.i . 
prema Corte, serie 1*, tomo 9". pág. 3fó - 

70 Que respecto á la posesión iavoimáfc?*^ 
resulta de las declaraciones de los teu^t^^-' 






260 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

man Snarez, corrientes de fojas 31 vuelta á 34, comprobados 
los hechos siguientes: 1^ que la estancia El Quemado reconoce 
por limites los puntos indicados en la demanda; 2® que los de- 
mandantes han sido los únicos reputados como dueños de ella; 
3° que siete meses antes, Julio de 1887, Agaiar se había 
introducido en ese campo, protestando ser de su propiedad; 
4*^ que los Sres. Aranda, jamás habian sido molestados en la 
posesión que tenían, bajo los límites espresados, hasta pocos 
meses antes de aquella fecha; 5^ finalmente, que los mismos 
eran reputados como dueños, desde hace más de 30 años, con- 
servando durante este tiempo su posesión. 

8^ Que igualmente se ha comprobado con la declaración de 
D.Juan A. Zapata, corriente á foja 50, la antigua posesión de 
los Aranda, en dicho campo, bajo los límites espresados ; como 
asimismo, que Aguiar jamás había tenido posesión en él, ni pre- 
tendídola tampoco, por cuya razón le fué negada por el decla- 
rante la fuerza pública que le pidiera, como subdelegado del de- 
partamento Las Heras para despedir á un individuo que corta- 
ba leña en la estancia del Ramblon. 

9° Que resulta también por la declaración del testigo Nicolás 
Til legas, foja... que los espresados Aranda han poseído di- 
cho campo, desde hace más de 20 años, por medio de sus ar- 
rendatarios los Sres. Suarez, agregando el testigo haber oído 
que él limita por el norte con el rio Acequión, j que sabe que 
los mismos han vendido el derecho de oortar leña á varios indi- 
viduos, á quienes Aguiar les ha impedido recien ocho 6 nueve 
meses antes ; y finalmente que aquellos (los Aranda) han hecho 
respetar siempre el lugar denominado Acequión^ como límite 
norte de su propiedad. 

lO'' Que, finalmente, el testigo Manuel González, foja... 
declara también que siempre ha conocido á los Sres. Aranda en 
posesión de El Quemado^ cuyo límite norte es el Acequión ; y este 
como el anterior testigo, que la estancia de este nombre linda 
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poi el and con el arroyo de las FeSas 7 el Chañar Grande, que- 
dando el Árbol Solo y Dormida délas cuevas en El Quemado tk' 
los Sres. Aranda. 

H" Qne según se vé, con las declaraciones citadas se ha com- 
probado plenamente la posesión de los demandantes en el terre- 
no materia del juicio, habiendo los mismos mantenido esa pose- 
sión dentro de tos límites ya espresados, á titulo de propietarios, 
sin interrupción alguna hasta la fecha reciente en qne Agniar sí 
introdujo en él pretendiendo derechos de propiedad. 

12° Que en cuanto á'.la observación hecha por el demándenlo 
en sn escrito de foja... á las pruebas producidas por loa da- 
mandantes, antes de contestada la demanda, es de observarse, 
qne aún 'supuesta la ineficacia de estas, por las razones alega- 
das, siempre quedaría subsistente una prueba completa de Kiá 
hechosqaela fundan y que quedan consignados en los coni- 
derandos precedentes por el testimonio de los demás testigos } i 
citados. 

13° Qne por parte del demandado solo se ha ofrecido couio 
prnebade su posesión y derecho de propiedad & los terrenos cit 
cnestion, la escritura agregada á los autos antes espresado^, 
que es la misma presentada posteriormente á foja 74. 

14° Que ese documento si bien debe considerarse como un tí- 
tulo perfecto, por revestir las formalidades legales, no constitu- 
ye en manera alguna, una prueba de la posesión que se alega, ni 
menos basta para destruirla que se ha constatado de contrario. 

15° Que, por último, se ha comprobado también en autos, cou 
las declaraciones de los espresados testigos Zapata y NicolásYüle- 
gas, el hecho de haber Agniar introducid ose & loe campos en cues- 
tión, impidiendo á los demandantes el corte de leña en ellos, 
como la venta de la que tenían cortada, lo cual constituye tma 
verdadera perturbación de la posesión de estos, qnedando an 
constatados los estremosque la ley exije para el ejerciciode la 
acción interpuesta. 
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Por tanto, fallo defínitiyamente : declarando procedente la 
demanda de interdicto deducida; en su mérito, y de conformidad 
á lo dispaesto por el artículo 2494 del Código Civil, se ordena á 
D. Desiderio Agniar el desalojo de la parte de terreno que ocupa 
en la estancia El Quemado, que efectuará en el término de diez 
dias, condenándose al mismo en las costas, daños y perjuicios 
causados á los demandados. Hágase saber original y repóngan- 
se los sellos. 

Juan del Campillo, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 20 de 1888. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas, el auto 
apelado de foja noventa y cuatro. Eepuestos los sellos, deyuél- 
vanse. 



benjamín YIGTOBIGA. — FEDERICO 
IBABGÜBEN. — SALUSTIANO J . 
ZAVALIA. 
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CAUSA CXXTIII 



Don Hipólito Valtierra contra Don Enrique Urien, 
por cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — 1^ La obligación firmada por el presidente de 
nna sociedad anónima en su nombre individual, es título hábil 
para seguir ejecución contra la persona del firmante. 

^ El artículo 2% inciso 2"" de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, sobre jurisdicción de los tribunales federales, al mencio- 
nar las causas civiles, compréndelas civiles j las comerciales. 



Cojo.— Se halla esplicado en el 



FaIIo del JTues Federal 



Buenos Aires, Abril 27 de 1888. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por Don Hipólito Yal- 
tierra contra Enrique TJrien, por [cobro de la cantidad de mil 
ochocientos cuarenta y dos pesos moneda nacional que espresa 
el pagaré de foja 1. 
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Resultando: Que citado de remate el douüor, ha opuesto en 
el escrito do foja 37, las escepciones de inhabilidad del título y 
nulidad de los procedimientos seguidos; fundando la piimera, 
en que la obligación contenida on el referido docuii]ei.to, ha sido 
contraida y suscrita en su calidad de presidente de la sociedad 
anónima en liquidación, denominada tLa Abastecedora»; y la 
segundu, en que siendo aquel comercial, por estar concebido á la 
orden, no está sometido ú la jurisdicción de este Juzgado, con 
arreglo al inciso 2" artículo 2" de la !ey de 14 de Setiembre de 
1863, que se refiere únicamente á las causas civiles, 

Ycunsiderando; 1° Que la nulidad alegada constituye pro- 
piamente una escepcion de incompetencia de jurisdicción, como 
que es este el fundamento en que se apoya, y, si bien no está 
comprendida entre las que autoriza á oponer el artículo 270 de 
la ley de Procedimientos, debe ser tratada previamente, pues 
la jurisdicción del juez es una condición esencial y permanente 
de todo juicio. 

2° Que al establecer el inciso 2", artículo 2" de la ley de M 
de Setiembre de 1863, quu los jueces de sección conocerán en 
primera Instancia de las cansas cwíles en que sran parto las 
personas que allí se enumeran, ha empleado la palabra civiles 
en oposición á criminales ó militares, como término genérico, 
Gompr^'udiendo las causas comerciales, que en ese sentido soii 
también civiles, como ha denominado á la Ley de Procedimien- 
tos de la misma fecha, cu lo civil ij criminal, sin que á nadie se 
le baya ocurrido hasta la fecha, suponer que las causas comer- 
cíales no tengan un procedimiento marcado por la Ley para su 
tramitación. 

3" Que si esta esplicaciou no fuese bastante para demostrar 
el error en que incurro el ejecutado, bastaría recordarle, que 
esiste una ley del Congreso de fecha 3 de Setiembre de 1867, 
que establece que la sección de la provincia de Buenos Aires 
será servida por dos jueces, uno de los cuales ejercerá la juria- 
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dicción criminal y otro la mercantil, á cuya ley se ha referido 
en lo concerniente ala forma de la jurisdicción, la de 20 de 
Octubre de 1882, disponiendo que haya dos Jueces Federales en 
la capital de la República, y que el decreto reglamentario de 
esta última, de fecha 27 de Octubre del mismo mes y año, atri- 
buyó á «jste Juzgado la jurisdicción del fuero comercial. 

4'' Que estando el documento de foja 1 firmado en su nom- 
bre individual por el ejecutado, y protestado con todas las for- 
malidades de derecho, es un título perfectamente hábil para 
traer aparejada ejecución, en virtud de'lo dispuesto en el artícu- 
lo 249, inciso 6** de la Ley Nacional de Enjuiciamiento. 

5° Que además, tratándose de un documento conteniendo 
obligaciones de pagar una suma determinada, concebido á la 
orden, es considerado como letra de cambio, y por tanto, le son 
aplicables las disposiciones especiales del Código de Comercio 
que rigen estos títulos, los cuales no admiten, en su ejecución, 
la excepción de inhabilidad del título (véase art. 852 del Cód. 
citado y Fallos de la Corte Suprema, t. 4^ pág. 420, 2* serie}. 

6"* Que las observaciones aducidas en el escrito de foja 37, su- 
poniendo qne sean ciertas, si bien pueden justificar la repetición 
de lo pagado contra la sociedad anónima «La Abastecedora» no 
bastan para hacer inhábil un título suscrito á nombre indivi- 
dual, que no contiene referencia alguna á la dicha sociedad. 

Por estos fundamentos, y concordantes del precedente escrito, 
fallo: no haciendo lugar á las excepciones opuestas, de acuerdo 
al artículo 277 de la Ley de Procedimientos y mandando llevar 
adelante la ejecución, hasta que el acreedor ejecutante sea in- 
tegrado del capital, intereses y costas. 

Virgilio M. Tedin. 



•' \ 
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Fallo d« la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 33 de 1888. 

Vistos: preBcíndieiido de apreciar si la escepcion de inhabili- 
dad del titnlo, paede 6 no oponerse ala acción ejecntíva de las 
letras de cambio, poi no sel necesaria en el presente caso, se 
conñrma por sos dem&s fundamentos, con costas, la sentencia 
apelada de foja caarenta j seis. Hepnesto los sellos devaél- 
Taaae. 



BBnJAUIN VICTORICA. — DLADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGCREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALL'S- 
TIARO I. ZAVALU. 



DE JUSTICU HAaONAL 



CAUSA ex XIX 



D. Melilon, D'Elenai/D' Aurora Rodríguez, contra D. Tomás, 
D* Justa y V Emma Artnstrong, por nulidad de una venta ; 
soAre rdteldla. 



Sumario. — La notificaoioa del decreto concediendo ^ ho- 
ras para la contestación del traslado, por rebeldía acusada, debe 
contener la bora en que se practica, sin que baste á snplii la 
omisión, la atestación ulterior del secretario. 



Caso. — Lo refiere el 



Falld del Juca Fcdenil 



Mendoza, Julio 33 de 1887. 

Yistos, resulta: que en lecha SO de Junio próximo pasado, se 
notificó al lepiesentante de D* Justa Armstroag la lesolucion de 
igual fecha, por la cual se le ordenaba contestar derechamente 
la demanda, en término de seis dias. 

Que vencidos estos j acusada en tiempo por el demandante 



!edo fallos de la suprema corte 

la correspondiente rebeldía, se lijó ai demandado el término de 
Choras para espedirse, titie empezaron á correr desde el día 
dos del presente mes, según hi notificación respectiva. 

Que con fecha 4 de Julio ala una p. m., el apoderado Sr. Baca 
contesta recién la demanda, después de yencido aquel tér- 
mino. 

Qne notificado el proveidode «Autos* recaído en dicho escrito, 
fll Dr. Puebla pide su dcTolnciou, en razón de no tener el Pro- 
carador Baca, poder para representar á U' Kmma Armstrong, y 
de hallarse esta declarada ya rebelde en autos, solicitando ala 
Tez, se dé por decaído el derecho que lia dejado de usar D" Justa 
Armstrong. 

Que en este estado, el Procurador Bjca se presenta rectiiicando 
el error de copia, que dice haber cometido, al consignar el nom- 
bre de D'Emnia eu lugar de D" Justa, su poderdante, en reali- 
dad, segnn el instrumento de foja... 

Y considerando: Que el término de lii rebeldía corre porsa na- 
turaleza, de momonto á momento, y se cuenta consiguientemente 
por horas, sin interrupción de dias festivos, según la jurispru- 
dencia establecida por la Suprema Corte en diversos fallos. 

Que el escrito de contestación á la demanda, resulta asi agre- 
gado á los autos di'spues de vencidas con csceso las 24 horas de 
la rebeldía, y procede, por consiguiente, la oposición del deman- 
dante, ¿su agregación en autos, como la petición de dar poi 
decaído el derecho quebadejudo de usar el representante de Doña 
Justa Armstiong. 

Que, por lo tanto, es de todo punto inoficioso un pronuncia- 
miento especial de part; del Juzgado, en relación á la persona 
en cuya representación haya obrado el Procurador Baca, desde 
que, ni D» Emma, ni D' Justa podían lícitamente hacer uso de 
UD derecho que ja no tenían, estando la última incursa en la 
rebeldía acusada de contrario, y la primera declarada contumaz 
con mucha anterioridad, á foja 59. 
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Por tanto, se declara decaído el derecho que ha dejado de 
usar el Procurador Baca, por D* Justa Armstrong, debiendo serle 
doTuelto por Secretaría el escrito de foja 63, con costas; hágase 
saber original y ejecutoriada quesea la presente resolución, trái- 
ganse los autos al despacho, para proveer lo que corresponda al 
estado de la causa. . 

m 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Huprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 35 de 1888. 

Vistos : No conteniendo la diligencia de notificación corriente 
á foja sesenta j dos la espresíson de la hora en que ella se prac- 
ticó. 

Y considerando : Primero: Que no basta á suplir tul omisión 
la atestación del Secretario puesta al pié de dicha diligencia, por 
no haber sido consignada con las formalidades requeridas por 
la ley. 

Segundo : Que no resulta comprobado por consiguiente, que el 
escrito de contestación á la demanda haya sido presentado fue- 
ra de tiempo. 

Tercero: Finalmente, que la designación equivocada que en 
él se hace del nombre de la demandada D* Justa Armstrong, 
confandiéndolo con el de la hermana D'^ Emma, no es de apre- 
ciarse absolutamente, pues en dicho escrito se hace espresamen- 
te referencia al poder corriente en autos, otorgado por la prime- 
ra, y en virtud del cual el procurador D. Severo Baca fué admiti- 
do á actuar como parte en el juicio. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja se- 



I 
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tenta y cinco vuelta declarándose uo haber lagar á la rebeldía 
acusada en lo que respecta ¿ D" Justa Armstrong; repuestos los 
sellos deTuélranse, 

benjamín VICTORICA. — UUDIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTIANO J. ZA VALIA. 



i 



CAUSA CXXX 



Don Ábsalon ¡barra, como tutor del menor Don Manuel Taboa- 
da, co/itra Don lielisario Carrillo, por reivindicación ; 
sobre competencia. 



Sumario.— i" La existencia de una sentencia de los Tribuna- 
les locales quo el demandado opone para eacepcionarae contra 
la acción Instaurada, uo obsta al ejercicio de la jurisdicción fe- 
deral procedente de la distinta vecindad de las partes. 

2" El no haberse dado interveacioa al ministerio de Meno- 
res en una excepción dilatoria, uo anula el procedimiento. 
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Caso. — DoaAlisaloD Ibarra como tntoi del menoi Taboada 
entabló contra Doa Belisaiio Carrillo, demanda de ieÍTÍndica- 
cion de nna casa, qne correspondía á sn pupilo por haberla 
recibido en pago del Doctor Don Carlos Lining, qnien la babo 
por compra al defensor de menoies representando á la incapaz 
D' Encarnación Faz. 

Acreditó la competencia del Juzgado Federal, por ser vecino 
de Córdoba el demandante Ibarra, y de Santiago el demandad o 
Carrillo. 

Carrillo declinó de jurisdicción alegando que la venta de la 
señora de Paz había sido declarada nala por los Tribunales de 
Santiago, y que la justicia federal no podía rever los actos jti- 
diciales de los tribunales locales. 

Conferido traslado de la excepción de incompetencia, la evacuó 
el representante del tutor, pidiendo que se la rechazara con 
costas. 

Dijo: Que la jurisdicción federal procede en el caso, conforme 
á lo dispuesto por los artículos 12 y 20 inciso 2' de la ley sobre 
jurisdicción y competencia, no encontrándose comprendido en 
las cuatro excepciones que menciona el artículo 12 ya oi- 
tado. 

Que de que no pueda apelarse ante los Tribunales Federales 
de los fallos pronunciados por los provinciales, en los juicios ra- 
dicados ante ellos, sino en los casos del artículo 14 de la ley de 
jurisdicción, no se inñere qae los jueces nacionales se hallen in- 
hibidos para tomar en consideración en causas nuevas que ante 
ellos se susciten, resoluciones de los Tribunales locales que se 
traigan en apelación. 

Que aparte de ser esta cuestión ajena al asunto, no se trata 
de alzarse del fallo de la justicia provincial ni de agregar nue- 
Tos casos de apelación á los del artículo 14. 

Que la independencia de los Tribunales nacionales y provin- 
ciales QO permite que los fallos de estos sean revisados por aqne- 
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líos; pero de esto no se sigue que las resoluciones de los Tribu- 
nales de proTiucia, tengan siempre para los Nacionales autori- 
dad de cosa juzgada, como si fiierao declaraciones de nuestra 
carta fundamental 6 estipulaciones de tratados con naciones 
estrangeras; lo cual, dada la forma de gobierno que nos rige, 
seria nn contrasentido. 

Qne segiin el artículo 21 de la ley, los Jueces Nacionales 
deben proceder aplicando la Constitución, las leyes del Congre- 
so, los Tratados y las leyes particulares de las provincias; y como 
lo que al parecer se opone por el demandado, es la cosa Juzgada, 
el Juez de Sección resolverá de acuerdo con lo establecido en 
dicho artículo 21, obrando por consiguiente, dentro de sus 
atribuciones. 

Que el Juzgado Federal se halle en el caso, en perfecta 
igualdad de condiciones en que se hallaría el Jnzgado Provia- 
cial, si el pleito se hubiera iniciado ante este: tanto el uno como 
el otro, tendrían que juzgar con arreglo á derecho y decidir 
aplicando las mismas leyes, cuál de los dos títulos es el que debe 
prevalecer. 



Fallo del Juez Fcilrrnl 



Santiago, Oclubc! 17 de 1887. 

T Tistes: de conformidad con las consideraciones aducidas en 
el escrito que precede, se declara improcedente la excepción 
opuesta por la parte de Ci^rrillo; debiendo en consecuencia, con- 
testar derechamente ala demanda. Hágase saber. 

P. Olaechea y Alearla. 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Baeíiüs Airas, Julio 30 de 1888. 
Suprema Corte: 

Doa Absalon Ibarra, por el meaor Manuel Taboada, vecino 
de Córdoba, demanda á Don B. Carrillo, Tecino de Santiagu. 
por reíTlndicacion de una ñnca sita en la capital de esta últuu.i 
Provincia. 

Funda Ibarra el derecho del menor sa popilo, en una escri- 
turado compra en remate públioo otorgada por el Defensor di 
Menores; y Carrillo el sujo, en nna sentencia del Juez do 
1' Instancia, que declara nula la venta realizada por el Defensor 
do Menores. 

Aceptada la diversa vecindad, la cuestión de competenem 
qaeda reducida á investigar si esta demanda importa un nuevo 
juií^iü, 6 debe considerarse radicada aote los Tribuneles do 
Santiago. 

Me inclino áesto último. 

El hecho do ocurrir Linning, cuyos derechos representa T.i- 
boada, i lajnsticia local para la compra de la finca, importa 
reconocer la jurisdicción de esajusticia, en todo lo relativo á í:l 
validez déla venta. 

Ahora bien: la cuestión que Taboada pretende traer ¿ la jus- 
ticia federal, es precisamente acerca de esa validez, acerca de 
si la venta hecba por el Defensor de Menores, ha de prevalecí] r 
sobre laseatenciadel juzgado de 1* Instancia que la declar;i 
nnla. 

Como se vé, esta simple esposicioa basta á poner de manifies- 
to qne lo que procura en este caso, es traer á la revisión de U 

T. IT 19 
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justicia federal procedimientos de los Tribunales de ProTiacia, 
en notoria oposición áU doctrina establecida poi esta Coite, 
áe conformidad á los principios que sirven de base & la Cons- 
titución. 
Ha de servirse V. K. revocar la sentencia recnitida. 

Eduardo Costa. 



Falla de la Suprema Carta 

Buenos Aires, Setiembre ^ de 1888. 

Tistes: estando acreditado que el presente caso corresponde á 
Ujurisdiccion nacional por razón de las personas, j no obstando 
al ejercicio de elia la sentencia en que el demandado funda sus 
excepciones, cuja autoridad y efectos deben ser apreciados al 
resolverse la presente causa; 

Por estos fundamentos, y los aducidos por el Juez de Sección, 
se confirma con costas el auto apelado de foja cuarenta vuelta; 
no haciéndose lugar al recurso de nulidad interpuesto en 
esta instancia por el Defensor de Meuores, en atención á 
que, en el estado de la causa, el defecto á que él alude, puede 
subsanarse dándose oportunamente en Primera Instancia la 
debida intervención al ministerio respectivo. Previa reposición 
de sellos, devuélvanse los autos. 

benjamín VICTORICA. — ULABISLAO 
FRUS.— FEDERICO IBARGÍREN. — 
C. S. DE LA TORRE. — 6ALUSTIANO 
1. ZAVALIA. 



» 
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CAUSA CXXXI Q) 



Doria TV. iV., contra D. X. X.; sobre filiación natural 



Sumario. — 1^ En la demanda de filiación nataral entablada 
por la madre, es la nacionalidad de esta, j no de los hijos que 
debe tenerse en cuenta para determinar la competencia de la jus- 
ticia federal. 

2° La prueba sobre filiación natural, debe ser tan plena y cla- 
ra, que no deje lugar á dudas y satisfaga cumplidamente la con- 
ciencia del Juez. 



Caso. — Lo refiere el 



Fallo del Jíues Federal 



Rosario, Agosto 31 de 1885. 

Vistos : estos autos de los cuales resulta : i"" Que doña N. N., 
diciendo haber vivido en unión marital con Don X. X. por 



(*) No habiendo podido resolverse esta causa, por haberse modificado 
el personal de la Suprema Corte, se vio nuevamente en 12 de Enero de 1888. 
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espacio de tres ó cuatro años, desde ñnes de 1880 hasta Agosto 
de 1884, 7 haber tenido de esa anión los dos hijos que indicaa 
las partidas de bautismo de fojas 1 y 2, nacidos, el primero, 
Carlos Eduardo, en 5 de Noviembre de 1882, y el segando, Ana 
Catalina, en 22 de Agosto de 1884, ha comparecido solicitando 
sean declarados ambos, hijos naturales de X, y sea condenado 
al propio tiempo este, á cumplir con las obligaciones que los ar- 
tículos 330 y 331 del Código Citil imponen á los padres nata- 
rales respecto á sas hijos. 

2** Que corrido traslado déla demanda, el demandado la ha 
impugnado, negando por completo los hechos en que ella se 
funda. 

3^ Que abierta aprueba la causa con la debida interTencion 
del Ministerio de Menores, se ha producido por parte de la 
demandante la que consta: 1^ de las declaraciones de Don 
Victor Marre y Don Guillermo Cabrera, fojas 50 y 51, de las 
cuales resulta que durante siete ú ocho meses del año 1882 
(á partir del mes de Febrero según el primero), X. visitó fre- 
cuentemente de noche ydediaá DoñaN., queá su vez (según el 
segundo), iba también con frecuencia de noche á casa de aquel ; 
2^ de las declaraciones de Juana A. de Miller, foja 52, y Socorro 
Lasarte, foja 53, de las cuales, la primera espresa que en la no- 
che siguiente á la del nacimiento del niño Carlos Eduardo, ha- 
llándose en casa de DoñaN., asistiéndola como partera, X. 
le presentó aquel niño, diciéndole ser hijo suyo, y pidiéndo- 
le lo asistiera con atención, y la segunda, que durante tres ó 
cuatro meses del año de 1884, en que sirvió como mucama 
á Doña N., pudo observar que X. iba noche á noche á visí* 
tar á esta, con quien cree que dormía también, apercibiéndose 
además de que aquel trataba como á hijo al niño Carlos Eduar- 
do, que á su vez le daba el título de padre; 3° de las declara- 
ciones citadas de Marre y Cabrera, de Lasarte y Don JuanLa- 
baquier, foja 55, en las cuales los tres primeros espresan que 
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en las épocas á que cada uoo respectivamente se reñere, no han 
conocido otra relación de hombre & Doña X. que la de X.; y A 
último, qae de tres años atrás, ha oido siempre que Doña N. 
era lie vida alegre, ; habiéndosele dicho que mantenía relacio- 
nes amorosas con diversos individnoí nombrándole entre otro i 
á X. ; 7 4" finalmente, de las posiciones de foja 99 vneltu, 
ahsueltas por el demandado, en las cuales reconociendo este 
haber tenido relaciones carnales con la demandante, asevera 
sin embargo, que no ha sido ello hubítualmente sino con 
intervalo de muchos meses (seis á ocho) pagándola en cad i 
ocasión; 7 por parte del demandado, la que consta: 1° de l;i 
declaración de Don A., foja 62 vuelta, en la cual este afiím;! 
haber tenido relaciones carnales con la demandante, del mi?s 
de Febrero al de Marzo del año 1882 7 haber oido además, qm; 
por la misma época más ó menos, las tuvo también con otras 
personas; 2° de la declaración de Eloísa Mojano, foja 59 vuel- 
ta, la cnal espresa quepor Eneroó Febrero del año 1832 7 du- 
rante dos ó dos 7 medio meses en que vivió en unión con Dofu 
N. en una misma pieza, se le dijo por una señora de la ca^a 
que en las ocasiones en qut» ella salía de noche, aquella recibí i 
la visita de un hombre, 7 que en esa misma época supo por boca 
de la misma Doña X., que estaba 7 había venido 7a en cinta 
de Cañada de Gtomez, donde antes había residido; 3° de ha 
declaraciones de Don P. M., foja 58, 7 Don R. B., foja 61 
vaelta, de las cuales el primero, preguntado si á fines áa 
1881 6 con posterioridad tuvo relaciones carnales con li 
demandante, manifiesta no poder contestar por ser casad:', 
agregando, que sabe que las tuvo con D. 7 que era público y 
notorio qne las tuvo también con dos personas más, ninguna ili' 
las cuales era S., cre7endo que esto ocurrió del año ochenta 
al ochenta 7 dos; 7 el segundo, qne no las tuvo por hecho depen- 
diente de su aola voluntad, pereque por los antecedentes qi;e 
menciona, cree que mediaron esas relaciones conM., indican- 
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do como fecha probable de ella?, el año 1880 ; i" finalmente, de 
las dos declaraciones citadas de SI, y D. y demás que corren 
de fojas 65 á68, de las cuak's resulta un testimonio uniforme 
acerca de las malas costumbres de la demandante en los años 
inmediatnmenle anteriores á los citados, declarando alguno de 
estos últimos testigos haber también tenido personalmente 
comercio ilicito con eila, con circunstancias muy ag^iavantes, 

Teonsideraudo: I" Que siendo el reconocimiento de loa hijos 
naturales unacto esencialmente personal, que no puede ser eje- 
cutadosinó por el padre, si de íiUacion paterna se trata, ú por 
la madre en caso inverso (arts. 334 y 1881 , N" O del Cód. Civ,), 
elcontenido^de las partidas de bautismo, corrientes ájfojas 1 y 2, 
no puede absolutamente entenderse como prueba de tal recono- 
cimiento, ni como justificación de tal filiación en relación al de- 
mandado, que no las suscribe y C[ue no se ha demostrado tam- 
poco ni alegado siquiera, las haya mandado estender ó tenido co- 
nocimiento de ellas antes de su presentación en estos autos. 

2" Que aún cuando en razón de las declaraciones de M. j 
C, pudiera presumirse, que durante la época á que ambos 
testigos se refieren, y cuyo puuto de partida solo el prime- 
ro fija, hayan existido entre el demandado y la demandante re- 
laciones carnales, ello no garantiza, ain embargo, el hecho de la 
paternidad de aquel, con respecto al primero de los hijos de la 
última, no solo porque la esistencia de esas relaciones es raga é 
insegura, por aquella fecha al menos, sini» porque aiin admiti- 
das como ciertas é incontestables, resultaría siempre déla de- 
claración de A, que no son ellas las únicas que había ttnido 
la demandante por esa época. 

3° Que esta declaración, unida i la de Eloísa Moyauo, se- 
gún la cual la demandante vino á esta ciudad en cinta, de 
Cañada de Gómez, á la par que atenúan y aún desvanecen la pre- 
sunción que pueda resultar de las citadas de M. y C, dejan 
del todo incierto é inseguro á quien pueda corresponder aque- 
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Ha paternidad, no habiéndose demostrado, como no se lia de 
mostrado, que las relaciones de X. con la demandante dataran 
desde antes de la llegada á esta ciudad, de aquella. 

4' Que esta incertidumbre se hace mayor aúa en presencia ile 
la reticencia de la declaración de M. y de la mala reputación 
anterior y corrapcion de costumbres que atribuyen & la detiiLin- 
dante su propio testigo D. J. L., el antes citado D. A. D, y 
sobre todo, los nombrados J. A., J. M. y S. F., fojas 65 i 08. 

5° Que coalquiera qne sea la fuerza de las declaracionca <1ú 
los testigos M. y L., tanto por sn número y clase como 
por ser singulares poi referirse é hechos diferentes ó sea i un 
reconocimiento veriñcado en tiempo]y lugares diferentes, no al- 
canzan á ser por sí solas prueba plena con arreglo al precepto 
de la ley 28, título 16, Partida 3*, que prescribe que los tes- 
tigos deben concordar en el tiempo y en las circunstancias del 
hecho á que se refieran (Fallos de la Suprema Corte, t. 1 1 , 
pSg. 380). 

6° Que en relación además, á la seganda hija déla demandan- 
te, ninguna prueba se ha producido, ni hecho alguno se ha ilc- 
mostrado que sirva á establecer su pretendida filiación respecto 
del demandado. 

7° Finalmente, que la prueba sobre filiación natural, sí bien 
es snceptible de hacerse por todos los medios de justificaciuii 
que el derecho reconoce de sa naturaleza, sin embargo atent;i 
la trascendencia de la materia, debe ser tan plena y clara que no 
deje Ingar á dndas y satisfaga cumplidamente la conciencia liul 
Juez {Falbs de la Suprema Corte, t. i3, pág. 460), y en el pre- 
sente caso la producida por la demandante, si es capaz de crear, 
según se ha Tisto, presunciones en sn faior, está muy lejos do 
prodnciraquella completa y plena convicción. 

Por estos fundamentos, defiuitivamente juzgando, declaro im- 
probada la acción deducida, y absueito en consecuencia de elhi 
el demandado, sin especial condenación en costas por no apare- 
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cersqoella temeraria. Notiflqnese con el original y repóngase el 

papti). 

C. S. de la Ton-e. 

Kl Defensor de incapaces opuso ante la Suprema Corte la 
CL'epcion de incompetencia de la justicia federal, fundado ea 
qne eran Argentinos tanto el demandado como los hijos natu- 
rales. 

VISTA DEL SEfíOE PROCDIIADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1887, 
Sujirema Corte: 

Kl derecho de la madre para pedir que sus hijos sean recono- 
í'iiloa por aquel á quien deben el ser, nace de la ley, ó mejor di- 
líj de la natnraleza. 

La madre ¿ quién puede desconocerlo ? tiene nu interés direc- 
ta I' inmediato en que el padre comparta con ella el deber de 
aliuientary educar á los hijos de ambos. T este interés es inde- 
[leiuUente del interés de los hijos qae tienen en todo tiempo el 
(Ii rocbo de pedir el reconocimiento de su filiación, no obstante 
];i.s gestiones j aún la renuncia de los padres. 

Xo es, pues, posible sostener por un momento que el derecho 
qiK ejercítala madre, no sea originario, sino por cesión ó man- 
diiío, como pretende el defensor de pobres é incapaces, 

V no es esta la primera vez que la justicia federal resuelve 
cuestiones de este género, traídas á su conocimiento por la di- 
V. rsa nacionalidad de loa padres. Citaré, entre otraa, las cansas, 
SLTÍe 1*, tomo 4°, página 506; serie 2', tomo Sf, página 44-4 ; 
si'r¡e2', tomo H, píginaSSO. 

Sírrase Y. E. desestimar la escepcion de incompetencia de- 
ducida. 

Eduardo Cosía. 
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FaIIo de In Hiipreitin Corte 

Buenos Aires, Setiembre 27 de 1888. 

Vistos : de acuerdo con lo espnesto y pedido por el señoi Pro- 
curador General en cuanto á la escepcion de incompetencia 
opuesta en esta instancia por el Defensor de incapaces, no ha 
lugar á ella. Y por los fundamentos de la sentencia apelada de 
de foja ciento una yuelta, se confirma con costas. Devuélvanse 
en consecuencia los autos, previa reposición de sellos. 



benjamín VIGTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDEBICO IBARGÚEIEN. 

— SALUSTIANO J.zAYALiA (en di- 
sidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando: Primero : Que la acción deducida en la 
demanda tiene por objeto obtener del demandado el reconoci- 
miento de los niños Eduardo yEmma Catalina como sus hijos 
naturales, 6 en su defecto que el Juez los declare tales; y ello 
tiene por fundamento legal elderecho que acuerda á los hijos na- 
turales el artículo trescientos veinticinco del Código Civil. 

Segundo : Que esa acción es ejercitada por la madre en este 
caso en representación de sus hijos menores, haciendo valer en 
juicio^ no un derecho propio, sino un derecho de sus hijos, y en 
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tal caso, para determinar el fuero federal por razón de la nacio- 
nalidad de las partes, debe atenderse á la de los liijos como par- 
te demandante y no á la de la madre que no es más que su repre- 
sentante legal en el juicio. 

Tercero : Que ni el interés moral de la madre en el ésito de la 
gestión, ni aún el interés material de aligerarlas cargas de la 
alimentación y educación de los bijos haciéndolas pesar sobro 
el padre, bastan para cambiar la naturaleza del derecho invoca- 
do, ni el carácter con que la madre ha venido á este juicio, 
pues no osbtante esns consideraciones, es álos hijos á quii d la 
ley acuerda el derecho de pedir su reconocimiento por el padre 
ó la madre, y si ese derecho es ejercido en este caso por la ma- 
dre, es en representación de sus hijos y no por derecho 
propio. 

Cuarto : Que siendo argentinos los demandantes como lo de- 
muestran las partidas de fojas una y dos, y argentino el de- 
mandado, el conocimiento de esta causa uo corresponde á los 
tribunales federales. 

Por estos fundamentes, se declara procedente la escepcion de 
incompetencia d?dnctda por el Defensor de ausentes é incapa- 
ces y en su consecuencia, se deja sin efecto la sentencia apelada, 
Repuestos los sellos devuélvanse. 



SALIISTIANO J. ZAVALIA. 
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CAUSA CXXXII 



Criminal contra Don Ireneo y Don Wenceslao Santos, el '■., 
mandante Don Rosario Suarez y otros, sobre soborno y nc 
lacion de correspondencia telegráfica. 



Sumario. — El delito de soborno y Tiolacion de correspon- 
dencia telegráfica, cometido con motivo de la coatienda electoT.i ¡ 
de 1886, reviste carácter político, y se halla comprendido en 1 1 
lej de amnistía de 1°de Setiembre de 1888. 



Caso. — Loesplica el 



Fulla del <lHe» Federal 

San Luis, Junio 18 de 1886. 

Y vistos: esta cansa criminal seguida de o&cio contra Irineo 
j Wenceslao Santos, comandante Rosario Suarez ; otros, por 
soborno y violacioA de la correspondencia telegráfica, de la ij u 

resulta: 
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Ed la noche del 7 de Febrero del corriente año, los indÍTÍduos 
Trineo 7 Wenceslao Santos fueron aprehendidos por la aatorí- 
dad local, como autores de la preindlcada violación, en la ofici- 
na telegráfica de la estación del eBalde» del Ferro-Carril An- 
dino en esta Provincia. 

Denunciado el hecho al día signiente por medio de la nota de 
fojal-i, elJuzgado mandó acto continuo, levantarla samaría 
información correspondiente ; ; estándola instruyendo, dispuso 
también con fecha i i (f. SA) el arresto preventivo de los señores 
SiiarezyUois^s J. Yelardes, por aparecer contra ellos graves 
indicios de complicidad. 

Del sumario instruido y que fué cerrado el dia^, con la con- 
fesión con cargos de los inculpados, se desprenden los hechos 
siguientes: 

]' Los prenombrados Santos, padre é hijo, en los últimos días 
del mes de Enero se trasladaron de esta ciudad á la Estación 
del <6alde> y apersonándose al Qefe de la misma señor Yelar- 
des, propusiéronle les permitiera tomar la correspondencia ofi- 
cial que se trasmitiera de las provincias de Cuyo al Litoral j 
vice-versa, por el telégrafo del Ferro-carril, mediante una suma 
d(.' dinero. 

Yelardes pidió próroga de 24 horas para contestar á esta 
proposición, y poniéndola inmediatamente en conocimiento del 
iul ministrador del Ferro-carril Andino Don Guillermo Yillanue- 
va, su superior, este le ordenó que fingiera aceptar, autorizán- 
dolo paraqne les consintiera colocar el aparato telegráfico, qne 
aquellos individuos solicitaban, con el propósito que queda ma- 
nifestado. 

3' Concertadas sobre esa base las demás condiciones del 
complot, y que constan de las declaraciones de los señores San- 
tos y Yelardes {f. 9 y 15vta. 19 vta. y 27), y de las cartas de- 
bidamente reconocidas de fojas 1 , 2, 5 y 33, el joven Wenceslao 
como á las nueve de la noche del preindicado día 7 de Febrero 
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se paso eo el apaiato de la misma oficina á recibir la corres- 
pondencia que se trasmitieía, j recibió en efecto los dos des- 
pachos de fojas 6 ; 7, y como á las once y coarto en momentos 
qae estaba escachando funcionar el aparato telegráfico, fué re- 
ducido & piisioQ juntamente con su padre Don Ireneo. 

i" De las deposiciones de Wenceslao Santos, corroborada por 
la de Telardes y la de Don Rosario Suarez (f. S3 vta.), así comu 
de las cartas de fojas 3, 5 y 33, presentada esta al Juzgado por 
el último, resntta la participación qne él ba tenido en el nego- 
cio de que se trata, llegando hasta aseverarse por aquellos, que 
el señor Saarez debfa proporcionar los fondos pan remunerar 
el servicio que iba á prestar el segando de los nombrados. 

5' El doctor Eleodoro Lobos escribió de su puño y letra la 
carta de foja 3, la cual ha sido firmada y reconocida oomo suya 
por Don Rosario Suarez. 

6° Loa señores Juan A. Ortiz Estrada y Líndor Quiroga, con- 
sultados por Suarez, como miembros del Comité Rechista, acerca 
del contenido de la carta de foja 33, dirijida por Velardes á 
Santos, dicen que la rechazaron, y que por esta razón no die- 
ron parte & la autoridad para impedir la consumación del hecho 
reputándolo fracasado. 

Presentada la acusación contra Ireneo y Wenceslao Santos, 
Rosario Suarez, Doctor Lobos, Juan A . Ortiz Estrada y hechas 
por estos, menos el último, sus defensas Tespectlvas, el 7 de 
Abril se abrió la causa & prueba, con calidad de todos cargos, 
en cuyo término se ratificaron los testigos del sumario, sin ha- 
berse producido ninguna por los imputados, según resulta del 
certificado del actuario de foja 133, ni por el representante de 
la acción pública. 

En tdl virtud y considerando : 1° Que dos son los delitos 
qne comprende la acusación fiscal, el de cohecho y el de viola - 
cion de la correspondencia telegráfica, y pide para ambos la pea¡i 
impuesta por la ley. 
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2" Qne en cuanto al primero, el hecho de haber los procesa- 
dos Ireaeo y Wenceslao Santos ofrecido al gefe da la Estación 
del «Baldes Don Moisés J. Y^lardes la cantidad de 1000 pesos 
nacionales, como recompensa del servicio que en cambio le esi- 
glan, de permitirles colocar en una de las piezas interiores de 
80 oficina un aparato telegrálico con el objeto de interceptar y 
recibir lacomunií^acion oficial, incitándolo á fultar al cumpli- 
miento de sus deberes de empleado público, importa el dsHlo de 
cohecho ó soborno previsto y penado por la ley sobre Telégra- 
fos Nacionales de 7 de Octubre de 1875 en su artículo 68, cuya 
disposición es concordante con la del artículo 78 déla de 14 
de Setiembre de 1863, que establece que el qui' diere ó prome- 
tiere dádivas en los casos de los tres artículos precedentes, será 
castigado con las mismas penas que el empleado ú arbitro cor- 
rompido, etc. , etc. En el caso que registra la serie 2', tomo 2°, 
página 2-19 de los fallos, resuelto por la Suprema Corte en 15 
de Febrero do 1872, quedó sancionada la doctrina do que «el 
que promete una suma de dinero a un empleado nacional, con 
el objeto de cooperar íí un contrabando, comete el delito de 
cohecho, y es penado con multa igual al triple del valor de la 
promesa», con sujeción á los artículos 75 y 78 de la precitada 
ley de 1-4 de Setiembre, así como que se puede autorizar una 
confabulación simulada entre el particular que ofrece la dádiva 
y el empleado á quien se pretende sobornar, en el interés de la 
moral y de la ley. 

3" Que de ios testimonios de Velardes (f, 27) y del Adminis- 
trador del Ferro-Carril Andino (f. ÁS), no menos que de la pro- 
pia confesión de Ireneoy AVenceslao Santos (LL. 2' y siguien- 
tes del tít. 13, Part. 3") y de otras constancias del proceso, 
resulta plenamente comprobado, que estos dos individuos son 
los autores del enunciado delito, desde que ellos lo ejecutaron 
directamente por 8u propio hecho (art. 31, C. P,], agregándose 
por el primero haber entregado á Velardes, á cueuta de la suma 
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piometids, 300 naciODales, coya aseveración no aparece jnstili- 
cada en autos. 

4° Que por lo qae respecta al segundo delito, el fué directa y 
personalmente perpetrado por Wenceslao Santos, siendo sor- 
prendido en la oGcína misma imponiéndose de los telegramas 
que se trasmitían, recibiendo loa que corren á fojas 6 y 7, con 
infracción del artículo 51 de la ley de 7 de Octubre de 1875 é 
incnrriendo en la pena qne él determina. 

Las circanstancias de haberle permitido el gefe de la esta- 
ción hacer oso del aparato de la oficina, previa la antorizacicn 
de sn superior, de saber este que Santos se hallaba pronto y cu 
aptitud de recibir los despachos y de no haber empleado para 
ello hilos y máquinas ó aparatos estraños del servicio ordinario 
qne hubiese unido al telégrafo, no eschiyen ni atenúan su cul- 
pabilidad, por cnanto resolvió y ejecutó el hecho con voluntad y 
móviles deliberadamente punibles, concibió y realizó laaccicu 
con propósitos dolosos; y al tenor del artículo 13 del Códit,o 
Penal, toda acción criminal se presume legalmente cometida clu 
voluntad criminal, á no ser que resulte lo contrario de las cir- 
cunstancias paiticalaies de la causa. 

En el caso sub judice, concurren como se vé, todos los eK- 
mentos que caracterizan el delito: infracción libre, voluntaria y 
maliciosa de la Ley. 

5' Quelreneo Santos valiéndose de sa autoridad según sus 
- propias afirmaciones, para hacer incurrir á su hijo en este acto 
criminal, contribuyendo juntamente con él para llevarlo á cnlm 
estipulando él mismo con Velardes los arreglos definitivos de I¡i 
confabulación, con la conciencia do prestar, dice, un servicio 
importante á su partido político, tal es, interceptar por medm 
del telégrafo la correspondencia de los Gobernadores de Mendo- 
za y San Juan con el Presidente déla República, es también 
antor principal, de acuerdo con el artículo 31, inciso 3**, Código 
Peíal. 
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6^ Que la CDlpabilidad de D. Rosario Saarez en ambos deli- 
tos, es asimismo manifiesta, segan evidentemente se deduce del 
contenido de la carta de foja 3^ en la que aceptando por su parte 
lo que espresa la de foja 33, solo hace depender sn ejecución de 
la entrevista con tres amigos de completa confianza que deben 
resolver con él este asunto, comunicando al mismo tiempo al 
empleado Yelardes, que mientras todo se arregla, dentro de las 
pocas horas que este designa, convendría que fuese recibiendo 
7 conservando todos aquellos telegramas de importancia notoria, 
etc., etc., lo que significa que el Sr. Suarez con intención crimi- 
nosa determinaba el autor material á cometer los mencionados 
delitos, por medio de sus consejos 7 de la promesa de recompen- 
sa de que habla la segunda carta ; 7 con arreglo á los artículos 
32 739, Código citado, es co-delincuente, en la misma gradua- 
ción que los anteriores, 7 debe ser castigado como tal con igual 
pena(art. 40), haciéndose el estudio combinado de la carta de 
foja 5, declaraciones de Wenceslao Santos (f. 9 7 19 v.), la del 
mismo Suarez, de foja 23 vuelta, 7 su confesión calificada de fo- 
ja 53 vuelta, 7 el hecho de existir en su poder la carta de foja 
33, so llega al convencimiento legal de que este señor ha pres- 
tado una cooperación directa en la resolución 7 perpetración de 
esos delitos, 7 sin la cual su realización se hubiera dificultado 
notablemente ó no hubiera podido asegurarse (art. 31 , iíic. 2°). 
Si el Sr. Suarez, por otra parte, no hubiera deferido á la pro- 
puesta Yelardes, la habría rechazado desde luego, áfin de sus- 
traerse á cualquier solidaridad ulterior, sin consulta previa de 
sus amigos ; encontrándose esto mismo desautorizado por las 
deposiciones de los Sres. Ortiz Estrada (f. 35 v.) 7 Lindor Qui- 
roga (f. 36 v.); afirmando el primero, que no sabe si Suarez ha- 
7a intentado 6 conseguido entenderse con el gefe déla estación, 
acerca de la violación de la correspondencia, 7 que solo ha oido 
que se le trasmitió una proposición sobre el particular, ignoran- 
do si fué aceptada, á pesar de que el mismo declarante en su 
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confesión calificada de foja 63, dice que él y otros miembros 
del comité Rechista fueren consultados por Suarez, resolviéndo- 
se por ellos que fuera rechazada ; y el segundo, que después de 
producidos los hechos, supo que Yelardes había mandado á Ro- 
sario Suarez, por intermedio de Santos, una propuesta 'escrita, 
que el deponente también vio, sobre el plan indicado, la cual 
fué desechada unánimemente por los individuos del comité á 
quienes Suarez consultó, no habiéndose podido avisar á Yelar- 
des esta resolución, porque ya la autoridad había procedido á 
la captura de Santos y su hijo. 

T"" Que el Dr. Lobos, escribiendo la carta de foja 3, según 
lo ha reconocido, era sabedor de su contenido y de los propósi- 
tos que eKescribiente de la misma tuvo envista al dirijirla, 
dando así espontáneamente su ayuda y participación en los es- 
presados delitos^y haciéndose reo de su complicidad en segun- 
do grado, como lo sienta el artículo 51, inciso 3^, Código Penal, 
y sujeto por lo tanto, ala pena correspondiente, en la proporción 
que establece el artículo subsiguiente en su inciso 4^, reagravada 
por la circunstancia de no haber procurado impedir, comuni- 
cándolo á la autoridad ó en otra forma, su ejecución (art. 53) 
estando asimismo comprendido en esta última disposición el 
Sr. Ortiz Estrada, por idéntica razón, y siendo, por ello y por la 
contradicción que se observa entre su indagatoria y su confe- 
sión con cargos, acreedor al apercibimiento que en tal carácter 
le impone el artículo 54. 

8^ Que siendo dos los delitos cometidos y de diferente espe- 
cie, para el primero de los cuales la ley de 7 de Octubre de 
1875 señala como pena mínima la multa de mil pesos fuertes ó 
prisión que no esceda de un año, y como máxima una y otra 
juntamente, sin perjuicio délas indemnizaciones civiles á que 
hubiera lugar (art. 51) y para el segundo, hasta quinientos pa- 
sos de multa ó prisión de seis líieses, se deberá hacer la agrega- 
ción que previene el artículo 177 del Código Penal en su pri- 

T. IV 19 
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mera parte, desde que no lo impide la naturaleza de las penas 
ni reunidas estas esceden él m&ximum fijado por aquella, de mul- 
ta y piision conjuntamente. 

Por estas consideraciones, y las concordantes de la vista fis- 
cal de foja 17, fallo definitivamente : declarando á Ireneo San- 
tos, Wenceslao Santos y Rosario Suarez, autores principales de 
los delitos de soborno y violación de la correspondencia tele- 
gráfica, y al Dr. Eleodoro Lobos y Juan A. Ortiz Estrada cóm- 
plices en segundo y tercer grado respectivamente. En su con- 
secuencia, y de conformidad á los artículos 51 y 68 de la lej 
nacional de 7 de^Octubre de 1875, y con arreglo al artículo 177 
del Código Penal de la provincia, condeno á cada uno de los 
tres primeros á abonar una multa de mil quinientos pesos fuer- 
tes; al Dr. Lobos al pago de trescientos setenta y cinco pesos de 
igual moneda, como lo establece el artículo 52, inciso 4** del 
citado Código, cuyas cuotas deberán ser satisfechas en el tér- 
mino de 10 dias á contar desde que quede ejecutoriada la pre- 
sente resolución; y al Sr. Ortiz Estrada, al apercibimiento pú- 
blico que designa el artículo 54 del mismo, siendo todos ellos 
solidariamente responsables del pago de las costas procesales. 
Hágase saber con el original, repónganse los sellos y archí- 
vese, 

P. E. MigueZf 



VISTA DEL SEJiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Junio 1* de 1887. 

Suprema Corte : 

La circunstancia de ser cuatro los acusados, y dos los delitos, 
hasta cierto punto esplica la grande estension que se ha dado & 
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este proceso, tratándose de hechos cuya gravedad puede decirse, 
no pasa los límites de la justicia correccional. 

La víspera de la elección presidencial, Don Ireneo Santos 
ofreció al telegrafista de la estación del «Balde», provincia de 
San Luis, la cantidad de mil pesos 7 la protección- del partido 
rechista, áque decía pertenecer, si consentía en que un hijo de 
él tomara loa telegramas que debían cambiarse aquella noche 
entre el Presidente de la Eepúblioa 7 los Gobernadores de Men- 
doza 7 San Jaan. 

El telegrafista aparentó aceptar; recibió trescientos pesos ¿ 
cuenta de los mil 7 puso el hecho en conocimiento de su superior. 

De acuerdo con él, preparó las cosas de manera que el joven 
Santos fué tomado infraganti, en los momentos en que suponía 
recibir los telegramas del Presidente á los Gobernadores, fra- 
guados exprofeso. 

Hé ahí los hechos con respecto á los Santos, padreé hijo. 

La primera cuestión que surge es acerca de la clasificación 
del delito. 

El procurador Fiscal 7 el señor juez entienden que ha habido 
un verdadero soborno 7 una positiva violación de corresponden- 
cia telegráfica. 

Los acusados sostienen que solo ha7 tentativa de uno y otro 
delito. 

Me inclino á este último parecer. 

Para que hubiera soborno, fuera necesario existiera un em- 
pleado público que consintiera en ser sobornado; para que 
hubiera violación de correspondencia, fuera necesario existieran 
telegramas sorprendidos á despecho del que los hacía. 

Nada de esto ha existido en el presente caso. 

Fuera de toda duda Don Ireneo Santos tuvo la decisiva vo- 
luntad de sobornar al telegrafista. Es innegable que ejecutó 
todos los actos esteriores conducentes á la ejecución, sin que 
el delito se realizara, puesto que el telegrafista no se dejó so- 
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bornar. Pero esto es precisamente lo que se llama tentativa 
(art. 45 del Cód. Penal). 

Indudablemente, el mismo Santos se aproximó tanto á la 
consumación del delito, que llegó al acto que debía realizarlo, 
inmediata y directamente, como la entrega del dinero, hizo 
cuanto estuvo de su parte, y si el soborno no se realizó^ no 
dependió de él sino del telegrafista que lo resistió. Pero, en 
realidad no ba existido soborno, porque no ha habido sujeto 
sobornado. La voluntad habrá sido tan palpable y calificada 
como se quiera, pero no llegó á la ejecución, ni pasó de espe- 
ranza y de propósito. 

Y es esto lo que la ley califica de tentativa próxima (art. 20« 
Cód. Penal). 

Estos mismos principios son perfectamente aplicables al 
joven Santos. 

El no ha violado correspondencia alguna, porque no ha exis- 
tido correspondencia que violar; la que se le remitía, venía 
calculada espresamente para ser violada. 

Ha ido tan cerca de la violación cuanto es posible, pero no 
ha existido violación, porque no existieron telegramas reales 
que interceptar. En el mismo caso se encontraría, por ejemplo, 
el que, con la decisiva intención de envenenar á otro, le admi- 
nistrase polvos de azúcar creyendo que erando arsénico ¿Quién 
se atrevería á juzgarlo como envenenador? 

Tenemos entonces que, los procesados Ireneo y Wenceslao 
Santos, son justiciables de te^itativa próxima de soborno j 
violación de correspondencia telegráfica. 

Veamos ahora la pena en que han incurrido. 

€Cuando la tentativa criminal, dice el artículo 20 antes ci- 
tado, haya ido tan cerca de la consumación que el culpable haya 
llegado al acto que debía realizar inmediata y directamente el 
crimen, la pena será proporcional á la del crimen consumado 
del modo siguiente: 
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«3® En los casos de penas privativas de la libertad por cierto 
tiempo, el minimum de la pena contra el crimen consumado se 
disminuirá en la cuarta parte ó en la mitad, sin que pueda 
nunca pasar de este límite, i^ 

El artículo 51 de la ley de Telégrafos Nacionales castiga 
con la pena de 500 pesos de multa, ó seis meses de prisión, la 
tentativa de violación de telegramas. 

£1 artículo 68 de la misma ley impone la pena de 250 pesos 
de multa ó tres meses de prisión, á la tentativa de soborno de 
un telegrafista. 

Aplicando estas disposiciones al autor principal Don Ireneo 

« 

Santos y computándole las dos ''penas, resultaría que debería 
ser castigado como máximum, con la multa de 375 pesos 6 cua- 
tro y medio meses de prisión. Habiendo ya sufrido la mitad de 
esta última pena, bastaría para la más amplia satisfacción, 
fuera condenado á la mitad de la multa. 

En cuanto al menor Wenceslao Santos, no siéndole imputa- 
ble sino la tentativa de violación de correspondencia, y tenien- 
do en cuenta por otra parte, su corta edad y la circunstancia de 
obrar á instancias do su padre, es innecesario demostrar que su 
culpa está más que suficientemente purgada con la prisión que 
ha sufrido. 

Lo que queda espuesto disminuye en gran parte la acusación 
que pesa sobre Don Rosario Suarez y el Doctor Eleodoro Lobos. 

El único cargo que se hace á Suarez es la carta de foja 3. 
Pero ella no importa ni siquiera una tentativa de soborno. 

Todo lo que dice es que espera consultar co7i algunos amigos 
para decidir acerca del ofrecimiento que hacía el telegrafista. 
Los sucesos se precipitaron, y nohubolugar, ni ala aceptación 
ni al rechazo, subsistiendo mientras tanto, el hecho de que, 
fuera cual fuera la intención de Suarez, y es de creerse fuera 
favorable á llevar adelante lo convenido entre Santos y Velar- 
des, nada positivo puede serle imputado. 
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St partíoípacioQ en este negocio, tan poco honroso para todos 
los qne en él interrinieron, estarla por otia parte, compargada 
coa la prisión á ^ne fué redacido. 

Qaedaya solo Don Eleodoro Lobos, al qae ánicamentesele im- 
I>uta haber copiado la carta ea caestion. 

El niega haber sabido de qoé asunto se trataba, 7 como la 
curte, en sí no importaba un delito, según se ha dicho, aunque lo 
supiera, ninguna responsabilidad le impone haberla co- 

pill'lO. 

De lo espuesto, se deduce, que solo ha; ana parte de pena 
que no está cumplida, 7 es la multado 180 pesos en que Doa 
Ii:<?q3o Santos debe ser condenado. 

Pido en consecuencia á Y. E. así lo ordene, rerocando en todo 
lo d^más la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



Fnllo de lit Bupremit Corte 

Buenos Aires, Setiembre SS de 1888. 

Vistos: Estando declarados amnistiados por la ley de primero 
dj Setiembre del corriente año, todos los delitos políticos come- 
tidos con anterioridad á ella, y siendo de tal carácter los hechos 
'|iie dan lugar á la presente causa, dase por terminada ella, 7 
'luTuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia. 

benjamín VICrORICA, — DLADIS- 
LAO f niAS. — FEDERICO IBAR- 
GCREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— SALUSTUNO J. ZAVALU. 
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CAVSA CXXXIII 



La Sociedad Anónima de Construcciones Mecánicas de San 
Quinlin, contra Don Luis G. Pinto, por nulidad de un lau- 
do) sobre arraigo. 



Sumario.— El jaícío sobre nulidad de un laado, es un inci- 
dente de los autos en que se dictó el laudo, y no procede en él la 
escepcion de arraigo. 



Co^o.— El representante de la Sociedad Anónima de San Quin- 
tín pidió, encentra de Don Luis 6. Pinto, que se declarara nulo 
nn laudo pronunciado en juicio seguido por Pinto, y se conde- 
nara á este al pago de 364.115 francos 51 centesimos. 

Pinto, sin contestar el traslado, opuso la escepcion de arrai- 
go, del artículo 74, Ley de Procedimientos. 



Fallo del Juea Federal 



Santiago, Marzo 6 de 1888. 

Vistos y considerando: Que el arraigo del juicio á que se refie- 
re el artículo 74, invocado por el demandado^ tiene por único 
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objeto garantir dios habitantes de la Bepública contra las de- 
mandas injustas y temerarias de los estrangeros no domicilia- 
dos, y, por tanto, irresponsables de los perjuicios ocasionados 
por las mismas. 

Que las reponsabilidades del actor, en un juicio como el pre- 
sente, se limitan al pago de las costas procesales, según nues- 
tra jurisprudencia. 

Que de estas costas, son igualmente responsables los proca- 
radores 6 representantes. 

Que siendo el espíritu del artículo 74 citado, que autoriza la 
escepcion deducida, ol de evitar que fácilmente eludan los de- 
mandantes las indemnizaciones de una demanda maliciosa, 
queda aquel salvado, desde que, por la jurisprudencia común, 
el procurador se hace responsable de las costas, y á esto se re- 
duce la indemnización, en caso de ser temeraria ó maliciosa la 
demanda. 

Que por otra parte, hay que tener en cuenta la demanda 
existente, iniciada por Pinto contra la Sociedad de San Quintín. 

Que las resultas mismas del juicio quedan aseguradas con 
los depósitos hechos sobre el importe de la demanda. 

Que Pinto mismo, al demandar & la Sociedad, reconoció que 
no era necesario el arraigo. 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito de 
foja 14, fallo: no haciendo lagar á la escepcion deducida por 
Pinto, con costas; debiendo contestar derechamente la demanda. 
Hágase saber, previa reposición de sellos. 



P, Olaechea y Alcor ta. 
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FaIIo de la Sopreum Corte 

Buenos Aires, Setiembre 29 de 1888. 

Vistos: No siendo el presente juicio sino un incidente de los 
autos iniciados por Don Luis Gr. Pinto, se confirma con costas 
el auto apelado de foja veinte; y devuélvanse, previa reposición 
de sellos. 

benjamín VlCTORICA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN.— C. S. DE LA TORRE. — 
SALUSTIANO J. ZAVALIA. 



CAUSA CXX.'CIY 



Don Pedro Cánepa, por su esposa JD" Vicenta Villar, contra Don 
Adeodato Torena y otros, por uso de aguas; sobre incompc' 
tencia y litis-pendencia. 



Sumario.— \^ .La mujer sigue el domicilio y fuero del ma- 
rido. 
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2° No hay litis pendencia, donde no existe identidad de 
personas, del objeto del litigio y de la acción qae se hace 
Tiler. 



Caso. — So refiere en el 



Fallo del Juch Federal 



Salta, NOTiembre % de 1587. 

Y \istOB :Don Pedro Cánepa dice: que siendo propietario : de 
la ñaca denominada « Cerrillos », laque es regada por dos 
acequias llamadas < Olmos ti j < Tejada», las cuales recorrea los 
terrenos de D. José Maria Niño, Miguel Gómez, Adeodato To- 
reua y Justiniano Ruiz, estos ](\ estorban la plenitud de su de- 
rocho, sustrayéndole una parte considerablo del agua de las 
referidas acequias, sin tener derecho para ello, por tudo lo cual 
los demanda á fin de qae se abstengan de turbar el libre y 
pleno ejercicio del derecho real que invoca. 

Que en sa opinión, la acción qae entabla es mixta, etc. Y con- 
clnye pidiendo que los demandados se abstengan de iodo ulte- 
rior ejercicio de un derecho real, la reparación de los perjui- 
cios que su ejercicio anterior ha causado y las costas. 

For el primer otrosí, solicita que el Juzgado los cite de com- 
parendo y por el segando, qae el traslado que haya de correrse 
set con el original, en atención á lo voluminoso délos documen- 
tos presentados. 

Según los términos de la demanda, cl Juzgado entendió qae se 
trataba de una acción que debía tramitarse . ordinariamente, y 
mandó, en consecuencia, correr el traslado. 
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Ni el actor ni los demandados hicieron objeción alguna al 
decreto de foja 178 vaelta, del primer cuerpo de autos, y desde 
ese momento el juicio ordinario debía ventilarse con las solemni- 
dades que las leyes requieren. 

En este estado, el procurador Moisés Castellanos, por Don 
Adeodato Torenay Jesús M. Montoya, y Don Atanasio Suarez 
por los herederos de Don Justiniano Buiz de los Llanos, sin con- 
testar el traslado, oponen las siguientes escepciones: incompe- 
tencia del Juzgado y litis pendencia. 

Eespecto de la primera, se observa: que presentándose Don 
Pedro Cánepa en representación de los derechos de su esposa 
Doña Vicenta Villar, argentina, y vecina de esta Provincia, con- 
tra argentinos y vecinos delamisma^ el fuero federal no surte. 

Bespccto de la segunda, que : derivándose los derechos que se 
discuten, del finado Don José B. Navea, español, este había de- 
ducido ante los Tribunales de la Provincia un interdicto pose- 
sorio sobre las aguas de las referidas acequias, interdicto que 
todavía está pendiente; que no puede objetarse que la presen- 
te demanda sea distinta de la posesoria, porque entonces sur- 
giría inmediatamente la falta de acción y personería, para de- 
mandar la acción real, pendiente la posesoria, pues así lo deter- 
mina el artículo 2482 del Código Civil; luego, es incompatible 
la acción pendiente en el Juzgado de 2" Sección de la Provincia 
con la deducida ante este Tribunal. 

El apoderado de los herederos de Don Justiniano Buiz de los 
Llanos á foja 15, segundo cuerpo, tratando la litis pendencia, 
que también opuso, dice: que Cánepa no ha agregado á los do- 
cumentos acompañados á la demanda las gestiones seguidas 
por Don José B. Na vea, causante de la esposa de aquel. 

Que Navea, en prosecución de lo resuelto por la Cámara de 
Justicia de la Provincia, en sentencia de 5 de Junio de 1882, se 
presentó ante el Juzgado de ^2^^ Sección, solicitando se le die- 
ra la posesión de las dichas acequias. 
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Qae se citó entre otros ásBrepresentaflo y babieodo habido 
oposición se suspendió la posesioQ. 

Qae por consiguiente, el juicio posesorio quedó radicado so- 
bre la misma cosa &ate el Juzgado de provincia, donde debe ter- 
minar. 

Que además, este Juzgado es también incompetente poique 
siendo la señora de Cánepa sucesora [de Navea, en el ejeicício 
de los derechos reclamados por su autor, no puede sustraerse 
de la jurisdicción ante la cual los dedujo, pues viene en repre- 
sentación de sus acciones á continuar la demanda entabladapor 
él, stnifueeneslecaso pueda identificarse en el fuero de su 
esposo señor Cáncpa. 

Que iniciado un interdicto ante un juzgado y estando pen- 
diente, no puede iniciarse el juicio ordinario que se le ha pro- 
movido ante este Juzgado, con arreglo á lo dispuesto en el artf- 
calo 2483 del Código Civil. 

Xo se niega que Doña Vicenta Yillai sea sucesora de Don 
José R. Navea, estrangero, y que esté casada con Don Pedro Cá- 
nepa, también estrangero. 

El hecho de que la esposa sea argentina, no puede fundar la 
excepción de incompetencia, porque siendo el esposo el admi- 
nistrador legal de los bienes de su mujer y responsable, es el 
encargado de representarlo por derecho propio en todos los actos 
que á ella le correspondiesen (arts. 185 y 186 del Gód. Civ.), y 
además, porqne la mujer casada no tiene otro domicilio que el de 
su marido, mientras subsiste íntegro el matrimonio, conforme 
con lo resuelto por la Suprema Corte en la causa CXXXIX del 
tomo 4°, entrega 1", página 468 ; y en el caso presente, ni se ha 
alegado que el vínculo estuviese disuelto, ni tiene otra na- 
cionalidad, & los efectos del fuero, que la de su marido á quien 
sigue en todo, de tal modo que siendo estrangero, lo es también 
ella. 

Por consiguiente, el juzgado es competente para conocer en 
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la presente demanda iniciada por Don Pedro Cánepa, estrangero, 
contra Don José María Niño, Miguel Gómez, Adeodato Torenay 
Justiniano Buiz, argentinos, con arreglo al inciso 2"" del artículo 
I** de la ley de Jurisdicción de 14 de Setiembre de 1863. 

En lo tocante á la litis pendencia, los prácticos entienden 
que ella consiste cuando existe pleito pendiente ante otro Tri- 
bunal sobre lo mismo que es objeto del que después se ha pro- 
movido, ó sea también por hallarse la causa radicada ante 
otro tribunal competente. (Febrero Reformado, t. 4*", pág. 44; 
serie 1*, t. 7% pág. 338 de íos Fallos de la Suprema Corte). 

Resulta de la abundante prueba producida por los mismos 
demandados y de su esplícito reconocimiento, que el pleito se- 
guido ante el Juzgado de 2** Sección de la Provincia, fué un 
interdicto posesorio sobre las aguas de las acequias de Olmos y 
Teyada, iniciado por Don José R. Navea y ¡no por Don Pedro 
Cánepa. 

Que el juicio promovido por este ante este Tribunal, es un 
juicio ordinario de índole diferente á aquel, luego son dos 
pleitos diferentes entre distintas personas y por causas opues- 
tas. 

No hay, pues, concurrencia de litigios, porque para esto es 
necesario que las partes sean las mismas y que las demandas 
procedan de la misma causa (S. 2', t. 9% pág. 35; t. H, pág. 
39, Fallos de la Suprema Corte). 

Pero suponiendo que el pleito pendiente de que se hace mérito 
fuese sobre la misma cosa, siendo las partes distintas no esta- 
ría radicado (t. 5"^, pág. 305), menos lo está en el presente 
caso en que los juicios son de diversa naturaleza, pues el pro- 
movido por Cánepa es ordinario, y el interdicto deducido por 
Navea en la provincia, es sumario, y sabido es que este es inde- 
pendiente de aquel y nada prejuzga sobre el derecho de propie- 
dad. 

La objeción sacada de los artículos 2483 y 248i del Código 
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Civil Til) tiene aplicacioD. Ellos establecen qne no hay aoama- 
Ucion entre ambos juicios y qae iniciado el posesoito, el petitorio 
no puedo tener lagar antes que la instancia posesoria haya ter- 
minado, (Ic todo lo cual no se trata en el caso subjudiee. 

For lo demás, no parece que haya necesidad, de ocnparsede la 
prorogacion de la jnriadiccion provincial desde que el pleito 
ante este Juzgado es por su naturaleza, personas y efectos, com- 
pletamentediferente del juicio seguido ante el Juzgado de la 2" 
Sección. 

En Tista ie los f uudamentos espnestos, declaro no ser proce- 
dentes laa eicepciouea opuestas sin costas. Notifíquese con el 
original y repónganse los sellos, 

Benjamín Figueroa. 



VISTA DEL SEROR PROCURADOR nE^ERAL 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1888. 



Siipre 



•i Corte : 



Encuentro la sentencia recurrida de toda verdad y justicia, y 
ha de serTicse V". E. confirmarla. 

En primarlugar, no es discutible que el marido representa 
los derechos de la mujer, no por delegación, sino por derecho 
propio, de manera que solo existe para los cónyuges un solo 
domicilio y un solo fuero, que es el del marido. 

Tampoco es discutible que no existe litis pendencia, sino en el 
caso de que sean idénticas las personas, las cosas objeto del li- 
tigio y la acción que se hace valer. 

Y todo es distinto en el presente caso, según el señor Juez lo 
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demaestra palpablemente en sa sentencia, siendo aún digno de 
notarse, que los hechos que dan lagar al naevo pleito^ son pos- 
teriores al primero. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 29 de 1888. 

Vistos: Por los fandamentos adacidos por el Jaez de Sección 
en lo relativo á la excepción de incompetencia, conforme con la 
jarispradencia de esta Corte, estableciendo qae la majer casada 
signe en cnanto & los efectos del fuero la condición del marido. 

Y considerando en cuanto á la litis pendencia, que esta no se 
ha justificado debidamente en autos; y atento lo espuesto y pe- 
dido por el señor Procurador General, se confirma con costas 
el auto apelado de foja ciento sesenta y tres y devuélvase previa 
reposición de sellos. 

benjamín YICTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGtREN. — 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 

j. ZAVALIA (en disidencia). 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando: Primero: Que la excepción de incom- 
petencia se funda en que Doña Vicenta Villar cuyos derechos se 
ejercitan en este juicio por su esposo Don Pedro Cánepa, es- 
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trangero, es argeatína y son también argentinos los deman- 
dados. 

Segundo: l^ue la doctrina de que la mujer sigue la condición 
del marido, solo es verdadera en cuanto al domicilio; pero no en 
cnanto ala nacionalidad, pues cada uno de los esposos conserva 
la suya regida por sus leyes respectivas. 

Tercero: Que ninguna disposición del Código Civil autoriza á 
darle mayor ostensión: el articulo noventa establece qne la mo- 
jer casada tiene el domicilio de su marido, aún cuando se halle 
en otro lugar con su licencia; y el artículo cien, establece que el 
domicilio de derecho y el domicilio real, determinan la com- 
petencia de las autoridades públicas para el conocimiento de los 
derechos y cumplimiento de las obligaciones; pero habiendo dos 
jurisdicciones en el domicilio del marido, la provincial qne es 
la ordinaria y l|t federal que es privilegiada, la competencia de 
una y otra en cada caso, se determina por razón de la materia 6 
de las personas, según las leyes especiales que las rigen, debien- 
do tenerse presente qne la ley que ha creado la ^jurisdicción fe- 
deral, es la Constitución Nacional, que no ha sido ni podido ser 
modificada por el artículo cien cit ido del Código Civil. 

Cuarto: Que si se tratara de hacer surgir el fuero federal de 
la vecindad de las partes en distintas provincias, seríi\ el caso 
de fijar la vecindad déla mujer casada por el domicilio del ma- 
rido, sea este argentino ó estrangero; pero tratándose del fuero 
federal por la nacionalidad de las partes, solo hay que averi- 
guar si uno es argentino y el otro estrangero y una vez esta- 
blecido esto, atender al domicilio del demandado ó del contrato. 

Quinto: Que la interpretación contraria conduce á las siguien- 
tes conclusiones : que el Código Civil al legislar sobre el do- 
micilio, ha legislado sobre ciudadanía; que la ciudadanía 
argentina se adquiere 6 se pierde por el matrimonio para los 
efectos del fuero; qne la mujer argentina casada con estran- 
gero es cstrangera y que la mujer estrangera casada con argén- 
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tino es argentina; y que el Código Civil deja sin efecto la 
garantía constitncional de la justicia federal acordada á los 
estrangeros en unos caaos y la hacf estensiva á los ciudadanos 
en otros, cUsilicaudo como tales u los que no lo son según la 
ley de ciudadanía; conclusiones insostenibles ante el texto 
claro de la ley y los principios fundamentales que rigen en la 
materia. 

Seslo: Que el argumento de qne el marido ejerce por derecho 
propio la representación de su mujer en joicio, carece ác etica- 
cía paracambiar las condiciones del caso relativas á la nacio- 
nalidad de Icts partes y determinar la jurisdicción federal: más 
que un derecho del marido, es una obligación que la ley le im- 
pone, la dyftnsa de los derechos de su mujer haciendo los gas- 
tos judiciales que fuesen necesarios, artículo ciento ochenta y 
cinco del Código Civil; pero derecho ú obligación, no lo hace 
dueño del pleito y solo le couíiere la representación de la mujer, 
como la representación que ejerced padre 6 el tutor en defensa 
de los derechos de sus hijos ú pupilos ; es simplemente el cum- 
plimiento de un mandato emanado de la ley. 

Sélimo: Que tinalmente, para surtir el fuero federal por ra- 
zón de la nacionalidad de las partes, es necesario que el derecho 
que se disputa pertenezca originariamente, y no por cesión ó 
mandato, á ciudadanos y estrangeros; y esta espresa disposición 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, no hace distinción entre el mandato constituido 
por la ley ó por contrato, y en rigor, os solo aplicable al primero, 
porque no puede suponerse, sin maniñesta impropiedad, que el 
derecho disputado pertenezca al simple apoderado. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento sesenta y tres y se declara que el conocimiento de esta 
causa no corresponde á la justicia federal y devuélvanse, previa 
reposición de sellos. 

SAL13STIAN0 I. ZAVALIA. 



..t 
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CAVSA €\XXY 



El Fisco Nacional , contra Santiago Nocettiy C" y otros; 

sobre contrabando 



Sumario. — I*' La introducción á puertos argentinos sin pa- 
gar derecho j con guías de removido, de las mismas mercaderías 
que se despacharon con guías de tránsito para puertos estran- 
geros, constituye el delito de contrabando. 

S"" £1 que solicitó el permiso de trasbordo y sacó la guía de 
tránsito, es reo de dicho delito. 



Caso. — Anulado el proceso seguido contra Santiago Nocetti 
y C solamente, según el fallo de 31 de Agosto de 1880 (t. 13, 
serie 2\pág. 201, Fallos de la Suprema Corte), y continuado 
contra aquellos y los presuntos cómplices, se dictó el siguiente 



Fallo del Jíuem Federal 



Buenos Aires, Mayo 24 de 1887. 

Y vistos nuevamente : estos autos seguidos por el Fisco Na< 
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oional, contra Santiago Nocetti, sobre infracción á las Ordenan- 
zas de Aduana para defraudar el fisco . 

Eesulta : 1® Que esta cansa fué iniciada por la Aduana el año 
1878, 7 continuada ante la justicia federal á requisición fiscal, 
contra Don Santiago Nocetti y C*, por haber introducido en el 
puerto del Rosario, en la goleta Jóoen Leonor, con guía de re- 
movido, mercaderías que debían pasar con guía de tránsito en el 
pailebot Miguel, con destino á los puertos orientales del Salto y 
Faisandú. 

2^ Que después de practicadas las investigaciones delcaso, fué 
fallada á foja 124, por el señor Juez Federal en lo criminal, con- 
denando al espresado Nocetti y C"*, al pago de una multa igual 
al valor de las mercaderías defraudadas según liquidación que 
practicaría la Aduana. 

3** Que de esta sentencia solo se interpuso recurso de apela- 
ción por la parte agraviada (v. f. 127), pero la Corte Suprema 
fundándose en que la defraudación que había dado origen al pro- 
ceso no podía haberse llevado á cabo sin la complicidad de los 
empleados de Aduana que intervinieron en esas operaciones, y en 
la regla de derecho que cuando un juez entiende en una causa 
que comprende á diferentes reos del mismo delito, debe seguir- 
la conjuntamente contra todos ellos en un mismo proceso, anuló 
la sentencia apelada y todo lo obrado desde foja 67, mandando 
reponer la cansa al estado de sumario para que se instruya y 
resuelva con arreglo á derecho (f. 158). 

4"" Que en cumplimiento de esta sentencia, se han practicado 
en el sumario todas las diligencias que el ministerio fiscal ha 
creidoconducentes á los fines indicados y que ha sido posible 
cumplir dado el largo tiempo transcurrido desde que pasaron 
los hechos motivo de este proceso, llegando el mismo ministerio 
á la conclusión de que no se había podido obtener resultado al- 
guno favorable á los propósitos que tuvo en vista la Corte Su- 
prema al mandar reabrir el proceso, por lo que se limitó á repro- 



308 FALLOS DE LA SUPBEMA CORTE 

daoir la acusación de foja 67, contra Don Santiago Nocetti y C"* 
únicamente (f. 240). 

5° Que oido el acusado, se recibió la causa á prueba con todos 
cargos, habiéndose producido por este lo que espresa el certi- 
ficado de foja 283 vuelta, consistente en la declaración de los 
testigos Ambrosetti, foja 265 Tuelta; Vidal, foja 275 vuelta; que 
absolutamente ninguna luz traen á la cuestión, la compulsa de 
los libros de la casa demandada, foja 281 , para establecer que 
lasmercaderías que aparecen introducidas por la goleta Miguel^ 
fueron vendidas á Don Eduardo Beltran, y el informe de la 
Cámara de Comercio, sobre el precio corriente á bordo de los 
efectos vendidos y los documentos de Aduana (f. 295 á299). 

Y considerando : 1® Que el hecho fundamental que motiva 
la acción deducida contra los señores Santiago Nocetti y C% con- 
siste en haber obtenido permiso de trasbordo y sacado la cor- 
respondiente guía de tránsito para mercaderías con destino á 
puertos estrangeros introduciéndolas como de removido en puer- 
to argentino sin el previo pago de derechos, lo que constituye el 
delito de contrabando ú operación fraudulenta, que es lo mismo, 
á los efectos de la aplicación de las penas, con arreglo á lo ter- 
minantemente dispuesto en el artículo 1038 de las Ordenanzas 
deAduana. 

2^ Que la responsabilidad de la casa demandada para con 
aquella repartición por las consecuencias de ese hecho, es indis- 
cutible, cualquiera que sea el dueño de las mercaderías, desde que 
los permisos de transferencia aparecen á su nombre, lo mismo 
que la solicitud de su guía de tránsito (f . 18), por la goleta na- 
cional Miguel, de donde se deduce la ninguna pertinencia de los 
asientos de sus libros á que so refiere la compulsa de f... 

3^ Que la nota del Yice-Consnl argentino en el Salto, cor- 
riente á foja 30, demuestra que las mercaderías que debieron 
embarcarse de tránsito en dicha goleta, no han ido al puerto de 
su destino. 
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4** Que entre tanto, las mismas mercaderías con insignificante 
diferencia, aparecen introducidas en el puerto del Rosario, po- 
cos dias después de cerrar el registro de la goleta Miguel, como 
de removido, y por consiguiente, sin pagar derechos, por la goleta 
Joven Leonor, según lo comprueba el documento de foja 34, 
siendo de notar la ausencia completa de prueba por parte de los 
demandados para destruir la vehementísima presunción de ser 
las mismas. 

5® Que además, las nuevas diligencias practicadas en el suma- 
rio, robustecen la creencia de que se ha supuesto la existencia 
de un buque con el nombre Miguel, para cometer el fraude, 
pues además de no aparecer semejante buque en la matrícula 
nacional, según resulta de los informes de f...y f... todos los 
empleados que intervinieron en la operación y que han podido 
ser interrogados, manifiestan no constarles que el buque carga- 
do de tránsito, fuera realmente esa goleta. 

B"* Que á esto se agrega : i^ que por parte de la casa deman- 
dada, no se ha producido prueba alguna quejustifique la entrada 
délas mercaderías que debía conducir de tránsito dicho buque 
en puertos estrangeros, cuando menos al efecto de que se chánce- 
le la fianza que determina el inciso 8"*, artículo 672 de las Orde- 
nanzas (inc. 9®, art. 687 de las antiguas Ordenanzas), no siendo 
bastante á ese objeto, el hecho de haber dado entrada al pailebot 
Miguel, aún suponiéndolo cierto, en la Receptoría de Independen- 
cia, desde que no consta haya dejado allí la carga conducida pa- 
ra Salto y Faisandú; 2"* que el demandado ha podido justificar 
plenamente su inocei^cia, si se hubiera tratado realmente de una 
operación lícita, haciendo declarar á todas las personas que inter- 
vinieron en el cargamento de la Jóüen Leonor, especialmente 
interesadas en esclarecer la verdad por las responsabilidades que 
recaen también sobre ellas, lo que no ha sucedido. 

Por estos fundamentos, y los de la vista fiscal de f . . . fallo 
condenando á Don Santiago Nocetti y C*", al pago do una multa 
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igiml al TaloT del cargamento que espresa el porte de f... con 
arreglo á la liquidación que practicará la Aduana y á las costas 
del juicio. 

Virgilio M. Tedin. 



VISTA ÜEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

BueDOS Aires, Diciembre 3 de 1887. 
Suprema Corte: 

Todos los esfuerzos del recurrente, se estrellan contra una 
consideración tan sencilla, como irrecusable. 

Si se tratara de una operación legítima, nada hubiera sido 
más fácil que destruir las presunciones en contra, por más fuer- 
tes que fueran, y no pueden serlo más. No se concibe, en efecto, 
que dos buques cargaran, á la vez, los mismos, mismísimos 
efectos, y que apareciera en el Rosario el que llevaba mercade- 
rías de removido, y desapareciera por completo aquel que se 
suponía cargaba las mismas mercaderías, exactamente las mis- 
mas, de tránsito para puertos estrangeros. 

Dada la deficiente administración de nuestra Aduana y las 
mismas dificultades que ofrece el puerto de esta capital, la ope« 
ración era sencilla y no ofrecía mayor riesgo. 

Con un doble juego de papeles se hacía, á la vez, dos carga- 
mentos de los mismos artículos, uno falso y otro verdadero, uno 
de artículos que habían pagado derechoF, para introducirlos á 
puerto argentino, y otro de tránsito para puertos estrangeros. 

El buque que se suponía con este destino, desaparecía, lo que 
era fácil, puesto que nunca había existido, y las mercaderías 
cargadas, en la inteligencia de haber pagado derechos, entra- 
ban libremente al Eosario. 
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La inspección de la Aduana, según resulta de las declaracio- 
nes de las personas que intexTinieron en estas operaciones, no 
pasa, en el embarque, más alia del borde del agua. 

Puestas en el carro ó en la lancha, pueden ir al buque que 
mejor les cuadre. El único control es la visita al tiempo de sa- 
lir. 

También estos antecedentes nos revelan, cómo se pasa esta 
visita. 

Va el empleado y revisa los papeles, sin cuidarse de investi- 
gar el nombre del buque, que á nadie se le ocurre, no sea el ver- 
dadero. 

Siendo en este caso doble el juego de papeles para los mismos 
efectos, bien pudo presentarse uno cuando se despachó el 
Uiguel y otro al salir la Joven Leonor. No sería difícil tampoco 
que oportunamente se cambiara el nombre de Leonor por el de 
Miguel. 

Todos estos antecedentes, todos estos hechos se encade- 
nan y combinan de tal manera, que llegan á formar la 
evidencia más completa de que los hechos pasaron como queda 
espuesto. 

El señor Nocetti tenía un medio, el más sencillo é irrecusable 
de probar lo contrario. 

Si el Miguel fué una realidad y condujo al Salto ó Paisandú, 
las mercaderías que cargó para dos destinos ¿qué cosa más fácil 
que probar que las había descargado? 

Lejos de esto, consta que ninguna de tales mercaderías tuvo 
entrada en aquellas Aduanas. 

La presunción queda entonces, en toda su palpable reali- 
dad. 

Todo lo demás no es pertinente, como con toda razón obser- 
va la sentencia. 

£1 señor Nocetti es el directamente responsable para con la 
Aduana y si las mercaderías no eran de él y procedía por cuen— 
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ta de otro, quédale sa acción espedita para reclamar contra quien 
haya lugar. 
Ha de servirse Y. E. confirmar la sentencia recurrida. 

Eduardo Cosía. 



Fallo de ím Supremí» Corte 



Buenos Aires, Octubre 4 de 1888. 

Vistos : por sos fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja trescientas cuatro. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín yictorica.— uladislao 
frus. — federico ibargt- 
ren. — c. s. de la torre. — 
salcstiano j. za valia. 
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CAVSA CXX.\'YI 



Contra Leonardo /íosst (a) Anthnio Capaila, ó Clemente Moscio ; 

sobre estradicton 



1 

Sumario. — Probada la identidad de la persona y cumplido 
los demás requisitos del artículo 12 de la ley de 25 de Agosto de 
1885, debe concederse la estradicion. 



Caso. — En 26 de Octubre de 1886 el señor Ministro de Fran- 
cia pasó al señor Ministro de Belaciones Exteriores, la si- 
guiente nota de 

PETiaON DE ESTRADICION 

Señor Ministro : 

Mi Gobierno me encarga solicitar de Y. E. la estradicion de 
un tal Leonardo Bossi, al que se persigue por asesinato y robo, 
peligroso malhechor que parece se hubiese embarcado para Bue- 
nos Aires en el mes de Mayo último. 

He aqui, en resumen, los hechos de la inculpación. En la tarde 
del 11 de Mayo de 1886, la mujer Margarita Jacob, que estaba 
domiciliada en el territorio de la Comuna de Cette (Francia) en, 
el número 5 del salón del 15 en la cantina de un Sr. Limot, 
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fuéYÍctimade un asesinato, cuyos autores huyeron después de 
haberse llevado unas alhajas y dinero. El crimen se llevó acabo 
en pleno dia, en circunstancias que le dan un carácter especial 
de gravedad. 

Los datos suministrados antes de morir por la victima, per- 
mitieron presumir que uno de los autores de este atentado era el 
italiano Rossi. La sumaria información que se instruyó, ha dado 
por resultado la prisión de todos los cómplices de dicho acusado. 
Confiesan la propia culpabilidad y dan pormenores sobre la par- 
ticipación de Bossi en los dos crímenes del 11 de Mayo. El es 
quien los premeditó en Arles, en Provence, y quien escogió, ar- 
mó y guió á sus cómplices. El mismo dio á la victima diez y sie- 
te puñaladas y se apoderó de las economías del cantinero 
Limot. 

Activas pesquisas han permitido volver á encontrar en Mar- 
sella las huellas de Bossi. Un compatriota suyo, Ángel Deliberi, 
le vio allí el 17 de Mayo, seis dias después del crimen. Bossi le 
refirió que venía de Cette, donde habla ganado plata y ([ue partía 
para América en busca de trabajo, acompañado de su amigo Sal- 
vador Feruchino ; este último no tenía los recursos suficientes 
para pagar los gastos del pasage y Bossi se hizo cargo de 
ellos. 

Se han practicado averiguaciones en la oficina de Navegación 
en Marsella, y resulta que el 18 de Mayo de 1886, Salvador Pe- 
ruchino y Bossi, este último bajo el nombre falso de Capaila 
(Antonio), se embarcaron en el vapor La France de la Compañía 
General de Transportes Marítimos, con pasaje para Buenos 
Aires. 

Buego á Y. E. haga que se den los pasos necesarios á fin de 
que el individuo Bossi, al que le dicen Capaila (Antonio), sea 
buscado activamente, y que, llegado que fuese el caso, nos sea 
acordada la estradicion, con cargo de reciprocidad, en virtud de 
la ley argentina de 20 de Agosto de 1885, según cuyos términos 
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« el Gobierno de la República Argentina podrá entregar á los 
Oobiernosestrangeros, con la condición de reciprocidad, á todo 
individuo perseguido, acusado ó condenado por los Tribunales de 
la potencia requirente, siempre que se trate de un crimen 6 de- 
lito de los comprendidos en la presente ley > . 

Tengo el lionor de trasmitir á Y. E., anexo á la presente, 
cierto número de documentos judiciales respecto al acusado 7 
qne parecen llenar las exigencias de la ley argentina, y un es- 
tracto del informe del señor Procurador General de Montpellier, 
sobre los hechos inculpados á Rossi. 

Sírvase, señor Ministro, aceptar las seguridades de mi alta 

consideración. 

Carlos ñouvier. 

Las piezas acompañadas fueron la filiación del requerido, y 
los artículos de la ley aplicable al crimen inculpado. 
£1 Gobierno Argentino ordenó la prisión de Rossi. 



PARTE DEL COMISARIO DE POLICÍA 



5e/íor Gefe : 



Inmediatamente que mé fué pasado este espediente, me tras- 
ladé á la Capitanía del Puerto, á fin de dar principio á las pes 
quisas tendentes á descubrir el paradero de Leonardo Rossió 
Antonio Capaila, con la actividad que Y. S., deseoso de satisfacer 
el pedido hecho por las autoridades francesas, me había reco- 
mendado. 

Revisé la lista de los pasageros llegados en el vapor La Fran 
ce el 19 de Junio del año 1886, y encontré el nombre de Anto 
nio Capaldi que supuse fuese el Capaila buscado. Hízome pre- 
sumir así, el hecho de que el nombre que le seguía en la lista 
era Salvador Peruchino, individuo que, según la hábil invest 
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gacíon hecha por la Policía de Francia, lo acompañaba en su 
viaje á estopáis. 

Busqué prolijamente en las listas de hoteles y casas de hos- 
pedaje el nombre de Capaldi« pero sin ningún resultado. 

Me supuse que este individuo, á fin de economizar los gastos 
de viaje y de traslación á algún punto de la Eepública, se hu- 
biese amparado déla ley de inmigración y desembarcado en ca- 
lidad de tal. 

Al efecto me trasladé al Hotel de Inmigración, donde efecti- 
vamente encontré el nombre de Antonio Gapalda, haciéndome 
presumir que fuera el mismo Capaila el hecho de que, á renglón 
seguido, figuraba el de Salvador Feruchino. 

Tres dias había estado en el Hotel de Inmigración, tle donde 
salió diciendo iba á trabajar en esta ciudad. Nuevas investiga- 
ciones que practiqué me hicieron abrigar la creencia de que Ca- 
paila hubiese ido á la Oficina Nacional de Trabajo. Felizmente 
resultó fundada esta creencia ; tres dias después que Capaila sa- 
lió del Hotel de Inmigración, había ido á la oficina mencionada, 
pidiendo ser trasladado á la ciudad del Rosario (Provincia de 
Santa Fé). Figuraba allí con el nombre de Antonio Zapaldi, pe- 
ro la circunstancia siempre de figurar á renglón seguido el nom- 
bre de Salvador Feruchino, me hizo otra vez suponer que era el 
mismo Capaila. 

De acuerdo con las instrucciones que recibí de Y. S. me 
trasladé inmediatamente á la ciudad del Rosario, acompañado 
del oficial principal D. Domingo H. Zunini y del agente José 
M. Gramajo. En esta ciudad encontré nuevamente la huella del 
prófugo; juntamente con Salvador Feruchino habían tomado 
pasaje en el Ferro-Carril Central Argentino, para la ciudad de 
Tucuman. 

Siendo necesaria mi presencia en esta capital, regresé orde- 
nando al principal Zunini y al agente Gramajo siguiesen viaje 
hasta aquella ciudad, debiendo detenerse un dia en la capital 
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de la Provincia de Córdoba, por si hubiesen desembarcado allí. 

£1 principal Zanini encontró en Córdoba el nombre de Anto- 
nio Zapalda y Salvador Peruchino, quienes habían permaneci- 
do un dia en esa ciudad y continuado viaje para la Provincia de 
Tucuman. 

En la ciudad de este nombre el principal Zunini encontró 
nuevamente las huellas de Capaila, quien con el nombre de Za- 
palda y seguido siempre de Peruchino, estaban anotados en la 
Oficina de Inmigración, como llegados el 1^ de Julio de 1886. 

Se le buscó en la qiudad j alrededores, en los ingenios de azú- 
car, chacras, agrupaciones de jornaleros italianos, en los tra- 
bajos de construcciones de vías férreas, sin resultado satisfac- 
torio. 

£1 nombre -de Leonardo Bossi, Antonio Capaila ó Capaldi ó 
Capalda ó Zapaldi ó Zapalda, no era conocido por nadie, ni ^e 
encontraba en ninguna parte. 

£n esta circunstancia, el principal Zunini publicó un aviso en 
los periódicos de la localidad, llamando á Salvador Peruchino 
para entregarle una carta que había llegado de Italia y que se 
hallaba depositada en la Oficina de Inmigración. 

Dos dias después Peruchino se presentó en busca de la 
carta. 

Lógico era suponer que Capaila estuviese junto con Peruchi- 
no, y el principal Zunini siguió á este cuando fué en busca de la 
supuesta carta. 

£fectivamente, Peruchino, después de recorrer varias calles 
de la ciudad, entró en una fonda situada en la de Las Heras, nú- 
mero 100. Allí, parado en la puerta del negocio que dá á la ca- 
lle, estaba Antonio Capaila. Se había puesto el nombre de Cle- 
mente Mascio. 

Hacía dos dias había llegado de las fronteras de la Provincia 
de Tucuman. 

No satisfecho con haberse alejado 1700 kilómetros de esta ca- 
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pital, punto de su desembarque, había buscado las fronteras, de 
donde, falto de recursos, había regresado hacía dos dias á la ciu- 
dad donde fué aprehendido. 

Manifestó que era cierto se había embarcado en Marsella en 
el vapor La Frunce, el 18 de Mayo de 1886, con el nombre de 
Antonio Capaila, porque se le había perdido su pasaporte con 
el nombre de Clemente Mascio, que dice ser el verdadero. 

La filiación de Capaila coincide en todos sus detalles con la 
de Leonardo Rossi, autor del asesinato en Cette, en la persona 
de Margarita Jacob y del Sr. Limot, en la tarde del 11 de Mayo 
de 1886. 

Leonardo Rossi ó Antonio Capaila ó Clemente Mascio, llegó 
ayer á esta ciudad, custodiado por el principal Zanini y el agente 
Gramajo y lo he remitido á ese Departamento^ incomunicado 
á dispos^icion de Y. S. 

El detenido no tenía equipaje ; se le ha registrado á fin de 
ver si se le encontraba alguna de las alhajas robadas al Sr. Li- 
mot, pero no tenía ninguna. 

Dice que ciento veinte pesos moneda nacional que tenía, le 
fueron robados por un compañero de cuarto. 

Dios guarde áV. S. 

Beluario Otamendi. 



DECLARACIÓN INDAGATORIA DEL PRESO 



Declaró llamarse Clemente Mascio, italiano, de la provincia 
de Melisa (Ñápeles), ser vendedor ó mercader ambulante, de 26 
años, soltero. 

Interrogado sobre la causa de su prisión, contestó : que la 
ignoraba. 
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Interrogado cómo fué capturado en esta, contestó: Qae lo faé 
en el almacén de la calle Las Heras, por nn comisario de poli- 
cía, 7 qae después fué remitido á Buenos Aires, donde se le 
interrogó por su nombre. 

Intarrogado sobre el tiempo de su permanencia en esta pro- 
vincia, contestó : Que hacía diez y seis 6 diez y ocho meses 
que se encontraba en esta Provincia, habiendo llegado de Eu- 
ropa, embarcándose en el puerto de Marsella, en époci que no 
puede precisar ; pero que más ó menos, como ha dicho, harán 
diez y seis ó diez y ocho meses. 

Interrogado sobre la ocupación que había tenido en Francia, 
contestó: que siempre había sido mercader, ocupándose sucesi- 
vamente en París, en Lion y en Marsella. 

Interrogado sobre el compañero ó compañeros que había traí- 
do en el viaje, contestó: que vino en compañía de Salvador Pe- 
ruchino, quien se ha ocupado también aquí de mercero, y cayo 
paradero en este momento ignora. 

Interrogado si al embarcarse en Marsella para la República 
Argentina, vino en calidad de inmigrante, contestó: que sí; 
que el Comisario de Inmigración de Marsella lo remitió en esta 
calidad á Buenos Aires, y en la misma pasóáTacuman. 

Interrogado en seguida sobre las declaraciones que hiciera 
en la Comisaría de Inmigración, para obtener pasaje, contestó : 
que declaró allí llamarse Antonio Capaldi, ocultando su ver- 
dadero nombre por falta de pasaporte, que lo creía indispen- 
sable. 

En este estado se suspendió la indagatoria, para continuarla 
en el dia Lunes próximo, el que queda habilitado, y se señala 
para la audiencia las horas 10 á 11 ante meridiano. Así termi- 
nó, ordenando el señor Juez que se pasase nota al Intendente de 
Policía, comunicándole esta disposición; y la firmó el dcclaran- 
tOyCon el señor Juez, por ante de mí, de que doy fé. 



320 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CONTINUACIÓN DE LA INDAGATORU 



Se le interrogó sobre el nombre de las personas de los com- 
pañeros de viaje con quienes hiciera relación, contestó: que no 
recordaba. 

Interrogado si tenía relaciones en esta ciudad y quiénes eran 
estas, contestó : Que conocía algunas pocas personas, entre las 
cuales puede citar á Nicolás Corachi, Antonio Masso, que vive 
en el Almacén del Café, Octavio Sarán, bolichero en las proxi- 
midades de la Plaza Urquiza. 

Interrogado sobre el tiempo de su permanencia en Francia, 
contestó : que más ó menos permaneció dos años. 

Interrogado sobre el tiempo de que databa ^u relación con 
Feruchino, en Europa, contestó : Que seis ó siete meses antes 
de salir, ya conocía á Peruchino. 

Interrogado si al diiijirseá laBepública trajo algunos va- 
lores y de qué especie eran estos, contestó : que no trajo nada 
absolutamente. 

En este estado se suspendió el interrogatorio para conti- 
nuarlo oportunamente. 

Leida que le fué su declaración prestada con fecha 10 y la 
que precede, se ratificó, firmando con el señor Juez, por ante 
mí, de que doy fé. 



CONFESIÓN DEL PRESO 



En Tucuman, á 18 de Enero de 1888, ante el señor Jaez hizo 
comparecer la Policía al detenido Leonardo Rossi 6 Antonio 
Capaldi, quien fué asistido en este acto de su confesión por sa 
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padrino el Dr. D. José Frías Silva ; y leida que le fué su decla- 
ración indagatoria de fojas 29 vuelta y 32, dijo : que se rati- 
ficaba en ella, dándola como parte de su confesión. 

Se le hizo cargo á su declaración sobre la ocupación que tenía 
en Francia de mercader, según él, con la prestada por Salvador 
Peruchino, quien asevera haberle visto trabajando en el puerto 
de Marsella á bordo de los vapores, contestó : que cualquier dia 
que no tenía ocupación, iba á trabajar á bordo de los vapores. 

Se le hizo cargo á su declaración sobre el tiempo que hacía de 
su relación con Salvador Peruchino, con la prestada por este 
mismo, quien dice, que solo conocía de vista al absolvente, con- 
testó: que más ó menos seis ó siete meses antps de su partida, 
como lo ha declarado, conoció á Peruchino, y de vez en cuando 
se trataban; que es así como se esplica su relación con Peruchino. 

Se le hizo cargo con la declaración de Peruchino, sobre el 
nombre confesado del absolvente, con el que dice le conoció en 
Francia, contestó: que las veces que se encontraron juntos le 
dio su nombre de Clemente Mascio y á bordo le esplicó el 
cambio por el de Antonio Capaldi, por las razones que tiene da- 
das; que si Peruchino dice que recien á bordo conoció su ver- 
dadero nombre, debe ser efecto de un olvido. 

Se le hizo cargo á su declaración de no haber traido valores 
de ninguna especie, con las prestadas por Antonio Lerany Sal- 
vador Peruchino, quienes declaran que trajera un reloj de pla- 
ta, empeñado al primero, contestó : que efectivamente trajo un 
reloj, que sabe que se encuentra en poder del Juzgado, secues- 
trado á Antonio Leran, por habérselo avisado el oficial de guar- 
dia de la Policía; que cuando dijo que no trajo valores creía 
que la pregunta se refería á mercaderías. 

Se le hizo cargo ásu declaración sobre la época fija de su sa- 
lida de Marsella, con la prestada por Salvador Peruchino, con- 
testó: que como dijo, no puede precisar la fecha, pero que co- 
mo dijo, harán veinte meses, más ó monos. 

T. IV 21 
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Se le hizo cargo con la declaración de Peruchino, de haber es- 
tado en la noche del 17 de Mayo en casa de Angelo Deliveri, 
Marsella, contestó : que no recuerda. 

Ke le hizo cargo á su declaración de no haber estado sino en 
Faris, Lion y Marsella, con las investigaciones de las autoridades 
francesas, sobre su ocupación en el dominio de Castellas y de 
haber estado en Cette y Arles, contestó : qne solo ha estado 
en las tres capitales indicadas en su declaración. 

Se le hizo cargo con las investigaciones hechas en Francia, 
sobre el último traje que llevaba, contestó : que no recuerda 
bien el color del traje qne llevaba, porque lo cambiaba con fre- 
cuencia, pero creía que era de casimir color negro y sombrero 
alto llamado cabur. 

Se le hizo cargo con las constancias del sumario, de poseer el 
dialecto patois, contestó: que como en Marsella hay tantos ita- 
lianos, no se ha cuidado de aprender el francés, pero que de 
este idioma como el del patois, se habla en el mismo punto, co- 
noce ahjunas voces. 

Se le hizo, por último, cargo con las constancias del sumario 
organizado por el Juez de Instrucción de Montpellier, con la es- 
plicacion suscinta de los hechos ocurridos y nombre de los 
cómplices, en el suceso del H de Mayo en la persona de Mar- 
garita Jacob, contestó : negando 6n absoluto todo lo imputado, 
y añadiendo: qne no conoce á ninguno de los que aparecen en el 
proceso como cómplices en el hecho imputado. 

Leida que le fué esta su declaración, se ratificó en ella y la 
firmó juntamente con su padrino y el señor Juez; por ante mí, 
de que doy fé. 
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Fallo del Jvea Federal 



Tacuman, Febrero 28 de 1888. 

Y vistos estos antecedentes sobre la estradicion de Leonardo 
Bossi, conocido por Antonio Capaila, solicitada por la Legación 
de Francia en nombre de su Gobierno, y de los que resultan: 

!<" En la tarde del 11 de Mayo de 1886, Margarita Jacob, do- 
miciliada en el territorio de la Comuna de Cette (Francia), en el 
número 5 del salón 15, en la cantina de M. Limot, fué víctima 
de asesinato perpetrado por varios individuos, los que después 
de cometer el crimen, huyeron llevándose unas alhajas y algún 
dinero. 

De las investigaciones practicadas por las autoridades fran- 
cesas y entre estas, los datos suministrados por la misma víc- 
tima al magistrado encargado de la instrucción del proceso^ re- 
sulta que uno de los autores de este premeditado atentado, lle- 
vado á cabo en pleno dia, era el italiano Leonardo Bossi (napo- 
litano). 

Laprolija investigación que se ha instruido en el lugar del 
crimen, cuyo testimonio auténtico se tiene á la vista, revela la 
prisión de todos los cómplices del acusado, quienes confesaron 
su propia culpabilidad y la participación de Bossi en los críme- 
nes del 1 1 de Mayo. 

Bossi es^ según estos, quien los premeditó en Arles y quien 
escogió armas y guió á sus cómplices. £1 mismo dia dio á la víc- 
tima diecisiete puñaladas y se apoderó de las economías de la 
cantinera Limot. 

Activas y eficaces pesquisas de la policía de Francia, permi- 
tieron encontrar en Marsella, á los pocos dias de ejecutado el 
crimen, las huellas de Bossi, quien en la noche del 17 de Mayo, 
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vióse con Angelo Deliberi y refirióle que venía de Cette, en 
donde había ganado algún dinero, y que partía en seguida para 
América, en busca de trabajo,acompañadodeSalvadorFerucliíno. 
Siguiendo la pesquisa en la Oficina de Navegación de Marsella, 
pudo conocerse que ellSde Mayo, Salvador Peruchino y Rossi, 
este último bajo el nombre de Antonio Capaila, se habían em- 
barcado á bordo del vapor La France, con pasage para Buenos 
Aires. 

En mérito de estos antecedentes, á los que se acompaña, en 
testimonio auténtico, varias piezas de la información preparato- 
ria y la filiación del acusado, S. E. el Señor Ministro de Francia 
en la Bepública, solicita se le acuerde la estradicion de Bossi, 
conocido por Antonio Capaila, invocando bajo promesa de reci- 
procidad, la ley de 25 de Agosto de 1885. 

2<^ De la información organizada por este Juzgado, á fin de 
acreditar la identidad de la persona requerida, resulta que el 
detenido en la cárcel de esta ciudad, por Leonardo Bossi, dice 
él mismo llamarse Clemente Mascio, italiano, de la provincia de 
Melisa, reino de Ñapóles. 

Confiesa el detenido, que al embarcarse en Marsella, en fe- 
cha que no recuerda, pero que más ó menos hace dieciseis ó die- 
ciocho meses, adoptó el nombro de Antonio Capaila, ocultando 
el suyo propio por falta de pasaporte. 

Capaila confiesa igualmente haberse acompañado para el vía- 
je, de Salvador Peruchino. 

Llamado á declarar este último, revela que conocía de vista en 
Marsella á Capaila, sin tener noticia de su nombre ; que habién- 
dose dispuesto venir á América, tuvo ocasión de encontrarse con 
éste en la ajencia de vapores, donde se unieron en compañeris- 
mo para el viaje. El detenido díjole entonces, llamarse Antonio 
Capaldi, y recien en viajóle reveló que su verdadero nombre era 
el de Clemente Mascio, el que había ocultado por los motivos 
que se han espuesto. 
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Ningún antecedente sobre la vida del detenido en Francia, 
tiene Salvador Peruchino. A bordo, no se ha relacionado con 
uno solo de los numerosos pasageros, que, en la misma condición 
de ellos, venian para el Rio de la Plata. Ni los pocos residentes 
italianos, que en esta conocen al detenido con el nombre de Cle- 
mente Mascio, pueden ofrecer un dato que se relacione con su 
conducta pasada. 

Una importante escepcion debe hacerse á este respecto. El 
testigo Nicolás Carachi, con quien se había familiarizado el pre- 
sunto reo, declara que un dia, ya en la prisión Mascio, díjole 
este, que él no era el autor del crimen que se le imputaba, pero 
que es verdad que había sido invitado por otros, para dar un 
asalto en una casa del pueblo de Cette. 

El detenido niega haber hecho tal conversación á Carachi, 
7 oídos ambos en careo, este último sostuvo lo declarado por él, 
y Mascio, esplicando confusamente la conversación que nega- 
ra al principio haber tenido, terminó diciendo que no recordaba 
nada sobre ella. 

3® La defensa opónese á que se acuerde la estradicion, por 
cnanto no se ha justificado que el detenido Clemente Mascio, sea 
Leonardo Bossi, requerido. Estudiando los antecedentes presen- 
tados por la potencia requirente, y el proceso organizado ante 
esta jurisdicción, concluye sosteniendo que no se han llenado, 
en ningún caso, los requisitos de la ley de 25 de Agosto de 1885, 
para la prueba de la identidad del requerido, prueba que debie- 
ra haber producido la potencia requirente; pues siendo la estra- 
dicion una escepcion, la prueba corresponde á la que la solicite; 
que por otra parte, sería inhumano privar á un habitante de la 
República de los beneficios de la libertad, que la Constitución 
acuerda á todo el que quiera habitar su territorio, entregándolo 
por simples presunciones aun Estado estrangero. 

4® El Procurador Fiscal, impugnando la defensa» sienta la 
cuestión en los siguientes términos : 



326 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

€ ¿ El detenido, cualquiera que sea su nombre, es el mismo 
que, con el nombre de Antonio Capaila 6 Gapaldi, se embarcó en 
Marsella el 18 de Mayo, con Salvador Peruchino, en el vapor La 
France? ó en otros términos, ¿el individuo que dice llamarse 
Clemente Mascio, es el mismo que, con el nombre de Antonio 
Copaldi ó Copalh, lo reclama el Gobierno Francés?» 

El fiscal termina, pidiendo se declare procedente la estradi- 
cion del detenido. 

Y considerando: 1® Que en faltado tratado especial de es- 
tradición con la Francia, es de rigurosa aplicación en el caso 
subjudice la ley de 25 de Agosto de 1885, según cuyos térmi- 
nos : « El Gobierno de la República Argentina podrá entregar á 
los Gobiernos estrangeros, con la condición de reciprocidad, á 
todo individuo perseguido, acusado ó condenado por los Tribu- 
nales de la potencia requirente, siempre que se trate de un cri- 
men ó delito de los que se indican en la presente ley y de con- 
formidad á las reglas en ellas establecidas >• (Art. 1^, ley de 
25 de Agosto de 1885). 

2° Qne los antecedentes presentados por S. E. el señor Mi- 
nistro de Francia, se encuentran ajustados estrictamente á los 
que se requieren por la precitada ley. 

3*^ Que en lo referente al procedimiento á observarse y pun- 
tos á los que debe limitarse el juicio, es de considerar : 

a) En cuanto á la identidad de la persona. Está comprobada 
en autos, por confesión del detenido, que, efectivamente, como 
lo indican los antecedentes suministrados por la Legación re- 
quirente, este salió de Marsella con el nombre de Antonio Ca- 
palde. Su compañero Salvador Peruchino, conoció á bordo al 
detenido con el nombre indicado, y recien en el curso del viaje 
le reveló llamarse Clemente Mascio, nombre que había adop- 
tado para salvar, según el detenido, las dificultades del pasa- 
porte. 

No se trata en este caso, como lo espone el Fiscal, saber si es- 
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tá comprobado en los autos, que Clemente Mascio sea el mismo 
Leonardo Bossi. La investigación preparatoria revela desde el 
primer momento, al presunto reo, con el nombre de Rossi, y ade- 
lantando la instrnccion del sumario, aparece la persona reque- 
rida con el nombre de Antonio Capaila, con el que abandonara 
el territorio de Francia, el dia 18 de Mayo, acompañado de Sal- 
vador Peruchino, cuya presencia al lado de Capaila, desde Fran- 
cia hasta el momento de la captura del detenido en ésta, ha ser- 
vido como el más importante dato, para llevar á cabo la pes- 
quisa iniciada por las autoridades policiales de la República, y 
terminada con el proceso cuya resolución se dá con la pre- 
sente. 

Capaila, Capalde 6 Zapaldi, este nombre con sus diversas al- 
teraciones, viene figurando desde el 17 de Mayo «il lado del de 
Salvador Peruchino en las listas de pasageros, sea en la Oficina 
de Navegación de Marsella^ adonde se encuentran las huellas 
del inculpado, en seguida á bordo de La France, más tarde en 
el Asilo de Inmigración de Buenos Aires, para encontrarlo nue- 
vamente inscrito en una oficina de trabajo en esta última capi- 
tal, y recorrer, en silencioso itinerario, las oficinas de inmigra- 
ción del interior, ha5;ta la de esta ciudad, en la que aparece 
figurando el nombre de Antonio Zapaldi al lado del de Sal- 
vador Peruchino. 

Clemente Mascio, es el mismo Antonio Capaldi ó Capaila, por 
su propia confesión, y lo sería sin ella por los probados antece- 
dentes que obran en esta causa. 

En vísperas de su partida, vióse en Marsella con Angelo De- 
liberi, á quien refirió que venía de Cette, donde había ganado al- 
gún dinero, que partía para América acompañado de Salvador 
Peruchino. - Capaldi no conoce á Deliberi, según su confesión, 
ni recuerda á qué persona viera la víspera de su partida. Pero 
Salvador Peruchino depone que en la noche del 17 de Mayo vié- 
ronse ambos viageros con Angelo Deliberi en casa de este, con 
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cayo motivo Capaldi tavo ocasión de hablar á solas con aquel. 
La declaración de Per achino guarda la más absoluta concor- 
dancia con la investigación practicada por las autoridades fran- 
cesas. Esta declaración, no obstante su singularidad, tiene más 
importancia jurídica que la que le atribuye la defensa. En el 
caso subjudice trátase únicamente de una medida de orden pu- 
ramente sumaria, y que, por lo tanto, para los efectos prepara- 
torios de un joicio criminal, y desde luego, para asegurar la per- 
sona del inculpado, basta, en la opinión uniforme de los trata- 
distas, una semi-plena prueba sobre la identidad del indiciado 
como autor de un delito. 

La ley de estradicion citada, eiige, principalmente, éntrelos 
documentos que deben acompañarse á todo pedido de estradi- 
cion, los datos y antecedentes necesarios para justificar la iden- 
tidad de la persona requerida. 

« La prueba de la identidad puede hacerse de diversos modos. 
Ordinariamente la policía del Estado requirente consigue dar 
las señales del inculpado, y este documento basta generalmen- 
te para disipar toda incertidnmbre ». (Billot, citado por D. 
Stieglit, Elude sur restradition, pág. 132). 

Estos datos y antecedentes obran en autos y han servido para 
preparar la investigación y acumular en el presente proceso las 
pruebas que se han estudiado y que evidencian que el detenido 
Clemente Mascio es el mismo Antonio Capaila ó Capaldi que so- 
licitan las autoridades judiciales de Francia, como presunto au- 
tor de los crímenes cometidos en Cette, en la tarde del 11 de Ma- 
yo de 1886. Por lo tanto, la identidad de la persona requerida 
está justificada. 

b) La forma estrínseca de los documentos presentados, no 
ha sido observada, ni por la defensa, ni por el Procurador Fis- 
cal. Todos revisten suficiente carácter de autenticidad y háse 
guardado en ellos la forma de estilo. 

c) Los delitos imputados al requerido, son los de asesinato y 
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robo, comprendidos por sq condición genérica de delitos comu- 
nes, en los términos de la ley de estradicion. 

(£) Las penas aplicables por los delitos imputados al detenido, 
pertenecen á la categoría de las qne, por las leyes del país re- 
quirente, corresponden á los crímenes ó delitos en caestiop, 
y han sido enunciadas en la requisición, trascribiéndose literal- 
mente los artículos del Código Penal Francés, aplicables á 
aquellos. 

e) Tampoco se encuentra el caso del detenido comprendido 
eotre las escepciones que prescribe el artículo 3^ de la ley ci- 
tada, según las cuales no se concederá la estradicion si el re- 
querido es ciudadano, 6 cuando el delito cometicio tuviera un 
carácter político ó hubiera sido cometido en territorio de la Be- 
pública, 6 si fuera de ella hubiera sido definitivamente juzgado 
en el país. 

f) El auto de prisión aparece espedido por el Juez de Instruc- 
ción de Moutpellier, cuya competencia para dictarlo^ debe acep- 
tarse, sin más examen, según la opinión de Billot : « Si el Juez 
que conoce es el Juez competente según las leyes del país re- 
quirente, es una cuestión cuya solución importa poco al país 
requerido >. c Lo principal es, que la competencia general reside 
en el país requirente. En loque concierne á la competencia par- 
ticular 6 relativa, es decir la designación del Juez especialmente 
instituido para el proceso, en razón del lugar ó de la naturaleza 
de la infracción, es cuestión interna que solo interesa al país re- 
quirente >. 

4^ Que justificada la identidad de la persona requerida, no 
puede sustraerse de sus jueces naturales, invocando las garan- 
tías que la Constitución de la República concede á todo el que 
habita su territorio, por cuanto c ningún acusado ha creado 
por su fuga, sobre un territorio estrangero, algún derecho que 
le sea personal y que pueda oponer á la justicia de su país » (Du- 
croq, Théoriede Vestradition). 
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Por estos fundamentos, concordantes con la opinión del Pro- 
curador Fiscal, definitivamente juzgando, fallo : declarando pro- 
cedente la estradicion dé Clemente Mascio 6 Antonio Capaila. 
En consecuencia, elévense originales estos autos al Ministerio de 
Relaciones Exteriores de la República, por intermedio del de 
Justicia ; y oficíese á S. E. el Señor Ministro del Interior, á fia 
de que disponga la traslación del detenido^ para ponerlo á dispo- 
sición de la Legación de Francia, ^ágase saber original y regís- 
trese en el libro correspondiente. 

Francisco L. Garda. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 30 de 1888. 

Suprema Corte : 

La solicitud de estradicion, del señor Ministro de Francia, en 
cuanto á Leonardo Rossi se refiere, está perfectamente justifi- 
cada. 

Las declaraciones de fojas 10 á 13, arrojan fundadas sospe- 
chas de la participación del dicho Rossi en el asesinato de la 
Sra. Limot ; á foja 6, se registra el auto del Juez competente 
que ordena su prisión, y á foja 7, los datos necesarios para es- 
tablecer su identidad. Kadamás exije nuestra ley de estradicion. 
No es este, empero, el caso, y es otra la dificultad. 

¿ Son aplicables los antecedentes mencionados, al individuo 
detenido en esta causa ? 

En otros términos— ¿el individuo embarcado en Marsella bajo 
el nombre de Antonio Capaila, 6 Capaldi, y que aparece ahora 
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bajo el nombre de Clemente Mascio, es el Leonardo Rossi, en- 
ya entrega se solicita? 

No vacilo en decir á V. £. que el estudio de estos autos está 
lejos de dejar tranquila la conciencia, en uno y en otro sen- 
tido. 

Cumple hacer notar^ ante todo, que las diligencias judiciales 
obradas en Francia, no arrojan absolutamente luz alguna sobre 
el particular. De ellas ni remotamente podría inferirse que el ya 
citado Capaila fuera Leonardo Rossi, puesto que ni siquiera una 
vez hacen mención de su nombre. 

Es solo la comunicación del Sr. Ministro de Francia, la que 
viene á suscitar la duda. 

Activas pesquisas, dice el señor Ministro, han permitido vol- 
ver á encontrar en Marsella la huella de Rossi. 

Un compatriota suyo, Ángel Deliberi, le vio allí el 17 de 
Mayo, seis dias después del crimen. Rossi le refirió que venía de 
Cette, donde había ganado plata, y que partía para América en 
busca de trabajo, acompañado de su amigo Salvador Feruchino ; 
lo que en efecto realizó, embaT candóse bajo el nombre supuesto 
de Capaila Antonio. 

Aunque la aserción del señor Ministro viene destituida délos 
justificativos que debieran acompañarla, esto es, de la declaración 
de Deliberi, y de la relación, 6 del estracto, almenes, de las pes- 
quisas á ((ue hace referencia, no obstante esto, digo, la afirma- 
ción del señor Ministro, tiene gran fuerza, no es posible desco- 
nocerlo. 

Puede aceptarse como un hecho fuera de toda discusión, que 
el individuo preso en esta causa, llámese Capaila, Capaldi, 
Mascio 6Rossi, es el mismo que se embarcó en Marsella en el 
vapor La France, el 18 de Mayo de 1886, bajo el nombre de Ca- 
paila Antonio, en compañía de Salvador Feruchino ; él mismo lo 
ha reconocido. 

La confirmación de esta circunstancia, que el señor Ministro 



332 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

había anticipado, dá, sin duda alguna, cierta carácter de verdad 
á la parte de su comunicación referente á las pesquisas que per- 
mitieron encontrar las huellas de Bossi. 

No es posible desconocer, en efecto, que obran muy fuertes 
presunciones en eontra del preso. £1 cambio repetido de nombre, 
el hecho de haber estado en Marsella en casa de Deiiberi, se- 
gún lo declara Peruchino, y él no lo niega, su conversación con 
Carachi, foja 47, su conformidad con la filiación de Rossi, según 
afirma el Comisario que lo prendió ; su internación á los confines 
de la República, la dificultad 6 imposibilidad de producir prue- 
ba para establecer su verdadero estado de familia, todo, todo 
esto induce la presunción de algún misterio, de que, tras el 
nombre de Capaila, Capaldi 6 Mascio, se oculta el verdadero 
Rossi. 

Opónese á esta tendencia natural del espíritu, dadas las 
circunstancias especiales del caso, que la afirmación del señor 
Ministro de Francia debiera venir apoyada en el testimonio 
de diligencias judiciales; que nada significa que hubiese estado 
el preso en casa de Deiiberi, y que, en todo caso, el testimonio 
de este, cómo el de Carachi, siendo singulares, nada prueban. 

No obstante esto, subsiste en toda su desnudez el hecho del 
cambio de nombre, cuya grave significación, á tan corto interva- 
lo del crimen^ no amenguan las circunstancias arriba menciona- 
das, ni desvirtúa la esplicacion que se pretende dar, pues es bien 
sabido que el embarque se hubiera realizado del mismo modo, 
bajo un nombre que otro, por cuanto es notorio que las autori- 
dades francesas no están encargadas de hacer la policía del Go- 
bierno de Italia, en la salida de inmigrantes para puertos de 
Francia. 

En este estado de la causa, en la ausencia de pruebas bastan- 
tes, si se tratara de una condenación definitiva, mi parecer se- 
ría por la absolución, ó sea la libertad del detenido. 

Tratándose solo, empero, de facilitar las vías de la justicia, de 
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la simple continuación del jnicio, pura lo que basta, como es 
notorio, presunciones fundadas, pienso qae las hay sobradas en 
este caso, acerca de la identidad y consiguiente culpabilidad del 
procesado, y me inclino á pedir, y pido la confirmación de la 
sentencia recurrida. 

Si V. E. así lo resolviera, pienso también qne sería huma- 
nitario encarecer al Poder Ejecutivo, que al hacer la entrega, 
fuera salvando la última pena, según se estipula en algunos 
tratados de estradicion. 

Eduardo Costa, 



Pallo de ki Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 4 de 1888. 

Y vistos : Resultando comprobada la identidad del detenido 
Antonio Capaila ó Clemente Mascio y del acusado Leonardo Ros- 
si, por las siguientes, graves, precisas y concordantes circuns- 
tanciaSy á saber : 

Su nacionalidad y provincia de sn nacimiento ; 

Su procedencia de Marsella á la llegada á la República; 

La fecha de su partida de aquel punto ; 

Su embarco, viaje y arribo al país, en compañía del indivi- 
dno de quien aperece salió acompañado el acusado, á su partida 
de Marsella ; 

La identidad del nombre con que se embarcó en el puerto in- 
dicado, con el qne confiesa haber llevado en Marsella poste- 
riormente, hasta sostituirlo por el de Clemente Mascio, que hoy 
usa ; 

La declaración del testigo Nicolás Carachi, foja cuarenta y 
seis vuelta, el cual espresa haberle manifestado el acusado, du- 
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rante su prisión, no ser él el autor del crimen que se le imputa» 
pero sí haber sido imitado por unos paisanos á dar un asalto y 
cometer un delito en un pueblo de Francia, llamado Cette, que 
es precisamente el lugar del hecho que motiva estas actua- 
ciones ; 

Su filiación física, que corresponde á la del acusado Bossi, 
según la atestación del empleado policial que lo aprehendió. 

Y finalmente, la declaración de su companero de viaje, Salva- 
dor Peruchino, de haber estado el acusado la víspera de su em- 
barco en Marsella en conversación con Ángel Deliberi, hecho 
que no ha sido negado por el detenido y que concuerda con la 
declaración de aquel, á que se refiere la nota del Ministro de 
Francia, que corre á foja primera. 

Y considerando, además, que no se ha alegado por el deteni- 
do, ni aparece de autos, circunstancia ni hecho alguno tendente 
á debilitar la fuerza de las anteriormente enunciadas ; y que 
están, por otra parte, cumplidos, en el caso, como lo establécela 
sentencia apelada, todos los otros requisitos exigidos por el ar- 
tículo doce de la ley de veinticinco de Agosto de mil ochocientos 
ochenta y cinco, para la estradicion del detenido. 

Por estos fundamentos, y oido el señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de foja setenta y dos vuelta, y 
ásusefectoSy devuélvanse los autos, alJuzgado de su proce- 
dencia. 
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CAUSA €XX.\YII 



Don A Iberio M. Biedma, contra Don Rómulo Sarmiento; 

sobre daños y perjuicios 



Sumario. — La suspensión de un embargo ordenado, no por 
el demandado, sino por el Jaez que entendía en la causa, cuyos 
procedimientos además fueron declarados nulos, no puede dar 
lugar á una acción de daños y perjuicios en contra de aquel. 



Caso. — Lo refiere el 



Pallo del Jíuem lámtrmúo 



Y vistos estos autos seguidos, por Don Alberto M. Biedma, 
contra Don Rómulo Sarmiento, sobre daños y perjuicios, de los 
que resulta : 1^ Que á foja 1% se presenta Don Alberto M. Bied- 
ma, esponiendo : que se presentó en demanda ante el Juez de 
Faz de la Capital, contra Don Jaime Masso, por cobro de pesos; 
que debidamente comprobada la deuda, el Juez de Paz ordenó el 
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embargo de mercaderías y existencias en la casa de comercio del 
deudor; que entonces, el señor Secretario de la Gobernación, 
Don Rómulo Sarmiento, ordenó la suspensión de dicho embar- 
go, sin tener para ello atribución alguna y cansándole serios 
perjuicios, desconociendo, además, una orden emanada del Mi- 
nisterio del Interior, por la cual se disponía que, hasta presen- 
tarse el señor Juez Letrado, pudiera, en esas causas, fallar el 
Juez de Faz; que encerrando, por tanto, la disposición del señor 
Secretario, un abuso de autoridad, caso previsto por la ley, la 
que hace responsable á los funcionarios de los daños y perjui- 
cios que causaren con los fallos que dictaren; por lo cual, pide 
al Juzgado se haga responsable al señor Secretario de la Gober- 
nación del Rio Negro, Don Rómulo Sarmiento, de los daños y 
perjuicios que con esa disposición le ha causado^ que son los si- 
guientes: 

Sueldos de su apoderado, desde el 1^ de Enero del presente 
año hasta la fecha, á cuarenta pesos moneda nacional mensua— 
les, que suman ciento treinta y siete pesos y treinta y dos cen- 
tavos; Gastos originados en la tramitación del espediente, diez 
y ocho pesos y cincuenta centavos; Utilidades perdidas hasta 
la fecha, cuarenta pesos moneda nacional. Lo que hace un to- 
tal de doscientos cinco pesos ochenta y dos centavos moneda 
nacional. ítem más, las pérdidas ocasionadas en el cobro de la 
cuenta en litigio, por haberse dado lugar á estraer artículos de 
los embargados. 

2"^ Que dado traslado déla demanda, el señor Christian Fei- 
vel, en representación del demandado, Don Rómulo Sarmiento, 
la contesta con el escrito de foja 4, que en estracto dice lo .si- 
guiente : 

Que el Juzgado se ha de servir rechazar la demanda entabla- 
da contra su representado, condenando al contrario á perpetuo 
silencio, y á las costas de este juicio, por proceder maliciosa* 
mente, en virtud de los hechos que pasa á esponer. 
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Manifiesta el señor Biedma que se ha presentado en el Juzga- 
do de Faz, de esta capital, demandando á Don Jaime Massopor 
cobro de pesos, y qne habiendo aquel Juez ordenado el embargo 
de bienes del deudor, este se suspendió de orden de mi repre- 
sentado. Nótase en esta esposicion, que el señor Biedma calla 
lo que debiera decir, y dice lo que debiera callar. 

£1 autor se presentó ante el Juez de Faz de esta capital, de- 
mandando á Don Jaime Masso, por la cantidad de doscientos 
y tantos pesos moneda nacional, de que parece le es deudor. El 
Juez admite la demanda y resuelve trabar embargo en bienes 
del demandado. Este presenta entonces un escrito^ pidiendo se 
inhiba el Juez del conocimiento de la causa, por ser incompe- 
tente, al que no se hace lugar. 

Entonces, el mismo dia en que, según se dice, debiera efec- 
tuarse el embargo, el deudor presenta escrito á laOobernacion, 
esponiendo la incompetencia del Juez de Faz en el asunto, por 
lo que su poderdante, en su calidad de Gobernador Interino, dic- 
ta una resolución, haciéndolo así saber al señor Juez de Paz, á 
fin de que, en vista de la ley respectiva, resolviera loque creye- 
ra conveniente en justicia. El Juez de Faz suspendió en el acto 
todo procedimiento en el asunto. No fué, pues, su mandante, 
el que ordenó la suspensión del embargo. 

Dice el señor Biedma, que mi representado ordenó la suspen- 
sión del embargo, sin atribución alguna para ello, que^ como dice 
y asegura en el primer punto de este escrito, no se decretó por 
la Gobernación la suspensión del embargo, recordándose única- 
mente al Juez de Faz, las disposiciones de la ley; y estelo hizo 
su mandante, no como Secretario de la Gobernación, sino en su 
calidad de Gobernador interino, en cuyo caso encontrábase el se- 
ñor Secretario. 

Asegura el demandante, que su poderdante ha desconocido, 
además, una orden emanada del Ministerio del Interior, por la 
que se dispone que, hasta presentarse en esta el señor Juez Le- 

T. nr 22 
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trado, pudiera fallar en esas causas el Jaez de Paz. Qa e su 
mandante no conoce la orden á que se refiere el señor Biedma, 
ignora cómo y por dónde ha venido, y el señor Biedma debe 
probar lo que dice, á fin de que la ley se aplique, castigando al 
culpable. 

Conviene saber, señor Juez, si el señor Gobernador del terri- 
torio y el Gobernador interino, en su caso, se hallan habilita- 
dos por la ley para hacer lo que hizo mi representado en este 
asunto, como puede verlo V. S. en el espediente de su referen- 
cia, que debe obrar en el Juzgado de Faz de esta capital (Juigio 
ejecutivo por Don Alberto M. Biedma, contra Don Jaime Masso). 

La ley número 1532, del 18 de Octubre de 1884, di^e en el 
inciso 1** del artículo 7® : ees la autoridad local superior encar- 
gada de velar por el cumplimiento de las leyes y disposiciones 
nacionales». AI fijar los deberes y atribuciones del Secretario de 
la Gobernación, dice la misma ley, en el inciso G"* del artículo 9°: 
«en caso de muerte, ausencia ó remoción del Gobernador, de- 
sempeña sus funciones, mientras dura la vacancia &. 

Sobre las atribuciones conferidas por aqaellaley á los Jue- 
ces de Paz, se lee en el inciso 1*^ del artículo 13 : «podrá cono- 
cer y resolveren las causas civiles y comerciales, cuando el va- 
lor cuestionado no esceda de cien pesos, pero no en los juicios 
sucesorios ó de concurso de acreedores». Luego el Jaez de Faz de 
esta capital no tiene derecho para intervenir en causas civiles 
ni comerciales, cuando el valor cuestionado esceda de cien pe- 
sos moneda nacional. 

El Gobernador del territorio y en su ausencia el Secretario, 
como Gobernador interino, tienen el deber de velar por el cum- 
plimiento de las leyes, y por lo tanto, de recordarlo así á cual- 
quier funcionario que se extralimite en ellas ; de donde se de- 
duce, que su representado solo ha cumplido con el deber que la 
ley le impone, al hacer saber al Juez de Faz, á pedido de una de 
las partes, las atribuciones que la ley le confiere. 
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Que además, al presentarse el señor Biedma en juicio contra 
el señor Masso ante el Juzgado de Paz, estaba ya nombrado por 
el Poder Ejecutivo Kacional, el señor Juez Letrado para este ter- 
ritorio, y por consiguiente, el señor Juez de Faz debió suspen- 
der todo procedimiento aún dado caso, que hubiese existido el 
decreto del Exmo. Gobierno, á que se refiere el señor Biedma; 
cosa que no es posible suponer siquiera, puesto que los represen- 
tantes del Gobierno saben y conocen, mal que le pese al señor 
Biedma, que no podrían nunca anular por un decreto guberna- 
tivo los efectos de una ley de la nación. 

Según se califica por el demandante, señor Biedma, el Gober- 
nador interino, Don Bómulo Sarmiento, ha cometido un abuso 
de autoridad, y no ha sabido el actor lo que se dice. 

Un abuso de autoridad puede cometerlo el Juez, el funciona- 
rio 6 Tribunal encargado del conocimiento de una causa, cuando 
sale del círculo de sus atribuciones ; de donde se desprende : 
i° que si hubo abuso de autoridad, habrá] sido en el Juez de 
Paz ; y 2^ que si su representado hubiese sido el delincuente, 
pudiera ser, en su caso, por usurpación de atribuciones ó de au- 
toridad, por ser un empleado público cuyas atribuciones judi- 
ciales no le competen por la ley. 

Finalmente, y después de otras consideraciones, termina el 
escrito, pidiendo al Juzgado se sirva condenar al demandante, 
como lo solicita en el exordio. 

3^ Que abierta la causa á prueba por el auto de foja 17, el 
actor ha producido la que obrado foja 19 á foja 28, no habien- 
do producido prueba alguna la parte demandada. 

Los alegatos se encuentran agregados, el del actor á foja 30 
y el del demandado á foja 32. 

T considerando : 1° Quédelos resultandos que anteceden, 
sé desprende que las cuestiones principales que el Juzgado debe 
resolver en la presente demanda, son las siguientes : ¿El Secre- 
tario de la Gobernación, Don Rómulo Sarmiento, desempeñaba 
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6 no las funciones de Gobernador del territorio en la fecha en 
que se dictó la resolución motivo de este litigio, que obra á 
foja 7 del espediente agregado? En caso afírmatiyo, ¿pudo in- 
tervenir en la forma que lo hizo, en el juicio seguido por el de- 
mandante contra Don Jaime Masso, ante el Juzgado de Faz de 
la capital ? 

2^ Que en cuanto á la primera cuestión, ella está resuelta de 
una manera clara é indudable^ por las disposiciones terminantes 
y precisas de la ley número 1532, de la división de los territo- 
rio nacionales. El inciso 13 del artículo 7^ de dicha ley, estable- 
ce que el Gobernador depende directamente del Ministerio del 
Interior, residirá en el pueblo que se declare capital y no podrá 
ausentarse sin licencia del Ministerio espresado. Y el inciso 6^ 
del artículo 9^ de la misma ley, dice : cel Secretario, en caso de 
muerte, ausencia ó remoción del Gobernador, desempeñará sus 
funciones, mientras dure la vacancia». 

¿Existía alguna de estas circunstancias en la fecha en que se 
dictó la resolución citada por el Secretario de la Gobernación ? 
El mismo actor se encarga de demostrar que sí, puesto que el 
Juez de Paz, Don Avelino Ovejero, informando á foja 27, á pe- 
dido de aquel, manifiesta que el señor Gobernador, en la fecha 
indicada, se encontraba en su establecimiento de campo, lo que 
equivale á decir que se encontraba ausente de la capital, y por 
consiguiente, desempeñando las funciones de Gobernador, el 
Secretario del mismo, señor Sarmiento. 

3^ Que por lo que se refiere á la segunda cuestión, está tam- 
bién resuelta de una manera evidente en la citada ley; en efecto, 
entré los deberes y atribuciones que se confieren al Gobernador, 
por el artículo 7'' de dicha ley, el inciso 1"" dice testualmente : 
«Es la autoridad local superior encargada de velar por el cum- 
plimiento de las leyes y disposiciones nacionales». 

Tenemos, pues, que, en virtud de la disposición de la ley cita- 
da, es una atribución del Gobernador del territorio, y aún puede 
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decírsejnn deber, indicar á los fanoionarios subalternos el pro- 
cedimiento que deben seguir, siempre que estos se aparten del 
texto espreso de la ley. 

4^ Que según consta del espediente agregado, el actor en este 
juicio, se presentó con fecha 27 de Febrero del corriente año, 
ante el Juzgado de Faz de la capital, demandando á Don Jaime 
Masso, por cobro de pesos, ascendiendo la deuda á la suma de 
doscientos setenta y cinco pesos y setenta y tres centavos mone- 
da nacional. 

£1 demandado se presenta, á su yez, á foja 6 de los mismos 
autos, á la Gobernación, diciendo que había pedido al Juez de 
Paz, no siguiera entendiendo en el asunto, y este no lo había 
atendido, y que por consiguiente, pedía al Gobernador hiciese 
efectiva la disposición del artículo 13 de la ley sobre organiza- 
ción délos territorios nacionales. 

En vista de esta solicitud, el señor Gobernador, dicta la reso- 
lución de foja 7, haciendo saber al Juez de Faz, que encontrán- 
dose en vigencia la ley de gobierno y administración de los ter- 
ritorios nacionales, debe sujetar sus procedimientos á las atri- 
buciones que ella le confiere, debiendo declararse incompetente 
para atender toda demanda cuya cantidad pase de cien pesos 
moneda nacional, según lo dispuesto por el inciso 1° del artículo 
13 de la referida ley. 

La mera esposicion délos hechos enunciados, basta para de- 
mostrar con toda evidencia, que al dictar la resolución citada, el 
Gobernador, no solo no se escedió en sus atribuciones, sino que, 
por el contrario, cumplió con su deber al evitar que el Juez de 
Paz llevara adelante sus procedimientos, en un juicio en el que 
por la ley carecía de competencia para su conocimiento (art. 13, 
inciso 1*^ de la ley citada). 

5^ Que demostrado, como queda, que el Gobernador, se- 
ñor Sarmiento, en su carácter de empleado público, no ha 
incurrido en el delito de usurpación de autoridad, previsto en 
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CAUSA CXX.'KYIII 



Don Pedro Prud' homme, contra los señores Bemberg y C; 

sobre caducidad de una patente. 



Sumario. — £1 caso de caducidad de patente, pedida por razón 
de tener el demandante que usar el sistema patentado, es pre- 
ciso 7 práctico 7 obliga á los Tribunales Federales á tramitarlo 
y resolrerlo. 



Co^o.— En 20 de Setiembre de 1887, Don Pedro Prud'hom- 
me se presentó al Juzgado de Sección, esponiendo: 

Que con fecha 22 de Agosto de 1885, los señores Bemberg y 
compañía obturieron de la Oñcina de Patentes la revalidación 
del inrento Lartigue, para la fabricación de materiales de ferro- 
carriles económicos de un riel. 

Que esa patente había caducado, según el precepto del artí- 
cmlo 47 de la ley de la materia, y proponiéndose usar ese siste- 
ma en el país, venía á pedir que el Juez declarase la nulidad de 
dicha patente. 

Que constaba por documento público, que había propuesto al 
Congreso la construcción de un ferro-carril por el espresado 
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sistema, habiéndosele hecho la concesión por la Cámara de Di- 
putados, cuando la caducidad estaba ya producida por la espira- 
ción del término legal de la patente; todo lo cual le daba persone- 
ría bastante para promover el juicio de nulidad. 

Conferido traslado, Don Guillermo Lippold, por los demanda- 
doS) pidió el rechazo con costas de la demanda. 

Dijo que, según la ley francesa, de donde ha sido tomada ¿a 
ley argentina, caducaba una patente si no se esplotaba el in- 
vento dos anos después de concedida ; pero que no sucedía lo 
mismo, cuando el patentado trabajaba para responder á la de- 
manda del público. 

Que sus representados tenían á la disposición de cualquiera, 
los rieles, las máquinas y todos los elementos necesarios para 
establecer el sistema; y como no tenían por la ley la obligación 
de construir por su cuenta ferro-carriles de ese sistema, ni po- 
dían compeler á terceros á que los construyeran, se veía en el 
caso de defenderla patente que, lejos de haber caducado, se 
encontraba amparada por la misma ley invocada por el deman- 
dante. 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1887. 

Yistos estos autos promovidos por Don Pedro Prud'homme , 
céntralos señores Otto Bemberg y compañía; sobre caduñdad 
de una patente de invención. 

Y considerando: 1° Que la acción deducida por Prud'homme, 
tiene por objeto obtener la declaración judicial de la caducidad 
de la patente acordada con fecha 22 de Agosto de i885 á Bem- 
berg y compañía, por el invento Lartigue, para la fabricación de 
materiales de ferro-carriles económicos de un riel, sin alegar 
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otro fundamento que el hecho de haber trascarrido dos años 
desde su espedicion, sinesplotar el invento. 

2'' Que, por consigaiente, lo que se pretende es una declara- 
ción en abstracto, sobre la extinción de los derechos que la ley 
acuerda al patentado, para que tanto el que la solicita, como 
cualquiera otra persona, puedan esplotar libremente el inyento 
patentado, sin temor alguno á las consecuencias de un pleito 
que puede producirse en cada caso. 

3® Que, además de que por principio general, á los Jueces 
no les es permitido pronunciar resoluciones de esa naturaleza, 
en el caso especial de nulidad ó caducidad de patentes, el artí- 
culo 49 de la ley de la materia, establece que no es necesaria lade- 
claracion judicial para que aquellas súrtanlos efectos de some- 
ter al dominio público el descubrimiento ó invención patente, bas- 
tando que haya ocurrido la caducidad ó nulidad, para que todos 
estén autorizados á esplotar libremente los objetos patentadose 

4® Que entre otros motivos determinantes de esta disposición, 
a ley ha querido, sin duda, que cada uno juzgue por sí mismo 
las circunstancias que autoricen á establecer la nulidad ó cadu- 
cidad, para evitar que la esplotacion del invento dependa indefi- 
nidamente de una resolución judicial, que pueda tardar mucho, 
anos en darse. 

5^ Que, partiendo de este principio, la citada ley de paten- 
tes solo admite el caso que da jurisdicción á los Jueces Seccio- 
nales para pronunciarse sobre la caducidad ó nulidad de una 
patente, cuando el propietario de ella trabase la libre esplota- 
cion del invento ó descubrimiento, ya con demandas 6 por cual- 
quier otro medio (art. 50, ley cit.) ; lo que no sucede en el 
presente caso, pues ni aún se ha intentado por el autor, cuya 
personería, para promover este jnicio, consiste únicamente de 
teñeron tramitación ante el Congreso una solicitud sobre con- 
cesión de ferro-carril, al uso del sistema á que se refiere la pa- 
s nte en cuestión. 
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Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar á lo pedido en 
el escrito de foja 1, dejando á salvo al actor sus derechos para 
que lois use como corresponda. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Oorte 

Buenos Aires, Octubre 6 de 1888. 

Vistos: Demostrando los hechos aseverados en la demanda, 
como en la espresionde agravios, que se trata al presente de un 
caso preciso y práctico sometido á la decisión judicial^ y no de 
una declaración en abstracto, como se establece en la sentencia 
apelada, y que además el demandante tiene un interés legítimo 
que hace valer en el juicio; por estos fundamentos y de confor- 
midad á lo dispuesto por el artículo cuarenta y ocho de la ley 
de patentes de invención, de Octubre once de mil ochocientos 
sesenta y cuatro, se revoca dicha sentencia, corriente á foja 
dieciseis; y devuélvanse los autos al Juez de Sección para que 
proceda á tramitar y resolver lo que corresponda en la demanda 
interpuesta. Repónganselos sellos. 



benjamín victorica. — uladislao 

frías —FEDERICO IBARGÚREN. 
— C. S. DE LA TORRE,— 8ALÜS- 
TiANO J. ZAYALIA. 
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CAJDHA V\XX1\ 



Don Pedro Bidone y Don Juan Del fino, contra Don José Pacheco; 
sobre daños y perjuicios por inejecución de un contrato. 



Sumario. — El acto voluntario del obligado qae impide el cam- 
plimiento de la condición, autoriza á considerar esta como cum- 
plida en su contra. 



Caso. — Lo refiere el 



Fallo del JTiies Federal 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1887. 

Vistos estos autos promovidos por Don Enrique Amaya, en 
representación de Don Pedro Bidone y Don Juan Delñno, ambos 
estrangeros, contra Don José Pacheco, argentino, sobre indem- 
nización de daños y perjuicios por falta de cumplimiento de un 
contrato de venta de haciendas. 

Resulta: 1^ Que la acción deducida se funda, según la espo- 
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sioion hecha en el escrito de demanda, en que los señores Bido- 
ne 7 Delfíno habían comprado á Pacheco, con fecha 14 de Julio 
de i885y cinco mil ovejas j capones de su establecimiento Las Ví- 
boras^ al precio de cincuenta pesos moneda corriente, con destino 
á una graseria en Barracas al Sud, con cuyo motivo, inmediata- 
mente después de efectuado el contrato, se trasladó Bidone con 
capataz y peones á dicha estancia y exigió la entrega de la ha- * 
cienda, en virtud de una carta-órden dada por el vendedor, á lo 
que se había negado el capataz, por encontrarse en Dolores el ad- 
ministrador señor Hanter, á quien ibadirijida la carta y habién- 
dosela exigido á este en Dolores se negó también á efectuarla, 
alegando haber vendido seis mil cabez.is á otra graseria por 
orden del mismo señor Pacheco; por lo que no tuvo más reme- 
dio que regresar á esta ciudad, viéndose privado en tal virtud de 
la utilidad que debían producirle las cinco mil cabezas de ganado 
lanar, la cual debió ser por término medio de ochenta centavos 
por cabeza y habiendo psperimentado los perjaicios consiguien- 
tes por la traslación con capataz y peones y abandono por varios 
dias de sus quehaceres, estimando en más de cinco mil pesos el 
total de sus pérdidas, coya suma constituye el objeto de la de- 
manda, como indemnización de las pérdidas é intereses causa- 
dos por la falta de camplimiento al contrato. 

2° Que en su defensa el demandado reconoce ser cierto que en 
14 de Julio de 1885 convino con Bidone y Delfino en venderles 
cinco mil capones y ovejas; pero con la condición de previa vista^ 
como consta en la carta-órden acompañada á la demanda, y exi- 
giendo además, siguiendo la práctica general, que los compra- 
dores le entregaran como seña, dos mil pesos nacionales una vez 
que se efectuara la elección: alega también en su defensa que los 
cinco mil animales no se especificaron, de modo que los compra- 
dores estaban obligados á escoger entre los que existieran en la 
estancia Las Víboras, de los que quedaban aún muchos miles y 
no pretender escoger en seis mil vendidos antes por el adminis- 
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trador Hanter sin su aatorízacion especial para esa renta, pero 
usando de facultades que le tiene conferidas; que por su 
parte no ha habido dolo, mora, ni culpa^ y que la cifra de los 
perjuicios, por su misma exorbitancia se condena. 

S"" Que recibida la causa á prueba (autos de f. 17 vta. y 19) 
se ha producido dentro del término legal la que espresa el cer- 
tificado del Secretario, corriente á foja 124. 

T considerando: 1® Que el fundamento jurídico de la recla- 
mación deducida por Bidone y Delfino, es el contrato áque hace 
referencia la carta de foja 1, reconocida por el demandado, de 
manera que ante todo es necesario fijar la naturaleza de dicho 
contrato, para deducir las consecuencias legales que do él pueden 
emanar. 

2^ Que según se desprende de la carta mencionada, el deman- 
dado convino en vender cinco mil ovejas y capones de un estableci- 
miento de su propiedad, con la cláusula previa vista; que según 
la esplicacion de los mismos demandantes, y demás testigos 
que al respecto han declarado en esta causa, se traduce por la 
fórmula jurídica «venta á satisfacción del comprador», la cual 
importa no haber venta ó quedar deshecha la venta si la cosa 
vendida no agradase al comprador, conformo á lo dispuesto en 
el artículo 1365 del Código Civil. 

3^ Que además, si bien la venta se ha hecho de un número de- 
terminado de animales, la elección debiera recaer en un núme- 
ro indeterminado y mucho mayor, de modo que es fuera de duda 
que se trata de una venta hecha por cuenta y subordinada á 
una condición suspensiva, no existiendo, por lo tanto, contrato 
perfecto mientras no se haya verificado la cuenta y cumplido la 
condición, en conformidad á lo dispuesto en los artículos 1342 y 
1377del Código Civil. 

4^ Que los demandantes han silenciado cuidadosamente esas 
dos circunstancias, cuyo cumplimiento era indispensable para 
que el contrato ya perfecto pudiera producir todos sus efectos 
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legales, debiendo por lo tanto inferirse de ese silencio que ni 
manifestaron espresa ó tácitamente al vendedor su satisfacción 
con la hacienda, ni la individualización por la elección de los 
cinco mil animales vendidos, lo que, por otra parte, claramente 
se deduce de los propios términos de su demanda, de manera 
que desaparece el fundamento de la acción de daños j perjuicios 
por falta de entrega de la cosa comprada. 

5^ Que dadas las condiciones on que se presenta el convenio 
celebrado entre los demandantes y Pacheco, la referida acción 
solo sería procedente, atento lo que prescribe el artículo 604 del 
Código Civil, si este se hubiese negado en absoluto á presen- 
tarles sus haciendas del establecimiento Las Víboras, para efec- 
tuar la elección, lo que no se ha añrmado en la demanda, re- 
sultando por el contr¿irio de la misma confesión de Bidone, al 
absolver la octava posición del pliego de foja 30, que quedaban, 
descontando las seis mil vendidas por el mayordomo Hunter, más 
de cuarenta mil animales, los que sin duda alguna le fueron pre- 
sentados, pues asegura que en ellos no había para apartar para 
fábrica, de donde fluye la conclusión que vista la hacienda no 
le satisüzo y por eso no hizo el aparte, quedando en consecuen- 
cia resuelto el contrato por su propia voluntad, con arreglo á los 
términos de la convención, con lo que basta para desestimar la 
acción deducida. 

6^ Que aún suponiendo que entre todas las haciendas del 
demandado, del establecimiento Las Víboras, cuyo número, á 
estar á la confesión deBidone pasaba de cuarenta y seis mil, no 
hubiese habido en condiciones de aparte para fábrica sino los seis 
mil vendidos á Givotte, siendo anterior la venta efectuada á éste, 
según se desprende de la misma demanda, es evidente que debía 
dársele la preferencia en la elección, con arreglo á lo que prescribe 
el artículo 593 del Código Civil, y como, por otra parte, no puede 
atribuirse dolo, culpa ó negligencia al vendedor, tanto por no 
haber sido hecha personalmente por él esa venta, cuanto por- 
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que en la que hizo á los demandantes no se obligó á presentar las 
haciendas de determinada calidad, la resolución del contrato, 
por no satisfacer á estos las que quedaban, debía lógicamente 
operarse, sin responsabilidad alguna para el vendedor. 

7** Que prescindiendo de estas consideraciones j aceptando, 
como base de la demanda, que los compradores manifestaron su 
conformidad con la hacienda por el solo hecho de exigir su en- 
trega, el demandado estuvo en su perfecto derecho á negarla, 
con arreglo alo que dispone el artículo 1428 del Código Civil, 
pues no habiéndose estipulado plazo para el pago, debe suponer- 
se que la venta era al contado (art. 1424), tanto más cuanto que, 
según confesión de los demandantes, no eran personas conocidas 
del vendedor, con quien realizaban negocios por primera vez ; 
habiéndose guardado absoluto silencio en la demanda sobre este 
capítulo, lo que conduce á establecer que ni se ofreció el precio, 
por lo que es el caso de aplicar el axioma jurídico nulliis vide- 
tur dolo faceré y qui jure suo utüur, (art. 1071, Cód. Civ.). 

8*^ Que en cuanto á los perjuicios en sí mismos, suponiendo 
procedente la acción, se hacen consistir en lo que habrían ga- 
nado los demandantes sí hubiesen beneficiado la hacienda j en 
los gastos de traslación con peones hasta el establecimiento del 
demandado, ninguno de los cuales son una consecuencia in- 
mediata y necesaria de la falta de cumplimiento de la obli- 
gación, condición esencial de su legitimidad, atento lo dis- 
puesto en el artículo 520 del Código Civil. Los primeros, en 
efecto, se fundan en una mera hipótesis, destituida de toda 
prueba concreta j asertiva, pues los testigos interrogados al 
respecto, más favorable á los demandantes, solo espresan una 
opinión personal sobre los beneficios del negocio. 

Entre tanto, ella está contradicha asertivamente por la decla- 
ración del testigo Givotte comprador de los seis mil animales cau- 
sa indirecta de esta querella, quien manifiesta que la hacienda 
estaba en mal estado j el negocio le dejó pérdidas en vez de 
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utilidades. ¿Por qué no les habría sucedido lo mismo á Bidone y 
Delfino, cuando no hay motiro para suponerles mayor compe- 
tencia ó habilidad ó mejores procedimientos en el negocio de 
graseria? Esta sola consideración basta para demostrar qae no 
es ese el perjuicio inmediato de que habla la ley, el cual no es- 
tá el Juzgado en el caso de indicar. 

En cuanto á lob gastos de traslación con peones, etc., basta ob- 
servar que tratándose de un contrato condicional en que la con- 
dición dependía de la apreciación personal de los demandantes, 
ese hecho débanselo imputar á sí mismos; pero aún en la hipó- 
tesis contraria, no habiéndose producido prueba alguna sobre el 
quantum es de estricto derecho la absolncion del demandado. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo á Don José Pa- 
checo de la demanda interpuesta á foja 4 por Don Pedro Bi- 
done y Don Juan Delfíno, á quienes impongo perpetuo silen- 
cio. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 9 de 1888. 

Vistos y considerando: Primero : Que el contrato que sirve 
de fundamento á la demanda, tal cual resulta de los términos 
de la carta de foja primera, daba derecho á los compradores Bi- 
done y Delfino para elegir cinco mil capones y ovejas que les 
habían sido vendidos por Pacheco^ al precio de cincuenta pesos 
moneda corriente déla antigua moneda de Buenos Aires, cada 
uno. 

Segundo: Que la cláusula cprévia vista» con que se hizo la 
venta, se ha puesto en favor del comprador, es equivalente á la 

T. IV 53 
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de venta á satisfacción, prevista por el artículo mil trecientos 
sesenta j cinco del Código Civil, y se repata como condición 
suspensiva de la venta, artículo mil trecientos setenta y siete. 

Ternero : Que de los hechos en que ambas partes están de 
acuerdo, resulta, que habiendo efectuado la previa vista, el es* 
tado de la hacienda satisfizo á los compradores y pretendieron 
hacer la elección de las cinco mil cabezas compradas; pero ha- 
biendo recaído esta entre las seis mil vendidas á Domingo Givot- 
te y hermano, el administrador dt\ establecimiento se negó á 
entregarlas y los compradores, á su vez, se negaron á elegir entre 
las restantes. 

Cuarto: Que de estos hechos se desprenden las siguientes 
conclusiones: ó la condición quedó cumplida siendo á satisfac- 
ción de los compradores la hacienda, á elegir en su totalidad; 
ó no pudo cumplirse por impedirlo un acto del vendedor, la ven- 
ta á Givotte que escluyó de la elección el número de seis mil 
cabezas, dejando así la hacienda en estado que no satisfacía á 
los compradores. 

Quinto: Que el demandado se coloca en el segundo caso y 
sostiene que no habiendo satisfecho á los compradores el esta- 
do de la hacienda, la condición suspensiva del contrato no se 
ha realizado y el contrato ha quedado sin efecto; pero olvida 
que es él mismo quien ha impedido que la condición se cum- 
pliera con un acto voluntario, cual es la venta á Oivotte, y que 
en ese caso la condición debe tenerse por cumplida, como lo 
dispone el artículo quinientos treinta y ocho del Código Civil. 

Sesto: Que la circunstancia de haberse hecho la venta á Gi- 
votte por el administrador y no por Pacheco personalmente, en 
nada cambia la naturaleza de los hechos ni sus consecuencias 
legales, desde que lo hizo con su autorización; y está establecí- 
do que contratando dos personas sobre el mismo objeto, una 
con el mandatario y otra con el mandante y no pudiendo sub- 
sistir los dos contratos, subsistirá el que fuese de fecha ante- 
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rioT, pero el mandante será responsable del perjuicio causado al 
tercero cuyo contrato no subsiste, si el mandatario ha procedido 
de buena fé; artículos mil novecientos cuareota y tres y mil 
nueyecientos cuarenta y cuatro del Código Civil. 

Sétimo: Que no se ha justificado, por otra parte, que la venta 
á Givotte fuera anterior á la hecha á Bidone y Delñno; y por el 
contrario, resulta probado que fué de fecha posterior y por un 
precio mayor, que se hizo con conocimiento de esta y de la cir- 
cunstancia de que Bidone estaba en el establecimiento y exigía 
la entrega y que Pacheco ordenó que se entregara á Givotte; 
pues sobre estos hechos, que han sido alegados en la demanda y 
que son pertinentes, ha sido interrogado Pacheco en las pregun- 
tas tercera, cuarta, quinta y sesta de las posiciones de foja 
veintisietey se ha negado á contestitr, debiendo tenérsele por 
confeso, según el precepto espreso del artículo ciento quince de 
la ley de procedimientos; habiendo confesado además, que cuan- 
do fué Bidone á recibir la hacienda, aún no había apartado Gi- 
votte, lo que por sí solo basta para destruir el segundo funda- 
mento de la defensa del demandado, de que no había vendido 
ni podido vender á Bidone lo que ya no le pertenecía por haber- 
lo vendido á otro. 

Octavo: Que tampoco se ha justificado que la venta se hizo 
bajo la condición de entregar en seña la suma de dos mil pesos 
moneda nacional, y lo contrario resultado la carta de foja pri- 
mera, que contiene la orden de entregar inmediatamente la 
hacienda si los compradores quisieran apartar una tropa de mil 
cabezas arriba. 

Noveno: Que si bien los demandantes no han producido prue- 
ba suficiente para establecer el monto de los perjuicios sufridos, 
debe tenerse presente que el demandado no ha negado en abso- 
luto que los hubiera, habiendo observado solo como exorbi- 
tante la suma reclamada; que se ha reconocido que Bidone se 
trasladó con su capataz y seis peones al establecimiento de Pa- 
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checo, lo que representa gastos j perjuicios que pueden avaluar- 
se prudencialmente en cien pesos moneda nacional, y que el 
mayor precio de dos pesos moneda corriente por cabeza pagados 
por Oivotte, es una ganancia comprobada como consecuencia 
inmediata y necesaria del contrato no cumplido, de que Bidone 
se Yió privado y que debe abonársele por vía de indemniza- 
ción. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento cincuenta y dos y se condena al demandado al pago de 
los daños é intereses demandados, que quedan fijados en la suma 
de quinientos pesos moneda nacional . Y devuélvanse, reponién- 
dose los sellos. 



BENJAMÍN VICTORICA. — ÜLADISDAO 

FRÍAS. — FEDERICO IBARGÍREN. 

C. S. DE LA TORRE. — SALÜSTIANO 
J. ZAVALÍA. 



DE JUSTIGU NACIONAL 357 



CAUSA CXI. 



El Fisco Nacional, contra los señores Johnsion y O; 
sobre infracción de las Ordenanzas de Aduana 



Sumario. — Solicitado el trasbordo de mercaderías con des- 
tioo á un puerto estrangero* j resultando que las desembarca- 
das en dicho puerto no son las mismas, procede el comiso, y en 
su lugar, el pago del valor de las mercaderías y de los derechos 
fiscales. 



Caso. — En 10 de Febrero d»3 1887, el guarda Rodríguez 
dio parte de que en Noviembre 4 de 1886, los agentes Johnston 
y C' solicitaron y obtuvieron permiso para adicionar en el ma- 
nifiesto de tránsito para Montevideo, las mercaderías detalladas 
en el documento que acompañaba. 

Que en la misma fecha giraron el permiso de trasbordo para 
el vapor OlimpOy borrando este nombre más tarde y poniendo 
Saturno, con destino á Montevideo, operación que no se había 
efectuado; y que, por otra parte, no conocía documento alguno 
que justificase el destino que se había dadoá dichas mercade- 
rías. 
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Acompañó el permiso de trasbordo, del qne resultó : Qne en 
4 de Noviembre de i 886, los señores Johnston y C* solicitaron 
permiso para trasbordar del vapor ingles HeráclideSf proceden- 
te de Liverpool* al vapor Saturno, con destino á Montevideo, los 
siguientes efectos : 

Número 5265/70, 6 cajones tejidos ; 

Número 5198, 1 cajón tejidos; 

Número 5205, 1 cajón tejidos ; 

Número 5202, i fardo tejidos ; 

Número 5264, 1 fardo tejidos ; 

Número 1034, 1 cajón tejidos; 

Número 441, 1 casco ferretería. 

Resultó también qae fué concedido el trasbordo en la misma 
fecha. 

El señor Administrador de Aduana mandó levantar el suma- 
rio correspondiente. 

En 23 de Febrero de 1887, compareció Don Alberto Ballerini, 
por los señores Johnston y C*, y declaró que los bultos fueron 
trasbordados, ignorando á qué vapor, pereque se había escrito 
al agente en Montevideo pidiéndole informes. 

En 28 del misnlo, compareció el señor Risso, agente del va- 
por Saturno, y declaró: Que la casa Johnston y C^, pidió orden 
con fecha 4 de Noviembre, para embarcar esa carga en el vapor 
Olimpo^ y que los bultos no se recibieron á bordo ; que el dia 6 
del mismo mes solicitó orden por los mismos bultos para el Sa^ 
turno, y tampoco fueron embarcados. 

Conferida vista á los interesados, estos presentaron un cer- 
tificado, corriente á foja 5, de la Aduana de Montevideo, del que 
resulta : Que en Enero de 1887, fueron introducidos á depósito 
en aquella Aduana, los bultos de que ya se ha hecho mención, 
los que fueron desembarcados del vapor inglés Ranmoor^ pro- 
cedente de Liverpool. 
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RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Buenos Aires, Abril 6 de 1887. 

Resultando del examen de este espediente, que el agente no 
ha probado legalmente el destino qne le ha dado á la mercade- 
ría pedida á trasbordo, por cuanto el certificado que presenta, á 
más de sus omisiones, no hace fé en este sumario, y según el 
artículo 1058 de las Ordenanzas de Aduana, no puede servir 
como prueba suficiente para destruir la pena que imponen los 
artículos 1025 71026 de las mismas, j teniendo 6n cuéntala 
infracción que se denuncia y lo informado por el resguardo, se 
resuelve : que los agentes señores Johnston y C*, paguen una 
multa igual al valor de la mercadería que se denuncia en infrac- 
ción, sin perjuicio délos derechos fiscales. 

Hágase saber y fecho pase á contaduría ásus efectos, previa 
reposición de sellos por el oficial. 

J. Luis Amadeo. 



Los señores Johnston y C*, apelaron de esta resolución y se 
les concedió el recurso interpuesto. 

Pasados los autos al Juzgado de Sección, los señores Johns- 
ton y C% pidieron revocatoria de la resolución apelada y que 
se declarase que el caso á que se refería, estaba exento de toda 
pena. 

Dijeron que el hecho que había motivado el sumario consis- 
tía solamente en que la conducción de las mercaderías, en vez de 
ser efectuada por el vapor Saturno, que era el indicado en el 
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trasbordo, lo fué por el yapor Ranmoor, perteneciente á la com- 
pañía cuya agencia les estaba confiada. 

Que DO eran aplicables al caso, como sostenía el Administra- 
dor de Aduana, los artículos 1025 7 1026 de las Ordenanzas, 
pues el primero de estos se refería á aquellos hechos que, si pa- 
saran desapercibidos, producirían menos renta de la que legíti- 
mamente se adeudase, mientras que el hecho en cuestión, aún 
cuando hubiera pasado desapercibido para la Aduana, no habría 
sido causa de que el fisco dejara de percibir un solo centavo, 
puesto que, concedido como estaba el permiso de trasbordo y 
satisfecho el impuesto correspondiente, nada más había que pa- 
gar^ aunque nuevamente se hiciera un cambio de indicación res- 
pecto del buque que había de efectuar la operación, de cuyo cam- 
bio no se dio aviso á la Aduana por un olvido. 

Que el artículo 1026, era igualmente inaplicable, pues tam- 
bién requería que se tratara de un hecho que tendiera á dismi- 
nuir indebidamente la renta. 

Que la aplicación del artículo 1058, era también objetable : 
1" porque de lo espuesto se deducía que el caso estaba exent^o 
de la pena establecida por los artículos 1025 y 1026, que era la 
que se aplicaba ; 2° porque el documento de foja 5, hacía prue- 
ba con arreglo á los términos del artículo 1058^ por ser un do- 
cumento de Aduana debidamente legalizado, y dicha disposición 
solo csceptuaba á los documentos que no fueran de Aduana; y 
por último, porque la prueba que de él resultaba se refería al 
hecho de la infracción en sí mismo. 

Conferida vista al Procurador Fiscal, este pidió la confirma- 
ción déla resolución apelada^ con costas. 

Dijo que el certificado de foja 5, no hacía prueba en el presen- 
te juicio: 1^ porque no era un documento de nuestras Adua- 
nas, como lo requería el artículo 1058 y se había resuelto re- 
petidas veces ; y 2^ porque no se refería al hecho mismo de la 
infracción, que consistía en haber dispuesto de mercancías su- 
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jetasála jurisdicción de la Aduana, sin su permiso 7 de una 
manera ilícita, loque constituía un verdadero fraude. 

Que las mercaderías á que se refería ese certificado, no eran 
las mismas que habían originado esta causa. 

Que el vapor Ranmoor^ entro al puerto de Buenos Aires, el 
3 de Febrero de ese ano, 7 la visitado salida se hizo veinte dias 
después, según constaba en los espedientes seguidos contra los 
mismos apelantes por infracciones cometidas también en ese 
vapor 7 que corrían por la secretaría del Dr. Giménez ; luego no 
pudo desembarcar en Montevideo en Enero, mercancías que no 
habían podido salir de aquí sino un mes después. 

Que el certificado decía que el vapor Ranmoor 7 su mercan- 
cía fueron procedentes de Liverpool, luego no había efectuado en 
su viaje de regreso ese Ijdesembarque, porque en tal caso se 
hubiera dicho procedente de Buenos Aires 7 no de Liver- 
pool. 

Que además, el trasbordo que corría á foja 2, del vapor Hera- 
elides para el Saturno^ resultaba cumplido el 5 de Noviembre 
anterior, lo que comprobaba que en esa fecha fué espedida la 
mercancía por el primero de esos vapores; luego no fué el Ran- 
moor el que la recibió, porque no estaba en nuestro puerto, al 
cual no entró sino tres meses después, 7 como tampoco la reci- 
bió el Saturno, había que concluir que fué introducida á plaza 
de contrabando ó remitida á los puertos del interior con el mis- 
mo objeto. 

Que nada importaba que los números 7 marcas de los bultos 
consignados en el permiso de foja 2 fueran los mismos, en gran 
parte, que los detallados en el certificado de foja 5, porque era 
mu7 frecuente el hecho de repetir aquellas señales, especialmen- 
te cuando se trataba de intentar alguna defraudación ; 7 en el 
presente caso era menos de estrañar tal repetición, porque se tra- 
taba de mercancías venidas en diferentes vapores con largo in- 
tervalo de tiempo 7 destinados á puertos distintos. 



362 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



WmHm del Jues Federal 



Buenos Aires, Enero 28 de 18H8. 

Y vistos : por las consideraciones espaestas por el Procara- 
dor Fiscal en sn vista qne precede, que el Juzgado encuentra 
arregladas á derecho, se confirma la resolución de la Aduana, de 
foja 6 vuelta; en consecuencia, satisfechos los sellos, remítanse 
los autos á la Aduana, con el correspondiente oficio. 

Andrés Ugarrtza. 



l*Alto de ím SapremA Corte 

Buenos Aires, Octubre 11 de 1888. 

Vistos : de conformidad con lo dispuesto por los artículos mil 
veinte y cinco, y mil veinte y seis de las Ordenanzas de Aduana, 
y atentas las enunciaciones contenidas en el certificado de foja 
cinco, de las cuales resulta que las mercaderías á que él se re- 
fiere, fueron desembarcadas en el puertojde Montevideo con pro- 
cedencia de Liverpool, y no de Buenos Aires, y que lo fueron 
además por el vapor Ranmoor y no por el Saturno, para el que 
se solicitó y se autorizó el trasbordo, como asimismo la diversi- 
dad entre la fecha en que esta operación fué cumplida en este 
puerto, y la en qne zarpó del mismo y dio entrada al de Monte- 
video el vapor Ranmoor, circunstancias todas que demuestran 
que las mercaderías de que se solicitó trasbórdeme son las mis- 
mas que las determinadas en el certificado citado de foja cinco : 
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se confirma la sentencia apelada de foja diez y siete vuelta, con 
costas, y repuestos los sellos, deTuélranse. 

benjamín VIGTORICA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GtREN. — C. S. DE LA TORRE- 
— SALUSTIANO J. ZAYALU. 



CAVfilA CXIil 



D. Eduuirdo Sojo; sobre recurso de habeas corpus 



Sumario. — Cesado el hecho que motiva el recurso de ha- 
beas corpus j cesa la facultad del tribunal para pronunciarse so- 
bre el caso. 



Caso, — En el recurso de habeas corpus interpuesto por D. 
Eduardo Sojo ante el Juez Federal de la capital, el Gefe de Po- 
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liciaá qnien se dieron órdenes por dicho Juez, ocurrió á la Su- 
prema Corte en reclamo. 
En el Ínterin cesó el hecho que motivó el recurso. 



Falto de to Suprema €«rte 



Buenos Aires, Octubre 13 de 1888. 

Por loque resulta del precedente uscrito, y constando de do- 
cumentos oficiales debidamente publicados, que ha cesado el he- 
cho que dio lugar al recurso de habeos corpus deducido ante el 
Juez Federal de la capital, y consiguientemente ala apelación 
interpuesta contra la decisión de aquel Juez, lo cual inhibe 
de todo pronunciamiento judicial sobre la materia, por no ser 
dado á la Suprema Corte hacer declaraciones en abstracto : 
háse por terminado el presente incidente, y archívense en opor- 
tunidad estas actuaciones ; debiendo prevenirse al funcionario 
recurrente que la Corte encuentra incompatibles con el respeto 
que se debe á los magistrados y la elevación que debe mediar 
en los debates judiciales, los conceptos que se contienen en 
su escrito precedente, como en el de foja diez y que se marcan á 
fojas once vuelta, doce y veinte vuelta. 



BENJAMÍN VICTORIGA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGÚREN. — 
C. S. DE LA TORRE. 
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CAVSA CXIilI 



D. Antonio González del Prado contra D. Gerónimo Riva ; 
sobre mala construcción de un techo 



Sumario. — La constroccion inadecuada 7 defectuosa, en la 
que no se han llenado las condiciones requeridas por las reglas 
del arte, debe mandarse rehacer. 



Caso. — Lo reiiere el 



Auto del Jues Iletrado 



Resistencia, Noviembre 15 de 1887. 

T vistos estos autos del juicio instaurado por D. Julio Tort, 
en representación de D. Antonio González del Prado, contra D. 
Gerónimo Biva, á efecto de que se declare obligado á este á re- 
parar el techo de la casa qne ha construido para aquel. 

T resultando : V Qne el actor afirma en su demanda qne el 
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demandado construyó, por cuenta de aquel, una casa, lo que se 
reconoce en la contestación ; 

Que hay gran cantidad de goteras, lo que también se re- 
conoce; 

Que se apercibió de ellas en las lluvias que siguieron á la 
recepción de la casa, lo que no se niega; 

Que reclamó repetidamente del constructor^ y sin éxito, la 
corrección de esos defectos, lo que no se niega ; 

Que, según parecer de personas competentes, los defectos son 
debidos á la falta del relleno de los huecos que dejan las tejas 
curvas del país, sosteridas por un tablado en plano inclinado y 
á la poca fuerza del armazón de tirantes en que se apoya el ta- 
blado; 

Que tales defectos en el techo y la actitud pasiva del cons- 
tructor, le obligan á ocurrir al Juzgado, pidiendo se declare 
que dicho constructor está obligado á suprimir las goteras, y á 
abonar las costas de este juicio. 

Agrega también que la casa se abonó según el valor de los 
materiales y trabajo empleados, ó sea, que ella no se construyó 
por un tanto, hecho que tampoco se niega. 

2^ Que el demandado en su contestación afirma : 

Que la casa se construyó bajo la inspección diaria del repre- 
sentante del dueño; 

Que él examinó los tirantes, y los halló buenos ; afirmación 
que no está probada, ni se ha intentado probar ; 

Que él no hizo objeción alguna á la construcción del techo ; 

Que no puso los tirantes á menor distancia, porque ello es ma- 
teria de convenio ; 

Que no rellenó de barro las tejas, porque ello es también ma- 
teria de convenio, y porque así acostumbra hacer en sus tra- 
bajos; 

Que hay goteras porque las tejas infiltran y porque el tejado 
dá al sud ; 



\ 
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Que esas tejas las compró del Prado para descontar una cuen- 
ta que le debía D. Atilio Porta ; 

Que por tanto, las goteras no le son imputables ; 

Que el dueño ha recibido la casa manifestándole conforme 
con su construcción ; 

Que el artículo 1646 del Código Civil, no hace responsable al 
constructor en caso de ruina total ó parcial; 

Que por todo ello, pide y espera el rechazo de la demanda, con 
costas. 

3^ Que el demandado no ha probado ni intentado probar que 
las tejas se filtran^ no resultando así de autos, que ellas sean 
de mala calidad, ni motivo alguno para presumirlo, y sí para 
presumir lo contrario. 

Presentado como testigo el Sr. Porta por el demandado, este 
asegura (f. 61 vuelta) en respuesta ádos preguntas del Sr. Tort 
y á presencia del Sr. Biva, que este eligió las tejas, prefiriendo 
las de Toffalltti á las de Barbetti. 

4^ Que no se ha probado ni intentado probar, que hubiera 
convenio, con respecto á la no colocación de barro en el vacío 
que dejan las tejas, y tampoco sobre la distancia á que debían 
colocarse los tirantes. 

S'' Que el dictamen pericial (f . 46), asegura que para la soli- 
dez del tejado, es necesario que sus huecos sean rellenados. 

Que por tal deficiencia el tejado no es estable, lo que se espli- 
ca, agregan, por la superficie curva de las tejas, que en mínima 
parte tocan en el tablado, lo cual ha introducido la práctica de 
rellenarlas con barro, en defecto de mejor elemento. Que sin es- 
to^ repiten, no puede haber solidez librando la estabilidad de las 
tejas á las influencies atmosféricas, y á sus cambios, más ó me- 
nos bruscos y violentos. 

Que los tirantes han sufrido un pequeño encorvamiento, por- 
que la distancia de 60 centímetros, que media entre ellos , es es- 
ce siva, con relación á su grosor. 
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Que ello por ahora no ofrece peligro de caída, pero qae la 
cantidad de barro necesaria para rellenar los huecos, anmen- 
tando el peso, eiije naturalmente, el refuerzo del armazón, 
aconsejando que los tirantes sean puestos á distancia de 50 
centímetros de centro á centro. 

Al terminar su dictamen, satisfaciendo el estremo tercero, de 
los determinados por el Sr. Biva, insisten nuevamente en la ne- 
cesidad indispensable de rellenar el hueco de las tejas. 

Y considerando: 1^ Que el artículo 625 del Código GítíI, es- 
tablece : que el obligado á hacer, debe ejecutar el hecho, del 
modo que fué la intención de las partes, que el hecho fuera 
ejecutado; si de otra manera lo hiciere, se tendrá por no 
hecho, 

¿ Cuál puede ser la intención de las partes, cuando se convie- 
ne en la construcción de una casa ? En lo que respecta al techo : 
que él s"H estable, que él no tenga gran cantidad de goteras. 
Se puede asegurar, que el fin primordial que se busca al cons- 
truir una casa, sobre todo cuando esa casa cuesta algunos miles 
de pesoSy es estar dentro de ella al abrigo de las modificaciones 
atmosféricas, y muy principalmente al abrigo del agua. 

El agua que entra por el techo, hace casi inhabitable un edi- 
ficio, pues las personas, los muebles, las mercaderías, y la misma 
casa, sufren sustancialmente de tal defecto. 

A deshoras de la noche sobreviene una lluvia ; levantarse para 
remover camas, muebles, espedientes, libros, es algo incómodo, 
hasta lo insoportable. 

Se ha dejado la casa por uno ó dos dias ; sobreviene una llu- 
via, se vuelve y se encuentran espedientes, muebles, ropas cu- 
biertos de agua. ¿ Es esto hallarse al abrigo de la intemperie ? 
¿ Responde techo semejante á su objeto primordial? Y aún 
cuando el invocado artículo 625 no existiera, el 1198, precribe: 
que los contratos obligan, no solo á lo formalmente espresado, 
si que también á lo virtualmente comprendido en ellos. 



DE jusugu nacional 369 

En sentir del Juzgado es de evidencia palmaria, que al con- 
Tenir en la construcción de una casa, se ha convenido, virtual 
y sustancialmente, que su techo no tenga gran cantidad de go- 
teras, j aún podría decirse más ; que su techo no tenga una so- 
la gotera, pero ante todo, que ese techo, por su construcción no 
sea necesariamente apto, para dejar pasar el agua en chorros, 
más ó menos abundantes y gruesos ; porque sobre nuestras ca- 
bezas y nuestros bienes, debemos tener un techo y no un harnero. 
Y es indisputable que un techo que tiene gran cantidad de go- 
teras, es una criba 6 quizá un filtro. 

El Juzgado para mejor proveer, pudo decretar que en diade 
lluvia se hiciera una inspección ocular (inc. 3^, art. 57,C6d. de 
Proc); pero ello hubiera sido superfino, pues comees de pú- 
blica notoriedad y consta de autos (f . iS), el proveyente vive en 
la casa, y el Juzgado se halla instalado en ella, y así el Juez, en 
cada lluvia, tiene ocasión de presenciar á qué punto llega la de- 
ficiencia del techo, de contemplar el progreso de las goteras y 
de saber por esperiencia propia, cuan molesto es vivir bajo un 
harnero. 

Y esas goteras no son accidentales, de fácil compostura. No 
dependen de que algunas tejas se hayan roto ó movido de lu- 
gar. No, esas goteras son inherentes al techo en discusión ; son 
su cualidad propia, por la manera deficiente en que ha sido 
construido, y es por ello, que debe declararse que debe recons- 
truirse el techo, en su totalidad, y en la forma aconsejada por 
los peritos (f . 46), y no obligar al constructor á una simple re- 
corrida del tejado, pues como queda antes dicho, es la falta de 
relleno, que deja á las tejas á la merced de las modificaciones 
atmpsféricas; y es la debilidad del armazón que sostiene el ta- 
blado, sobre la cual asientan las tejas, que ezije que ese arma- 
zon sea reforzado. 

^ Que la escepcion basada en que es materia convencional 
la distancia á que se colocan los tirantes y el del relleno de las 

T. IV 24 
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tejas, no justifica al constructor, pues no ha probado ni ha 
pretendido probar, que el dueño le ordenara, ó que con él convi- 
niera en tal distancia y en tal falta de relleno. La obligación del 
constructor fué entregar la casa con un techo bien construido. 
Los peritos, ante sus conocimientos técnicos 6 prácticos en el 
arte de construir, unánimemente declaran: que es necesario que 
las tejas sean rellenadas y que para poder rellenar las del te- 
cho en discusión, es indispensable reforzar los tirantes ; que 
sin el relleno y sin el refuerzo ese techo es deficiente, no res- 
ponde á su objeto. 

¿ Cuál ha sido la obligación del constructor ? 

Hacer un techo . 

¿Un techo deficiente, ó un techo que dejara pasar el 
agua? 

Los artículos 625 y 1198 del Código Civil, responden con to- 
da claridad, sin dejar lugar á la más mínima duda. 

Para eximirse de esa obligación, preciso era que el construc- 
tor hubiera probado que el dueño le ordenara categóricamente 
que procediera sin rellenar y sin reforzar, y aún más, que el 
constructor le hubiera advertido previa y formalmente que, sin 
relleno y sin ese refuerzo, el techo se llovería, pues, se repite, 
es deber del constructor construir de acuerdo con las exigencias 
de su arte. 

3° Que la escepcion basada en la conformidad manifestada 
por el dueño al recibir la casa, y al visitar con frecuencia ó dia- 
riamente la construcción por sí 6 por medio de nn amigo, encar- 
gado ó apoderado, para que ella eximiera al constructor de la 
obligación de hacer ó rehacer el techo, de acuerdo con las re- 
glas del arte de construir (arts. 625 y 1 198), seria necesario que 
ella revistiera los caracteres de la renuncia á un derecho. 

¿ Está probado que tal renuncia se haya hecho formal ó tá- 
citamente ? El actor asegura en su demanda que, al recibirse de 
la casa, quedó convenido que el constructor repararía los de- 
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fectos que aparecieran. El demandado nada dice sobre este 
particular. Sobre esto (art. 100, C6d. Proc), podría dársele por 
confeso ; pero ello es bien supérñuo, pues tal convenio es inne- 
cesario, para que pese sobre el constructor la obligación que le 
impone el artículo 625, mientras no haya prescripción de la ac- 
ción, lo que no ha alegado, ni podido alegar, pues la demanda 
se interpuso á los cinco meses (f . 7), ó no haya renuncia. 

El artículo 874 del Código Civil prescribe que : la intención 
de renunciar á un derecho no se presume, y que la interpreta- 
ción de los actos, que induzcan á probarla, debe ser restrictiva. 
La visita de las obras, con más ó menos frecuencia, y las indi- 
caciones mismas que se hagan sobre tal ó cual detalle ; la re- 
cepción de la casa, ¿ importan esa renuncia, sobre todo cuando 
se hace construir la casa por un empresario de obras, en cuya 
pericia se ha confiado ? 

Tal interpretación de esas visitas, de esas indicaciones, de esa 
recepción, harían bien inútil la intervención de un maestro, 
mucho más, si, como el demandado lo asegura (f. 8 vta.), 
el dueño buscó hacer la construcción con las mayores econo- 
mías. * 

Si él hubiera sido capaz de dirijir la obra ; si él hubiera te- 
nido siquiera medianos conocimientos para ello, ¿ no se hu- 
biera economizado la intervención de un maestro constructor ? 
¿ Qué rol venía á desempeñar este ? ¿ Qué vacío llenaba? 

Quien es profano en un arte difícilmente puede, a prtori, 
apreciar la calidad de la obra, la que solo se le revela por sus re- 
sultados. Y es precisamente lo que ha ocurrido en este caso. 

El dueño se ha apercibido de la deficiencia del techo, una vez 
que se ha recibido de la casa ; una vez que sus inquilinos la han 
habitado y estos han sufrido las consecuencias y le han hecho 
las reclamaciones consiguientes; y él entonces, las ha trasmiti- 
do al constructor, para que proceda á las reparaciones. Es in- 
dudable que habría sido mejor, que el dueño se hubiera aperci- 
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bido de las goteras, y sobre todo de sa causa, antes de pagar el 
saldo á su cargo. 

Pero el hecho de que el constructor hubiera hecho el techo, 
de manera á que el dueño se apercibiera de sus defectos, des- 
pués de haber hecho el pago, ó no se apercibiera de la grave- 
dad de ellos, antes de ese pago, no releva, ni puede relevar al 
constructor de la obligación claramente definida en los artícu- 
los 625 7 1198del Código Civil. 

Tan no podía apercibirse el dueño a priori, de la deficiencia 
del techo, que, como lo asienta en la demanda, una vez vistas 
las goteras y su gran cantidad, ha debido consultar á personas 
competentes para saber qué causa Us motivaba, y estas le han 
indicado la falta de relleno, la que, á su vez, no podría subsa- 
narse, sin reforzar los tirantes, lo cual ha sido plenamente cor- 
roborado por el unánime parecer de los peritos, cuya capacidad 
y lealtad no han sido puestas en duda. 

4^ En cuanto á la costumbre que tiene el constructor de no 
rellenar, no le exime de las obligaciones que imponen los artícu- 
los 625 y 1198 invocados, salvo convenio espreso en contrario, 
pues, se repite con el diciámen pericial, las tejas del país no 
rellenas, constituyen un tejado inestable. 

Es por estas cotisider aciones, y de acuerdo con el dictamen 
pericial, que el Juzgado declara que debe resolver y resuelve: 
que D. Gerónimo Biva está obligado á reconstruir el techo de 
la casa que ha construido para D. Antonio González del Prado 
en la forma siguiente : colocar los tirantes del grosor mínimo de 
los actuales, á cincuenta centímetros de centro á centro, y á co- 
locar barro entre las tejas y la tabla, de manera á que no quede 
vacío bajo la concavidad de dichas tejas, y estas queden bien 
aseguradas^ contra las alteraciones é inclemencias naturales de 
este clima ; debiendo todo dar por resultado final, que el techo 
no deje pasar agua alguna, salvo casos fortuitos 6 de fuerza 
mayor. 
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Habiéndose pagado la casa según el valor de los materiales 
empleados, se declara qae es á cargo del Sr. del Prado el Su- 
ministro 6 pago del barro á emplearse, el abono del valor de sa 
colocación, el del mayor número de tirantes y el de colocación 
de estos. 

Declaro, además, que las costas de este juicio, excepto las 
relativas á la reposición de la foja 29, son á cargo del vencido 
por no haber cansa que pueda de ellas eximirlo (art . 221, Cód. 
de Proc). 

Begúlanselos hoaorarios de cada perito en cinco pesos, y los 
del Sr.Tort, en cincuenta. 

Repuesto el papel y ejecutoriada la sentencia, archívese. 

Alfredo Parodié. 



WmUm de to Saprema Corto 



Buenos Aires, Octubre 13 de 1888. 

Vistos : por lo que resulta de la prueba pericial y testimonial 
corriente en autos, que demuestra que la construcción del te- 
cho de la casa áque se refiere la demanda ^ es inadecuada y de- 
fectuosa, no habiéndose llenado en ella las condiciones requeri- 
das por las reglas del arte para su objeto; por esto, y los fun- 
damentos de derecho de la sentencia apelada de foja ciento 
quince^ se confirma dicha sentencia con costas, y devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el Juzgado de su proceden- 
cia. 

BENJAMÍN YICrORICA. — ULADISDAO 
FRÍAS. — FEDERICO IBARGÚREN.— 
C. S. DE LA TORRE. — SALUSTUNO 

J. zavaiJa. 
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CAV8A CIüXIII 



Don Saturnino y Don Mariano Vnzué contra Don José C. Soria; 

sobre interdicto. 



Sumario. — El pertarbador de la posesión está obligado á 
desalojarla. 



Caso.— Lo refiere el 



Fallo del Jues Federal 



Paraná, Julio 13 de 1887. 

T Yistos; en el interdicto de retenerla posesión deducido por 
Don Satarnino y Don Mariano ünzaé contra Don José Soria. 

Y considerando : Qae de las declaraciones de los testigos : del 
Sell, foja 94 ; Dominga Faria, foja 95 ; Arteaga Beitea, fo- 
ja 97, 7 Fomés, foja 99, resalta probado que el demandado hizo 
medir dos suertes de chacra en el distrito Tala, Departamento 
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del Uruguay, á principios del año 1884, esto es, seis meses antes 
de iniciarse este juicio; y que XJnzué era poseedor de ese cam* 
po en la época en que Soria ejecutó esos actos. 

Que la posesión así comprobada de ünzué al tiempo de veri- 
ficarse la perturbación, fundándose en un título traslativo de la 
propiedad como loes el presentado áfoja... se presume que 
existió desde la fecha del título, Setiembre de 1876 (art. 4003, 
Gód. Civ.), la que por consiguiente le dá el derecho de ejercitar 
la acción posesoria que ha deducido. 

Que la circunstancia alegada por Soria recien al absolver las 
posiciones de foja... de que la mensura de las chacras fué hecha 
á solicitud de Doña Juana Almada y él entró á ocupar una de 
ellas como arrendatario de dicha señora, no lo exime de res- 
ponsabilidad en este juicio; pues no habiendo opuesto estas ex- 
cepciones á su tiempo, tampoco las ha probado; y resultando de 
la prueba rendida que él es el autor do la perturbación, la de- 
manda procede contra él. (Nota al art. 2482, Cód. cit.). 

Por estas consideraciones, y de conformidad al artículo 2487 
del Código citado, declaro: Que Don José Soria está obligado 
á desalojar los terrenos que ocupa en el Distrito Tala, Depar- 
tamento del Uruguay á que se refiere la demanda de foja... 
dejando á los señores Unzué en el libre ejercicio de su posesión 
y absteniéndose de producir nuevas perturbaciones, debiendo 
además, pagar las costas de este juicio y los daños y perjuicios. 
Notifíquese con el original, y repónganse los sellos. 

M. de T. Pinto. 



Fallo de la Suprenui Corle 



Buenos Aires, Octubre 16 de ^^1888. 
Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
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tencia apelada de foja ciento treinta y tres; y devuélvanse pre- 
via reposición de sellos. 

benjamín VICTORIGA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GOREN. — C. S. DE LA TORRE 
— SALUSTIANO J. ZAYAUA. 



CACHA CXKiIT 



La Municipalidad de la Capüalj contra Don Carlos Zuberbühler, 
por espropiacion ; sobre nueva tasación 



Sumario. — En el juicio de espropiacion, la paralización no 
imputable al demandado, autoriza la verificación de una nueva 
tasación, si esta constituye un elemento necesario ala decisión 
de la causa. 



Caso. — En 25 de Octubre de 1886, se presentó ante el Juz- 
gado, el Procurador Municipal, iniciando el juicio de espropia- 
cion déla finca calle Perú números 21 á 31, perteneciente á don 
Garlos Zuberbühler. 
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Convocados los interesados á juicio verbal, se celebró este eji 
15 de Noviembre de 1886, y acordaron que el propietario ten- 
dría el plazo de dos años, después de verificada la espropiacion, 
para desocupar la finca, pagando durante ese término, el interés 
de ocho por ciento anual. 

La parte de la Municipalidad, ofreció 368.480 pesos, y recha- 
zada la oferta por el propietario, el representante de la Muni- 
cipalidad, nombró al ingeniero Don Juan M. Cagnoni, para la 
avaluación de la finca, y al Dr. Don Vicente Chas, para que 
fijara la indemnización. 

El propietario nombró para uno y otro objeto, á Don Juan 
Barreiro. 

En 17 de Enero de 1887, el perito nombrado por el propieta- 
rio, presentó su avaluación con el siguiente resultado : 

1750 varas cuadradas de terreno á 270 

pesos 472.500 

Valor del edificio 185.600 

Intereses del capital á invertir en una 

nueva construcción 30.000 

Gastos de una nueva instalación 30 . 000 

Pérdida por la falta de un mes de ven- 
ta que se invertirá en la mudanza . . 20. 000 

Indemnización de los perjuicios por el 

cambio de local del negocio 200.000 

Total 938.100 

El 20 de Enero del mismo año 1887, presentó su avaluación 
el perito nombrado por la Municipalidad, con el siguiente resul- 
tado : 

1845 metros cuadrados con 35 centí- 
metros, á razón de 150 pesos cada 
uno 201.880 

Valor del edificio en los tres ramos 160.600 

ToUl 362.480 
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Presentadas estas aTaluaciones, el Juez mandó qne los peri- 
tos comparecieran á su presencia para ratificarse y darle espli- 
caciones . 

En 26 de Febrero del mismo año 1887, comparecieron los pe- 
ritos 7 se ratificaron. 

En 30 de Mayo de 1888, presentó escrito el propietario, 
espouiendo : que hacía más ó menos un año y medio qne se 
habían practicado las tasaciones, que desde entonces podía de- 
cirse que había permanecido la causa paralizada, ya sea por 
convenir así á la Intendencia Municipal, 6 por otra causa que 
no era imputable á él ; que entre tanto, el precio de los terre- 
nos y de la edificación se había elevado estraordinariamente; 
que por esto, las tasaciones practicadas no representaban ni 
aproximadamente el valor actual de la propiedad, que era el 
que debía pagarse^ puesto que él debía ser bastante para que el 
espropiado pudiera adquirir una finca por lo menos de igual va- 
lor á laque se le espropia; que por esto, no podía aceptar la ta- 
sación practicada ni mantenerse en la exigencia que anterior- 
mente había hecho de 450 pesos la vara cuadrada, comprendido 
el edificio, y de 300.000 pesos, como importe de la indemniza- 
ción, y pedía se practicase una nueva. 

Conferido traslado, el Procurador Municipal lo contestó pi- 
diendo que no se hiciera lugar á lo solicitado por el propietario, 
pues la ley de espropiacion tenía marcado un procedimiento del 
cual no era dado separarse, y según él, espedidos los peri- 
tos el Juez debía resolver la diferencia, no siendo así posible ad- 
mitir una nueva tasación y menos por los funiamentos con que 
se la exigía. 
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Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Junio 7 de 1888. 

Por los fundamentos del precedente escrito, y debiendo el Juz- 
gado en todo caso, tomar en consideración el valor del terreno á 
espropiarse por informes que juzgue oportunos, no ha lugar ala 
nueva tasación solicitada y sigan los autos según su estado. 

Andrés Ugarriza. 

El propietario dedujo contra este auto los recursos de revoca- 
toria y apelación en subsidio^ fundándose en las razones que an- 
tes había invocado y haciendo notar que el auto nada contenía 
respecto de la indicación que había hecho de que variaba la 
cantidad que anteriormente había exigido, punto importante, 
porque la ley de espropiacion establecía que la indemnización no 
debía esceder la exigencia del propietario, y porque, dado el au- 
mento en el valor de la propiedad, no podría obtenerse un terre- 
no en las mismas condiciones que el espropiado, con menos de 
600 pesos por vara cuadrada, que es lo que ahora exigía. 

Conferido traslado, lo contestó el Procurador Municipal, pi- 
diendo que no se hiciera lugar á la revocatoria invocando fun- 
damentos análogos á los que anteriormente había hecho valer. 



Auto del Jiies Federal 



Buenos Aires, Junio 23 de 1888. 

T vistos : por los fundamentos del presente escrito, no ha lu- 
gar á la revocatoria solicitada, y se concede en relación el recur- 



^ 
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SO de apelación interpuesto, debiendo elerarse los autos ala Su 
prema Corte en la forma de estilo. 

Andrés Ugarriza. 



Fallo de la Suprenuí €?arfe 

Buenos Aires, Octubre 16 de 1888. 

Vistos : resultando que el presente juicio se encuentra para- 
lizado sin hecho imputable al demandado, desde más de un año 
7 medio atrás, y siendo la nueva tasación que se solicita, un 
elemento necesario á la decisión de la cansa, se revoca el auto 
apelado de foja treinta y seis vuelta, y se declara qne debe pro- 
cederle á dicha tasación . 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín VICTORIGA. ULÁDISLAO 

FRÍAS . — FEDERICO IB A.RGÚREN . — 

G. S. DE LA TORRE. SA.LUSTIAKO 

J. ZAVALU. 






l^ 
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CACHA CXIiT 



La empresa del Ferro-carril de Buenos Aires y Rosario, contra 
Don Pedro Araya; sobre espropiacion. 



Sumario. —'En el juicio de espropiacion, el juez puede aceptar 
la tasación que le parezca fundada y razonable. 



JL Caso. — Lo refiere el 



Fallo del Jues Federal 



Rosario, Abril 28 de 1887. 

Autos y vistas estas diligencias iniciadas por la compañía 
del Eerro-carril de Buenos Aires y Rosario Limitada, solici- 
tando la espropiacion de una área de terreno necesaria á la co- 
locación de su vía, y de propiedad de Don Pedro Araya. 

Y considerando: 1^ Que al iniciarse este juicio, la empresa 
demandante ofreció y consignó á foja 2, como precio de los se- 
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senta y siete mil novecientos metros cuadrados denunciados y 
perjuicios ocasionados, la suma de cuatrocientos dos pesos con 
treinta y siete centavos moneda nacional de curso legal. 

^ Que habiendo comparecido el espropiado, se disconformó 
con el precio ofrecido, y en mérito de lo cual las partes procedie- 
ron al nombramiento de los peritos que habían de avaluar el 
terreno de la cuestión. 

3® Que al asignarle á este, el perito nombrado por la Em- 
presa, un valor fijo de cien pesos nacionales por cuadra cua- 
drada de veintidós mil quinientas varas, y el nombrado por la 
parte demandada uno de doscientos pesos de la misma moneda 
por idéntica estension de terreno, uó lo hacen dando anteceden- 
tes al Juzgado que puedan merecerle respeto, desde que ella 
no es fundada. 

4^ Que ambos peritos aún cuando no están de acuerdo para 
fijar el valor de las indemnizaciones por perjuicios, reconocen 
la existencia de estos, limitándolo el perito del espropiante á 
cuatrocientos pesos y haciéndolo ostensivo el del espropiado á 
la cantidad de mil . 

5*^ Que nombrado el tercero en discordia de los anteriores, 
procedió al lleno de su cometido, requiriendo datos de los cuales 
hace mención en su informe pericial y los que justifican de nn 
modo indudable su apreciación, colocando así el verdadero pre- 
cio de las indemnizaciones, tanto por el valor material del ter- 
reno, como por los perjuicios causados, en un término que si no 
es perfectamente el medio, es razonable. 

6^ Que el perito mencionado al practicar esta operación* co- 
mo él lo dice en su dictamen, ha tomado en cuenta otras espro- 
piaciones llevadas á cabo en propiedades colindantes á esta, las 
que, en proporción, tienen casi un valor igual al asignado á la 
propiedad del señor Araya, siendo la diferencia entre aquellas 
espropiaciones y la presente, debida á que ahora se trata de ua 
terreno mayor. 
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Por estas consideraciones, se resuelve fijar como precio del 
terreno á espropiarse y demás indemnizaciones debidas, el fijado 
por el perito tercero en su dictamen, con declaración de que las 
costas causadas y á que hace referencia la ley de la materia, son 
á cargo de la Empresa espropiante. Hágase saber con el origi- 
ginal, amplióse la consignación de foja 2 y estiéndase por el es- 
propiado la correspondiente escriturado venta. Repónganse los 
sellos. 

G. Escalera y Zuviría . 



Pullo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 30 de 1888. 

Vistos: t^or sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja veintitrés; y devuélvanse previa reposición de 
sellos. 



ULADISLAO frías. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DE LA 
TORRE. — SALUSTIANOJ. ZA- 
YALU. 
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CAUSA üXIaWI 



Don Wenceslao Yorki contra los señores Álvarez de Toledo, por 
disolución de sociedad; sobre recusación de un arbitro. 



Sumario. — Establecido el arbitramiento forzoso, y nombra- 
dos los arbitros por cada una de las partes, el arbitro que una 
de estas nombre por ausencia y en reemplazo del anteriormente 
nombrado, no puede ser recusado por la otra, sin causa. 



Caso, — £n cumplimiento del contrato social y decisiones ju- 
diciales, las partes formaron^para resolverlas cuestiones sus- 
citadas entre ellas, un tribunal arbitral que quedó constituido 
con el doctor Don Rómulo Amadei, designado por la parte de 
Toledo, con el doctor Don Benjamin de la Vega, designado por 
la parte de Torkil y con el Doctor Don Pedro Fernandez, nom- 
brado tercero por el Juzgado. 

Habiéndose ausentado el Doctor de la Vega, la parte de Yor- 
ki nombró al Doctor Don Pedro F. Sánchez; y en la misma 
audiencia en que se hizo este nombramiento, la parte de Toledo 
manifestó que recusaba sin causa al Doctor Sánchez, con arre- 
glo á la Ley 31, título 4**, Partida 3' y al Manual de Procedí- 
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mientes de los Doctores Malaver, Montes do Oca, Moreno y 
Fernandez. 



Pullo del Jues Federal 



Corrientes, Agosto 5 de 1887. 

T vistos: en el jnicio sobre daños y perjuicios que sostiene 
Don Wenceslao Yorki, contra los señores Toledo, sometido á 
arbitros arbitradores, se pasó el espediente á este Juzgado con 
objeto de que se integrase el tribunal arbitral, que no podía 

funcionar por ausencia de dos de los arbitros, y citadas las 
partes á audiencia verbal, con el objeto indicado, la parte de 
Torki manifestó que en vista de haberse ausentado su arbitro 
el Doctor Don Benjamin de la Vega, con ánimo de no regresar 
pronto á esta, nombraba en su lugar arbitro por su parte, al 
Doctor Don Pedro T. Sánchez; lo que oido por la parte de los 
Toledo dijo que recusaba al arbitro propuesto, sin causa. 

La parte de Yorki sostuvo que no podían ser recusados los 
arbitros arbitradores, sin causa. 

Y considerando: l'^ Que la recusación sin causa, establecida 
por las leyes de Partidas y Recopilación, no producía el efecto 
de separar absolutamente del conocimiento de la causa al juez 
recusado, sino de que este se acompañase con otro Juez 6 con 
hombres buenos, y solo cuando se espresaba cansa, debía sepa- 
rarse absolutamente al Juez recusado, si resultaba justificada la 
causa de recusación; de donde resulta que no es aplicable la ley 
de la recusación sin causa, á los miembros del tribunal arbitral, 
el arbitro recusado tendría que acompañarse y no separarse ab- 
pues solatamente del conocimiento de la causa, lo que manifies- 
tamente no es practicable. 

2^ Que el arbitro recusado, no es aún Juez arbitro ni está en 

T. IV 25 
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posesión de su cargo por no haberlo aceptado y prestado el ja- 
ramente respectivo^ y la recusación hecha por la parte de los 
Toledo, en este estado, afecta y desconoce las facultades que 
cada una de las partes tiene para nombrar su arbitro, con tal 
que este reúna las condiciones que la ley exije para serlo. Es 
de práctica inconcusa, que para constituir un tribunal arbitral, 
si es compuesto de varías personan cada una de las partes 
nombre su arbitro, y el tercero sea nombrado de común acuer- 
do, 6 por el juez, y así lo han verificado las partes en este caso, 
nombrando la parte de los Toledo al arbitro Doctor Amadei en 
reemplazo del Doctor Segovia, y la parte de York! al Doctor 
Sánchez; esta facultad de nombrar cada una su arbitro, sería 
completamente nula, si la otra parte pudiera recusar sin causa 
el arbitro nombrado^ y en tal caso la ley habría reglamentado ó 
espresado el número de arbitros que las partes podían recusar 
sin causa, pues de lo contrario, se dejaría á la libertad de una 
de ellas, permitir que se constituyese ó no el tribunal arbitral. 
3^ Que la ley 31, título 4"^, partida 3** exige espresion de cau- 
sa para la recusación de los arbitros, y así lo sientan comun- 
mente los autores; sin embargo Malaver, en su curso de proce- 
dimientos civiles, en el número 100, dice: «Los arbitros, como 
jueces que son, pueden también ser recusados antes de que 
hayan aceptado el cargo, podrán serlo sin necesidad de justifi- 
car causa alguna para ello, pues la ley solo la exige después que 
el pleito fuese metido en su manoi». El fundamento de la distin- 
ción, es manifiestamente insubsistente é inexacto, pues la 
mente de la ley 31 citada, no es exigir la espresion de causa solo 
cuando se recusa al arbitro que ha aceptado y está conociendo 
del asunto, y permitir la recusación sin causa antes de la acep- 
tación, sino prescribir que la causal de recusación sea sabida ó 
nacida después del nombramiento, y prohibirla cuando la ha 
renunciado espresa ó tácitamente, como sí uno mismo nombrase 
un arbitro y después quisiese recusarlo por una causal que 



DE JUSTICIA NAaONAL 387 

existía 7 conocía antes del nombramiento, y por consiguiente^ 
SQ disposición debe aplicarse á la recusación de los arbitros que 
tfttén conociendo del asunto. 

4* QMaegun lo dispone el Código de Procedimientos de la 
FroTincia, artioala 768, los arbitros no pueden ser recusados, 
sino con espresion de em^ nacida ó sabida después del nom- 
bramiento, y esto, á pesar de ^sa este Código permite la re- 
cusación sin causa de los jueces al inieitnia el pleito, y aunque 
la ley nacional de procedimientos no se ocupada reglamentar el 
juicio arbitral, ella prescribe espresamente que )oe íueces y 
todos los funcionarios que intervienen en los juicios, solo pue- 
dan ser recusados con causa; así, hablando de los peritos que 
también deben ser nombrados por las partes como los arbitros, 
no permite sean recusados sino por causas posteriores á su 
nombramiento ó por causas anteriores cuando fuesen nombra- 
dos de oficio por el Juez (art. 143 de la ley citada). 

Por estos fundamentos: no ha lugar á la recusación sin causa 
del arbitro nombrado Doctor Pedro T. Sánchez, deducida por la 
parte de los Toledo; en su consecuencia, téngasele por nom- 
brado arbitro arbitrador por la parte de Yorki, debiendo aceptar 
y jurar el cargo ante el secretario en oportunidad; y comparez- 
can las partes á audiencia yerbal el 16 del presente á la 1 p. m. 
con el objeto de nombrar el arbitro tercero ó resolver lo que 
más convenga. Hágase saber con el original y repónganse. 

Carlos Luna. 



Fallo de la Suprenuí Coi*te 

Buenos Aires, Octubre 23 de 1888. 

Vistos y considerando: Que aunque no aparece que las par- 
tes al estipular que las diferencias sociales que pudiesen nacer 
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entre ellas, seríau sometidas al juicio de arbitros, hayan deter- 
minado igualmente el modo y forma del nombramiento de estos, 
de hecho sin embargo, segnn el acta de foja veintiocho vuelta, 
han procedido á designarlos, nombrando cada una distinta y 
especialmente el suyo, no siendo sino con ocasión del reempla- 
zo de uno de los nombrados, por haberse ausentado del lugar 
del juicio, que se ha promovido el presente incidente. 

Que partiendo de este hecho que consagra la voluntad y el 
derecho de cada una de las partes en el caso, debe reputarse á la 
de Torki con perfecto derecho á proveer esclusivamente y por sí 
al reemplazo del arbitro citado. 

Que en consecuencia, y debiendo considerarse el presente caso, 
como de arbitrage forzoso, sino en virtud de la ley^ por el con- 
trato previo de las partesy la fuerza de las decisiones judiciales 
recaídas en la cuestión suscitada á tal respecto entre las par- 
tes, la recusación de cualquiera de los arbitros nombrados, solo 
puede ser hecha con cansa, según lo tiene ya decidido esta Corte 
en los casos que se registran en los tomos primero, página dos- 
cientos veinticuatro, y sesto, página doscientos cincuenta de la 
primera serie de sus fallos, conforme al sistema que consagra 
la ley nacional de procedimientos y á la doctrina de la ley trein- 
ta y una, título cuarto^ Partida tercera. 

Por estos fundamentos, y los concordantes del auto apelado de 
foja ciento setenta y una, se confirma este con costas y devuél- 
vanse previa reposición de sellos. 



benjamín vicTORiCA (en disiden- 
cia). — ULADISLAO FRLIS. — FE- 
DERICO IBARGÜREN (en disidencia). 

— es. DÉLA TORRE.— SALUSTIANO 
J. ZA VALIA. 
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DISIDENCU 



La ley yeintitres, título cuarto, partida tercera, llama arbitros 
á los jueces avenidores elejidos y nombrados por las partes, para 
librar el pleito. Y cuando aquellos están autorizados para pro- 
ceder sin sujetarse á las formalidades de derecho, les llama 
arbüradores e comunales amigos escogidos por avenencia de 
amas las parles para avenir e librar las contiendéis, que ovic" 
ven entre si^ en cualquier manera que ellas lovieren por 
bien. 

Los arbitros, pues^ según esta ley, deben ser nombrados por 
las partes de común acuerdo. 

En la ley de Enjuiciamiento civil y cumercial páralos Tribu- 
nales de la Capital y en el Código de Comercio, se hallan sancio- 
nadas por el Congreso las mismas doctrinas para las causas de 
arbitrage forzoso, con solc las diferencias de que en estas cau- 
sas el Juez hace el nombramiento, cuando las partes no han 
podido ponerse de acuerdo. 

En efecto, la ley de Enjuiciamiento dispone por el artículo 
setecientos setenta y cuatro, cque los arbitros serán nombra- 
dos por las partes, pudiendo designarse el tercero por ellas, 6 
por los mismos arbitros, si estuviesen en facultades ». 

«No poniéndose de acuerdo, agrega, el nombramiento será 
hecho por el juez ó tribunal competente.» 

cSi alguno de los arbitros no aceptare, dice el artículo sete- 
cientos setenta y siete, se procederá á reemplazarlo, con suje- 
ción á lo dispuesto para su nombramiento». Esto es, de acuer- 
do por las partes, y en su defecto por el juez. 

Esto se halla corroborado por el artículo setecientos setenta 
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• 

7 nueve, concordante con la ley treinta y una, tomo cuarto, 
partida tercera, que dispone: que los arbitros no son recusables 
sino por causas que hayan sobrevenido después del compromiso 
ó que se ignorasen al tiempo de nombrarlos, lo cual presupone 
el común acuerdo de las partes en su nombramiento: pues de 
otra manera no podría justificarse una disposición semejante. 

En el Código de Comercio se encuentra el artículo quinientos 
doce, por el cual se dispone también que las partes interesadas 
nombrarán los arbitros en el tiempo que se haya prefijado en la 
escritora, y, en su defecto, en el que señalare el tribunal com- 
petente. 

La inteligencia de este artículo no puede, ámi juicio, ser 
otra, que la del artículo setecientos setenta y cuatro de la ley 
de Enjuiciamiento citada, no solo por los términos en que está 
concebida, sino también porque esta última, como ley de forma, 
no es más que la interpretación, ó mejor dicho, la aplicación 
positiva de aquel. 

Así pues, según dicho artículo, son las partes interesadas 
de común acuerdo las que deben nombrar los arbitros, y solo 
cuando no han podido arribar á este acuerdo en el término pre- 
fijado en la escritura, ó en el señalado por el juez, procede este 
de oficio á hacer el nombramiento en las personas que á su jui- 
cio, sean peritas é imparciales para entender en el negocio que 
se disputa. 

En las leyes que rigen la justicia federal, no existe disposición 
alguna sobre arbitrage forzoso en cuestiones civiles, y pienso 
por lo mismo que, si bien la ley de Enjuiciamiento antes citada, 
solo rige á los jaeces de la capital^ y el Código de Comercio se 
refiere solamente á las cuestiones que surgen de las sociedades 
mercantiles, debe aplicarse también á los asuntos civiles some- 
tidos á arbitrage forzoso, la doctrina que estas leyes consagran 
por ser las más correctas y las que mejor responden á la índole 
y naturaleza del juicio arbitral. 
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De conformidad con esta doctrina pienso, pnes, que bastaba el 
desacaerdo de Toledo, sin necesidad de espresar cansa, para qne 
el arbitro propuesto por Torki no pudiera serle impuesto contra 
su voluntad, y que por lo tanto, debe revocarse la sentencia ape- 
lada, declarándose, en su consecuencia, que el nombramiento 
del arbitro que falta, debe hacerse por el juez, si las partes no 
se pusiesen de acuerdo en el término que se les señale. 

FEDERICO IBARGtiREN. 



Me adhiero á los fundamentos del voto precedente. 



benjamín victorica. 



CAUSA CAliTII 



Don Antonino Urraco, contra Don Santiago Cartssano y Don 
Estevan Limoneta, por desalojo y cobro de arrendamientos ; 
sobre pruebas. 



Sumario. — La prueba testimonial pedida en tiempo, y no 
recibida por causas no imputables á la parte, debe ser admi- 
tida. 



I 
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Caso. — Lo refiere el 



IWla del Jíuea Federal 



Rosario, Febrero 10 de 1888. 

Visto : el incidente pendiente sobre admisión de la prueba 
testimonial ofrecida por el demandante. 

Por lo qne resolta de autos y del precedente informe del se- 
cretario. 

Y considerando : que del predicho informe se desprende qne 
los testigos ofrecidos lo han sido dentro del término y qne no se 
tomaron oportunamente las declaraciones de otros, por no haber 
sido deTueltos los oficios que se libraron á las autoridades de 
la campaña, para la notificación de aquellos. 

Qne estos inconvenientes, legalmente no pueden ser imputa- 
dos á la parte del señor TJrraco. 

Qne la resolución de los incidentes á que también el informe 
citado se refiere, han tenido el efecto de suspender el término 
probatorio para ser reanudado tan solo después de esas resolu- 
ciones. 

Que estos antecedentes, ajenos ala voluntad del demandante, 
no pueden oponerse en su contra para perjudicarlo, no solo por 
no ser emanados de actos propios, sino porque en cuanto á las 
articulaciones de recusaciones, etc., hacía uso de un derecho 
que la ley le acordaba, viable en tramitación y que aún cnando 
resuelto en contra el señor TJrraco^ no hubo temeridad por par- 
te de este. 

En consecuencia, se declara estar la parte de TJrraco, en tér- 
mino hábil para producir la prueba á que esta resolución alude 
y proveyendo al escrito de f..., líbrese con citación contraria, el 
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oficio solicitado en el tercer panto, como así también el solici- 
tado en el cuarto^ comisionándose á este f ancionario para la re- 
cepción de las declaraciones, en atención á la mayor facilidad y 
prontitud, incluyéndose en el oficio qne se libre el interrogato- 
rio correspondiente. 

Hágase saber con el original y repónganse los sellos adeuda- 
dos, en el acto déla notificación. 

G. Escalera y Zuviria.> 



Falla dala Suprama Carta 



Buenos Aires, Octubre 35 de 1888. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento treinta^ y devuélvanse previa reposición 
de sellos. 



benjamín VICTORICA. — ÜLADIS- 
LAO FRUS. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 
— 8ALUSTIAN0 J. ZAVALIA. 
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CAUSA CX1.YIII 



Don Manuel Gomezj contra las Compañías de Seguros <La Nue- 
va A lianzaí> y <iLa Nactonah , por cobro de seguros ; sobre 
defecto en el modo de proponer la demanda. 



Sumario, — No es defecto en el modo de proponer la deman- 
da, el entablarla centrados compañías de segaros por cobro de 
seguro contra incendio, constituido por las dos Á prorala. 



Caso. — Don Manuel Gómez aseguró á prorata en las com- 
pañías nombradas 7 por la suma de 2000 pesos, un negocio de 
almacén al menudeo. 

El almacén se incendió, j Gómez demandó á las dos compa- 
ñías en conjunto para que se condenara á cada una de ellas, al 
pago de 2000 pesos. 

Conferido traslado de la demanda, el representante de <La 
Nueva Alianza», opuso la escepcion por defecto legal en el modo 
de proponerla. 

Dijo : que no era legal, acumular diversas acciones contra 
diversas personas. 

Que las compañías demandadas no tenían vinculación alguna, 
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7 no era posible prever el modo 4^ proceder de cada una de ellas, 
ni sus medios probatorios, ni los resididos que se propongan^ 
7 entonces los demandados, mancomunados por la voluntad del 
demandante,. 6 tendrían que seguir una defensa «aiforme, ó se 
defenderían cada una por sulado aunque en un mismo eoerpo de 

antes. 

Que además, las compañías establecían condiciones diversas 
en sus pólizas, circunstancia que demuestra la irregularidad de 
la acumulación que se había hecho. 

Pidió que se rechazara la demanda. 

El representante de cLa Nacional», opuso la misma escep- 
cion, fundada en motivos análogos, y pidió que se declarara 
que no estaba obligado á contestar, mientras no se le demandara 
por separado. 

Conferido traslado de la escepcion, la contestó el demandan- 
te, pidiendo que se la rechazara con especial condenación en cos- 
tas. 

Dijo: que la demanda no era defectuosa, desde que contenía 
todos los requisitos establecidos por el artículo 57 déla Ley de 
Procedimientos. 

Que las compañías aseguraron á prorata el almacén, por 
4000 pesos, dividiéndose entre sí el seguro á razón de ^000 
pesos cada una. 

Que aunque sean distintas las compañías, contrajeron una 
misma obligación. 

Que teniendo las acciones un mismo origen y proponiéndose 
objetos idénticos, ninguna utilidad práctica habría en seguir dos 
juicios. 

Que el actor podía demande r á dos ó más personas, siem- 
pre que las aociones no sean contradictorias, puedan sus- 
tanciarse por los mismos trámites y correspondan á la jurisdic- 
ción del mismo Juez. 

Que de acuerdo con sas pretensiones había ya resuelto Y. E. 
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el caso que se registra en el número 113, tomo S"", serie ^ de sns 
Fallos. 



Falla del Jíuaa Federal 



Buenos Aires, Abril 17 de 1888. 

Y vistos : por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito, 7 considerando además : 1° Qae el defecto legal en el mo- 
do de proponer la demanda de que habla el inciso 4*, artículo 73 
déla Ley Nacional de Procedimientos, autorizando al demanda- 
do para escepcionarse de contestarla, se refiere únicamente á 
la forma de ella, y solo consiste en la omisión de los requisitos 
exigidos en el artículo 57 de la misma ;Ley, de lo que no se 
trata en el presente caso. 

2® Que el defecto señalado en la de f... consistente, según se 
dice, en el escrito de foja 16, en haberse acumulado diversas ac- 
ciones contra diversas personas, en el cual encuentran mérito 
las compañías demandadas para negarse á contestarla, no exis- 
te jurídicamente, porque es un principio admitido por los auto- 
res, que el actor puede demandar civilmente á muchos por una 
misma cosa y por un mismo hecho, y que la acumulación de 
acciones idénticas es permitida, aunque las personas sean dife- 
rentes^ en obsequio á la continencia de la causa. 

3"^ Que en este caso se encuentra precisamente la cuestión 
subjudice, pues se trata de acciones idénticas, para hacer efec- 
tiva una obligación contraída por varios á prorata con conoci- 
miento recíproco del hecho al tiempo de celebrarse, que recono- 
cen por causa el mismo hecho del incendio. 

4"" Que lejos de ser un inconveniente la prosecución de la cau- 
sa en un solo proceso, favorece más bien los medios de defensa 
evitando gastos y demoras, y lo que es más importante aún la 
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posibilidad de resoluciones contradictorias, que pueden perjudi- 
car la autoridad de la justicia. 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la referida escepcion, 
con costas^ y contéstese la demanda en el término legal. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Certe 

Buenos Aires, Octubre 35 de 1888. 

Vistos : apareciendo que el seguro ha sido constituido á pro- 
raía por las dos compañías demandadas, y por los fundamentos 
concordantes del auto apelado de foja treinta y nueve, se con- 
firma este con costas, y devuélvanse previa reposición de sellos. 



benjamín VICTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGtHEN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SALUS- 
TIANO J. ZAVALU. 
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CAUSA CXIilX 0) 



Gazzano hermanos, contra Barbieri hermanos ; sobre daños 

y perjuicios y cobro de pesos 



Sumario. — 1° Contra el deudor de una obligación de hacer, 
no puede pedirse la indemnización de perjuicios por su inejecu- 
ción, si no se prueba que se ha incurrido en mora. 

2^ El cumplimiento de la obligación de hacer, ofrecido en una 
forma incompleta y en tiempo inhábil, no dá derecho para co- 
brar el precio del trabajo estipulado, pudiéndose compensar el 
trabajo ejecutado con parte de dicho precio pagado anticipada- 
mente. 



Caso, — Lo refiere el 



Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Octubre 15 de 1884. 

Vistos estos autos promovidos por los Sres. G-azzano herma- 
nos, contra D. José Barbieri y hermano, reclamando la suma 

(^] No habiendo podido resolverse esta causa, por haberse modificado el 
personal de la Suprema Corte, se vio nuevamente el 30 de Octubre de 1888. 
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de mil pesos moneda nacional por indemnización de daños y per- 
juicios. 

Resulta : 1^ Que con fecha 17 de Enero del año 1883, cele- 
braron los demandantes con la casa de Barbieri hermano, un 
contrato por el cual estos se comprometían á confeccionar un 
Cuadro honorífico de la Exposición continental efectuada en 
esta ciudad, haciendo un tiraje de trescientos ejemplares dentro 
de los treinta dias siguientes á la fecha del contrato, mediante 
la suma de tres mil pesos moneda corriente, de la cual le serían 
anticipados mil pesos. 

2^ Que los demandantes sostienen que el plazo fijado ha venci- 
do con exceso sin que los Sres. Barbieri hayan cumplido su obli- 
gación, habiendo por su parte hecho el anticipo convenido según 
se comprueba por el recibo de foja 2, y fundándose en él enta- 
blan formal demanda por los daños y perjuicios que les .ha cau- 
sado la inejecución del contrato, los cuales estiman en la suma de 
mil pesos fuertes, pues estando autorizados por la ley á pedir ó la 
ejecución á espensas del deudor ó los daños é intereses corres- 
pondientes, prefieren pedir lo último porque ya el cuadro de nada 
les serviría, porque la mayor parte de las personas con quienes 
se comprometieron á hacerles entrega de él, se han desistido de 
su propósito á causa de no haberse ejecutado á tiempo. 

3"* Que los demandados contestaron en el escrito de foja 11, 
manifestando que era cierto que contrataron la confección de 
ese Cuadro honorífico de la Exposición Continental, bajo las 
cláusulas indicadas en el documento presetado á foja 4, y que 
por su parte habían cumplido en tiempo oportuno las obligacio- 
nes que se impusieron. 

Que desde la fecha convenida existían en su casa á disposi- 
ción de los demandantes los trescientos ejemplares del cuadro, y 
á pesar del tiempo trascurrido, aquellos no se habían tomado la 
molestia de pasar á recogerlos y pagar el saldo que adeudaban, 
ignorando si era por falta de dinero para pagar esa insignifi- 
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cante suma ó porque se hiibiese frastrado la especalacion que 
habían emprendido contando con la circalacion del cuadro. 

Que á parte de esto, le habían tenido inmovilizado una parte 
de su capital, pues es costumbre en su imprenta conservar para- 
do el tipo, en obras de esta naturaleza, hasta que el dueño se 
haya recibido de ellas, para facilitar cualquiera agregación ó 
modificación, de suerte que si alguien tendría derechos para re- 
clamar daños 7 perjuicios, serían ellos ; j fundándose en estos 
antecedentes no solo piden el rechazo de la demanda, sino dedu- 
cen reconvención para que se condene á los demandantes al pa- 
go de dos mil pesos que adeudan por saldo, con los intereses de 
la demora y además los daños y perjuicios ocasionados con su 
proceder ; poniendo á disposición del Juzgado los trescientos 
ejemplares del Cuadro honorífico. 

i"" Que en contestación á la contrademanda, alegan los Sres. 
Gazzano hermanos, que son de todo punto inciertas las aseve- 
raciones de Barbieri hermanos, al afirmar que á la época con- 
venida tuvieron concluido el trabajo tipográfico contratado, pues 
durante el plazo concedido no pudieron conseguir que pusieran 
á su disposición el trabajo completo para ponerle el < visto bue- 
no » que debían darle dentro de ese plazo. 

5*^ Que la causa fué recibida á prueba por el auto de foja 24 
vuelta, para que se justifique cual de las dos partes fué la que 
faltó al contrato, la efectividad de los perjuicios sufridos porel 
actor y su importancia, habiéndose producido en el término de 
ley, la que indica el certificado de foja 90. 

Y considerando : 1° Que los antecedentes espuestos demues- 
tran que ha existido entre ambos litigantes un contrato de lo- 
cación de servicio que creaba para los demandados la obliga- 
ción defhacer en el término de un mes una edición de trescientos 
ejemplares de un trabajo tipográfico semejante al modelo pre- 
sentado á foja 28, de donde se deduce que las reglas según las 
cuales deben ser juzgadas las acciones que competen á los in- 
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teresados por falta de cumplimiento á sus respectivas obliga- 
gaciones, son las que rigen las obligaciones de hacer, como lo 
reconocen los mismos demandantes. 

^ Qne si bien es cierto que toda obligación de hacer se re- 
snehe en indemnización de perjuicios é intereses en caso de ine- 
jecución por parte del deudor, según lo establecen los artícu- 
los 628, 629 y 630 del Código Civil, para que el acreedor pueda 
optar por este derecho como efecto jurídico de una obligación 
convencional, es indispensable qne el obligado á la prestación 
del hecho 6 servicio haya incurrido en mora (art. 1146 del Cód. 
Francés; Demolombe, t. XXIV, N*^ 516; Aubry y Rau, t. 4% 
pág. 95). 

3^ Qne por tal no se entiende el retardo pura y simplemente 
en el cumplimiento de una obligación, pues según el significa- 
do jurídico de la mora y según el precepto del artículo 509 del 
Código Civil, para que el deudor incurra en ella, sea que se 
trate de obligaciones de dar ó de hacer, es necesario que medie 
requerimiento judicial ó extrajudicial departe del acreedor, es- 
cepto el caso en que se haya estipulado espresamente que el 
mero vencimiento del plazo la produzca, ó cuando la naturaleza 
y circunstancias de la obligación impliquen que la designación 
del tiempo es un motivo determinante para el acreedor. Nulla 
enim iníelligiturmora ibi fieri ubi nulla petüio est, dice la ley 
127, libro XLY, Dig. Mora fieri intelligitur id est si interpella- 
tus oportuno loco no solvit. Ley 32, libro 22, título 1^ Dig.; sien- 
do exigida la necesidad de la interpelación, porque por regla ge- 
neral no está obligado el deudor á ofrecer espontáneamente 
la prestación objeto de su obligación, y porque mientras el 
acreedor no la exija, no hay motivo para creer que se encuentra 
perjudicado en sus intereses, induciendo por el contrario su 
inacción un tácito asentimiento á diferir voluntariamente la 
exigencia del pago quizá por su propia conveniencia. (V. More- 
no, t. 3®, pág. 142). El solo retardo en que haya incurrido el 

T. IV 26 
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deudor, dice AubryyRan, tomo 4% párrafo 308, para elcam- 
plimiento de su obligación, no lo constituye en mora, aún cuan- 
do un término fijo se haya establecido para la ejecución. El 
deudor no es constituido en mora en las obligaciones de hacer 
como en la^ de dar, sino por la interpelación del acreedor. 

4® Que los demandantes ni siquiera han insinuado al iniciar 
su gestión, que hubiesen cumplido este precepto legal requirien- 
do á Barbieri hermanos, judicial ó extrajudicialmente el cum- 
plimiento de su obligación y menos han producido prueba alguna 
en ese sentido; y como por otra parte, no estipularon espresa- 
mente que el solo vencimiento del plazo produciría la mora ni 
resulta tampoco de la naturaleza de la obligación que el motivo 
determinante para los actores fuese la entrega de los cuadros 
en el término perentorio de un mes, en estricto derecho care- 
cen de acción para demandar indemnización de perjuicios é in- 
tereses, porque, como se ha dicho antes, su inacción induce á 
presumir que no lo han sufrido. 

5^ Que esta circunstancia es tanto más importante cuanto 
que en el contrato de foja 4, exhibido por Gazzano hermanos, 
se establece al ñnal, que el resto del precio (dos mil pesos mone- 
da corriente) sería pagado al terminarse el trabajo, de modo que 
aquellos, para justificar la responsabilidad que pretenden hacer 
pesar sobre los demandados, han debido probar no solamente la 
interpelación para la entrega de los cuadros, sino que por su par- 
te pusieron ó prometieron poner á disposición de Barbieri el 
saldo del precio, en conformidad á lo que prescribe el artículo 
120i del Código Civil. 

6"^ Que Barbieri hermanos, en el acto de ser demandados, han 
puesto á disposición del Juzgado para que se reciban de ellos 
los demandantes si les conviene, los cuadros origen de este jui- 
cio, y si Gazzano hermanos, han pretendido sostener que el 
trabajo no estaba concluido porque les faltaba el título de Cua- 
dro honorífico de la Exposición Continental, semejante argn- 
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mentó no resiste la más leve crítioa desde que todo el mondo 
sabe aún sin ser perito que la composición j tiraje de millares 
de ejemplares deán diario, se hace en pocas horas representando 
un trabajo infinitamente superior al del encabezamiento en 
cuestión, lo que indica que este pudo concluirse en corto tiem- 
po para entregar la obra en el momento de ser requerida, má- 
xime si se tiene presente, que se ha probado por medio del cer- 
tificado de foja 39, que aún después de la fecha de la demanda 
existía parada la composición que sirvió para la impresión de 
los cuadros. 

7® Que carecen igualmente de importancia las conclusiones de- 
ducidas por los demandantes del hecho de no haber puesto los 
demandados á su disposición el trabajo completo para que aque- 
llos pusieran el visto bueno á efecto de principiar el tiraje, 
puesto que según declaración de dos testigos contestes j sin ta- 
cha, el mismo Gazzano, después de efectuar las correcciones que 
creyó necesarias, dio orden de empezar el tiraje, lo que 
constituye un pleno asentimiento á la ejecución de la obra, á la 
que se agrega, que los demandados no han alegado que el cua- 
dro presentado en autos no reunía las condiciones del que 
contrataron con Barbieri, demostrando así que era perfecta- 
mente justificado el asentimiento prestado á la impresión á que 
se refieren las testigos. 

Considerando en cuanto á la contrademanda: 8® Que según los 
principios consignados más arriba, Barbieri hermanos, no pue- 
den pedir al mismo tiempo los perjuicios y el cumplimiento del 
contrato á Gazzano, pues esto significa la demanda por el saldo 
del precio y los perjuicios é intereses. 

9° Qne si estos últimos proceden según la intención de los 
contrademandantes del hecho de haber tenido inmovilizado una 
parte del capital que constituye su industria, manteniendo pa- 
rada la composición, carecen de derecho para cobrarlos á Gazza- 
no, pues no es una obligación que les haya sido impuesta por la 
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convencioTí, ni es una consecuencia inmediata y necesaria de la 
falta de cumplimiento por parte de aquellos. (Art. 520 del Cód. 
Civil). 

Por estos fundamentos, fallo : absolviendo á los Sres. Bar- 
bieri hermanos, de la demanda interpuesta á foja 5, por Gazza- 
no hermanos, [j condeno á estos solamente al pago del saldo 
de dos mil pesos moueda corriente ó su equivalente en mone- 
da nacional con sus intereses monetarios según la tasa del 
Banco de la Provincia de Buenos Aires, y las costas del juicio. 
Notifíquese original. 

Virgilio M. Tedvn. 



Falto de la Saprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 30 de 1888. 

Yistos : por sus fundamentos se confirma la sentencia apela- 
da de foja ciento doce, en cuanto á la demanda ; y en cuanto á 
la coutrademanda, considerando que de autos resulta que los 
contrademandantes no han cumplido con entregar el trabajo 
concluido, ofreciendo hacer su entrega en una forma incom- 
pleta, solamente después de haber sido demandados en juicio 
y en tiempo inhábil ; se revoca dicha sentencia á este respecto, 
declarándose compensado el trabajo ejecutado, con los cuarenta 
pesos fuertes entregados á cuenta, sin especial condenación en 
costas en una y otra instancia. Bepuestos los sellos devuél- 
vanse. 

benjamín YiCTORIGA. — ULADISLAO 
FRUS. — FEDERICO IBARGÜREN. 
— C. S. DE LA TORRE. — SA- 
LUSTIANO J. ZAYALU. 
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CAUSA CIi 



Cnminal contra Don Ángel Gardella y Don J. de los Santos, por 
delito de contrabando y falsedad; sobre competencia. 



Sumario. — Corresponde á la justicia federal, el conocimiento 
de los delitos de contrabando y de los comunes conexos con 
aquel. 



Caso. — En 27 de Abril de 1886, el inspector de Aduana Don 
R. Igarzabal, dio cuenta al gefe del Resguardo, señor Reboredo, 
que los bultos á que se referían unas tres papeletas de A. Gar- 
della y C", y contenían botellas vacías, se hallaban manifestadas 
según el manifiesto consular de la carga conducida por el Equa- 
¿eur, portador de dichos bultos y los conocimientos relativos ob- 
tenidos en la agencia del vapor, por contener paraguas y merca- 
derías generales, consignadas á la orden. 

Que convencido por esto de haberse hecho una sustitución ilí- 
cita de esos cajones de botellas vacías á los de paraguas y mer- 
cancías generales, procedió á indagar quién, cómo, y dónde la 
había hecho. 

Que Ángel Gardella, dueño de la lancha Doña Rosa^ que 
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condujo desde el Equateur á balizas, dichos bultos, le dijo que 
habían sido desembarcados por la Aduana Vieja en Tarios car- 
ros, cayos dueños no conocía, evadiendo contestar sobre quienes 
eran los dueños de los cajones. 

Que sospechando que tales cajones no hubiesen sido bajados á 
tierra, se trasladó al destacamento de la Aduana Yieja, j exa- 
minando las papeletas adjuntas bajo los números 8, 9 y 10, tío 
que estaban cumplidas, espresando haber desembarcado los 6 
cajones el 14 de Abril corriente. 

Que examinó en seguida las papeletas talonarias y encontró 
la que acompañaba bajo el número 66^ que dice : 



RESGUARDO 



Buque Equateur. 
Lancha Doria Rosa . 
Destino: depósito Lanús. 
P. T. 2 cajones. 
D. 2 cajones. 
H. 1 cajón. 
F. 1 cajón. 



Buenos Aires, Abril 13 de 1886. 



Gardella y Nousstiou, 



escrita de puño y letra de Gardella, cuyo hecho, en vista de 
que esas papeletas se giran de á bordo de las lanchas por los 
dependientes, le hizo pensar que dicha papeleta, había sido es- 
pedida con el propósito de hacer creer que los 6 bultos habían 
pasado por el Destacamento de la Aduana Vieja. 
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Que llamado nueTamente Gardella, estele dijo que la papele- 
ta la espidió en su esoritorio á pedido de Don Camilo Petit, á 
quien consideró dueño de las mercaderías por haberle inhibido el 
conocimiento, y le hizo entrega del documento acompañado bajo 
el número 12, que dice: 



Memorándum 



Camilo Petit 
634 General Lavalle 



Buenos Aires, Abril 9 de 1886. 



A los Señores Gardella y Noussitou 

Sírvanse entregar al portador los 6 bultos venidos á mi con< 
dignación en el vapor Equateur, 

S. S. 8* 

Camilo Petit. 



Que examinó en Contaduría las guías de removido espedidas 
desde primero de Abril, y encontró la nota 3232, acompañada 
bajo el número 13, suscrita por los señores Migarena y Tagle, 
con el conforme de los agentes del vapor esportador, señores 
Torrado y Melero, que por el número de bultos que se solicitó 
esportar, por algunas de las marcas y por sus contenidos, pre* 
sumió fueran los mismos 6 cajones traidos por el Equateur. 

Que esa guía fué girada al Destacamento de la Aduana Nueva, 
y cumplida por el guarda Vicente Hoyo, quien no se acordaba 
haber visto pasar los 6 cajones antes de cumplir la guía. 

Que los agentes del vapor Gran Chaco, señores Torrado y Me- 
lero, le dijeron que el que pidió la orden para que los bultos men- 
cionados en dicha guía fueran recibidos en el Gran ChacOy é hizo 
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el conocimiento de SU paño y letra, fué Don J. de los Santos, de la 
casa Hammer, á quien se le entregó el duplicado de dicho cono- 
cimiento para recibir con él los 6 bultos en el puerto de su des- 
tino. 

Que el volumen de estos bultos resultaba ser de 283 pies cú- 
bicos, igual al de los 6 cajones traídos por el Equateur. 

Que los cajones fueron consignados á Diaz y Lago del Kosa- 
rio 7 entregados allí á Don C. Cuturier que exhibió el conoci- 
miento dado á Santos. 

Que según la relación de la carga, formada por el guarda Don 
Francisco Taquino, que estuvo á la custodia del vapor Gran Cha- 
co, la que condujo al vapor los 6 bultos fué la lancha Bella Dor- 
solina de Pedro Cardóse, cuya lancha, según declaración del pa- 
trón, los había recibido de la lancha Magallanes por orden de 
Gardella. 

Que Gardella confesó haber dado esa orden, que la inhibió, y 
se acompañaba bajo el número 14, declarando que los cajones 
eran los mismos que se encontraban en la lancha Doña Rosa, 
que los recibió del Equateur. 

Que los trasbordó al Magallanes para utilizar la Doña Rosa, 
en otra operación. 

Que si había dicho antes que los mencionados cajones habían 
sido desembarcados por la Aduana Vieja, fué porque creyó que 
esos cajones habían sido desembarcados legalmente, pero que 
después supo que los 6 cajones que pasaron por la Aduana Vie- 
ja al depósito de Lanús, eran otros 6 cajones con las mismas mar- 
cas que habían sido llevados de tierra por la Aduana Nueva y 
embarcados enunabuceta, los cuales fueron después desembar- 
cados por la Aduana Vieja por el carrero Facundo Bniz, que los 
llevó al depósito á cargo del Guarda Costa, que son los que con- 
tienen botellas vacías. 

Que de Camilo Petit, manifestado como consignatario de 
los 6 cajones, no ha obtenido noticia alguna, y el número 624^ 
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dado en el memorandam como el de su escritorio, no existe en la 
calle General Lavalle. 

Que de todo esto resultaba : 1^ Que los 6 cajones marcas F., H. 
B.y P.^T., traídos por el Equateur^ fueron desembarcados en la 
lancha Doña Rosa, que esta los trasbordó á la Magallanes, y la 
Magallanes á la Bella Dorsolina, donde permanecieron dos dias, 
y previo cambio de marcas, fueron trasbordados al vapor Gran 
ChacOf que los condujo al Rosario como carga de removido, le- 
galizando la operación con la guía número 3232. 

2^ Que el cambio de marcas fué hecho á bordo de la Bella 
Dorsolina, según resulta del documento número 14. 

3^ Que los 6 cajones de botellas vacías, en el depósito del 
Guarda Costa, con las mismas marcas de los conducidos por el 
Equateur, no son estos, pues, según los conocimientos números 
4, 5, 6 y 7, estos contenían paraguas y mercaderías generales, 
y eran en volumen cinco veces mayores que aquellos. 

4"* Que era indudable que dichos 6 cajones de botellas vacías 
habían ido llevados al depósito á cargo de Costa, para chancelar 
la manifestación de las mercaderías del Equateur. 

5° Que el haber Gardella espedido la papeleta talonaria nú- 
mero il, dos dias después que los 6 bultos espresados en la 
misma habían sido recibidos en el vapor Gran Chaco, prueba 
que la papeleta había sido dada al solo efecto de simular una 
operación que no había existido. 

6^ Que el duplicado del conocimiento firmado por Santos, 
sirvió en el Rosario á Cuturier para recibir los 6 cajones. 

7® Que la persona que se designaba con el nombre de Camilo 
Petity era una ficción, con el objeto de responsabilizarle por la 
operación ilícita de que se trata. 

Pasado este parte al Administrador de la Aduana, se mandó 
formar el sumario por el empleado Don Egberto Sotomayor, 
quien tomó las declaraciones del caso, é informó que del suma- 
rio levantado resultaba lo mismo que dice el empleado Igarza- 
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bal, siendo los principales antores del hecho Don Jacinto de los 
Santos, y los señores Ángel Gardella y Noussiton, habiendo de 
los Santos puesto en el conocimiento de foja 27, la firma por 
Migarena y Tagle, de los cuales no tenía antcrizacion alguna. 

El sumario fué pasado al Juez Federal del Crimen, quien lo 
adelantó hasta ponerle en estado de pasarlo al Procurador Fis- 
cal. 

Este funcionario, relacionando todas las resultancias del su- 
mario, que concuerdan con el parte del inspector Igarzabal, 
acusó á Santos y Gardella, por delito de contrabando, pidiendo 
se les impusiera la pena de comiso, de acuerdo á los artículos 
927,960, 961,962y 1026 de las Ordenanzas de Aduana; y resul- 
tando en cuanto al primero, que había firmado los conocimientos 
por Migarena y Tagle, sin autorización de estos, suponiendo la 
intervención de personas que no la habían tenido, lo que importa 
cometer el delito de falsedad, pidió se le aplicara la penade un 
año de trabajos forzados, de conformidad á los artículos 64 y 
65 de la ley penal de 14 de Setiembre de 1863. 

Conferido traslado á los acusados Gardella y Santos, este úl- 
timo promovió artículo previo de incompetencia en el Juz- 
gado. 

Dijo que la jurisdicción federal es de escepcion, y que la su- 
puesta falsedad de que se le acusaba, no se hallaba sometida á 
dicha jurisdicción, pues aún suponiendo que Santos hubiese fir- 
mado por Migarena y Tagle, un conocimiento sin su autoriza- 
ción, esto no importa simular falsamente la intervención de es- 
tos, y por el contrario, escluye dicha intervención simulada, in- 
interviniendo él como representante deles mismos. 

Que por consiguiente, la supuesta falta de autorización de los 
representados, no es el caso de la falsedad prevista por los artí- 
culos 64 y 65 de la ley nacional penal. 

Que si bien existe una disposición en las Ordenanzas de Adua- 
na que establece que en los casos de contrabando acompañado 
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de otro delito, deben pasarse los antecedentes al Jaez para que 
falle en nu solo juicio las dos cansas, sería necesario para que 
esto pudiera hacerse, que el segando delito fuera de la compe- 
tencia federal. 

Y como este segundo delito, es el de falsedad, y el Juzgado 
Federal no es competente para conocer en él, mal puede este co- 
nocer del comiso* puesto qae falta la duplicidad de los dos he- 
chos ilícitos exigida por la ley para que la segunda pena citada 
pueda ser impuesta por el Juzgado Federal y no por la vía ad- 
ministrativa. 

Que es para él de importancia capital el ser juzgado por los 
jueces ordinarios, porque según el Código Penal común, la pena 
por la falsedad en cuestión es menor que la establecida por la 
ley nacional penal. 

Conferido traslado de la escepcion, contestó el Procurador 
Fiscal que no debía hacerse lugar á ella. 

Dijo que Santos, atribuyéndose la representación de Migarena 
y Tagle, había supuesto la intervención de estos como carga- 
dores, falsedad prevista en los artículos 64 y 65 de la ley nacio- 
nal penal. 

Que ademásy el delito coiñetido, no obstante ser un delito co- 
mún, está íntimamente ligado á la defraudación, puede decirse 
que es un delito conexo, y lo es, y según las Ordenanzas de Adu- 
ana las dos acciones que proceden deben ser instruidas y falla- 
das por el mismo Juez. 



Fiill« del JvcB FedcPAl 



Buenos Aires, Junio 11 de 1888. 

Autos y vistos: esta escepcion de incompetencia deducida 
por el acusado Jacinto de los Santos, de este Juzgado, para enten- 
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der en los delitos de contrabando y falsedad de que le acasa el 
Procurador Fiscal en la vista de f. 184. 

Y considerando : 1^ Que la falsedad de que se trata en este ca- 
so, está prevista 7 penada por el artículo 64 de la ley qoe de- 
termina los crímenes cuyo juzgamiento corresponde á la Justú 
da Federal. 

2^ Que se trata en este caso además, de un delito conexo, con 
el de contrabando, debiendo ambos ser resueltos por un mismo 
Juez, el cual no puede ser otro que el federal, desde el momen- 
to que, en ningún caso, los jueces y tribunales ordinarios pue- 
den juzgar el de contrabando, cuyo conocimiento y penalidad 
está reservado únicamente á aquel. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Procurador Fiscal, el Juzgado se declara competente para en- 
tender en el presente juicio, y en consecuencia, prosiga esta cau- 
sa según su estado. 

Andrés ügarriza. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 30 de 1888. 

Vistos: por sus fundamentos I se confirma con costas, el auto 
apelado de foja ciento ochenta y siete, y devuélvanse. 



benjamín VlCTORICA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C. S. DE LA TORRE. — 
SALUSTIANO J. ZAVALIA. 
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CAVSA CIiI 



Contra Don Pedro A, Pardo, por injurias al Juez Federal, 
Doctor Don Virgilio M. Tedin; sobre competencia. 



Sumario. — El castigo de las injurias á nn Jaez Federal, no 
pertenece á la jurisdicción originaria de la Suprema Corte. 



Caso.— Lo refiere la siguiente 



ÜTota del Jucb Federal 



Buenos Aires, Octubre 10 de 1888. 

Al señor Presidente de la Suprema Corle Nacional. 

Tengo el honor de dirijirmeá Y. E. dándole cuenta de un 
hecho grave y de trascendencia para la independencia de los 
magistrados, cometido el dia de ayer, próximamente á las seis 
de la tarde, en una de las calles públicas más concurridas de la 
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Capital, por Don Pedro A. Pardo, contra la persona del juez 
que firma. 

Alahoray en el paraje indicados he sido injariado por la per- 
sona nombrada por palabras que no es posible repetir en esta, 
sin que hubiese mediado la más leve provocación de mi parte. £1 
incidente, tal como ha ocurrido en los hechos y en su espíritu, se 
halla narrado con fiel exactitud en el número de La Nación de hoy, 
queme permito acompañar por lo que escuso reproducirlos, pero 
no debo silenciar los antecedentes, que, ámi juicio, se ligan con 
este hecho y lo presentan con toda la gravedad que él en- 
cierra. 

Este joven ha tenido últimamente en el juzgado á mi cargo 
una cuestión que adquirió cierta notoriedad por los principios 
comprometidos en ella, la posición oficial que ocupa y los medios 
empleados. Tratábase de un despojo violento de una propiedad 
efectuado á su misma inquilina, y demolición inmediata del 
edificio, ordenado todo por Pardo. Dicha causa fué fallada el 
26 de Setiembre próximo pasado, hace doce dias, mandando 
que la inquilina doña Emilia Bigamonti fuese repuesta en la 
tenencia y goce de la cosa locada en el estado en que se encuen- 
tre. El dia 28 el asunto fué transado directamente por las par- 
tes, abonando Pardo por vía de indemnización 7000 pesos mone- 
da nacional, quedando rescindido el contrato de locación según 
lo manifestaron en escrito presentado al juzgado el i^ del cor- 
riente, en el cual no ha recaido aún resolución definitiva por 
haberse negado Pardo á firmar las notificaciones. En este mo- 
mento tengo conocimiento que al empleado que fué á recoger su 
firma le manifestó que si el Secretario iba á notificarle pegando 
la cédula en la puerta como lo prescribe el artículo 64 de la 
Ley de Procedimientos, un vigilante que tiene á su servicio había 
recibido orden de darle de palos y conducirlo á la comisaría, 
revelando así la prevención de su espíritu por el resaltado de 
su cuestión. 
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Antes de haber tomado el que sascribe conocimiento de la 
causa, pues los primeros trámites fueron practicados por el se- 
ñor Jnez doctor Ugarriza, el joven Pardo estuvo en el despacho 
oficial del Juzgado haciendo declaraciones y preguntas que solo 
podían tolerarse á la falta de conocimiento de las reglas que ri- 
gen estas materias, j prueban que hasta entonces se considera- 
ba ligado con alguna relación de amistad con el Juez. 

Estos antecedentes revelan claramente que el ataque de que 
he sido objeto, reconoce por causa actos judiciales, practicados 
en ejercicio de las obligaciones juradas del cargo. 

Trátase pues, de un delito previsto y castigado en la ley penal 
nacional de 14 de Setiembre de 1863 que no debe quedar impu- 
ne para garantir á los magistrados en el cumplimiento de sus 
muchas veces penosos deberes, y que debe ser perseguido de 
oficio. 

La Suprema Cortea quien tengo el honor de dar cuenta de 
este hecho, espero se servirá adoptar las medidas conducentes 
á ese objeto. 

Dios guarde á V. E. 

Virgilio M. Tedm, 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1888. 

Suprema Corle: 

El señor Juez de Sección doctor Tedin, trae á conocimiento 
de Y. E. el incidente que tuvo lugar en una de las principales 
calles de esta con Don Pedro A. Pardo, según es de notoriedad 
pública. 
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Dice el señor Juez que la agresión inmotivada de qae fué víc- 
tima, reconoce por cansa actos judiciales practicados en el ejer- 
cicio de las obligaciones juradas de su cargo, que son también 
del dominio público. 

Entiende por último el señor Juez, que se trata en este caso 
de un delito previsto y castigado en la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, que no debe quedar impune para garantir á ios ma- 
gistrados en el cumplimiento de sus penosos deberes, j debe ser 
perseguido de oficio. A este objeto, solicita de Y. E., las medi- 
das que estime conducentes. 

Nadie mejor que el mismo señor juez de Sección está en situa- 
ción de apreciar la gravedad de aquel desagradable incidente; y 
puesto que él entiende que su impunidad afectaría la indepen- 
dencia de los magistrados, pienso con él que hay fundamento 
bastante para que remita Y. E. estos antecedentes al señor 
Procurador Fiscal, al objeto de que inicie la acción á que haya 
lugar. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 6 de 1888. 

Yuelya al Juez de Sección, para que proceda á tomar por sí 
las medidas que el derecho sujiera en el caso, por ser á él direc- 
tamente á quien corresponde por la ley verificarlo, y no ser el 
presente de jurisdicción originaria de esta Corte, ni entrar en 
los límites de sus facultades disciplinarias. 

benjamín vigtorica.— uladislao 
frías (en disidencia). — Fede- 
rico IBARGÜREN. — C. S. DE 
LA TORRE. 
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DISIDENCIA 



La Corte Saprema tiene supeiintendeacia para €velar sobre 
el buen desempeño de la administración de justicia, promovien- 
do las medidas que juzgare convenientes para el mejor servicio 
público». 

Además, los jueces federales hacen parte del poder judicial, j 
este, como los otros poderes públicos que componen el gobierno 
áe la Nación, posee las facultades implícitas necesarias para 
emplear los medios conducentes á la defensa de su existencia. 
Ei Poder Ejecutivo y cada una de las cámaras legislativas ejer- 
cen esas facultades, y no hay motivo alguno para negárselas á 
la Corte Suprema, parte principal del poder judicial. 

El Juez Federal doctor Tedin denuncia hechos que, compro- 
bados, constituirían un delito público, é impondrían á su autor 
las responsabilidades penales que las leyes establecen, cayo 
importante objeto es proteger la independencia y seguridad de 
los magistrados en el ejercicio de sus funciones, sin las que, 
puede decirse, no existe el Poder Judicial. 

En su consecuencia, dada la gravedad de esta causa y la noto- 
riedad de los hechos, es deber de la justicia promover el juicio 
correspondiente, á los efectos de ley, lo que, por otra parte, no 
compromete principio alguno. 

Por estas consideraciones, las aducidas en la vista fiscal que 
antecede, y en atención á que si bien, en ciertos casos, toda 
autoridad está facultada para reprimir por sí los desacatos de 
queesobjetOy esto no impide que para el mismo fin, pueda va- 
lerse de otros medios legales; soy de opinión que debe prece- 
derse en este asunto como indica el señor Procurador General. 

ULADISLAQ FRUS. 

T. nr 27 
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CAVSA CI.II 



D. Ricardo Vadillo contra D. Pedro J. Dachary, por construc- 
ción de una pared medianera ; sobre falta de personería y 
defecto en la demanda. 



Sumario. — 1° La falta de derecho no puede constituir la 
escepcion dilatoria de falta de personería. 

2^ La petición de construir una pared divisoria, mitad en ter- 
reno propio, 7 mitad en el del vecino, sin espresar la medida de 
esta mitad, y sin citar el artículo de la ley aplicable, pero fun- 
dada en el derecho de dominio del actor, no es defectuosa. 



Coso. — D. Ricardo Vadillo demandó á D. Pedro J. Dechary , 
cónsul oriental en el Paraná, para que se le obligara á permitir 
la reconstrucción de una pared divisoria de propiedades de 
ambos, asentándola por mitad en terreno de uno y otro. 

Después de esponer los hechos, formuló el demandante su pe- 
tición en estos términos : c En tal virtud, y en ejercicio de mis 
derechos de propietario, y por los que conñere la ley en los tí- 
tulos De las restricciones y limites del dominio y Del condomi- 
nio, Código Civil, vengo á entablar formal demanda contra el 
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espresado D. Pedro J. Dachary para qae se le obligue á permi- 
tir la construcción de dicha pared dirisoria asentando sa base 
de... centímetros (el número de estos ha sido dejado en blanco), 
mitad en su terreno y mitad en el mió, con costas, y dejando á 
salvo mis acciones por los daños y perjuicios que me ocasiona 
con su proceder irregular ». 

Acompañó el demandante una escritura pública en que cons- 
ta que él y D. Enrique A. Tabossi, compraron á D. José Aran- 
zadi una finca situada en el Paraná, calle General San Martin, 
compuesto su terreno de 22 metros 6 centimetros de frente, por 
26 de fondo, cuyos linderos se espresan, mencionándose por el 
sud á D. Pedro J. Dachary. En esta misma escritura espresan 
los compradores que adquieren la ñnca por partes iguales, per- 
teneciendo á Yadillo, la mitad qne linda con Dachary, y la otra 
mitad á Tabossi. 

Conferido traslado de la demanda, D. Ignacio Bantet por el 
demandado, opuso^ formando artículo previo, las escepciones de 
falta de personalidad en el actor y de defecto legal en el modo 
de proponer la demanda. 

Fundó la primera de estas escepciones en que no siendo Va- 
dillo, según la escritura acompañada con la demanda^ el único 
propietario de la finca, no había podido iniciar por sí solo el 
juicio, puesto que uno de los condóminos no puede tomar dis- 
posición alguna con relación á la cosa común, sino con el con- 
sentimiento de los demás condóminos. 

Fundó la otra escepcion, en qne no se espresa en la demanda, 
cual sea la cosa demandada ; y en que no se formula la peti- 
ción en términos claros y positivos, faltándose con esto, á lo 
qne ordenan los incisos 3° y 6^ del articulo 57 de la ley de Pro- 
cedimientos. 

Dijo: que hallándose en blanco el número de centímetros qne 
había de tomarse del terreno del demandado para la construcción 
de la pared, no era posible saber lo que la demanda pretendía. 
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Que además, con su referencia á títulos del Código Civil, el 
demandante no había cumplido la disposición legal que le man- 
da esponer sucintamente su derecho. 



Fallo del Jues Federal 



Paraná, Abril 27 de 1888. 

Y vistas las escepciones de Taita de personalidad en el actor 
7 defecto legal en el modo de proponer la demanda, deducidas 
como artículo previo. 

Y considerando : Que la primera se funda en que siendo Ya- 
dillo condómino con D. Enrique A. Tabossi del terreno contiguo 
al del demandado, él no ha podido entablar la acción á su solo 
nombre como dueño esclusivo, sin el consentimiento del condó- 
mino, según el artículo 2680 del Código Civil. 

Que al final de la misma escritura de venta consta que Yadi- 
lio 7 Tabossi, en el misma acto de la compra-venta, se dividieron 
el terreno comprado, quedando el primero dueño único de la mi- 
tad lindante con el demaudado Dachar7, por lo que esta escep- 
cion carece de fundamento. 

Que por otra parte, la cuestión de si el actor tiene ó no el do- 
minio exclusivo que se atribu7e, afectando el fondo de la cues- 
tión principal, no puede ser objetado por una escepcion mera- 
mente dilatoria. 

Que respecto de la segunda, la petición formulada en el párra- 
fo 5® de la demanda, fundada en los derechos que confiere la le7 
en los títulos del Del dominio v Restricciones al dominio (Cód. 
Civil), de que se obligue á Dachar7 á permitir la reconstruc- 
ción de la pared divisoria asentando su base por mitad en am- 
bos terrenos, es bien determinada 7 clara sin que sea necesario 
establecer los centímetros que debe ocupar de cada uno, pues re- 
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fíriéndose el pedimento á las disposiciones legales y estando por 
estas determinada la estension de terreno que los conTecinos de- 
ben ceder para asiento de las paredes medianeras, es innecesario 
repetirlo en el memorial ; aparte de que en el presente caso no 
se trata de una reivindicación de cosa determinada, sino de la 
declaración de un derecho. 

Que por lo demás el título ó derecho en que se basa la deman- 
da, ha sido también claramente espuesto por el actor al decir 
que es propietario en pleno dominio del terreno contiguo al del 
demandado, y que como tal pide se le permita reconstruir la pa- 
red limítrofe, en conformidad á los derechos que le acuerda 
la ley. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á las escepciones 
propuestas, debiendo contestar el traslado pendiente, con costas. 
Hágase saber y repónganse los sellos. 

T.Pinto, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 8 de 1888. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma, con costa, el auto 
apelado de foja veintisiete vuelta, y devuélvanse previa reposi- 
ción de isellos. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — ULADIS- 
LAO frías. — FEDERICO IBAR- 
GtiREN. — SALUStTANO J. ZA- 
VALU. 



422 FiLLLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAVSA crin 



D. Antonio Santa María contra la Municipalidad del Rosario, 
por cumplimiento de contrato ; sobre defecto en la deman- 
da é incompetencia. 



Sumario. — i^ El demandado puede acamular en la deman- 
da diversas acciones, no siendo estas contrarias entre sí. 

2® La incompetencia de la justicia federal para entender en 
las cuestiones sobre impuestos provinciales ó municipales, sin 
ventilar su constitucionalidad^ se entiende para el caso en que se 
traen ante ella aisladamente, y no en conexión con otras que 
pertenecen, como principales, al fuero federal. 



Caso. — D. Antonio Santa María, empresario del alumbrado 
á gas en la ciudad del Rosario, se presentó ante el Juzgado Fe- 
deral quejándose de que, pendiente aún el término del privile- 
gio que la Municipalidad le había acordado en el contrato de 
concesión, esta Corporación había autorizado el establecimiento 
de otras empresas de la misma naturaleza, y le exigía el pago 
del impuesto de patentes. En virtud de esto, demandó á la Mu- 
nicipalidad para que obligándosele al cumplimiento del contra- 
to, se le declarase obligada á respetar el privilegio 6 á pagar 
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los daños y perjuicios ; y libre al demandante de todo impues- 
to local, según lo estipulado en el mismo contrato. 

Conferido traslado de la demanda, el representante de !a 
Municipalidad, sin contestarla, opuso la escepcion de defecto 
legal en el modo de proponer aquella, y la de incompetencia del 
Juzgado para resolver respecto del impuesto. Para fundar la 
primera, dijo : que ella era procedente, por cuanto en la deman- 
da se acumulaban indebidamente dos acciones de naturaleza di- 
versa : la que se refería á la duración del privilegio, y la que se 
refería á la exención de impuestos. 

Que la incompatibilidad deesas acciones era indudable, desde 
que bien podía suceder que se declarase oportunamente funda- 
da una de ellas é infundada la otra. 

Que no puede decirse que es á consecuencia de la caducidad 
del privilegio, que se cobra el impuesto, porque la municipali- 
dad sostiene que la empresa no ha estado exenta de él, lo que 
demuestra que las dos cuestiones involucradas en la demanda, 
deben ventilarse y discutirse por separado. 

Respecto de la otra escepcion, dijo: que la justicia nacional 
no era competente para conocer en demandas sobre impuestos 
provinciales 6 municipales ni para estorbar su percepción, 
mientras que la ley que los establezca no sea declarada incons- 
titucional por los trámites y por quien corresponda, como lo te- 
nía declarado V. E. en varios fallos (Serie 1% t. 9®, pág. 219 ; 
Serie 1% t. 8^ págs. 133 y 207). 



Fallo del Jaes Federal 



Rosario, Octubre 2 de 1888. 

Y vistas las escepciones deducidas, por defecto legal en el mo- 
do de proponer la demanda é incompetencia del tribunal en lo 
que esta se refiere al impuesto cobrado por la Corporación Mu- 
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nicipal á la Empresa del gas, fondadas: la primera, en razón de 
haberse acumulado en nna sola acción, dos distintas, que por su 
naturaleza se dice ser contradictorias, siendo la una sobre la 
duración del privilegio concedido por la Municipulidad á la 
empresa, y la otra sobre el cobro del impuesto á la misma, agre- 
gándose para la segunda, no ser competente la jurisdicción na- 
cional para entender en las demandas sobre el cobro ó percep- 
ción de impuestos provinciales ó municipales, mientras no se 
debata su constitucionalidad. 

Y considerando: V Que es un principio general de procedi- 
miento consagrado por el artículo 58 de la ley nacional de 14 
de Setiembre de 1863, el de que « puede el demandante acumu- 
lar todas las acciones que tenga, siempre que no sean contra- 
rias entre sí (concordante con el art. 14, ley nacional de Proce- 
dimientos). 

2^ Que según se desprende de la demanda, la acción ejercita- 
da por la empresa demandante, es aquella que en derecho se 
clasifica de ex contracto. 

3^ Que dicha acción tiene por objeto principal traer á la discu- 
sión y al fallo del Juez una 6 todas las convenciones, que en con- 
junto forman el contrato del que surge la acción que se deduce. 

4^ Que teniendo aquella así esa estension jurídica y aún ra- 
cional, bien ha podido el demandante involucrar en su demanda 
referente á la existencia del privilegio para el alumbrado á gas, 
el de cualesquiera de las otras cláusulas enunciadas en el con- 
trato de foja 1, que creyese en su concepto, haber sido viola- 
das, como es aquella del artículo 20, de esa misma convención, 
que alude á los impuestos y que forma la segunda parte de la 
acción predicha. 

5** Que si bien es cierto, que la justicia nacional es incompe- 
tente para entender en los juicios que versen sobre impuestos 
provinciales 6 municipales, esa incompetencia debe entenderse 
para el caso en que, sin ventilarse la constitucionalidad ó in- 
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constítacionalídad de esos impaestos, esa cuestión se trajera 
ante ella de ana manera aislada, sin vinculación alguna con 
otras cuestiones que, por su origen, llevaran en sí el fuero fede- 
ral, formando parte de un todo sujeto á su jurisdicción, en su 
calidad de principal y accesorio, como sucede en un contrato 
complexo, como el presente, y llevado á cabo entre una per- 
sona jurídica civil (la municipalidad) y otra de existencia visi- 
ble (la empresa del gas) no teniendo por lo tanto, privilegio al- 
guno, y que están por el contrario, sometidas ala jurisdicción 
general. 

6** Que por otra parte, no existe ley alguna, ni razón atendi- 
ble, para imponer á una de las partes contratantes en una con- 
vención, la obligación 6 la necesidad de hacer tantas demandas, 
cuantas faltas ú obstrucciones creyese ver en el cumplimiento 
del contrato celebrado, y por las cuales creyese así mismo tener 
derecho á quejarse ante la justicia respectiva, pues tal ley ven- 
dría á chocar flagrantemente contra la equidad y los principios 
inconcusos de la justicia intrínseca. 

7^ Que por último, aún dado el caso de no existir, ó no ser 
exacto lo consignado en los dos considerandos anteriores, ten- 
dríamos siempre la procedencia de la declaratoria de incompe- 
tencia, que el tribunal podría pronunciar en cualquier estado 
del juicio (fallo déla Suprema Corte que se registra en la serie 
1^, t. 2^, pág. i 77), ó en la sentencia definitiva, sóbrela parte 
de la demanda que no corresponda á su jurisdicción, y deba, 
por consecuencia rechazarse, quedando así de todas maneras sal- 
vado el derecho de la parte y la corrección del procedimiento. 

Por tanto, se declara no haber lugar á las escepciones de- 
ducidas, con costas, debiendo la Municipalidad contestar dere- 
chamente la demanda. Hágase saber con el original, repónga- 
se el sellado y actúe el pro-Secretario del Juzgado: 

G. Escalera y Zuviria. 
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Fallo de la Saprema Corte 

Buenos Aires, Noviembre 8 de 1888. 

Vistos : por sas fandamentos, se confirma con costas el au- 
to apelado de foja cuarenta y siete, y devuélTanse previa re- 
posición de sellos. 

benjamín YICTORICA — ULADISLAO 
FRUS. — FEDERICO IBARGÚREN. 
— SALUSTIANO J. ZAYALU. 



CAUSA ClilT 



Los Doctores Don Vicente Chas y Don Enrique Martínez, con- 
tra el representante de la Compafíia Telefónica , por cobro de 
honorarios ; sobre incompetencia. 



Sumario. — Las compañías anónimas, para los efectos del fue* 
ro, son consideradas como de nacionalidad argentina. 



Caso. — En el juicio por cobro de honorarios seguido por los 
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Doctores Chas y Martínez, argentinos, contra el representante 
de la Compañía Telefónica, se dictó el siguiente 



Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Mayo 30 de 1888. 

Vistos : estos autos seguidos por los Doctores Don Yíceute 
Chas y Don Enrique Martínez, contra Don Adolfo Fels, como 
representante de la compañía cTJnion Telefónica del Rio de la 
Plata » (limitada), por cobro de la cantidad de seis mil pesos 
fuertes oro, procedente de honorarios profesionales. 

Resulta de autos : i^ Que los servicios que cobran los de- 
mandantes han sido prestados á la compañía € Telefónica del 
Rio de la Plata», y en nombre de la misma los ha reconocido 
Don Mateo Forrester, diciéndose representante de ella. 

^ Que la demanda se ha dirijido contra la compañía que re- 
presenta Fels, por la cantidad espresada, con deducción de la suma 
de mil trescientos ochenta y cuatro pesos fuertes, con cuarenta 
y ocho centavos, entregados á cuenta por M. Forrester y C% á 
mérito de haber dejado de existir la compañía representada por 
este último, por trasmisión de todos sus derechos activos y pa- 
sivos, á otra compañía representada por Don Frank M. Jones, 
denominada compañía c Telefónica Continc^ntal >, la que se 
refundió del mismo modo, en la c TTnion Telefónica del Rio de 
la Plata >, representada por Fels. 

3® Que este al pedir el rechazo de la demanda, alega en su de- 
fensa (f. 70) : Que la c Union Telefónica >, jamás ha convenido 
nipensado hacerse cargo de las deudas que pudiera tener en la 
República la compañía Continental y mucho menos la compa- 
ñía cTelefónica del Rio de la Plata», representada en esta ciudad 
por los señores M. Forrester y C* ; que con relación alo conveni- 
do con los Doctores Chas y Martínez, se reducía á que hallan- 
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doseenla Aduana dos cargamentos de alambre, en la época en 
que pasaron las existencias de la compañía Telefónica del Bio de 
la rlata, & la Continental, cedente á su vez de la cXJníon Tele- 
fónica», el señor Jones que tenía poderes de las dos últimas, 
escribió á M. Forrester y C* (representantes que habían sido de 
la primera)^ una carta en la que les manifestaba á nombre de la 
cTJnion Telefónica», que se reconocía responsable hacía los Doc- 
tores Chas 7 Martínez, por las mercaderías del Pascal y Strabo 
ó bien por su valor fijado en seis mil pesos fuertes, después que él 
hubiese recibido dichas mercaderías y en el caso que la compa- 
ñía Continental de Boston se negare á pagarles sus honorarios 
legales, cuyo compromiso nacía de que en la fecha de su cele- 
bración (Junio 18 de i883), hallábanse dos cargamentos de 
alambre en la Aduana que habían venido consignados á la com- 
pañia «Telefónica del Bio de la Plata», cuya extracción parecía que 
iba á dar lugar á una cuestión por el derecho prendario que de- 
cían tener los señores M. Forrester y C', para garantirse con 
ellos de las acciones de los Doctores Chas y Martínez, cuyos ser- 
vicios profesionales habían utilizado ; que ese convenio consul- 
tó además otra dificultad pendiente entre la compañía Continen- 
tal y la compañía cTelefónica del Bio déla Plata», sobre cuál de 
las dos debía abonar este crédito, para cuya solución se acordó 
recabar de la primera una declaración sobre si estaba ó no dis- 
puesta á abonarlo, de modo que solo después de hecha esta mani- 
festación podrían los señores M. Forrester y C% y no los Doc- 
tores Chas y Martínez, pedir á la cXJnion Telefónica» el cumpli- 
miento de su promesa, y aún entonces, sería preciso que se hubie- 
ra cumplido la otra condición, esto es, la entrega de los carga- 
mentos por Pascal y Strabo, lo que no había tenido lugar hasta 
ahora, á consecuencia de embargos decretados á instancia de 
Don Walter S. Beyser, representante de la primitiva compañía 
«Telefónica del Bio de la Plata». 
4^ Que abierta la causa á prueba para que se justifique la res- 
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ponsabilidad de la compañía demandada por las deudas de la que 
representó Don M. Forrester, se ha producido la que espresa el 
certificado corriente á foja 141, consistente en la carta de foja 
82, emanada de Jones, que no tiene pertinencia á la cue&tion, 
la declaración del testigo Meecks, sucesor de la firma de M. 
Forrester y C, en igual condición en cuanto se refiere á los pun- 
tos del interrogatorio de foja 94, y los certificados que se en- 
cuentran entre foja 98 y 118. 

Y considerando: 1^ Que el documento de foja 1, con que se 
ha instruido la demanda, constata una obligación contraida por 
la compañía fTelefónica del Rio de la Plata», cuyos derechos ac- 
tifos y pasivos se dice fueron trasmitidos á la que representó 
DonFanckM. Jones, contra quien se dedujo primeramente la 
demanda (f. 2), dirijido después en el escrito de foja 49^ contra 
Don Adolfo Fels, alegándose que la representación de la parte 
demandada, ya no la ejercía Jones sino este último. 

2° Que negada por Fels la responsabilidad de la compañía 
que el representa, denominada «TJnion Telefónica», por deudas ú 
obligaciones contraídas por la qué representaron durante algún 
tiempo bajo el nombre de compañía «Telefónica del Rio de la 
Plata», los señores Mateo Forrester y C*" en cuyo nombre aparece 
Don M. Forrester, individualmente, reconociendo la obligación 
contenida en el documento de foja 1, incumbía álos actores la 
prueba del hecho jurídico, cesión de derechos activos y pasi- 
vos, fusión ó continuación déla misma entidad moral bajo dis- 
tinto nombre, que constituya á la compañía demandada en suce- 
sora de la obligación y la haga por lo tanto, pasible de la acción 
deducida, conforme al principio consignado en la ley 1^, título 
14, partida 3". 

3^ Que haciendo á un lado la carta de f... y la declaración del 
testigo Meecks, que como se ha dicho, no tienen relación con 
el punto capital de la cuestión, los demás certificados extraídos 
de diversos espedientes en que aparece interviniendo Jones, 
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ejercitando derechos pertenecientes á la compañía «Telefónica 
del Rio de la Plata», que representa M. Forrester y C**, están 
muy lejos de constituir una prueba jurídica clara y concluyente 
de la trasmi&ion de derechos activos y pasivos de aquella com- 
pañía ala «Union Telefónica» que regentea Fels, operada directa- 
mente, ó por intermedio de la compañía Continental, pues en to- 
dos esos actos solo se vé sn acción, en relación con la adquisi- 
ción de materiales que pertenecieron á la primera, en lo qne 
coincide con las manifestaciones hechas por el representante de 
la compañía demandada. 

4^ Que tratándose de una responsabilidad de tanta magnitud 
como la que pretende establecerse sobre la «IJnion Telefónica», 
no tanto por el objeto de la presente demanda, como por las con- 
secuencias que tendría para aquella empresa la declaración de 
sn responsabilidad por obligaciones de la extinguida compañía 
«Telefónica del Bio de la Plata», es necesario que su derecho su- 
cesorio se halle establecido de un modo incontrovertible, con to- 
dos aquellos caracteres que la ley exige para que los derechos 
de terceros sean eficaces contra el sucesor^ lo que ciertamente 
no resulta de los espresados certificados. 

5^ Que no habiéndose demostrado la naturaleza del acto ju- 
rídico en virtud del cual se ha operado la trasmisión de los de- 
rechos de la compañía «Telefónica del Rio de la Plata», ala 
«TJnion Telefónica» ó bien que este hecho haya consistido en un 
simple cambio de nombre, lo que por otra parte es inadmisible, 
pues en la misma demanda se dice que la primera se disolvió, lo 
que presupone una nueva y distinta compañía, debe estarse á lo 
afirmado por la parte demandada, esto es que la cesión se limi- 
tó á aparatos y materiales telefónicos, de modo que se halla en 
el caso de un simple sucesor particular, solo responsable por 
las obligaciones de su causante respecto de las que lo representa 
con la cosa trasmitida, conforme á lo dispuesto en el artículo 
3266 del Código Civil. 



I 



DE JUSTICIA NACIONAL 431 

6^ Que para eyitar dadas ó interpretaciones sobre el alcance 
7 efectos jurídicos de una cesión con relación á terceros, el artí- 
culo 1454 del CMigo Civil, ha dispuesto que toda cesión sea he- 
cha por escrito bajo pena de nulidad cualquiera que sea el valor 
del derecho cedido, lo que no se ha insinuado siquiera en la de- 
manda, circunstancia que concurre á robustecer la añrmacion de 
la parte demandada, de que solo adquirió de la compañía estin- 
guida, objetos determinados. 

7^ Que por consiguiente, con relación al derecho reclamado 
por los demandantes, debe estarse únicamente al convenio confe- 
sado por la «TJnion Telefónica», en el cual fija su posición jurídica 
con respecto al crédito de aquellos, una vez que se cumplan las 
condiciones de recibirse de los cargamentos de alambre deposi- 
tados en la Aduana, y se constate la negativa de la compañía 
Continental de Boston á pagar dicho crédito. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo á Don Adolfo Fels, 
como representante de la compañía «TJnion Telefónica», de la de- 
manda interpuesta á f... por los señores Chas y Martínez, sien- 
do á cargo de estos, las costas causadas. 

Virgilio M. Tedin. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 31 de 1888. 

Suprema Corte : 

Esta causa versa entre los Doctores Chas y Martínez, argen- 
tinos y vecinos de esta capital, según es de notoriedad, y la com- 
pañía anónima telefónica del Rio de la Plata, argentina tam- 
bién y vecina de la misma capital, álos efectos del fuero, cual- 
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quiera que sea la nacionalidad de los que la componen, según el 
artículo 12 de la conocida ley de jurisdicción y competencia. Su 
conocimiento no correiponde, por consiguiente, á la justicia fe- 
deral sino á la de la Capital, que se equipara para el efecto, á 
las de provincia. 

Sírvase V. E. así declararlo. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprana Corte 

Buenos Aires, Noviembre 10 de 1888. 

Vistos : de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y atento lo dispuesto por el artículo noveno 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales fe- 
derales, declárase incompetente á la Justicia Nacional, para co- 
nocer en esta causa, y sin efecto, en consecuencia, la sentencia 
apelada, de foja ciento sesenta y seis. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín VIGTORICA. — ULADISLAO 
frías. — FEDERICO IBARGCREN. — 
G. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
J. ZA VALIA. 
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CAVSA CI.V 



Doña Jacinta Y. de Videla, contra Don José Manuel Moreno ; 
^ sobre rendición de cuentas. 



Sumario, — 1^ No puede imponerse la obligación de rendir 
cuenta de un encargo concluido desde casi 25 años, y del cual 
existen sobrados elementos de inducción para establecer que se 
rindió cuenta á su conclusión. 

2® El nombramiento de un nuevo mandatario para el mismo 
negocio, produce la cesación del primero. 

3^ El haber otorgado ese mismo dia el antiguo mandatario 
un documento en que reconoce á favor de la administración una 
suma de dinero existente en su poder, el haber verificado dos 
dias después un balance firmado por el mandante, en que se 
consigna á favor de la administración esa misma suma, y ol 
haber el mandante recibido del mandatario con posterioridad 
idéntica suma, con intereses, declarando en documento escrito 
que con esa fecha quedaban arregladas todas sus cuentas con 
él, prueban con evidencia que el mandatario rindió cuentas de 
su administración y el mandante las aprobó. 



Caso. — Lo refiere el 

Fallo del Jaea Federal 

Buenos Aires, Junio 15 de 1888. 

Y vistos estos autos promovidos por Don José Maria Yidela, 

T. ly 28 
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en representación de su señora madre Doña Jacinta Yidela de 
Yidela, contra Don José Manuel Moreno, sobre rendición de 
cuentas. 

Resulta: 1° Que en Junio del año 1885 se presentó al Juzgado 
Don José María Yidela, esponiendo que, al fallecimiento de su 
padre Don Ignacio Yidela Lima, acaecido en San Juan el año 
1861, su hermano político, Don José Manuel Moreno, entró en 
la administración de todos los bienes dejados por el causante en 
distintos puntos de la República, habiendo, desde antes, 
administrado un establecimiento de campo, situado en la pro- 
vincia de Santa Fé, poblado con hacienda vacuna, lanar y yegua- 
riza; que Moreno había administrado los bienes de la testamen- 
taría, como apoderado de la viuda de Yidela, primero, y des- 
pués, representándola, además, en su carácter de tutoray cura- 
dora de sus hijos menores, sin haber rendido cuentas hasta la 
fecha, debido á la conñanza que se tenía en una persona tan ín- 
timamente ligada á la familia; que los poderes que sirvieron á 
Moreno para esa larga administración, le fueron otorgados en 
San Juan, en el registro del Escribano Aubone, los que serían 
presentados en la debida oportunidad, si el hecho fuese negado; 
que fundado en estos antecedentes, y habiendo esperado inútil- 
mente la presentación de las cuentas de dichas administracio- 
nes, venía á entablar formal demanda contra Moreno para que 
rinda cuenta de la administración del establecimiento de 
campo que el causante poseyó en Santa Fé, y de la adminis- 
tración de los bienes que les fueron adjudicados á ella y á sus 
hijos, como herederos de Don Ignacio Yidela Lima, en el tér- 
mino que prudencialmente se le designe. 

2^ Que el demandado contestó el traslado de la demanda, ale- 
gando en su defensa: 1° Que no era cierto que Don Ignacio Yi- 
dela Lima le hubiese conferido en vida de él la administración 
de un establecimiento de campo en la provincia de Santa Fé, 
no habiendo tenido allí establecimiento alguno, sino unos ter- 
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renos de pastoreo, para poblar los cuales le dio encargo de 
comprar haciendas^ Tacana y lanar, y atenderla los gastos que 
demandara el cuidado de las mismas, como ser pago de capataz 
y peones, y compra de los útiles necesarios^ recibiendo para esto 
algún dinero, que f aé invertido en estos objetos, y supliendo 
con su propio peculio lo que faltaba ; y cuando murió el señor 
Yidela, presentó á sus herederos la cuenta de lo recibido y gas- 
tado, habiendo la señora de Videla, que en su carácter de viuda 
y albacea representaba á la sucesión, abonádole el saldo á su 
favor por el que fué otorgado su correspondiente recibo; que esa 
estancia, con sus existencias, fué adjudicada á su esposa doña 
Jacinta Videla, en la cuenta particionaria que fué aprobada por 
el juez de la testamentaría; que, por consigaiente, de ese encar- 
go no tenía que rendir cuentas: l'^ porque hacía más do 22 años 
que la rindió á quien correspondía; 2*" porque desde el día en 
que cesó su encargo habían transcurrido más de 24años, de modo 
que esa obligación, en caso de no haberse cumplido, se habría 
extinguidopor la prescripción; y 3^ porqae la demandante no 
era ya representante de la sucesión, y si se conservase subsisten- 
te la obligación, no sería ella quien tendría derecho á pedir su 
cumplimiento; que en cuanto á la segunda parte de la demanda, 
era exacto que la señora de Yidela le confirió los poderes de 
i862y i865, pero ninguno de ellos en su solo nombre, sino en 
su calidad de albacea y totora y curadora de sas hijos, el pri- 
mero, y el segundo, como ya había cesado en el cargo de alba- 
cea, por sí y por sus espresados hijos, no habiéndosele conferido 
aingun otro; que la testamentaría de Yidela tenía bienes mue- 
bles, inmuebles y semovientes, habiendo intervenido perso- 
nalmente la viuda, y del mismo modo recibido y tomado pose- 
sión de los que le correspondieron á ella y á sus pupilos, no 
entregándosele para administrar sino los documentos á cobrar 
y un dinero que se hallaba en Buenos Aires ; que esta adminis- 
tración terminó en Enero del año 1870, en virtud del poder gene- 
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ral, que, en ese mismo año y mes, y para ser relevado de ella, 
otorgó á favor de Don Rafael S. Igirzabal, por cuyo motivo, en 
esos mismos dias, presentó á la señora de Yidela su rendición 
general de cuentas, las que merecieron su completa aprobación, 
entregándole junto con los libros, todos los documentos á cobrar 
que se hallaban impagos, las propiedades recibidas en pago, y 
un documento por el dinero que quedaba en su poder, el cual le 
fué asimismo abonado, tan luego como la señora llegó á Bue- 
nos Aires, en Agosto de .i 870, quien le otorgó el recibo de chan- 
celación, acompañado áf..., de que es copia fiel el testimonio de 
foja 13, en el que establece que en esta fecha quedan arregla- 
das todas las cuentas entre la demandante y el demandado ; que 
por consiguiente, á esta parte de la demanda, debía oponer, pri- 
mero, que ]a obligación de rendir cuenta como mandatario, en 
virtud de esos poderes, había sido satisfecha; y segundo, que si 
no lo hubiera sido, estaría extinguida por la prescripción, pidien- 
do en su mérito el rechazo, con costas, de la acción deducida. 

3° Que la causa fué recibida á prueba por auto de f...para 
que se justifique que Moreno había administrado bienes de la 
demandante hasta 1881 ; y de la administración que este ejer- 
ció hasta 1870, que había rendido las respectivas cuentas, con 
cuyo motivo el demandado presentó el escrito de foja 44, obser- 
vando que el primer punto no había sido objeto de la demanda, 
ni tratádose en la contestación, pues aquella se había referido 
á la administración de un establecimiento de campeen Santa Fé 
y ala de los bienes que correspondieron á la demandante y sus 
hijos menores, de la testamentaría de Don Ignacio Yidela Lima; 
que si se hubiese formulado cargo de que administró bienes de 
la demandante, desde 1870 hasta 1881, exigiéndosele rendición 
de cuentas de esa administración, habría manifestado que aun- 
que cesó en 1870 de ejercerla administración que tuvo en vir- 
tud de los poderes de 1862 y 1865, de bienes pertenecientes á la 
señora y á sus hijos, prestó á la primera servicio» en encargos 
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aislados, que en forma privada, le faé dando para cobranzas de 
distintos géneros hasta 1881, de los cnales, así como de intereses 
que le debía, por sumas que le prestó, le dio aquella recibo de 
chancelación, declarando arregladas sus cuentas antes de ausen- 
tarse 61 para Europa el citado año de 1881 . 

Y considerando : 1° Que después de este incidente, á mérito 
del cual el Juzgado declaró que la prueba debía comprender to- 
dos los puntos controvertidos, la cuestión ha quedado planteada 
en los siguientes términos : 1° rendición de cuentas de la admi- 
nistración de un establecimiento de campo ubicado en la pro- 
vincia de Santa Fé, que le fué confiada al demandado por Don 
Ignacio Yidela Lima ; ^ rendición de cuentas de la administra- 
ción de los bienes heredados por la demandante y sus hijos me- 
nores, por fallecimiento del espresado Don Ignacio Yidela Li- 
ma, cualquiera que sea su naturaleza y ubicación, que ejerció 
en virtud de los poderes otorgados por aquella en 1862 y 1865 ; 
los cuales, según esta misma reconoce en su escrito de foja 52, 
determinan el objeto y alcance de la demanda. 

2^ Que en cuanto al primer punto, la parte actora, no ha 
presentado prueba alguna concluy ente deque su causante Don 
Ignacio Yidela Lima hubiese conferido mandato alguno á More- 
no para administrar el establecimiento de campo á que se re- 
fiere, y si bien este ha confesado al contestar la demanda, que 
recibió encargo del espresado Yidela para comprar haciendas, 
destinadas á poblar ese establecimiento y hacer los gastos nece- 
sarios con ese objeto, sobre cuyo punto concuerdan los hechos 
mencionados por los testigos de la demandante, lo que hace más 
verosímil esa confesión, no se infiere de allí que Moreno haya 
tenido la administración del establecimiento en la estensionque 
aquella le atribuye, esto es, percibiendo frutos y rentas de que 
haya debido rendir cuentas, ni tampoco de las espresiones conteni- 
das en las cartas presentadas, las que pueden esplicarse satisfacto- 
riamente por los mismos encargos conferidos á Moreno, y por los 
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estrechos vínculos qae unían al remitente con el destinatario.^ 
3^ Que al contestar la demanda, manifestó Moreno que cuan- 
do ocurrió el fallecimiento de Don Ignacio Videla Lima, se apre- 
suró á presentar á sus herederos la cuenta correspondiente á 
esos encargos, recibiendo de la viuda y albacea el saldo resul- 
tante á su favor, j si bien sobre este hecho no se ha producido 
la prueba directa, hay acumulados en autos sobrados elemen- 
tos de inducción, que autorizan á establecer la verdad de él : es 
el primero la manifestación jurada, hecha por la viuda de Vi- 
dela Lima, de que instruye el certificado de foja 87, de los bie- 
nes, créditos y acciones, pertenecientes á la testamentaría de 
este, entre los que figura el establecimiento de Santa Fé, con 
todas sus existencias, no haciéndose mención alguna de créditos 
ó acciones pendientes de la rendición de cuentas; es el segundo, 
la adjudicación del mismo establecimiento, con todas sus exis- 
tencias, á la esposa de Moreno, sin reserva ni cargo alguno, por 
saldos ó acciones dependientes de la referida rendición de cuen- 
tas; es el tercero, el silencio guardado por la demandante sobre 
este punto, al impugnar en el escrito de foja 37 el de contesta- 
ción á la demanda, no obstante haberlo hecho respecto de la se- 
gunda rendÍQÍon de cuentaís; y por último, el trascurso de casi 
veinte y cinco años, desde la época en que Moreno dice haber 
rendido esa cuenta, hasta la fecha en que se le ha demandado 
judicialmente para ello. 

4° Que esta iiltima consideración es bastante, á los ojos de la 
ley, para repeler cualquier acciona su respecto, autorizando al 
demandado á oponer la escapcion de prescripción, con arreglo á 
lo dispuesto en los artículos 4023 y 4051 del Código Civil, aún en 
la hipótesis deque ninguna cuenta se hubiese rendido, pues des- 
de el fallecimiento de Don Ignacio Yidela Lima, que confirió el 
encargo ó mandato, acaecido el 17 de Setiembre de 1861, segnn 
lo ha confesado la demandante, en cuya fecha terminó el referido 
encargo ó mandato, en virtud de lo dispuesto en los artículos 
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1963, inciso 3®, y 1981 del Código citado, y desdóla vigencia de 
este último hasta la fecha de la demanda, ha transcurrido con 
esceso el tiempo uecesario]para la prescripción de la acción per- 
sonal de rendición de cuentas. 

Considerando, en cnanto al segundo punto : 5® Que los testi- 
monios de los poderes otorgados por la señora de Yidela, en 1862 
y 1865, en que se basa la demanda, corrientes á fojas 292 vuel- 
ta y 297, establecen que el mandato conferido á Moreno, lo fue- 
ron : el primero^ en su carácter de albacea y como tutora y cu- 
radora de sus hijos menores; y el segundo, después que cesó en 
el referido cargo de albacea por la liquidación definitiva de la 
testamentaría ,en que la ejerció por si y con^o tutora y cura- 
dora de sus hijos menores, no habiéndose alegado ni probado 
que se le haya conferido otro mandato general ó especial, con 
relación á bienes propios ó particulares de la demandante, de 
modo que esos poderes son, como se ha dicho, los que fijan el ob- 
jeto y alcance de la demanda. 

6"" Que el testimonio de poder corriente de fojas 299 á 302, 

demuestra que, con fecha 19 de Enero de 1870, Doña Jacinta Yi- 
dela otorgó poder general amplio, amplísimo, á favor de Don Ra- 
fael S. Igarzabal, con libre, franca y general administración 
de todos sus bienes, de cualquier clase que sean, sin limitación 
de ningún género, ni de cosa alguna, estando, por consiguiente, 
comprendidas en este mandato todas las facultades que le fue- 
ron conferidas á Moreno en 1862 y i 865. 

7° Que según el artículo 1917 del Código Civil, el nombra- 
miento de un nuevo mandatario para el mismo negocio, produ- 
ce la revocación del primero, desde el dia en que se le hizo saber 
á este, y según el artículo 1976, la procuración general dada á 
otra persona, deroga la especial, cuando comprendiere en su ge- 
neralidad el negocio encargado en la procuración anterior, sien- 
do, por lo tanto, incuestionable que el mandato conferido á Mo- 
reno terminó el 19 de Enero de 1870. 
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8^ Qne así lo debieron comprender las mismas partes, pues 
el documento de foja 105, del cual se hizo mención en la con- 
testación á la demanda y cuja exhibición ha sido provocada 
por la demandante (f . 39), no pudiendo por esta razón oponerse 
á su admisión, so pretesto de haberse presentado fuera de la 
oportunidad que prescribe el artículo 10 de la ley de procedi- 
mientos nacionales, revela que el mismo dia en que se nombró 
nuevo apoderado en la persona del señor Igarzabal, Moreno re- 
conoció por escrito la existencia en su poder de la suma que él 
espresa, perteneciente á la demandante y á sus hijos menores, 
que evidentemente no podía tener otra procedencia que la de la 
administración ejercida^ como no se ha demostrado que la tu- 
viera, aunque se haya insínnado lo contrario. 

9^ Qne además, dos dias después de los actos enunciados, 
aparece qne Moreno presentó á la señora de Yidela el balance 
que obra al folio... del libro de cuentas agregado^ de los bienes 
hereditarios pertenecientes á ella y á sus hijos menores, y de 
las existencias en esa fecha, estando firmado por ella, segnn 
lo ha confesado al absolver las posiciones de f..., loque importa 
prestarle su conformidad, para lo cual es lógico suponer que 
medió la correspondiente rendición de cuentas detallada, de 
cada una de las partidas que la constituyen, y que por el mismo 
hecho quedaron aprobadas. 

10° Que esta conclusión se robustece aun más, adquiriendo 
el carácter de una evidencia jurídica, en presencia del documen- 
to original, depositado en este Juzgado, de qne es copia el docu- 
mento de foja 13, cuya autenticidad ha sido debidamente esta- 
blecida por la confesión, y en el cual la señora de Tidela recono- 
ce haber recibido, en el mes de Agosto de 1870, la suma á que se 
refiere el de foja 105, y consignad balance, con los intereses 
devengados, agregándose en él, que en esa fecha, 5 de Agosto de 
1870, quedaban arregladas todas sus cuentas con Moreno, cuya 
espresion no podía referirse sino á la cuenta de los bienes admi- 
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nistrados en virtud de los poderes de 1862 y 1865, puesto que 
la cantidad recibida pertenecía á esos bienes, según se ha esta- 
blecido por el documento de foja 105 y el balance suscrito por 
la demandante. 

11® Que esta serie sucesiva de tres actos distintos y perfecta- 
mente correlativos entre sí, relacionados con la administración 
ejercida por Moreno, en virtud de los poderes antes menciona- 
dos, no dejan lugar á la menor duda del punto de vista legal: 
1® deque por el mandato conferido á Igarzabal el 19 de Enero 
de 1870, las partes entendieron quedaba concluido el de aquel; 
2® que Moreno presentó las cuentas de su administración, reco- 
nociendo el saldo resultante á favor de los mandantes ; y 3® que 
esas cuentas fueron esplícitamente aprobadas por quien debía y 
tenía la facultad de hacerlo. 

12® Que la circunstancia enunciada, de que la señora de Yi- 
dela firmó esos documentos y todos los que le presentaba Mo- 
reno sin imponerse de su contenido^ en vista de la confianza 
que en él tenía, en nada altera su eficacia jurídica que por sí 
mismos ó por ministerio de la ley estaban destinados á produ- 
cir, desde que la demanda no tenía su fundamento en vicios de 
consentimiento, ni tiene por objeto anular esos actos ó rectifi- 
carlos, si no hubiesen sido conformes ala verdad de los hechos, 
debiendo en la hipótesis de ser ciertas tales afirmaciones, que 
por otra parte ninguna prueba tienen en su apoyo, imputarse á 
sí misma las consecuencias, conforme á lo dispuesto en los artí- 
culos 903 y 904 del Código Civil. 

13® Que admitiendo, por vía de hipótesis, que las cuentas de que 
se trata no hubieran sido rendidas, habiéndose establecido que el 
mandato conferido á Moreno terminó legalmente en Enero de 
1870, la acción para exigirlas se habría prescrito con arreglo á lo 
dispuesto en los artículos 4023 y 4051 del Código Civil, por haber 
transcurrido más de diez años desde que concluyó el mandato y 
aún desde la vigencia del Código hasta la fecha de la demanda. 
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14° Que si bien por la prueba rendida por la demandante, se 
ha tratado de demostrar la intervención directa de Moreno en 
actos relacionados con bienes de la demandante hasta el año de 
i 88i, claramente se vé por la misma prueba y demás anteceden- 
tes acumulados en autos, que ellos ninguna atingencia tienen 
con la relación jurídica creada por los poderes de i862 j 1865, 
y terminada legalmente por la constitución de un nuevo manda- 
tario, pudiendo lógicamente atribuirse á comisiones ó encargos 
particulares confiados á Moreno, en vista de los vínculos que le 
unía con la demandante, de cuyos actos, así como de las defensas 
opuestas por el demandado, no tiene que ocuparse el Juzgado, 
por no haber sido materia de la litis-contestacion . 

Por estos fundamentos, fallo : absolviendo á Don José Ma- 
nuel Moreno de la demanda interpuesta á f. 5, imponiendo asa 
respecto perpetuo silencio á la parte actora, con costas. 

Notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de Im ftupremm Corte 

Buenos Aires, Noviembre 10 de 1888. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cuatrocientos trece ; y devuélvanse, pre- 
via reposición de sellos. 

benjamín VIGTORIGA. — ULADISLAO 
FRUS. — FEDERICO IBARGÚREN. — 
G. S. DE LA TORRE. — SALUSTIANO 
J. ZAVALIA. 
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de la escepcion opuesta, corresponde la prosecución de la ejecu- 
ción 132 



CAUSA C 

Henichettiy Baltiní contra D. Clodomiro Arancibia y D^MariaB. 
Arancibia, por cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia. 

Sumano.— 1° En los pagarés á la orden, trasmitidos por viade 
endoso, no es aplicable el articulo octavo de la ley sobre compe- 
tencia de los Tribunales Federales. 

2<> Siendo estrangeros los endosatarios ejecutantes y los deudo- 
res, la justicia federal es imcopetente para conocer en la ejecu- 
ción 135 

CAUSA CI 

El Dr. D. Antonio M. Silva contra D. Rosario Culotta, por co- 
bro de arrendamiento; sobre recusación. 

Sumario. — La amistad intima del juez con el que se sostiene 
ser el verdadero interesado en el pleito, es causa legal de recu- 
sación 137 

CAUSA CU 

El Dr. D. Salustiano J. de Paula en recurso de habeos corpuSj 
por su hijo D. Alberto S. de Paula. 

Sumario.— Puesto en libertad el detenido^ el juicio de luibeas 
Corpus se considera terminado ÍAO 

CAUSA CIII 
Consulta de sentencia en la sucesión de D* Ana Ramirez de Ge- 
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metro, dictada por el Juez Letrado del Territorio Nacional de For- 
mosa. 

Sumario,— 'Debe aprobarse el auto en que ha sido debidamecte 
representado y consultado el derecho de los menores interesados 
en lac^usa 143 



CAUSA CIV 

D. Jorge Nutall contraía Provincia de Entre Rios, sobre pago de 
fondos públicos. 

Sumario. — \^ La adquisición de fondos públicos, crea uua obli- 
gación entre el Gobierno que los emite y su tenedor^ y somete á 
aquel á la jurisdicción de la Corte Suprema en los casos del arti- 
culo 1^ inciso l^' de la ley sobre competencia de los tribunales 
nacionales. 

2<> Los cupones de fondos públicos creados á pesos fuertes por 
ley átí 1872, deben ser pagados en metálico ó su equivalente en 
moneda de curso legal, con arreglo al artículo i^, base 8* de la ley 
de 25 de Setiembre de 1876 149 

CAUSA CV 

D. Luis López contra D. Pascual Lobo, por interdicto de despo- 
jo; sobre competencia. 

Sumario, — !<> El estrangero demandado por un ciudadano ante 
la justicia federal, no puede declinar su jurisdicción. 

2^ El juicio de interdicto por despojo, es distinto del de reivindi- 
cación seguido por el despojante contra el despojado 153 

CAUSA CVI 

D. Alejandro y D.Francisco Tabacco contra Elizondo y C*; 
sobre defraudación de patente de invención. 
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Sumario, — Es nula la patente de invención, probándose que el 
invento era conocido por folletos y publicaciones de los fabrican- 
tes estrangeros, y estaba en esplotacion antes de la concesión de 
la patente 151 



CAUSA CVII 

Contienda de competencia negativa entre el juez Federal del Pa- 
raná y del Crimen d% Concordia, en la causa criminal contra An* 
tooio García, por homicidio de Gerardo Lescano en Ayuy Chico. 

Sumario. — No corresponde á la justicia federal el conocimien- 
to de crímenes cometidos en tierra (irme, fuera de la linea de las 
aguas y de los lugares á que se refiere el articulo 3° inciso i^ de 
la ley sobre competencia de los Tribunales Federales 162 

CAUSA cvm 

D. Antonin Urraco contra D. Francisco Troanes, por cobro de 
pesos; sobre multa por infracción de la ley de sellos. 

Sumario, — i^ La multa por infracción de la ley de sellos es 
una pena que debe ó no imponerse, según sea la ley más benigna 
dictada entre la fecha déla infracción y la de su aplicación. 

2^ Un contrato que en la fecha de su otorgamiento debió ser es- 
tendido y no lo fué, en papel sellado nacional, bajo multa del dé- 
clupo, no está sujeto á esta pena, si se presenta en juicio, cuando 
por ley posterior, quedó suprimida esa obligación 167 

CAUSA CIX 

D. Ignacio Comas contra D. Carlos Casado, por demanda de jac- 
tancia; sobre competencia. 
Sumario. — Las diligencias preparatorias de la demanda de jac- 
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tancia contra un estrangero, no atribuyen la jurisdicción federal en \ 
la causa que este ha entablado ante la justicia locai^ antes de radi- 
cada dicha demanda de jactancia 170 



CAUSA ex 

D. Santiago Santa Coloma, defensor de D. Estanislao de Santis, 
contra D. Justiniano Torres, por daños y perjuicios; sobre térmi- 
no probatorio. 

Sumario. — El término probatorio no corre mientras dure la 
ausencia del Juez de la causa del asiento del Juzgado 176 



CAUSA CXI 

José Badarraco é hijos, contra D. José T. Nata; sobre compul- 
sa de libros. 

Sumario. — Por la Ley Nacional de procedimientos, no se admi- 
te la compulsa de libros, como diligencia previa á la demanda ... 181 



CAUSA cxn 

D* Andrea Fernandez Oro de González, por sí y por una hija me- 
nor, contra D. Miguel Quinteros ; sobre interdicto de adquirir. 

Sumario. — Es nulo lo actuado, sin la intervención del Ministe- 
rio de Menores, enjuicio en que se versa el interés de menores ... 1 83 



CAUSA CXIII 

El Dr. U. Francisco J. Ortiz, contra D. Hácedonio Beuitez, por 
consignación; sobre intereses. 
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Sumario. — ^Declarada válida la consignación, el deudor queda 
exonerado de pagar intereses 187 



CAUSA CXIV 

Bulas de inslitucion del Reverendo Fray Reginaldo Toro, nom* 
brado Obispo de Córdoba. 

Sumario. — Puede concederse el pase á las Bulas de institución 
y Rescriptos de Su Santidad, previo juramento del instituido de 
respetar la Constitución, las leyes del Congreso y los derechos y 
regalías del Patronato Nacional 192 

CAUSA CXV 

El Capitán D. José Kibby, de la barca cJ. H. Cordón», contra 
los Sres. Caffarena y Caslagnino; sobre estadías. 

Sumario. — Reducida la cantidad en litigio á una suma menor 
de doscientos pesos, no procede la apelación de la sentencia con- 
denatoria 195 



CAUSA CXVI 

Criminal, contra D. Gustavo Guesalaga y D. José Boulluani, ex- 
empleadüs de Aduana, D. Juan Moleré y D. Juan Congot; por fal- 
sificación y contrabando. 

Sumario. — í^ La antidata puesta á una guia sin intención de 
fraude, y sin perjuicio al Fisco, no constituye delito de falsificación. 

2« Comprobada la efectividad de un trasbordo, las irregularida- 
des cometidas en la ejecución de la operación, someten al dueño 
délas mercaderías trasbordadas, á la pena de pago de derechos. 

d^ Esas mismas irregularidades, respecto de los empleados que 
las toleraron y consíntierou, deben darse por compurgadas con la 
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destitución del empleo, y coa la prisión sufrida de un año y once 
meses 201 



CAUSA CXVII 

D. Nicasio Oroño contra D. José Ramón Aldao, por rendición 
de cuentas; sobre posiciones. 

Sumario. — No puede ordenarse, por via de posiciones, el reco- 
nocimiento de cartas y documentos presentados fuera del término 
probatorio 223 

CAUSA CXVIII 

D. Bartolomé Casella, contra D. Miguel Hachado Aramburú; 
sobre interdicto de despojo. 

Sumario. — La posesión común de un terreno por confusión de 
limites, tiene que ser respetada, y da derecho para deducir el in- 
terdicto de despojo contra el lindero que lo ocupó de su propia 
autoridad 226 



CAUSA CXIX 

La testamentaria Almaestre, isobre recusación. 

Sumario.—EX nombramiento de tutor, hecho de oficio, para la 
defensa de los derechos de un menor, no importa prejuzgamten- 
to, ni es causa legal de recusación 229 

CAUSA CXX 

El Doctor D. Florentino Vócos, contra Cruz Medina y Compañía; 
por cobro ejecutivo de pesos. 
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Sumario. —i^ Siendo basada )a cobranza ejecutiva en los libros 
déla Aduana, si en algunos de ellos existen anotadas como pagadas 
algunas de las partidas cobradas, debe darse por probada, respec- 
to de estas, la escepcion de pago. 

i"" Las letras de Aduana no descontadas por la Tesorería Nacio- 
nal, devengan intereses desde la fecha del vencimiento, sin nece- 
sidad de ser protestadas 231 



CAUSA CXXI 

D. Francisco Haurell, contra D. Nicasio y Doña Joaquina de Oro- 
ño; sobre rescisión de sentencia. 

Sumario. — El recurso de rescisión debe interponerse dentro de 
quince dias de publicada la sentencia 235 



CAUSA CXXII 



D. Antonio M. Silva, contra D. Bartolomé Cossoviche, por cobro 
de arrendamientos: sobre recusación. 

Sumario,— Ld, amistad intima del Juez con la persona que se 
alega ser el verdadero interesado en el pleito, es causa legal de 
recusación 239 



CAUSA CXXÍII 

D. José Maria, D. Carlos y D. Federico Joubert, contra D. Enri- 
que Fynn, por daños y perjuicios; sobre pruebas. 

Sumario.— '^0 es admisible en el último dia del término pro- 
batorio, la citación de testigos que fueron indicados en oportu- 
nidad para el examen, sin pedirse entonces su citación en forma. 242 
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CAUSA CXXIV 

D. Amonio Hartino coaira Rubio y Foley; por cobro de pesos. 

Siimarto.— Sin más pruebas que las cuentas de debe y haber, 
presentadas por las partes, debe resolverse aceptándose las parti- 
das que cada parte reconoce respectivamente á su cargo 245 



CAUSA CXXV 

D. Domingo Garbino contra D. José Costa, por cumplimiento de 
contrato; sobre competencia. 

Sumario. — Los agentes consulares^ gozan del fuero federal en 
sus causas civiles 249 



CAUSA CXXVÍ 

D. Francisco A. Bellizia, contra D. Miguel Forcella ; sobre res- 
cisión de un contrato de locación. 

Sumario. — El hecho de haber sido entregada en estado inhabita- 
ble la casa objeto del contrato de locación, es conducente para 
resolver la cuestión de rescisión de dicho contrato intentada por 
el locador, por faltado pago 251 



CAUSA CXXVII 

Doña Rosario Aranda y otros, contra D. Desiderio Aguiar; sobre 
interdicto posesorio. 

Sumario.—El poseedor á titulo de dominio tiene derecho para 
impedir que se le moleste en su posesión, y para solicitar el desalo- 
lojo del turbador 256 
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D. Hipólito Yaltierra contra D. Enrique Urien; por cobro ejecu- 
tivo de pesos. 

Sumario. — \^ La obligación firmada por el presidente de una 
sociedad anónima en su nombre individual, es titulo hábil para 
seguir ejecución contra la persona del firmante. 

iP El articulo 2o, inciso 2» de la ley de 14 de Setiembre de 1863, 
sobre jurisdicción de los tribunales federales, al mencionarlas cau- 
sas civiles, comprende las civiles y las comerciales 263 



CAUSA CXXIX 

D. Heliton, Doña Elena y Doña Aurora Rodríguez, contra D. To- 
más, Doña Justa y Doña Emma Armstrong; por nulidad de una 
venta; sobre rebeldía. 

Sumario, — La notificación del decreto concediendo 24 horas 
para la contestación del traslado, por rebeldía acusada, debe con- 
tener la hora en que se practica, sin que baste á suplir la omi- 
sión, la atestación ulterior del secretario 267 

CAUSA CXXX 

D. Absalon Ibarra, como tutor del menor D. Manuel Tabeada, 
contra D. Belisario Carrillo, por reivindicación; sobre compe- 
tencia. 

Sumario.— 1^ La existencia de una sentencia de los Tribunales 
locales que el demandado opone para escepcionarse contra la ac- 
ción instaurada, no obsta al ejercicio de la jurisdicción federal 
procedente de la distinta vecindad de las partes. 

2"* El no haberse dado interveucion al Ministerio de Menores en 
una excepción dilatoria, no anula el procedimiento 270 
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CAUSA CXXXI 

Páfioas 

Doña N. N., contra D. X. X.; sobre filiación natural. 

Sumario. — i^En la demanda de filiación natural entablada por 
la madre, es la nacionalidad de esta^ y no la de los hijos que debe 
tenerse en cuenta para determinar la competencia de la justicia 
federal. 

2<^ La prueba sobre filiación natural, debe bor tan plena y clara, 
que no deje lugar á dudas y satisfaga cumplidamente la conciencia 
del Juez 275 



CAUSA CXXXII 



Criminal contra D. íreneoy D. Wenceslao Santos, el comandan- 
te D. Rosario Suarez y otros, sobre soborno y violación de corres- 
pondencia telegráfica. 

Sumario. — El delito de soborno y violación de correspondencia 
telegráfica, cometido con motivo de la contienda electoral de 1886, 
reviste carácter politice, y se halla comprendido en la ley de am- 
nistía de i^* de Setiembre de 1888 283 



CAUSA cxxxin 



La Sociedad Anónima de Construcciones Mecánicas de San Quin- 
tín, contra D. Luis G. Pinto, por nulidad de un laudo; sobre 
arraigo. 

Sumario.'-EX juicio sobre nulidad de un laudo, es un incidente 
de los autos en que se dictó el laudo, y no procede en él la escep- 
cion de arraigo 295 
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CAUSA CXXXIV 

Piírint* 

D. Pedro Cánepa^ por su esposa Doña Vicenta Villar, contra Don 
Adeodato Torena y otros, por uso de aguas; sobre incompetencia 
y litis-pendencia. 

Sumario,— l^ La mujer sigue el domicilio y fuero del marido. 

i" No hay litis-pendencia, donde no existe identidad de perso- 
nas^ del objeto del litigio y de la acción que se hace valer 297 

CAUSA CXXXV 

El Fisco Nacional, contra Santiago Nocetti y C^ y otros; sobre 
contrabando. 

Sumario. — I"" La introducción á puertos argentinos sin pagar 
derecho y con guías de removido, de las mismas mercaderías que 
se despacharon con guias de tránsito para puertos estrangeros, 
constituye el delito de contrabando. 

i^ El que solicitó el permiso de trasbordo y sacó la guía de 
tránsito, es reo de dicho delito 306 



CAUSA CXXXVI 

Contra Leonardo Rossi (a) Antonio Capaila, ó Clemente Moscio; 
sobre estradicion. 

Sumario. — Probada la identidad de la persona y cumplidos los 
demás requisitos del artículo 12 de la ley de 25 de Agosto de 
1885^ debe concederse la estradicion 313 

CAUSA CXXXVII 

D. Alberto M. Bíedma, contra D. Rómulo Sarmiento; sobre 
daños y perjuicios . 



I 
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Sumario.— La suspensión de un embargo ordenado, no por el 
demandado, sino por el Juez que entendía en la causa, cuyos pro- 
cedimientos además fueron declarados nulos, no puede dar lugar 
á una acción de daños y perjuicios en contra de aquel 335 



CAUSA CXXXVIII 

D. Pedro Prud'homme, contra los señores Bemberg y C*; sobre 
caducidad de una patente. 

Sumario. — El caso de caducidad de patente, pedida por razón 
de tener el demandante que usar el sistema patentado, es pre- 
ciso y práctico, y obliga á los Tribunales Federales á tramitarlo y 
resolverlo 344 



CAUSA CXXXIX 



D. Pedro Bidone y D. Juan Delfino, contra D. José Pacheco; so- 
bre daños y perjuicios por inejecución de un contrato. 

Sumario. — El acto voluntario del obligado que impide el cum- 
plimiento déla condición, autoriza á considerar esta como cumpli- 
da en su contra 348 



CAUSA CXL 

El Fisco Nacional, contra los señores Johnston y C*; sobre in- 
fracción de las Ordenanzas de Aduana. 

Sumarto.— Solicitado el trasbordo de mercaderías con destino 
á un puerto estrangero, y resultando que las desembarcadas en 
dicho puerto no son las mismas, procede el comiso, y en su lugar, 
el pago del valor de las mercaderías y de los derechos fiscales. . . . 357 
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CAUSA CXLI 

Páginift 

D. Eduardo Sojo; sobre recurso de habeas corpas. 

Stimarío.— Cesado el hecho que motiva el recurso de habeas 
corpuSf cesa la facultad del tribunal para pronunciarse sobre el 
caso 363 



CAUSA CXLII 

D. Antonio González del Prado contra D. Gerónimo Riva; sobre 
mala construcción de un techo. 

Sumario. — La construcción inadecuada y defectuosa en la que 
no se han llenado las condiciones requeridas por las reglas del 
arte, debe mandarse rehacer 365 



CAUSA CXLIII 

D. Saturnino y D. Mariano Unzué, contra D. José C. Soria; sobre 
interdicto. 

Sumario.— El perturbador de la posesión está obligado á des- 
alojarla 374 



CAUSA CXLIV 

La Municipalidad déla Capital, contra D. Carlos Zaberbühler, 
por espropiacion; sobre nueva tasación. 

Sumario.— En el juicio de espropiacion, la paralización no im- 
putable al demandado, autoriza la verificación de una nueva ta- 
sación si esta constituye un elemento necesario á la decisión de la 
causa 376 
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CAUSA CXLV 

Pigtfias 

La empresa del ferro-carril de Buenos Aires y Rosario, contra 
D. Pedro Araya; sobre espropiacion. 

Sumario, — En el juicio de espropiacion, el juez puede aceptar 
la tasación que le parezca fundada y razonable 381 



CAUSA CXLVI 

D. Wenceslao Yorki contra los señores Alvarez de Toledo, por 
disolución de sociedad; sobre recusación de un arbitro. 

Sumario. — Establecido el arbitramiento forzoso, y nombra- 
dos los arbitros por cada una de las partes^ el arbitro que una de 
estas nombre por ausencia y en reemplazo del anteriormente 
nombrado, no puede ser recusado por la otra sin causa 384 

CAUSA CXLVIl 

D. Antonino Urraco, contra D. Santiago Carissano y D. Esteban 
Limoneta, por desalojo y cobros de arrendamientos ; sobre pruebas. 

Sumario, — La prueba testimonial pedida en tiempo^ y no reci- 
bida por causas no imputables á la parte, debe ser admitida 391 

CAUSA CXLVIII 

D. Manuel Gómez, contra las Compañías de Seguros <c La Nue- 
va Alianza» y « La Nacional », por cobro de seguros; sobre defec- 
to en el modo de proponer la demanda. 

Sumario. — No es defecto de proponer la demanda, el entablarla 
contra dos compañías de seguros por cobro de seguro contra incen- 
dio, constituidos por las dos á proraía 394 
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CAUSA GXLIX 

Pigioa» 

Gazzano hermanos, contra Barbieri hermanos ; sobre daños y 
perjuicios y cobro de pesos. 

Sumario. — 1® Contra el deudor de una obligación de hacer, no 
puede pedirse la indemnización de perjuicios por su inejecución, 
si no se prueba que se ha incurrido en mora. 

¿o El cumplimiento de la obligación de hacer, ofrecido en una 
forma incompleta y en tiempo inhábil, no dá derecho para cobrar 
el precio del trabajo estipulado, pudiéndose compensar el trabajo 
ejecutado con parte de dicho precio pagado anticipadamente 398 



CAUSA CL 

Criminal, contra D. Gardella yD. J. de los Santos, por delito de 
contrabando y falsedad; sobre competencia. 

Sumario. — Corresponde á la justicia federal, el conocimiento 
délos delitos de contrabando y de los comunes conexos con aquel. 405 

CAUSA CLI 

Contra D. Pedro A. Pardo, por injuria al Juez Federal, Dr. D. 
Virgilio M.Tedin; sobre competencia. 

Sumario. — El castigo de las injurias aun Juez Federal, no per- 
tenece á la jurisdicción originaría de la Suprema Corte 413 

CAUSA CLÍI 

D. Ricardo Yadillo contra D. Pedro J. Dachary^ por construc- 
ción de una pared medianera ; sobre falta de personería y defecto 
en la demanda. 

T. IV 
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Sumario. — l^ La falta de derecho uo puede constituir laescep- 
clon dilatoria de falta de personería. 

i? La petición de construir una pared divisoria^ mitad en ter- 
reno propio y mitad en el del vecino, sin espresar la medida de 
esta mitad, y sin citar el articulo de la ley aplicable, pero funda- 
da en el derecho de dominio del actor, no es defectuosa 418 

CAUSA CLffl 

D. Antonio Santa María contra la Municipalidad del Rosario, 
por cumplimiento de contrato*; sobre defecto en la demanda é in- 
competencia. 

Sumario. — 1** El demandado puede acumular en la demanda 
diversas acciones, no siendo estas contrarias entre sí. 

i^ La incompetencia de la justicia federal para entender en las 
cuestiones sobre impuestos provinciales ó municipales, sin ventilar 
su constilucionalidad, se entiende para el caso en que se traen an- 
te ella aisladamente, y no en conexión con otras que pertenecen, 
como principales, al fuero federal 422 

CAUSA CLIV 

Los Dres. D. Vicente Chas y D. Enrique Martinez, contra el re- 
presentante de las Compañía Telefónica^ por cobro de honorarios ; 
sobre incompetencia. 

Sumario. — Las Compañías anónimas, para los efectos del fuero^ 
son consideradas como de nacionalidad argentina 426 



CAUSA CLV 

Doña Jacinta V. de Videla, contra Don José Manuel Moreno ; 
sobre rendición de cuentas. 
Sumario. — i^ No puede imponerse la obligación de rendir 
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cuenta de un encargo concluido desde casi 25 años, y del cual 
existen sobrados elementos de inducción para establecer que se 
rindió cuenta á su conclusión. 

Í9 El nombramiento de un nuevo mandatario para el mismo ne- 
gocio, produce la cesación del primero. 

3^ El haber otorgado ese mismo dia el antiguo mandatario un 
documento en que reconoce á favor de la administración una suma 
de dinero existente en su poder, el haber verificado dos dias 
después un balance firmado por el mandante, en que se consigna 
á favor de la administración esa misma suma, y el haber el man- 
dante recibido del mandatario^ con posterioridad, idéntica suma, 
con intereses, declarando en documento escrito que con esa fecha 
quedaban arregladas todas sus cuentas con. él, prueban con eviden- 
cia que el mandatario rindió cuentas de su administración y el 
mandante las aprobó 433 
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C 



Caducidad de patente. —Véase : Patente. 
Capitán. —Véase : Armador; Descarga. 
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Carta de ciudadanía. — Véase : Justicia Federal, 

Causa de recusación. ^ Véase ; Recusadon . 

Causas civiles. — Véase : Justicia Federal. 

Causas comerciales. —Véase: Justicia Federal. 

Citación de testigos. — Véase : Término probatorio. 

Ciudadanía. — Véase : Justicia Federal. 

Comiso. — Caen en él, las mercancías Tuera de manifiesto desembar- 
cadas en lanchas. Páginas 46 y 18. 

Comiso. — Solicitado el trasbordo de mercaderías con destino á un puer- 
to estrangero, y resultando que las desembarcadas en dicho 
puerto no sqü las mismas, procede el comiso, y en su lugar, 
el pago del valor de las mercaderías y de los derechos fisca- 
les. Página 357. 

Comiso, — Véase: Descarga. 

Compañías anónimas. — Son consideradas para los etectos del fuero, 
como de nacionalidad argentina. Página 426. 

Compensación. —Véase: Obligación de hacer. 

Competencia. — Véase : Justicia Federal. 

Compulsa de libr os. — üo se admite por la ley nacional de procedi- 
mientos, como diligencia previa á la demanda. Página 181. 

Condición. — El acto voluntario del obligado que impide el cumpli- 
miento de la condición, autoriza á considerar estacóme cum- 
plida en su contra. Página 348. 

Consignación. — Declarada legal la consignación de 18. 228 $4 cen- 
tavos moneda nacional de curso legal, hasta donde alcanza 
á cubrir la deuda con sus intereses, de 30.000 pesos bolivianos^ 
al dia en que se interpuso el reclamo, el deudor debe la 
diferencia entre el peso boliviano y el peso de curso legal al 
tipo de ese mismo día, con más los intereses de dicha dife- 
rencia. Página 97. 

Consignación. — Declarada ella válida, el deudor queda exonerado 
de pagar intereses. Página 187. 



1 
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comiso, debiendo pagar el Capitán otro tanto, de la multa 
impuesta. Página 30. 

Despacho de Aduana. —Wéaise: Persaneria. 

Despojo. — Véase: Interdicto. 

Diligencia de prueba. — Véase : Interdicto. 

Diligencia previa. — Véase : Compulsa de libros. 

Diversos ejemplares. — Véase : Locación. 

Dobles derechos. — El caso de un bulto venido fuera de manifiesto 
y desembarcado en los depósitos de la Aduana sin su per- 
miso, se halla previsto y penado por el artículo 915 de las Or- 
denanzas de Aduana. Página 43. 

Dolo. — Véase: Locación. 

Domicilio. — Véase : Fianza; Mujer. 



E 



Ejecticion. — Corresponde su prosecución, reconocido el conforme de 
una cuenta y no probada la escepcion opuesta. Página 132. 

Ejecución. — y éAse: Justicia Federal; Sociedad anónima. \ 

Ejecución de Aduana. —Véase : Pago. 

Embargo preventivo. —En la acción de mandato dirijida á obtener el 
dominio de propiedades cuya adquisición fué encomendadaal 
mandatario, y que fueron adquiridas por este en su nombre^ 
procede el embargo preventivo de dichas propiedades. Pági- 
na 88. 

Endoso. — Véase : Justicia Federal. 

Errores aritméticos.— y é^se: Sentencia. 

Escepcion de pago. — Véase : Pago. 
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Escepcion dilatoria. — El no haberse dado intervención en ella al Mi- 
nisterio de menores, no anula el procedimiento. Página 270. 

Escepdan dilatoria. —Véase : Demanda. 

£jprop{adot». — Negada en el actor la calidad de propietario, no 
procede el juicio sumario de espropiacion para fijar la indem- 
nización. Es necesario que entable juicio ordinario, y no pue- 
de, antes del estado de prueba, pedir una diligencia de men- 
sura para fijar la estension del área que alega ser de su pro- 
piedad. Página 5. 

Eípropiacion. — En este juicio, la paralización no imputable al de- 
mandado, autoriza la verificación de una nueva tasación, si 
esta constituye un elemento necesario á la decisión de la 
causa. Página 376. 

Espropiacion. — En este juicio, el Juez puede aceptar la tasación que 
le parezca fundada y razonable. Página 381 . 

Estradicion. — Debe concederse, probada la identidad de la persona y 
cumplidos los demás requisitos del articulo 12 de la ley de 25 
de Agosto de 1883. Página 313. 
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Falsificación. — No constituye este delito, la antidata puesta á una 
guia sin intención de fraude y sin perjuicio al Fisco. Pági- 
na 201 . 

Falsificación de marca de fábrica, — Véase : Marca de fábrica. 

Falta de derecho. — Véase : Falla de personería. 

Falta de forma.— Véase : Demanda. 

Falta de personería. — La falta de derecho, no puede constituir la es- 
cepcion dilatoria de falta de personería. Página 418. 

Falta de personeria. — Véase : Marca de fábrica. 
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Fianza. — El capitán de un buque, que ha cesado de serlo, y reside 
desde más de dos años en el país con su familia, habiendo te* 
nido dos hijos argentinos, no está obligado á prestar la fianza 
del articulo 74 de la ley de procedimientos. Página 91. 

Filiación natural, — La prueba sobre ella, debe ser tan plena y clara 
que no deje lugar á duda y satisfaga completamente la con- 
ciencia del Juez. Página 275. 

Filiaciofi natural. — Véase : Justicia Federal. 

Firma. — La puesta sin imponerse del contenido del documento al 
cual se puso, importa una negligencia grave cuyas conse- 
cuencias deben imputarse al firmante ó al que le mandó fir- 
mar. Página 114. 

Flete. — Véase : Averias. 

Fondos públicos. — Su adquisición crea una obligación entre el Go- 
bierno que los emite y su tenedor, y somete á aquel á la juris- 
dicción de la Corte Suprema en los casos del articulo 1^, 
inciso I"" de la Ley sobre competencia de los tribunales 
nacionales. Página 149. 

Fondos públicos. -- Los cupones de los creados á pesos fuertes por ley 
de 1872 de la Provincia de Entre Rios, deben ser pagados 
en metálico ó su equivalente en moneda de curso legal, con 
arreglo al articulo 1<>, base Sédela ley de 25 de Setiembre de 
1876. Página 149. 

Fti^ro Federal. —Véase : Agentes consulares. 



H 



Habeas corpus. — Puesto en libertad el detenido, el juicio de habeos 
Corpus se considera terminado. Página 140. 

Habeas corpus. — Cesado el hecho que motiva el recurso de hab&is 
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Corpus, cesa la facultad del tribunal para pronunciarse sobre 
el caso. Página 363. 



Impuestos municipales, — Véase: Justicia Federal. 

Impuestos provindales. — Véase : Justicia Federal. 

Injurias. — El castigo de las inferidas á un Juez Federal, no pertene- 
ce á la jurisdicción originaria de la Suprema Corte. Pági- 
na 413. 

Interdicto. — No puede declararse sin más trámite la rebeldía del ac- 
tor que en el juicio de interdicto no comparece el dia señalado, 
pero que presenta escrito pidiendo su postergación. Pági- 
na 34. 

Interdicto. — Las diligencias de prueba que no pueden ser traidas al 
comparendo sino por intermedio del juez, pueden pedirse 
previamente á dicho comparendo, y el auto que los deniega 
es apelable. Página 34. 

lnterdic4o. — La iniciación de uno recuperatorio^ no puede oponerse 
para suspender el cumplimiento de una sentencia y no con- 
testar la demanda entablada para hacerla efectiva. Pági- 
na 93. 

Interdicto. — El juicio de interdicto por despojo, es distinto del de rei- 
vindicación seguido por el despojante contra el despojado. 
Página i 53. 

Interdicto de despojo. — La posesión común de un terreno por confusión 
de limites tiene que ser respetada, y dá derecho para de*- 
ducir el interdicto de despojo contra el lindero que lo ocupó 
de su propia autoridad. Página 226. 

Intereses. — Véase: Consignacion\ Letras de Aduana. 

Invento conocido. — Véase: Patente de invención. 
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Jactancia, — Véase : Justicia Federal. 

Jueces de Sección. — Véase : Justicia Federal. 

Juez Federal — Véase : Injurias. 

Juicio de espropiadon . — Véase : Espropiacion. 

Juicio terminado. — Véase : Habeos Corpus. 

Jurisdicción de la Aduana. — El haber salido de ella las mercaderías 
en que se ha cometido fraude en daño de los derechos fisca- 
les, no exime de responsabilidad á sus dueños, los cuales, 
pueden ser traidos ante los tribunales federales y conde- 
nados á pagar el valor en depósito de dichas mercaderías. 
Página 71 . 

Jurisdicción Federal. — Véase : Justicia Federal. 

Jurisdicción originaria. — Véase : Injurias. 

Justicia Federal. — La causa sometida á ella, en razón de la distinta 
nacionalidad de las partes, cesa de corresponder á su juris- 
dicción, si el demandado estrangero toma carta de ciudada- 
nía antes de contestarla demanda. Página 57. 

Justicia Federal. — En los pagarés á la orden, trasmitidos por vfa de 
endoso, no es aplicable el articulo 8*" de la ley sobre compe- 
tencia de los tribunales federales. Página 135. 

Justicia Federal. — Siendo estrangeros los endosatarios ejecutantes y 
los deudores, la justicia federal es incompetente para cono- 
cer en la ejecución. Página 135. 

Justicia Federal. — El estrangero demandado ante ella por un ciuda- 
dano, no puede declinar su jurisdicción. Página 153. 
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Jmticia Federal, — No corresponde á ella el coDocimíento \1e críme- 
nes cometidos en tierra firme, fuera de la linea de las aguas 
á que se refiere el articulo 3^^ inciso 2o de la ley sobre com- 
petencia de los tribunales federales. Página 162. 

Justicia Federal. — Las diligencias preparatorias de la demanda de 
jactancia contra un estrangero, no atribuyen la jurisdicción 
federal en la causa que este ha entablado ante la justicia 
local, antes de radicada dicha demanda de jactancia. Pá- 
gina 1 70. 

Justicia Federal. — El articulo 2», inciso 2^ de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 4863, sobre jurisdicción de los tribunales fede- 
rales, al mencionar las causas civiles, comprende las civiles 
y las comerciales. Página 263. 

Jtésticia Federal. — La existencia de una sentencia de los tribunales 
locales, que el demandado opone para escepcionarse contra 
la acción instaurada, no obsta al ejercicio de la jurisdicción 
federal procedente de la distinta vecindad de las partes. Pá- 
gina 270. 

Justicia Federal. -- En la demanda de filiación natural entablada por 
la madrOj es la nacionalidad de esta, y no la de los hijos, que 
debe tenerse en cuepta para determinar la competencia de 
la justicia federal. Pagina 275. 

Justicia Federal. — Corresponde á ella, el conocimiento del delito 
de contrabando y de los comunes conexos con él. Pági- 
na 405. 

Justicia Federal. — La incompetencia de ella para entender en las 
cuestiones sobre impuestos provinciales ó municipales sin 
ventilar su constitucionalidad, se entiende para el caso en 
que se traen ante ella aisladamente, y no en conexión con 
otras que pertenecen como principales al fuero federal. Pá- 
gina 422. 

Justicia Federal. — Véase : Agentes consulares ; Fondos públicos. 

Juzgado de Paz. — La cantidad de nueve mil seiscientos treinta y cin- 
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co pesos que se pide en consecuencia de auto ejecutoriado de 
un Juez de Paz dé territorio nacional, excede de su juris- 
dicción. Página 46. 



Lanchero. — No puede imponérsele pena, sin darle participación en 
el juicio. Página 16. 

Laudo. — Véase : Arraigo. 

Letras de Aduana. — Las no descontadas por la tesorería nacional, 
devengan intereses desde la focha del vencimiento, sin nece- 
sidad de ser protestadas. Página 231. 

Ley de sellos. —La multa por infracción de ella, es una pena que debe 
ó no imponerse según sea la ley más benigna dictada entre 
la fecha de la infracción y la de la aplicación. Página 167. 

Ley de sellos. — Un contrato que en la fecha de su otorgamiento debió 
ser estendido y no lo fué, en papel sellado nacional, bajo 
multa del décuplo, no está sujeto á esta pena, si se presenta 
enjuicio, cuando por ley posterior quedó suprimida esa obli- 
gación. Página 167. 

Libros. — Véase : Compulsa de libros. 

Lilis pendencia. — No la hay, donde no hay identidad de personas, 
del objeto del litigio y de la acción que se hace valer. Pá- 
gina 298. 

Locación. — El goce abusivo de la cosa locada, aunque no sea en pro- 
vecho del locatario, hace responsable á este de los daños y 
perjuicios á favor del locador. Página 103. 

Locación. — £1 documento firmado por otro, por mandato del propie- 
tario, es prueba en contra de este, del contrato de locación 
que dicho documento contiene. Página 114. 
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Locación. — El haber sido dejado el documento en poder del propieta- 
rio, para que lo firmase ó hiciese firmar y la firma puesta 
fuera de la presencia del locatario, escluye toda idea de dolo 
por parte de este. Página 114. 

Locación. El defecto de diversos ejemplares, no anula el contrato bi- 
lateral de locación, si por otro documento consta que el pro- 
pietario recibió el precio del alquiler estipulado en él. Pági- 
na 114. 

Locación. — El hecho de haber sido entregada en estado inhabitable 
lá casa objeto del contrato de locación, es conducente para 
resolver la cuestión de rescisión de dicho contrato intentada 
por el locador por falta dé pago. Página 251 . 



M 



Mala ejecución. — Véase : CoMlrucdon. 

Mandatario — Véase : Maniato\ Rendición de cuentas. 

Mandato. — El nombramiento de un nuevo mandatario para el mismo 
negocio, produce la cesación del primero. Página 433. 

Mandato. — Véase: Embargo preventivo \ Locación. 

Marca de fábrica. — No puede oponerse faltado personería para perse- 
guir la falsificación de una marca de iábrica, al que acredita 
ser propietario de esta. Página 55. 

Marca de fábrica. — Véase : Demanda. 

Menor cuanlto.— Véase : Apelación. 

Menores, — Debe aprobarse el auto en que ha sido debidamente repre- 
sentado y consultado el derecho de los menores interesados en 
la causa. Página 143. 

Menores. — Es nulo lo actuado sin la intervención del Ministerio de 
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Menores en juicio en que se versa el interés de menores. Pá- 
gina 183. 

Mercader ia» estraidas. —Véase : Jurisdicción de la Aduana. 

Mercaderías fuera de manifiesto. —Véase : Comiso. 

Ministerio de menores. —Vé^e: Escepcion dilatoria \ Menores. 

Mora. —Véase : Obligación de hacer. 



Ñ 



Nacionalidad. '^yéase: Justicia Federal 
Negligencia jfrat?^. —Véase : Firma. 
Nombramiento de tutor. — Véase : Recusación'. 
Nueva tasación. — Véase: Espropiacion. 
Nulidad. — Vé^se: Menores. 
Nulidad de laudo. — Véase : Laudo. 



O 



Obligación d pesos fuertes, — Véase: Depósito; Fondos Públicos. 

Obligación de hacer. — Contra el deudor de eila, no puede* pedirse la 
indemnización de perjuicios por su inejecución, si no se prue- 
ba que se ha incurrido en mora. Página 398. 

Obligación de hacer. — Su cumplimiento, ofrecido en una forma incom- 
pleta y en tiempo inhábil, no da derecho, para cobrar el pre- 
cio del trabajo estipulado, pudiéndose compensar el trabajo 
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ejecutado con parte de dicho precio pagado anticipadamente. 
Página 398. 



Pago. •— Siendo basada la cobranza ejecutiva en los libros de la Adua- 
na, si en algunos de ellos existen anotadas como pagadas al- 
gunas de las partidas cobradas, debe darse por probada res- 
pecto de estas la escepcion de pago. Página 231. 

Pagoie (fer^cAos. — Véase : Trasbordo. 

Papel sellado. — Véase : Ley de sellos. 

Patente. — El caso de caducidad de patente pedida por razón de te- 
ner el demandante que usar el sistema patentado, es preciso 
y práctico y obliga á los Tribunales Federales á tramitarlo y 
resolverlo. Página 344. 

Patente de invención. — Es nula, probándose que el invento era cono- 
cido por folletos y publicaciones de los fabricantes estrange- 
ros, y estaba en esplotacion, antes de la concesión de la pa- 
tente. Página 157. 

Pena. — Véase: Lanchero; Ley de sellos \ Trasbordo. 

Personería. — La posesión y presentación de la factura y papeles de la 
carga, demuestra la personería del que la despacha en la 
Aduana. Página 8. 

Personería, — Véase : Marca de fábrica^ 

Perturbador. --\ésL8e: Posesión. 

Pesos fuertes. — Véase : Fondos públicos. 

Poseedor. — El que lo es á titulo de dominio, tiene derecho para impe* 
dir que se le moleste en su posesión y para solicitar el desa- 
lojo del turbador. Página 256. 
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Posesión. — Ei pertubador de ella, está obligado á desalojarla. Pági- 
na 374. 

Posesión. — VéSiSe: Poseedor. 

Posesión común . — Véase : Interdicto de despojo. 

Posiciones. — No puede ordenarse por vía de posiciones, el reconoci- 
miento de cartas y documentos presentados fuera del térmi- 
no. Página 223. 

Prquzgamiento. — Véase : Recusación. 

Presidente de sociedad anónima. —Véase : Sociedad anónima. 

Protegió. —Véase : Letras de Aduana. 

Prueba testimonial. — La pedida en tiempo^ y no recibida por causas 
no imputables ala parte^ debe ser admitida. Página 391. 

Prtieftos. — Véase: Cuentas. 



R 



Rebeldía. — La notificación del decreto concediendo 24 horas para la 
contestación del traslado por rebeldía acusada, debe contener 
la hora en que se practica, sin que baste á suplir la omisión, 
la atestación ulterior del Secretario. Página 267. 

Rebeldia.— y ésise: Interdicto. 

Reconocimiento. — Véase : Ejecución. 

Reconocimiento de carian. — Véase : Posiciones. 

Recurso de rescisión. — Véase : Rescisión, 

Reeusacion. — Es causa legal de ella, la amistad intima del Juez con el 
que se sostiene ser el verdadero interesado en el pleito. Pá- 
ginas 40, 137 y 239. 

Recusación. —E\ nombramiento de un tutor hecho de oficio, parala 
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defensa de los derechos de un menor, no importa prejuzga- 
miento ni es causa legal de recusación. Página 229. 

itecusacton. —Establecido el arbitramiento forzoso, y nombrados los 
arbitros por cada una de las partes, el arbitro que una de 
estas nombre por ausencia y en reemplazo del anteriormen- 
te nombrado, no puede ser recusado por la otra, sin justa 
causa. Página 384. 

Beivindicadon. — Véase : Interdicto. 

Rendición de ctientas. — No puede imponerse la obligación de rendir 
cuenta de un encargo concluido desde casi veinticinco años, 
y del cual existen sobrados elementos de inducción para 
establecer que se rindió cuenta á su conclusión. Página 433. 

Bendición de cuentas, — El haber otorgado el mandatario un docu- 
mento en que reconoce á favor de la administración una suma 
de dinero existente en su poder; el haber verificado dos dias 
después un balance firmado por el mandante, en que se con- 
signa á favor de la administración esa misma suma; y el ha- 
ber el mandante recibido del mandatario con posterioridad 
idéntica suma con intereses, declarando en documento escri- 
to, que con esa fecha quedaban arregladas todas sus cuentas 
con él, prueban con evidencia que el mandatario rindió cuen- 
tas de su administración, y el mandante las aprobó. Pági- 
na 433. 

Rescimn. — Este recurso debe interponerse dentro de quince dias de 
publicada la sentencia. Página 235. 

Jtescísíon.— Véase: Locación, 



Seguro á prorata.— Vé^se : Demanda, 
Sellos, —Véase : Ley de sellos. 
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Sentencia. — Los errores aritméticos padecidos en una sentencia, pue- 
den rectificarse en cualquier tiempo. Página 65. 

Soborno. — Véase: Amnistía. 

Sociedad anónima, —La obligación firmada por el Presidente de una 
sociedad anónima en su nombre individual, es titulo hábil 
para seguir ejecución contra la persona del firmante. Pági- 
na 263. 

Sociedades anánimas. — Véase : Compañías anónimas . 

Suprema Corte.— Wéase: Consulta; Fondos públicos \ Injurias. 

Suspensión de embargo. — Véase : Daños y perjuicios. 

Suspensión de término. — Véase : Término probatorio. 



Tasación. — Véase: Expropiación 

Término de hor as. — Yésíse: Rebeldía. 

Término probatorio. — ^o corre, mientras dure la ausencia del Juez 
déla causa del asiento del Juzgado. Página 176. 

rármmoprotofono. — No es admisible en el último dia del término 
probatorio, la citación de testigos que fueron indicados en 
oportunidad para el examen, sin pedirse entonces su citación 
en forma. Página 242. 

Término probatorio. — Veáse : Posiciones. 

Testigos. — Véase : Prueba testimonial ; lérmino probatorio. 

Titulo hábil. — Véase : Sociedad anónima. 

Trasbordo. — Comprobada su efectividad, las irregularidades cometidas 
en la ejecución de la operación, someten al dueño de las 
mercaderías trasbordadas á la pena del pago de derechos. Pá- 
gina 201 . 
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Trasbordo, — Las irregularidades cometidas en su ejecución, deben 
darse por compurgadas, respecto de los empleados que las to- 
leraron y consintieron, con la destitución del empleo y con 
la prisión sufrida de un año y once meses. Página 202. 

Tti/or.— Véase: Becusacion. 



Violación de correspondencia.^ Y é^se: AmnisUa. 



FIN DEL TOMO CUARTO 



